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PROYECTO QUE REFORMA
JUSTICIA LABORAL Y PREVISIONAL

ESTABLECE LITIGACION
ELECTRONICA

La Subsecretaria de Previsión Social, Macarena Carvallo, informó además que se permitirá
que las notificaciones puedan efectuarse vía fax, por teléfono

o correo electrónico

Uno de los problemas que tiene la actual
justicia laboral es la falta de tribunales espe-
cializados en cobranza previsional, así como
también la lentitud de los procesos.

Por ejemplo, actualmente un juicio por
despido injustificado puede tardar cerca de
tres años y medio.

En tanto, un 80% del ingreso de las
causa que ven los tribunales del Trabajo son
relativas a temas previsionales.

En septiembre del año pasado, el Go-
bierno remitió al Congreso Nacional los tres
proyectos que buscan reformar el actual sis-
tema imperante (ver recuadro*).

Una de las novedades que presentan las
iniciativas y de lo cual poco se ha hablado
está en establecer la oralidad en los procesos
y la litigación electrónica, entre otras.

El proyecto establece que en una sola audiencia (que
será oral) se presentarán las pruebas y se llevará a
cabo la contestación. Esto es algo nuevo y compren-
demos que puede generar temor por parte del Poder
Judicial, abogados y trabajadores; sin embargo, cree-
mos que por la buena evaluación que han tenido los
tribunales penales no será “traumático” el cambio de
un sistema escrito a uno oral.

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL,
MACARENA CARVALLO: LOS

PROYECTOS QUE MODIFICAN LA
JUDICATURA LABORAL Y PREVISIONAL

SON BASTANTE REVOLUCIONARIOS

- ¿Por qué estos proyectos de ley son
novedosos?

- Los proyectos que modifican la judica-
tura laboral y previsional son “bastante revo-



Marzo 182 / 2004

Entrevista2

lucionarios”. La principal novedad es que se
establece la litigación electrónica por primera
vez en Chile.

- ¿Cómo funcionará la litigación electró-
nica?

- Los abogados podrán presentar sus
escritos por correo electrónico sin necesidad
de ir al tribunal a dejarlo. Por otra parte, se
incorpora la tecnología como medio de notifi-
cación. Si existe acuerdo entre las partes, la
notificación durante el juicio podrá hacerse
vía fax, por teléfono, correo electrónico o en
forma convencional.

(N. de la Redacción: ya sea personal-
mente, por cédula o carta certificada).

- ¿Para aplicar este sistema de notifica-
ción se establece alguna norma?

- Estamos evaluando la posibilidad de
que la Corte Suprema dicte un auto acorda-
do. Sin embargo, como queremos que  esto
se implemente en forma rápida puede que se
produzca algún tipo demora si se hace por
esa vía. Por eso es que quizás sería necesa-
rio hacer una modificación legal al respecto.

- El proyecto establece la oralidad al igual
como se estableció en la reforma procesal
penal...

- El proyecto establece que en una sola
audiencia (que será oral) se presentarán las
pruebas y se llevará a cabo la contestación.
Esto es algo nuevo y comprendemos que
puede generar temor por parte del Poder
Judicial, abogados y trabajadores; sin em-
bargo, creemos que por la buena evaluación
que han tenido los tribunales penales no será
“traumático” el cambio de un sistema escrito
a uno oral.

- ¿Cuándo se convertiría en ley?

- Eso no depende del Ejecutivo, sino de
los parlamentarios. Nosotros esperamos que
ello se haga efectivo este año.

A esto hay que agregar que los proyec-
tos tienen una vacancia  de un año, sobre
todo aquellos que crean los Tribunales de
Cobranza Laboral y Previsional y el que au-
menta el número de los tribunales laborales,
ya que para ello se requiere infraestructura,
tecnología (informática) y capacitación de
los funcionarios.



Entrevista

Marzo182 / 2004

3

(*) Contenido de los proyectos

1.- Proyecto de ley de nuevo procedimiento laboral:

Se propone un rediseño de los procedimientos laborales para acortar sustancialmente su
duración, lo que en la práctica implica avanzar desde un procedimiento escrito a uno oral.

2.- Proyecto que crea nuevos Tribunales del Trabajo y Juzgados de Cobranza Laboral y
Previsional:

Se crean 16 tribunales laborales (cabe señalar que actualmente hay 20 en todo el país, 11 de
ellos en Santiago) con un total de 35 jueces especializados en estas materias. En aquellos
lugares donde no haya tribunales especializados las causas serán conocidas por los juzgados
de letras.

Se propone también la creación de tribunales especializados de cobranza para toda clase de
obligaciones laborales y previsionales, tema que absorbe el 80% del ingreso de las causas
que actualmente ven los tribunales del Trabajo.

Se crean cuatro tribunales de cobranza: uno en Santiago, uno en San Miguel, uno en la
Quinta Región y uno en la Octava, con un total de nueve jueces.

En lo que se refiere a la creación de estos tribunales (de cobranza laboral y previsional), la
Subsecretaria de Previsión Social señaló que con ello se pretende entregar el conocimiento
de estos juicios ejecutivos a un tribunal especializado e independiente de los tribunales
laborales, los cuales sólo se van a dedicar a ver “lo declarativo de los juicios y a fallar si
existe o no vínculo de subordinación y dependencia entre trabajador y empleador en caso que
se produzca un despido”.

En efecto, el proyecto establece, en una primera fase, la creación de juzgados del Trabajo en
las comunas de Copiapó, Talca, Chillán, Temuco y Puerto Montt, los que se suman a los
actuales de Iquique, Antofagasta, La Serena/Coquimbo, Valparaíso/Viña del Mar, Rancagua,
Concepción (al que se incorpora Talcahuano), Punta Arenas, San Miguel y Santiago.

Macarena Carvallo explicó que para la creación de los tribunales se tomó en cuenta la
cantidad de causas que ingresan y no el número de habitantes que tiene cada región, que es
–dijo– el mismo criterio que utiliza el Código Orgánico de Tribunales.

3.- Proyecto que modifica la Ley Nº 17.322 sobre Cobranza Previsional:

Debido a la falta de tribunales especializados y a que la tramitación en primera instancia de
una causa ejecutiva de cobranza previsional demora en promedio 1,5 años, aproximadamen-
te, en Santiago, se propone en el proyecto una agilización de procedimientos y se faculta a la
judicatura para proceder de oficio, lo que permitirá agilizar el procedimiento y evitar el alto
grado de deserciones o abandono de las causas en las distintas etapas del proceso.

Cabe señalar que estas iniciativas se encuentran –en primer trámite constitucional– en la
Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputados. La idea de legislar estos
proyectos ya fue aprobada. “El proyecto que está más avanzado es el que modifica la Ley
Nº 17.322”, dijo Carvallo. (Fuente: Ministerio de Justicia-Boletín Oficial de la Dirección del
Trabajo)
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EMPRESAS, MERCADO DEL
TRABAJO Y NORMAS LABORALES

José Francisco Castro C. (*)

Durante el último tiempo hemos podido
ver un incipiente debate público sobre la insti-
tucionalidad laboral con que debe contar nues-
tro país, de cara a los nuevos desafíos que
debemos abordar internamente y a nivel in-
ternacional. Incluso la Facultad de Ciencias
Económicas y Administrativas de la Universi-
dad de Chile recientemente publicó un libro
sobre políticas de empleo e institucionalidad
laboral para el siglo XXI, el cual viene a
contribuir a este debate. En la misma línea de
hacer un aporte a la discusión, he querido dar
a conocer este artículo, el cual recoge algu-
nas visiones sobre el mercado del trabajo, los
nuevos desafíos para las empresas y las nor-
mas laborales.

1. LA EMPRESA ANTE UNA REALIDAD
CAMBIANTE

Durante los últimos cuarenta años han
tenido lugar una serie de cambios y trans-
formaciones en el mundo y en las condi-
ciones de mercado, los cuales han hecho
revisar las relaciones de intercambio que
se venían produciendo entre las empresas
y los agentes de su entorno. Por la espe-
cial influencia que han ejercido sobre la
actividad económica y empresarial, tene-
mos que citar, a lo menos, los siguientes
fenómenos:

a) Internacionalización e intensificación
de la competencia

En las últimas décadas ha quedado en
evidencia, cada vez con mayor niti-

dez, que atrás quedaron los tiempos
en los que la economía era cerrada, la
intervención del Estado era fuerte y
su proteccionismo salvaguardaba a la
industria nacional de la competencia
extranjera. La internacionalización de
los mercados y de los sistemas de
producción, la reducción de las barre-
ras comerciales, el exceso de oferta
sobre la demanda y la recesión eco-
nómica, entre otros, han hecho que
las empresas busquen nuevos merca-
dos y zonas de producción alejados
de los que originalmente eran los su-
yos para, de esta forma, mejorar su
competitividad.

b) Desarrollo tecnológico

Los cambios tecnológicos se produ-
cen a un ritmo superior al de cual-
quier período pasado, y la frecuencia
de las innovaciones realizadas sobre
éstos está aumentando cada vez más.
Este avance tecnológico genera mo-
dificaciones sustanciales en los sis-
temas de producción, así como en
las formas de trabajo y de vida. En
particular, la informática y otras tec-
nologías afines han sufrido un desa-
rrollo sin precedentes en la historia,
que se caracteriza por la gran rapi-
dez de sus innovaciones, la universa-
lidad de sus aplicaciones, la facilidad
de difusión, las sinergias que se ge-
neran en torno a ellas (cualquier avan-
ce en una de ellas repercute rápida-
mente en el grupo tecnológico), y la
progresiva sustitución de personas
por máquinas y los cambios que ello
genera en la estructura de las empre-
sas. La importancia del avance de la

(*) Abogado, U. de Chile, Magíster en Derecho de la
Empresa P. U. Católica de Chile.
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tecnología radica no sólo en la am-
pliación de las posibilidades de racio-
nalizar la producción, sino que tam-
bién en que permite su aplicación a
un número de tareas mayor del que
permitían las antiguas máquinas y
equipos.

A partir de esta situación, un grupo
no menor de autores, especialmente
economistas, ha comenzado desde
finales del siglo pasado a manifestar
su preocupación por las altas tasas
de desempleo que se observan en
muchos países, incluyendo los desa-
rrollados, lo cual vinculan directamen-
te con la revolución tecnológica. Uno
de los autores más representativos
de esta visión es el economista nor-
teamericano Jeremy Rifkin, quien en
su obra El Fin del Trabajo manifiesta
que, en el pasado, cuando las nue-
vas tecnologías sustituían a los tra-
bajadores de un determinado sector
económico, siempre aparecían nue-
vos sectores que permitían absorber
a los trabajadores despedidos. En
cambio, en la actualidad, los tres sec-
tores tradicionales de la economía:
agricultura, industria y servicios, es-
tán experimentando cambios tecno-
lógicos, forzando con ello a millones
de personas a engrosar las filas del
desempleo. (1)

En los próximos años nuevas y más
sofisticadas tecnologías pueden lle-
var a los países a situaciones cada
vez mayores de reducción de empleo
formal. La redefinición de oportunida-
des y de responsabilidades de millo-
nes de personas pertenecientes a una
sociedad carente de empleo masivo
formal puede ser, a su vez, un ele-
mento importante de presión social
durante el presente siglo.

c) Incorporación masiva de la mujer al
trabajo

A partir de la segunda mitad del siglo
XX, se comienza a observar un fenó-
meno trascendental consistente en la
cada vez mayor incorporación de mu-
jeres al mundo del trabajo, lo que ha
significado grandes transformaciones
en el mercado laboral y en las relacio-
nes de intercambio de las empresas
para con sus consumidores. A modo
de ejemplo, la tasa de participación
femenina, esto es, la proporción de
mujeres mayores de 16 años que es-
tán ocupadas o buscando trabajo ac-
tivamente en Estados Unidos ha pa-
sado de un 38% en 1960 a un 60%
en 1997 (2). Esta masiva entrada de
mujeres al mercado del trabajo tiene
que ver no sólo con factores de ca-
rácter económico, sino que también
con la modificación de patrones so-
ciales y culturales respecto del papel
de la mujer en nuestra sociedad.

d) Diferenciación de la demanda de con-
sumo

Con el incremento de la renta media
de algunos sectores de la población
producido durante las últimas déca-
das, ha aumentado la demanda de
bienes y servicios muy específicos y
de mayor calidad, mientras que per-
sisten amplios sectores de la socie-
dad que continúan requiriendo pro-
ductos y servicios normalizados o
estandarizados. La creciente diferen-
cia en la distribución del ingreso per-
sonal que se puede observar en casi
todas las sociedades, y las especifici-
dades de cada una de ellas, tienden a
reforzar la línea divisoria entre dife-
rentes modelos de consumo. Las em-
presas han respondido a los cambios

(1) Rifkin, Jeremy. El Fin del Trabajo. Editorial
Paidós. Barcelona, España. 1996, p. 19.

(2) Fuente: U. S. Department of Labour,
Employment and Earnings, mayo 1997.
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de las pautas de consumo con la ofer-
ta de productos y servicios diferen-
ciados. Este hecho obliga a las em-
presas a realizar un esfuerzo conti-
nuado de adaptación e innovación para
poder mantener su competitividad.

e) Desarrollo progresivo de una cultura
del consumidor y de una mayor cultu-
ra ecológica

La protección y defensa de los dere-
chos de los consumidores y del entor-
no medioambiental se ha convertido
en una exigencia prioritaria de ex-
traordinaria importancia, especialmen-
te en los países industrializados, la
que cuenta, además, en muchos paí-
ses con el amparo de la legislación
nacional. La introducción de estos va-
lores en la cultura de la sociedad mo-
derna ha significado un elemento in-
discutible de progreso social pero, a
su vez, ha representado un nuevo
condicionante para el funcionamiento
de muchas empresas, las cuales han
debido tomar medidas si no quieren
quedar fuera de la ley o de un deter-
minado mercado.

Los efectos generados por la combina-
ción de éstos y otros factores ha provo-
cado que, en lo concerniente a la activi-
dad de las empresas, se haya reducido la
estabilidad de la demanda y las posibilida-
des de predecirla. La previsibilidad de la
demanda es un factor de vital importan-
cia para la producción en serie, sistema
productivo que ha operado desde la revo-
lución industrial y que permite obtener
importantes ventajas competitivas aso-
ciadas a las economías de escala. Junto
con lo anterior, permite al sector terciario
de la economía determinar con ciertos
márgenes de desviación aceptables el flu-
jo e intensidad de la actividad en cada
momento.

En el contexto que estamos describiendo
la previsibilidad de la demanda se reduce,

de tal manera que la supervivencia de la
empresa depende principalmente de su
capacidad para ajustarse rápidamente a
nuevas condiciones y oportunidades de
mercado, con el fin de satisfacer de for-
ma rentable y duradera las necesidades
de los consumidores.

2. EL MERCADO DEL TRABAJO Y LAS NOR-
MAS LABORALES

Ante este contexto de cambio hemos que-
rido referirnos, en esta parte del trabajo,
a la forma en que inciden en los merca-
dos del trabajo y en sus distintos agentes
las normas que regulan las relaciones in-
dividuales y colectivas del trabajo.

La evidencia empírica prácticamente no
deja hoy espacio para afirmar que el fun-
cionamiento de los mercados de trabajo
sea indiferente a la forma en que se gene-
ran las normas laborales, a su contenido
y a la extensión de las mismas. Así, la
existencia y monto de indemnizaciones al
término de la relación laboral, la forma y
el nivel en que se desarrolla la negocia-
ción colectiva, las características que con-
tenga el ejercicio del derecho a huelga, el
monto del salario mínimo son, entre otras,
regulaciones que tienen impacto en el
funcionamiento de los mercados del tra-
bajo.

No obstante lo señalado, es menos evi-
dente y más discutida la determinación
sobre la real incidencia de las diversas
opciones normativas, los efectos inme-
diatos y a mediano y largo plazo de cada
una de ellas, y las consecuencias que,
cualitativa y cuantitativamente, pueden
proyectar esas normas sobre el funciona-
miento de los mercados de trabajo, en el
contexto de cada ordenamiento jurídico
en particular.

Los modos en que se perciben las normas
laborales desde la ciencia económica con-
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vergen, en general, en dos matrices
paradigmáticas. Desde una primera pers-
pectiva, y como vimos recientemente, los
mercados de trabajo se equilibran me-
diante ajustes de cantidades, oferta y de-
manda de trabajo, o de precios, o de unas
y otras, y funcionan mejor cuanto más
rápido esos ajustes respondan a los cam-
bios en los mercados de los bienes finales
o frente a situaciones de crisis. En esa
línea, las regulaciones laborales se pue-
den percibir como factores de interferen-
cia que perturban la espontánea adecua-
ción de oferta y demanda en el mercado
y, en concreto, como costos que deben
controlarse y limitarse.

Desde una segunda perspectiva, las nor-
mas laborales, con su contenido eminen-
temente protector, suplen otras funcio-
nes relevantes en el sistema productivo
como, por ejemplo, el compromiso y la
motivación de los trabajadores, las for-
mas de gestión participativa, el incentivo
a la inversión en capacitación, la mejora
del capital humano, etc. Esta percepción
de las regulaciones laborales se vincula
con criterios de gestión de recursos hu-
manos, tendientes a su máximo desarro-
llo como ventaja competitiva.

Ambas percepciones traducen modos de
contemplar las normas y otras regulacio-
nes laborales desde la ciencia económica
y, en su caso, desde la gestión de recur-
sos humanos. Otra es la orientación emi-
nentemente social que inspira al Dere-
cho del Trabajo, como disciplina jurídica
especial y autónoma. La perceptible cir-
cunstancia de que quienes participan de
cada una de estas orientaciones del pen-
samiento económico vuelcan sus énfasis
sobre aquellos efectos de las normas
laborales que constituyen la natural deri-
vación de sus respectivas concepciones,
tiende a ocultar la compleja significación
práctica de esas regulaciones, así como
el carácter también complejo del modo
en que ellas actúan sobre los mercados
de trabajo.

En efecto, es posible que en determina-
das condiciones las normas laborales y
los costos que de ellas derivan puedan
interferir en la acción de los mercados
tendiente a ajustarse en precios o en
cantidades, o en ambas. No obstante,
desde otro ángulo, la ausencia o insufi-
ciencia de determinados estándares mí-
nimos, pueden afectar el funcionamiento
de los mismos mercados o, en su caso,
de los procesos de producción, en tanto
aquellas carencias desalientan la intro-
ducción de mejoras y diversificación de
las competencias, el establecimiento de
relaciones laborales cooperativas, una
mayor creatividad en el trabajo, la in-
corporación de tecnología, una disminu-
ción de la conflictividad, etc., todo lo
cual afecta las ganancias en términos
de calidad, productividad y aptitud com-
petitiva.

Esta compleja contextualización de las
normas laborales sugiere que las decisio-
nes relativas a su creación, modificación
o supresión, deben tener en cuenta sus
diversas implicancias en términos de su
significación económica, de sus proyec-
ciones sobre el mercado del trabajo y el
empleo, y de las necesidades de protec-
ción laboral, expresión esta última de la
finalidad histórica de las normas labora-
les. Se trata de reconocer lo que Adrián
Goldin llama la "configuración tripolar de
las normas laborales" (3), resultado de la
cual cada institución jurídica laboral debe
expresar el punto óptimo de equilibrio
entre su faceta de protección, sus mo-
dos diversos de vincularse con la econo-
mía y el sistema productivo, y su inci-
dencia sobre el mercado del trabajo y el
empleo.

En la misma línea de lo recién expresado,
otros autores prefieren hablar de las "tres

(3) Goldin, Adrián. El Trabajo y los Mercados. Edi-
torial Universitaria de Buenos Aires. Argentina.
1997, p. 253.
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funciones" (4) de la legislación laboral, las
que son: protección, referida a la existen-
cia de normas jurídicas mínimas para pro-
teger a los trabajadores frente al abuso en
el mercado del trabajo, debido a su poder
de negociación más débil; promoción, rela-
tivo a aceptar socialmente una idea en la
economía de mercado, y selección y distri-
bución, para dividir el volumen de trabajo
del mercado laboral entre el número máxi-
mo de trabajadores posible.

Como una forma de graficar lo recién ex-
presado, podemos afirmar que los estánda-
res normativos de seguridad en el empleo
deben ser tan flexibles, como para no obs-
taculizar el ajuste de los planteles a la evo-
lución de los mercados de productos, pero
también tan consistentes como para sos-
tener el compromiso y motivación de los
trabajadores, reducir los costos de tran-
sacción, estimular la inversión en capaci-
tación profesional, y poner límites a la
excesiva rotación de mano de obra.

Los procesos de modernización producti-
va requieren cierta seguridad en el em-
pleo que, además de su significado tute-
lar, justifique inversiones y esfuerzos de
formación y capacitación y, al mismo tiem-
po, cierta flexibilidad que además de su
aptitud de ajuste, permita reclutar en el
mercado ciertas calificaciones de las que
internamente no se dispone.

En consecuencia, podemos afirmar que la
normativa laboral no tiene porqué aban-
donar su carácter eminentemente protec-
tor, por el contrario, lo que hay que discu-
tir actualmente es cómo ese fin tutelar se
manifiesta hoy en día, en el contexto que
vivimos y con los cambios que estamos
experimentando.
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TRABAJADORAS DE CASA
PARTICULAR

El Contrato de Trabajo de Casa Particu-
lar es el acuerdo entre una trabajadora y un
empleador/a donde la primera se compromete
a prestar sus servicios y la segunda a pagar
una remuneración a cambio de éstos. El servi-
cio prestado debe referirse a alguno o a todos
los trabajaos propios del hogar. Este acuerdo
debe ser escrito, firmado por ambas partes en
2 ejemplares, quedando uno en poder de
cada contratante.

PerIodo de prueba

Al ser un trabajo prestado al interior del
hogar, las 2 primeras semanas se estiman
como período de prueba en el que  podrá
ponerse término al contrato a voluntad de
cualquiera de las partes, siempre que se avise
con tres días de anticipación. El empleador
está obligado a cancelar los días trabajados,
independientemente de quién haya resuelto
ponerle término. En este caso no se cancela
indemnización alguna.

Contrato de Trabajo

El contrato debe contener las estipulacio-
nes mínimas que establece el Código del Tra-
bajo y ser  escriturado por el empleador/a
durante los 15 días siguientes a la incorpora-
ción de la trabajadora a sus labores. Pasado
este plazo,  se multará al empleador/a y se
presumirá legalmente que son estipulaciones
del contrato aquellas que declare la trabaja-
dora.

Remuneracion

• Se debe fijar de común acuerdo entre las
partes.

• El pago mínimo que puede percibir una
trabajadora de casa particular equivale al
75% del sueldo mínimo establecido por
la ley.

• Para las trabajadoras de casa particular
"puertas adentro", la remuneración com-
prende el pago de dinero efectivo, los
alimentos y la habitación. Las prestacio-
nes de alimento y casa habitación no
serán imponibles para los efectos previ-
sionales.

• Junto con el pago de la remuneración la
empleador/a deberá entregar un com-
probante o liquidación de sueldo que
indique el monto pagado, la forma como
se determinó y los descuentos efectua-
das.

• El empleador/a tiene la obligación de des-
contar de la remuneración de la trabaja-
dora,  las cotizaciones de seguridad so-
cial (AFP o INP y FONASA o ISAPRE) y
las cuotas sindicales cuando la trabaja-
dora lo haya solicitado.

El empleador/a no podrá descontar,
retener o compensar suma alguna
que rebaje el monto de las remune-
raciones sin autorización escrita de
la trabajadora, salvo aquéllas legal-
mente establecidas.

Jornada Laboral

La jornada de trabajadoras de casa parti-
cular puertas afuera no puede exceder en
ningún caso a las 12 horas diarias y tienen,
dentro de esta jornada, un descanso no infe-
rior a  1 hora.
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Las trabajadoras puertas adentro no es-
tán sujetas a horario, pero deben tener un
descanso absoluto de 12 horas diarias, con
un mínimo de 9 ininterrumpidas. Las horas de
descanso que falten podrán hacerse durante
la jornada y se entenderá incluido el tiempo
destinado a alimentación.

Descanso Semanal

A las trabajadoras puertas adentro les
corresponde 1 día de descanso a la semana,
el que a petición de la trabajadora, podrá
fraccionarse en dos medios días de descanso.
Los días de descanso facultan a la trabajado-
ra a no reiniciar sus labores hasta el comienzo
de la jornada del día siguiente. Por ejemplo, si
el descanso es el día domingo, este termina a
las 07:00 u 08:00 horas del lunes según sea
la hora de inicio de la jornada.

Las trabajadoras puertas afuera, que han
pactado una jornada de trabajo de lunes a
viernes o sábado, descansarán los domingo y
festivos. Si la jornada pactada incluye los
domingo y festivos, la trabajadora tendrá de-
recho a un día de descanso por día domingo o
festivo laborado.

El empleador/a que tenga trabajadoras
que laboren algunos días a la semana, no está
obligado/a a otorgarle descanso semanal.

Vacaciones

Las trabajadoras de casa particular tie-
nen derecho a 15 días de vacaciones una vez
completado un año de servicio para la em-
pleador/a. El feriado anual excluye los domin-
go y festivos al momento de contarlos y los
días sábado son siempre inhábiles para estos
efectos.

Toda trabajadora de casa particular
tiene derecho a fuero por materni-
dad.

TErmino de la RelaciOn Laboral

Además de las causales generales que
establece el Código del Trabajo, existen algu-
nas especiales para las trabajadoras de casa
particular.  Estas son:

• En caso de enfermedad contagiosa,
clínicamente calificada, de una de las
partes (empleador/a o trabajadora) o de
quienes viven en la casa, la otra parte
tiene derecho a poner término al contra-
to.

• Despido por desahucio, en este caso el
empleador/a puede poner término de in-
mediato y en forma unilateral al contra-
to, aun sin causa justificada. En este
caso se deberá avisar por escrito a la
trabajadora con copia a la Inspección del
Trabajo con al menos 30 días de antici-
pación, salvo que el empleador/a pague
a la trabajadora en ese mismo acto una
indemnización de dinero efectivo equiva-
lente a la última remuneración mensual
de la trabajadora.

La renuncia de la trabajadora, el
finiquito o el mutuo acuerdo deben
constar por escrito y ser ratifica-
das por la trabajadora ante la Ins-
pección del Trabajo, un notario, el
oficial del Registro Civil de la co-
muna o el secretario municipal co-
rrespondiente. El finiquito así tra-
mitado fija las obligaciones cumpli-
das y pendientes para las partes
(vacaciones, cotizaciones previsio-
nales y otras).

Indemnizacion por termino del contrato

La trabajadora de casa particular tiene
derecho a gozar de una indemnización a todo
evento, sin importar la razón del despido.
Ésta se financia con un aporte del empleador
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equivalente al 4,11% de la remuneración men-
sual imponible de la trabajadora, dinero que
se cotiza en la misma AFP que la trabajadora
elija sin que ésta deba cambiarse del sistema
antiguo. El monto de la indemnización queda-
rá determinado por los aportes correspon-
dientes al período respectivo, más la rentabili-
dad obtenida.

Otros derechos de la trabajadora al momento
del despido

• Indemnización por concepto de vacacio-
nes; el cual puede ser anual o proporcio-
nal.

• El pago de los días trabajados en el mis-
mo mes del despido.
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MINISTERIO DE EDUCACION

OTORGA UN
MEJORAMIENTO ESPECIAL A
LOS PROFESIONALES DE LA
EDUCACION QUE INDICA (*)

LEY Nº 19.933

Teniendo presente que el H. Congreso
Nacional ha dado su aprobación al siguiente

Proyecto de ley:

“TITULO I

Incremento de las
remuneraciones docentes

Capítulo I

Aumento de la
bonificación proporcional

Artículo 1º.- Sustitúyese, a partir del 1
de febrero de 2004, para los profesionales de
la educación de los establecimientos educa-
cionales del sector particular subvencionado
la bonificación proporcional establecida en el
artículo 8° de la Ley N° 19.410, que fue
reemplazada de acuerdo al artículo 1° de la
Ley Nº 19.715, vigente al 31 de enero de
2004, por la que resulte de aplicar los recur-
sos dispuestos por dichas leyes y los que
dispone esta ley, en todo lo que sea concer-
niente, y en la misma forma, condiciones y
procedimientos señalados en los artículos 8°
al 11 de la Ley Nº 19.410. En todo caso, con
los mayores recursos que se entregarán a los
sostenedores de estos establecimientos por
aplicación de esta ley, y antes de la determi-
nación de la bonificación aquí señalada, los

sostenedores de establecimientos educacio-
nales particulares subvencionados deberán dar
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 83
del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de
1996, del Ministerio de Educación, que fijó el
texto refundido, coordinado y sistematizado
de la Ley Nº 19.070.

En ningún caso, el nuevo monto de la
bonificación proporcional resultante podrá ser
inferior al que perciben actualmente.

Los montos de la bonificación proporcio-
nal vigente al 31 de enero de 2005 y al 31 de
enero de 2006, serán sustituidos, a partir del
1 de febrero de 2005 y del 1 de febrero de
2006, respectivamente, conforme al procedi-
miento que se establece en el inciso primero
de este artículo.

Artículo 2°.- Para los efectos de la apli-
cación del beneficio establecido en la letra c)
del artículo 10 de la Ley Nº 19.410, modifi-
cado por el artículo 2° de la Ley Nº 19.598,
por los sostenedores del sector particular
subvencionado, deberá considerarse, además,
el aumento de la subvención dispuesta por
esta ley.

Artículo 3º.- Los aumentos de las remune-
raciones de los profesionales de la educación
del sector municipal que se produzcan como
consecuencia de la aplicación de la presente
ley no se absorberán por la planilla suplemen-
taria de que trata el inciso 2º del artículo 4º
transitorio de la Ley Nº 19.410.(*) Publicada en el D.O. 12.02.04.
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Capítulo II

Remuneración total mínima

Artículo 4º.- Las actuales remuneracio-
nes totales mínimas de los profesionales de la
educación que se desempeñen en estableci-
mientos educacionales del sector municipal o
particular subvencionado, establecidas en el
artículo 3º de la Ley Nº 19.873, para una
designación o contrato de 44 horas cronoló-
gicas semanales, aumentarán, a partir del 1
de febrero de 2004, del 1 de febrero de 2005
y del 1 de febrero de 2006, en la variación
que experimente el Indice de Precios al Con-
sumidor, determinado por el Instituto Nacio-
nal de Estadísticas, entre los meses de enero
a diciembre de 2003, enero a diciembre de
2004 y enero a diciembre de 2005, respecti-
vamente.

Las nuevas remuneraciones totales míni-
mas, resultantes de la aplicación del inciso
anterior, se fijarán mediante decretos supre-
mos del Ministerio de Educación, firmados
asimismo por el Ministro de Hacienda. El pri-
mero de ellos se dictará dentro de los 30 días
siguientes a la publicación de esta ley y los
dos restantes en los meses de enero del año
en que deban entrar en vigencia. Estos decre-
tos regirán desde el 1 de febrero de 2004, el
1 de febrero de 2005 y el 1 de febrero de
2006, según corresponda, y sustituirán a las
remuneraciones totales mínimas que estable-
ció la Ley Nº 19.873.

Para aquellos profesionales de la edu-
cación que tengan una designación o con-
trato inferior a 44 horas cronológicas sema-
nales, lo dispuesto en el inciso primero se
aplicará en proporción a las horas estableci-
das en las respectivas designaciones o con-
tratos.

Artículo 5º.- Para la determinación de la
remuneración total mínima, que deberán rea-
lizar los respectivos sostenedores, se consi-
derarán: la hora cronológica actualizada a su
valor al 1 de febrero de 2004, al 1 de febrero
de 2005 o al 1 de febrero de 2006, según

corresponda; la unidad de mejoramiento pro-
fesional; la bonificación proporcional; el com-
plemento de zona, en su caso, y cualquier
otra asignación o remuneración que pudieren
estar percibiendo en los montos que estuvieren
vigentes al 31 de enero de 2004, al 31 de
enero de 2005 y al 31 de enero de 2006,
según sea el caso, excluyéndose solamente
la bonificación de excelencia del artículo 15
de la Ley Nº 19.410, la asignación de exce-
lencia pedagógica de los artículos 14 y 15 de
la Ley Nº 19.715, la asignación variable por
desempeño individual creada por el artículo
17 de esta ley, la asignación de desempeño
colectivo creada por el artículo 18 de esta
ley, la asignación por concepto de desempe-
ño en condiciones difíciles y las horas ex-
traordinarias, aplicándose íntegramente las
normas sobre planilla complementaria, defini-
ción de remuneración y excepciones, estable-
cidas en los artículos 7° al 10 de la Ley
Nº 19.410 y 3° de la Ley Nº 19.504, cuando
corresponda.

Si, aplicándose todas las remuneraciones
indicadas, resultare una suma total inferior a
la nueva remuneración total mínima que se
establece en el artículo precedente, la dife-
rencia se pagará por planilla complementaria,
la que sustituirá a la que pudiere estar perci-
biendo el profesional de la educación en su
caso.

Capítulo III

Párrafo 1º

Incrementos de la subvención

Artículo 6º.- Desde el 1 de febrero de
2004 se pagará a los sostenedores de esta-
blecimientos educacionales subvencionados,
regidos por el Decreto con Fuerza de Ley
Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación,
un aumento de la subvención del artículo 9°
de dicho cuerpo legal, incrementado por lo
dispuesto en la Ley Nº 19.662 y la Ley
Nº 19.808, de acuerdo a la siguiente tabla,
expresada en unidades de subvención edu-
cacional (U.S.E.):
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Los valores de aumento de la subvención
precedentemente señalados reemplazan a los
que fueron fijados a partir del 1 de febrero de
2002 en conformidad a Ley Nº 19.715.

Artículo 7º.- Los valores de incremento a
la subvención fijados en el artículo 9º del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998,
del Ministerio de Educación, a que se refiere
el artículo anterior, expresados en Unidades
de Subvención Educacional (U.S.E.), que re-
girán a contar del 1 de febrero de 2005 y 1
de febrero de 2006, se formalizarán median-
te decretos del Ministerio de Educación, que
serán suscritos asimismo por el Ministro de
Hacienda, los cuales serán dictados en el mes
de enero de dichos años.

Los nuevos valores de incremento de la
subvención a que se refiere este artículo re-
emplazarán a los fijados en el artículo prece-
dente y serán destinados a financiar los au-
mentos de remuneraciones dispuestos por esta
ley a contar del 1 de febrero de 2005 y del 1
de febrero de 2006.

Artículo 8º.- Desde el 1 de febrero de
2004 se pagará a los sostenedores de esta-
blecimientos educacionales rurales, a que se
refieren los incisos cuarto y quinto del artícu-
lo 12 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de
1998, del Ministerio de Educación, el aumen-
to de la subvención mínima que éste estable-
ce, expresada en Unidades de Subvención
Educacional (U.S.E.).

NIVEL Y MODALIDAD DE ENSEÑANZA QUE
IMPARTE EL ESTABLECIMIENTO EDUCACIONAL

Aumento Subvención en U.S.E.

SIN JORNADA ESCOLAR COMPLETA DIURNA

Educación Parvularia (2º Nivel de transición) 0,1715
Educación General Básica (1º,2º,3º,4º,5º y 6º) 0,1719
Educación General Básica (7º y 8º) 0,1867
Educación General Básica de Adultos 0,1272
Educación General Básica Especial Diferencial 0,5705
Educación Media Humanístico Científica 0,2084
Educación Media Técnico-Profesional Agrícola y Marítima 0,3095
Educación Media Técnico-Profesional Industrial 0,2412
Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica 0,2162
Educación Media Humanístico Científica y Técnico
Profesional de Adultos (con a lo menos 20 horas y no
más de 25 horas semanales presenciales de clases) 0,1445
Educación Media Humanístico Científica y Técnico
Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas
semanales presenciales de clases) 0,1754

CON JORNADA ESCOLAR COMPLETA DIURNA

Educación General Básica (3º a 8º) 0,2355
Educación Media Humanístico Científica 0,2816
Educación Media Técnico-Profesional Agrícola y Marítima 0,3822
Educación Media Técnico-Profesional Industrial 0,2978
Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica 0,2816
Educación General Básica Especial Diferencial 0,7163
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Este aumento de la subvención será de
un valor de 4,9510 Unidades de Subvención
Educacional (U.S.E.) para aquellos que estén
en régimen de doble jornada y de un valor de
6,1369 Unidades de Subvención Educacional
(U.S.E.) para los que operen bajo el régimen
de jornada escolar completa diurna.

El aumento señalado precedentemente
reemplazará al dispuesto por el artículo 7º de
la Ley Nº 19.715, en el monto que esté
vigente al 31 de enero de 2004.

Los valores de incremento de la subven-
ción mínima de los incisos cuarto y quinto del
artículo 12 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, a
que se refiere el inciso primero de este artícu-
lo, expresados en Unidades de Subvención
Educacional (U.S.E.), que regirán a contar del
1 de febrero de 2005 y del 1 de febrero de
2006, se formalizarán mediante decretos del
Ministerio de Educación, suscritos además
por el Ministro de Hacienda, los cuales serán
dictados en el mes de enero de cada uno de
estos años.

Los nuevos valores de incremento de la
subvención mínima a que se refiere el inciso
anterior, reemplazarán a los fijados en el inci-
so segundo de este mismo artículo y serán
destinados a financiar los aumentos de remu-
neraciones dispuestos por esta ley a contar
del 1 de febrero de 2005 y 1 de febrero de
2006.

Párrafo 2º

Destinación exclusiva del
incremento de la subvención

Artículo 9º.- Los recursos que obtengan
los sostenedores de los establecimientos edu-
cacionales del sector municipal, del sector
particular subvencionado y del regido por el
Decreto Ley Nº 3.166, de 1980, en razón de
esta ley, por concepto de aumento de sub-
vención o de aporte en su caso, serán desti-
nados exclusivamente al pago de remunera-
ciones docentes.

Los recursos que reciban los sostenedores
de los establecimientos particulares subven-
cionados derivados de esta ley, por concepto
de aumento de subvención, serán destinados
exclusivamente al pago de los siguientes be-
neficios: incremento del valor hora vigente al
31 de enero de 2004; así como de los incre-
mentos del valor hora para los años 2005 y
2006 dispuestos en el artículo 10 de esta ley y
nuevo valor de la bonificación proporcional,
del bono extraordinario y, cuando correspon-
da, planilla complementaria, establecidos en
los artículos 83 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y
artículos 8°, 9° y 10 de la Ley Nº 19.410.

El incumplimiento de lo dispuesto en los
incisos anteriores será considerado infracción
grave, para los efectos de lo dispuesto en el
Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998,
del Ministerio de Educación.

Capítulo IV

Valor mínimo de las horas cronológicas

Artículo 10.- Los valores de las horas
cronológicas para los profesionales de la edu-
cación de la enseñanza prebásica, básica y
especial y para los de enseñanza media
humanístico-científica y técnico-profesional,
a que se refiere el artículo 5° transitorio del
Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1996,
del Ministerio de Educación, que fijó el texto
refundido, coordinado y sistematizado de la
Ley Nº 19.070, serán:

a) A partir del 1 de febrero de 2004 de
$6.809 mensuales para los profesiona-
les de enseñanza pre-básica, básica y
especial y de $7.166 mensuales para los
de enseñanza media humanístico-cientí-
fica y técnico profesional.

b) A partir del 1 de febrero de 2005 de
$7.081 mensuales para los profesiona-
les de enseñanza pre-básica, básica y
especial y de $ 7.453 mensuales para
los de enseñanza media humanístico -
científica y técnico profesional.
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c) A partir del 1 de febrero de 2006 de
$7.400 mensuales para los profesiona-
les de enseñanza pre-básica, básica y
especial y de $7.788 mensuales para los
de enseñanza media humanístico-cientí-
fica y técnico profesional.

En los valores fijados para los años 2005
y 2006 está incluido el eventual reajuste de
remuneraciones que se otorgue al sector pú-
blico en los años 2004 y 2005, siendo aplica-
ble en los años 2004 y 2005 lo dispuesto en
el inciso 4º del artículo quinto transitorio del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1996,
del Ministerio de Educación, hasta los montos
establecidos en letras b) y c) del inciso prece-
dente.

En ningún caso los aumentos señalados
en este artículo incrementarán la remunera-
ción establecida en el artículo 3° transitorio
del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de
1996, del Ministerio de Educación.

Los profesionales de la educación que se
desempeñan en establecimientos particulares
subvencionados o en los establecimientos re-
gidos por el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980,
no podrán ver disminuida su remuneración
total por la aplicación de esta norma.

Capítulo V

Aumento de remuneraciones
para los profesionales de la educación

de los establecimientos
administrados según el

decreto ley Nº 3.166, de 1980

Artículo 11.- Los profesionales de la edu-
cación que se desempeñen en establecimien-
tos educacionales regidos por el Decreto Ley
Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho a los
beneficios establecidos en los artículos 1°,
2º, 4° y 5º de esta ley.

Para estos efectos, durante los años
2004, 2005 y 2006 se entregará a las enti-
dades administradoras un aporte por alumno
equivalente al aumento de la subvención re-

sultante de aplicar los artículos 6° y 7° de
esta ley.

El procedimiento de cálculo del aporte
correspondiente se efectuará en la forma es-
tablecida en el artículo 11 de la Ley Nº 19.598,
tomando en cuenta la matrícula anual de los
años 2003, 2004 ó 2005, según correspon-
da, y el promedio nacional de asistencia me-
dia de los años 2003, 2004 ó 2005, según
corresponda, de los establecimientos de edu-
cación media técnico-profesional regidos por
el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998,
del Ministerio de Educación.

Los procedimientos de entrega de los
recursos a las entidades administradoras de
estos establecimientos, destinados a finan-
ciar el mayor aporte, serán fijados por el
Ministerio de Educación y serán transferidos
por la Subsecretaría de Educación, a contar
desde febrero de 2004, febrero de 2005 y
febrero de 2006, según corresponda, incre-
mentando los montos permanentes estableci-
dos en los convenios respectivos.

El mayor aporte que reciban los adminis-
tradores de estas instituciones deberá desti-
narse exclusivamente al pago de los incre-
mentos del valor hora, de la bonificación pro-
porcional, del bono extraordinario y de la
planilla complementaria, cuando proceda.

TITULO II

Perfeccionamiento de las
normas laborales para los docentes

Artículo 12.- Modifícase el Decreto con
Fuerza de Ley Nº 1, de 1996, del Ministerio
de Educación de la siguiente manera:

a) Sustitúyese el inciso 1º del artículo 28
por el siguiente:

“Los concursos a que se refiere el artícu-
lo anterior, deberán ser publicitados, a lo
menos, en un diario de circulación nacio-
nal. Las convocatorias se efectuarán dos
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veces al año y tendrán el carácter de
nacionales, debiendo efectuarse la con-
vocatoria de una de ellas antes del 15 de
diciembre del año en que se produjo la
vacante a fin de dar cumplimiento al
artículo 26. Asimismo, podrá convocar-
se a concurso cada vez que sea impres-
cindible llenar la vacante producida y no
fuere posible contratar a un profesional
de la educación en los términos del ar-
tículo 25.”.

b) Agrégase el siguiente artículo 41 bis,
nuevo:

“Artículo 41 bis.- Los profesionales de la
educación con contrato vigente al mes
de diciembre, tendrán derecho a que éste
se prorrogue por los meses de enero y
febrero o por el período que medie entre
dicho mes y el día anterior al inicio del
año escolar siguiente, siempre que el pro-
fesional de la educación tenga más de
seis meses continuos de servicios para el
mismo municipio o corporación educa-
cional municipal.”.

c) Sustitúyese el inciso 1º del artículo 51
por el siguiente:

“Las asignaciones de responsabilidad di-
rectiva y de responsabilidad técnico-pe-
dagógica corresponderán a los profesio-
nales de la educación que sirvan funcio-
nes superiores y alcanzarán hasta los
siguientes porcentajes máximos calcula-
dos sobre la remuneración básica mínima
nacional: a un 25% en el caso de los
directores de establecimientos educacio-
nales, a un 20% en el caso de otros
directivos y de los jefes de unidades téc-
nico-pedagógicas y a un 15% en el caso
de otro personal de las unidades técnico-
pedagógicas.”.

d) Sustitúyese el artículo 70 por el siguiente:

“Artículo 70.- Establécese un sistema
de evaluación de los profesionales de la
educación que se desempeñen en fun-

ciones de docencia de aula, de carácter
formativo.

La evaluación de cada docente se reali-
zará cada cuatro años y su resultado
final corresponderá a uno de los siguien-
tes niveles de desempeño: destacado,
competente, básico o insatisfactorio.

Los resultados finales de la evaluación
de cada profesional de la educación se
considerarán como antecedente para los
concursos públicos estipulados en este
Título. Además, tratándose de docentes
cuyos niveles de desempeño sean desta-
cado o competente, éstos se considera-
rán para rendir la prueba de conocimien-
tos disciplinarios y pedagógicos habilitante
para acceder a la asignación variable por
desempeño individual. Del mismo modo,
se considerarán para optar a cupos o
becas en actividades de perfeccionamien-
to o estudios de post-grado, para finan-
ciar proyectos individuales de innovación
y, en general, en todas las decisiones
que se tomen para seleccionar profesio-
nales.”.

Artículo 13.- Agrégase el siguiente ar-
tículo 54 bis nuevo al Decreto con Fuerza de
Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educa-
ción, Ley sobre Subvenciones del Estado a
los Establecimientos Educacionales:

“Los secretarios regionales ministeriales
de educación retendrán el 3% de los recursos
que les corresponda percibir por subvención
mensual y sus correspondientes incrementos
a los departamentos de administración muni-
cipales y a las corporaciones municipales,
cuando hayan excedido, en el mes inmediata-
mente anterior, el porcentaje de las horas
contratadas de la dotación docente que les
permite el artículo 26 del Decreto con Fuerza
de Ley N° 1, de 1996, del Ministerio de
Educación.

La cantidad retenida será integrada al
sostenedor cuando éste ajuste su dotación
docente a lo prescrito en el artículo 26 del
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Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1996,
del Ministerio de Educación.

Los secretarios regionales ministeriales
de educación reiterarán esta medida en los
meses siguientes si no se ha dado cumpli-
miento a la proporcionalidad establecida en-
tre horas de titularidad y horas de contrato en
las respectivas dotaciones docentes o si la
situación de incumplimiento se vuelve a pro-
ducir.

Las retenciones quedarán sin efecto si el
concurso se declara desierto por no haberse
presentado profesores titulados.”.

Artículo 14.- Modifícase el artículo 13
de la Ley Nº 19.715, de la siguiente manera:

a) Intercálase, a continuación del inciso sex-
to, el siguiente inciso, nuevo, que pasa a
ser séptimo:

“Será obligación de los departamentos
de administración municipal, de las cor-
poraciones educacionales municipales y
de los sostenedores de establecimientos
educacionales particulares subvenciona-
dos, referidos en los dos incisos anterio-
res, mantener actualizados los antece-
dentes sobre dichas escuelas y de los
docentes que cumplen la función de pro-
fesor encargado en éstas.”.

b) Agrégase en el inciso octavo, que pasó a
ser noveno, después de la expresión “pro-
fesor encargado” la frase “o quien lo
sustituya”, seguida de una coma (,).

TITULO III

Incentivos variables para los
profesionales de la educación

Artículo 15.- Modifícase el valor actual
del factor de la subvención por desempeño
de excelencia establecido en el inciso segun-
do del artículo 40 del Decreto con Fuerza de
Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educa-

ción, fijado mediante el Decreto Supremo
Nº 551, de 1999, del Ministerio de Educa-
ción, en los factores de subvención que se
indican desde las fechas que se señalan:

0,0958 a partir del 1 de enero de 2004;
0,1481 a partir del 1 de enero de 2005, y
0,1829 a partir del 1 de enero de 2006.

Artículo 16.- Reemplázase el inciso cuar-
to del artículo 15 de la Ley Nº 19.410 por el
siguiente:

“Los establecimientos educacionales be-
neficiarios de esta subvención, serán selec-
cionados cada dos años sobre la base del
sistema establecido en el artículo siguiente;
representarán, a lo más, el 35% de la matrí-
cula regional y el monto que se reciba será
destinado integralmente a los profesionales
de la educación que se desempeñan en di-
chos establecimientos en la siguiente forma:

a) A los establecimientos con mayores
puntajes, que representen hasta el 25%
de la matrícula regional, les corresponde-
rá por subvención de desempeño de ex-
celencia el equivalente al 100% de su
valor.

b) Los establecimientos con mayores
puntajes, que representen hasta el 35%
de la matrícula regional y que no se
encuentren incluidos en el tramo ante-
rior, tendrán derecho a una subvención
por desempeño de excelencia equivalen-
te al 60% de su valor.”.

Artículo 17.- Créase, para los docentes
de aula del sector municipal, una Asignación
Variable por Desempeño Individual para forta-
lecer la calidad en la educación y con el
objeto de reconocer los méritos de aquellos
que hayan sido evaluados como destacados o
competentes. Esta asignación se regirá por
las normas que a continuación se indican:

a) Para tener derecho a percibir esta asig-
nación los docentes de aula deberán cum-
plir los siguientes requisitos:
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1) Que hubiesen obtenido niveles de
desempeño destacado o competente
en la evaluación del desempeño pro-
fesional correspondiente a su nivel y
subsector de aprendizaje, de confor-
midad al artículo 70 del Decreto con
Fuerza de Ley Nº 1, de 1996, del
Ministerio de Educación, y

2) Que aprobaren una prueba de cono-
cimientos disciplinarios y pedagógi-
cos, que deberá rendirse dentro de
los 12 meses siguientes a la publica-
ción de los resultados de la evalua-
ción señalada en el numeral anterior
y obtengan un nivel de logro de des-
tacado o competente en ella.

b) La asignación variable de desempeño in-
dividual tendrá los siguientes valores men-
suales, calculados sobre la Remunera-
ción Básica Mínima Nacional, que el do-
cente esté percibiendo a la fecha de pago:

1) De un 25% de la Remuneración Bá-
sica Mínima Nacional, para los do-
centes de aula que, habiendo alcan-
zado un nivel de desempeño de des-
tacado en su evaluación de desem-
peño, obtuvieren en la prueba de
conocimientos disciplinarios y peda-
gógicos un nivel de logro también
equivalente a destacado.

2) De un 15% de la Remuneración Bá-
sica Mínima Nacional, para los do-
centes de aula que, habiendo alcan-
zado un nivel de desempeño de des-
tacado o competente en su evalua-
ción de desempeño, obtuvieren en
la prueba de conocimientos discipli-
narios y pedagógicos un nivel de
logro equivalente, a lo menos, a com-
petente.

c) La asignación variable de desempeño in-
dividual será tributable e imponible para
efectos de salud y pensiones, se deven-
gará mensualmente y se pagará trimes-
tralmente en los meses de marzo, junio,

septiembre y diciembre de cada año, a
través de los sostenedores municipales
de quienes dependan los docentes bene-
ficiados. Para determinar las imposicio-
nes e impuestos a que se encuentra afec-
ta, se distribuirá su monto en proporción
a los meses que comprenda el período
que corresponda y los cuocientes se su-
marán a las respectivas remuneraciones
mensuales. Con todo, las imposiciones
se deducirán de la parte que sumada a
las respectivas remuneraciones mensua-
les no exceda del límite máximo de
imponibilidad.

La percepción de esta asignación tendrá
una duración de 4 años y se pagará
desde el año siguiente a la fecha de
rendición y aprobación de la prueba, por
el sostenedor municipal donde se desem-
peñe el docente.

d) Un reglamento dictado a través del Mi-
nisterio de Educación, que deberá ser
firmado además por el Ministro de Ha-
cienda, establecerá los mecanismos para
encomendar el diseño y administración
de la prueba establecida en el presente
artículo y los criterios para establecer el
punto de corte de los puntajes que co-
rresponderán a las categorías de desta-
cado, competente y básico.

El Ministerio de Educación fijará interna-
mente los procedimientos de entrega de los
recursos a los sostenedores municipales y los
mecanismos de resguardo de su aplicación en
el pago de la asignación que otorga este
artículo. Dichos recursos se transferirán a
través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 18.- Establécese una asignación
de desempeño colectivo para los profesiona-
les de la educación que se encuentren desig-
nados o contratados para ejercer funciones
docentes - directivas en los establecimientos
educacionales del sector municipal, adminis-
trados ya sea directamente por el municipio o
por corporaciones municipales, y particulares
subvencionados, que tengan más de 250
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alumnos matriculados al mes de marzo de
cada año. Para estos efectos, los docentes
directivos de cada establecimiento educacio-
nal constituirán un equipo de trabajo. Esta
asignación se concederá anualmente en rela-
ción con el grado de cumplimiento de las
metas anuales fijadas para el equipo de traba-
jo de cada establecimiento educacional, a
través de un convenio de desempeño colecti-
vo suscrito anualmente entre los respectivos
sostenedores y dicho personal docente-direc-
tivo durante el primer trimestre de cada año.
El convenio contendrá, a lo menos, las metas
anuales de cada equipo de trabajo con sus
correspondientes indicadores, ponderadores
y mecanismos de verificación y deberá expo-
nerse ante la comunidad escolar, padres, apo-
derados y profesores.

El cumplimiento del convenio de desem-
peño colectivo del año precedente, dará dere-
cho a los profesionales de la educación seña-
lados en el inciso anterior a percibir un 15%
de la Remuneración Básica Mínima Nacional
cuando el nivel de cumplimiento de las metas
prefijadas sea igual o superior al 90%, y un
7,5% de la Remuneración Básica Mínima Na-
cional si dicho nivel fuere inferior al 90% pero
igual o superior al 75%. Esta asignación será
pagada a dichos profesionales de la educa-
ción en servicio a la fecha de pago, en cuatro
cuotas, en los meses de marzo, junio, sep-
tiembre y diciembre de cada año. El monto a
pagar en cada cuota será equivalente al valor
acumulado en el trimestre respectivo, como
resultado de la aplicación mensual de esta
asignación.

Esta asignación será de cargo fiscal,
tributable e imponible para efectos de salud y
pensiones. Para determinar las imposiciones
e impuestos a que se encuentra afecta, se
distribuirá su monto en proporción a los me-
ses que comprenda el período que correspon-
da y los cuocientes se sumarán a las respecti-
vas remuneraciones mensuales. Con todo,
las imposiciones se deducirán de la parte que,
sumada a las respectivas remuneraciones
mensuales, no exceda del límite máximo de
imponibilidad.

Un reglamento, que será aprobado por
decreto supremo emanado del Ministerio de
Educación y que será suscrito además por el
Ministro de Hacienda, establecerá los requisi-
tos mínimos que deberán cumplir los conve-
nios de desempeño en conformidad al siste-
ma de aseguramiento de la calidad de los
establecimientos educacionales; el procedi-
miento de suscripción de los convenios de
desempeño; los mecanismo de control y eva-
luación de las metas fijadas en el convenio de
desempeño; la forma de medir y ponderar los
respectivos indicadores; la manera de deter-
minar los porcentajes de cumplimiento de
este incentivo; los procedimientos y calenda-
rio de elaboración, fijación y evaluación de las
metas anuales y demás regulaciones necesa-
rias para su concesión.

El Ministerio de Educación fijará interna-
mente los procedimientos de entrega de los
recursos a los sostenedores o representantes
legales de los establecimientos educacionales
y de resguardo de su aplicación en el pago de
la asignación que otorga este artículo. Dichos
recursos se transferirán a través de la Subse-
cretaría de Educación.

Artículo 19.- El mayor gasto fiscal que
signifique esta ley se financiará con cargo al
presupuesto del Ministerio de Educación, y
en lo que no fuere posible para el año 2004,
con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, de la
Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Disposiciones Transitorias

Artículo 1º transitorio.- Los profesiona-
les de la educación de los establecimientos
educacionales regidos por el Decreto con Fuer-
za de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de
Educación, designados o contratados y los
regidos por el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980,
tendrán derecho a percibir, por una sola vez
en el año 2004, un bono docente no imponi-
ble ni tributable, por un monto de $50.000
para quienes percibieron, al mes de diciembre
de 2003 una remuneración bruta igual o infe-
rior a $500.000 mensuales y $25.000 para
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quienes, a la misma fecha, perciban una re-
muneración bruta superior a $ 500.000 men-
suales.

Este bono será pagado en el mes subsi-
guiente al de la publicación de esta ley y
beneficiará a todos los profesionales de la
educación, cualquiera sea el número de horas
que desempeñen, que estén en servicio al 31
de diciembre de 2003.

Aquellos profesionales de la educación
que desempeñen funciones para más de un
empleador, sólo tendrán derecho a percibir
este bono en el establecimiento donde ten-
gan designación o contrato por más horas de
clases.

Quienes perciban maliciosamente este
bono, deberán restituir quintuplicada la canti-
dad percibida en exceso, sin perjuicio de las
sanciones administrativas y penales que
pudieren corresponderles.

La Subsecretaría de Educación traspasará
los recursos necesarios para el pago de este
beneficio, fijando internamente los procedimien-
tos de entrega de los recursos a los sostene-
dores de los establecimientos subvencionados
o a los representantes legales, según corres-
ponda, y de resguardo de su aplicación al pago
del beneficio que otorga este artículo.

Artículo 2º transitorio.- Los docentes de
aula de los establecimientos educacionales re-
gidos por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2,
de 1998, del Ministerio de Educación y los
regidos por el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980,
tendrán derecho a percibir, por una sola vez en
el año 2006, un bono docente no imponible ni
tributable, por un monto de $50.000 para
quienes perciban, al mes de diciembre de 2005,
una remuneración bruta igual o inferior a
$500.000 mensuales y de $25.000 para quie-
nes, a esa misma fecha, perciban una remune-
ración bruta superior a $500.000 mensuales.

Este bono será pagado en el mes de
enero de 2006 y beneficiará a todos los do-
centes de aula, cualquiera sea el número de

horas que desempeñen, que estén en servicio
al 31 de diciembre de 2005.

Aquellos docentes de aula que desempe-
ñen funciones para más de un empleador,
sólo tendrán derecho a percibir este bono en
el establecimiento donde tengan designación
o contrato por más horas de clases.

Quienes perciban maliciosamente este
bono, deberán restituir quintuplicada la canti-
dad percibida en exceso, sin perjuicio de las
sanciones administrativas y penales que
pudieren corresponderles.

La Subsecretaría de Educación traspasará
los recursos necesarios para el pago de este
beneficio, fijando internamente los procedimien-
tos de entrega de los recursos a los sostenedo-
res de los establecimientos subvencionados o
a los representantes legales, según correspon-
da, y de resguardo de su aplicación al pago del
beneficio que otorga este artículo.

Artículo 3º transitorio.- Aquellos munici-
pios o corporaciones de educación municipal
que al 31 de marzo de 2004 tengan en su
dotación docente un porcentaje superior al
20% de docentes en calidad de contratados,
deberán llamar a un concurso interno para
incorporar a docentes en calidad de titulares
a la dotación para ajustarse a lo estipulado en
el artículo 26 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.
Este concurso deberá quedar resuelto a más
tardar el 30 de abril de 2004.

Podrán participar en este concurso inter-
no los profesionales de la educación titula-
dos, que hayan pertenecido a la dotación
docente del respectivo municipio o corpora-
ción de educación municipal en calidad de
contratados al 31 de diciembre de 2003 y
que hayan servido en ésta durante tres años
continuos o cuatro discontinuos, contados
desde esa fecha.

Artículo 4º transitorio.- Los profesiona-
les de la educación que a la fecha de publica-
ción de la presente ley, tengan una designa-
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ción en calidad de titulares de 20 o más horas
cronológicas y que en virtud de que el esta-
blecimiento educacional haya ingresado al ré-
gimen de Jornada Escolar Completa Diurna
se les haya extendido su jornada completan-
do más de 30 horas cronológicas, tendrán
derecho a que las horas adicionales en cali-
dad de contratados incrementen su designa-
ción en calidad de titulares en los siguientes
casos:

a) Si se trata de horas que forman parte del
Plan de Formación General;

b) Si se trata de horas que forman parte del
Plan de Formación Diferenciada, o

c) Si se trata de horas de libre disposición
que han pasado a formar parte del Plan
de Estudio de Formación General o del
Plan de Formación Diferenciada.

En todo caso, las horas respectivas de-
berán formar parte de los planes de estudio
del respectivo establecimiento educacional.

Artículo 5º transitorio.- La modificación
establecida en la letra c) del artículo 12 de la
presente ley, regirá a partir del 1 de febrero
de 2005.

El incremento de los valores de la sub-
vención a que se refiere el artículo 9º del
Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998,
del Ministerio de Educación, sobre Subven-
ciones del Estado a los Establecimientos Edu-
cacionales, se formalizará mediante decreto
supremo del Ministerio de Educación, firmado
además por el Ministro de Hacienda, a partir
del 1 de febrero de 2005, con el objeto de
contribuir al financiamiento de las asignacio-
nes de responsabilidad directiva y de respon-
sabilidad técnico-pedagógica, establecidas en
el nuevo inciso primero del artículo 51 del
Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1996,
del Ministerio de Educación, contenido en la
letra c) del artículo 12 de la presente ley.

Las retenciones dispuestas en el artículo
13 de esta ley regirán a contar del 1 de mayo
de 2005.

La modificación a que hace referencia la
letra b) del nuevo inciso cuarto del artículo 15
de la Ley Nº 19.410, contenido en el artículo
16 de esta ley, comenzará a regir en la selec-
ción de los establecimientos educacionales
que serán beneficiarios de la subvención por
desempeño de excelencia en el período 2006-
2007.

Declárase válida, para todos los efectos,
la evaluación docente realizada durante el
año 2003 y 2004 en las comunas que volun-
tariamente se incorporaron a ella en dichos
años, las que serán identificadas mediante
resolución del Ministerio de Educación.

Durante el año 2005 la asignación del
artículo 18 de la presente ley se pagará en
relación con el cumplimiento de las metas
que se definan para el segundo semestre de
2004, para cuyo efecto el convenio de des-
empeño colectivo que las fije podrá suscribir-
se hasta el 30 de junio de 2004.

Durante el año 2005 los porcentajes se-
ñalados en el inciso segundo del artículo 18
de la presente ley serán los siguientes: de un
7,5% de la Remuneración Básica Mínima Na-
cional cuando el cumplimiento de las metas
prefijadas para el año 2004 sea igual o supe-
rior al 90%, y de 3,7% de la Remuneración
Básica Mínima Nacional si dicho nivel fuere
inferior al 90% pero igual o superior al 75%.

Artículo 6º transitorio.- Establécese una
bonificación por retiro voluntario, en adelante
“la bonificación”, para los profesionales de la
educación que presten servicios en los esta-
blecimientos educacionales del sector munici-
pal, administrados ya sea directamente por
las municipalidades o a través de corporacio-
nes municipales, que a la fecha de publica-
ción de la presente ley tengan 65 o más años
de edad, si son hombres, y 60 o más años de
edad, si son mujeres, y comuniquen su deci-
sión de renunciar voluntariamente a una dota-
ción docente del sector municipal, respecto
del total de horas que sirvan, en los 12 meses
siguientes a aquél de la fecha de publicación
del reglamento de este artículo.
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Los beneficiarios de la bonificación ten-
drán derecho a percibir el equivalente a un
mes de remuneración imponible por cada año
de servicios prestados a la respectiva munici-
palidad o corporación municipal, con un máxi-
mo de 11 meses. La remuneración que servi-
rá de base para el cálculo de la bonificación,
será la que resulte del promedio de las remu-
neraciones mensuales imponibles que le ha-
yan correspondido al profesional de la educa-
ción durante los 12 meses inmediatamente
anteriores al retiro, actualizadas según el Indi-
ce de Precios al Consumidor determinado por
el Instituto Nacional de Estadísticas.

Si el profesional de la educación proviniere
de otra municipalidad o corporación munici-
pal, sin solución de continuidad, tendrá dere-
cho a que le sea considerado todo el tiempo
servido como tal en dichas instituciones, no
pudiendo exceder del máximo fijado en el
inciso anterior de este artículo.

El profesional de la educación deberá
hacer efectiva su renuncia voluntaria a la
dotación docente del sector municipal, res-
pecto del total de horas que sirva, a más
tardar en los 60 días siguientes al de la notifi-
cación realizada por su empleador, en la que
éste le comunique que cumple con los requi-
sitos para acceder a la bonificación. En caso
que el profesional de la educación no formali-
ce ni haga efectiva la renuncia voluntaria
dentro del plazo señalado, se entenderá de-
sistido de su postulación a la bonificación.

Con todo, la formalización de la renuncia
voluntaria y el término de la relación laboral
sólo se producirá cuando el empleador ponga
la totalidad de la bonificación que corresponda
a disposición del profesional de la educación
que deje de pertenecer voluntariamente a una
dotación docente municipal, respecto del total
de horas que sirva. No obstante, el profesional
de la educación beneficiario de la bonificación
no podrá hacer efectiva su renuncia voluntaria
más allá del 1 de enero de 2006.

Durante el año 2004, el monto de los

anticipos de la subvención a que se refiere el
artículo 7° transitorio siguiente, sólo podrán
hacerse hasta por el equivalente a 1.000
profesionales de la educación. Mediante de-
creto supremo del Ministerio de Educación, el
que será además suscrito por el Ministerio de
Hacienda, se establecerán las normas de pre-
cedencia basadas, entre otros, en criterios de
edad y remuneración; los períodos de
postulación en relación a la época en que
profesionales de la educación deseen hacer
efectiva su renuncia voluntaria al total de
horas que sirvan en una dotación docente
municipal; y el procedimiento y modalidades
para conceder esta bonificación.

Esta bonificación será de cargo del em-
pleador y no será imponible ni constituirá
renta para ningún efecto legal. Además, la
bonificación será incompatible con toda in-
demnización que, por concepto de término de
relación laboral o de los años de servicios en
el sector municipal, pudiere corresponder al
profesional de la educación, cualquiera que
sea su origen y a cuyo pago concurra el
empleador, especialmente a las que se refie-
ren los artículos 73 y 2º transitorio del Decre-
to con Fuerza de Ley Nº 1, de 1996, del
Ministerio de Educación, y con las que se
hubieren obtenido por aplicación de lo dis-
puesto en los artículos 7º y 9º transitorios de
la Ley Nº 19.410, o de la Ley Nº 19.504, o en
el artículo 3º transitorio de la Ley Nº 19.715.

Los profesionales de la educación que
cesen en sus empleos por aplicación de lo
dispuesto en este artículo, no podrán incorpo-
rarse a una dotación docente de los estableci-
mientos educacionales administrados directa-
mente por las municipalidades o las corpora-
ciones municipales durante los cinco años
siguientes al término de su relación laboral, a
menos que previamente devuelvan la totali-
dad de la bonificación percibida, expresada
en unidades de fomento, más el interés co-
rriente para operaciones reajustables.

Artículo 7° transitorio.- Aquellas munici-
palidades o corporaciones municipales que no
tengan disponibilidad financiera inmediata para
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solventar íntegramente las bonificaciones que
corresponda pagar por la aplicación del ar-
tículo anterior, podrán solicitar, para estos
efectos, anticipos de las subvenciones estata-
les por escolaridad a que se refiere el artículo
9º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 de
1998, del Ministerio de Educación. El monto
máximo del anticipo no podrá exceder del
monto total de las bonificaciones a pagar y el
reintegro de los recursos anticipados deberá
efectuarse a partir del mes siguiente al de su
percepción, en cuotas iguales, mensuales y
sucesivas, que se descontarán de la subven-
ción de escolaridad a que se refiere ese artícu-
lo.

Dichos descuentos mensuales no podrán
exceder, en conjunto, para una misma muni-
cipalidad o corporación municipal, de un 3%
del monto de la subvención que percibió en el
mes de publicación de esta ley, hasta com-
pletar el pago del total anticipado.

Por resolución exenta dictada por el Mi-

nisterio de Educación, visada por el Ministerio
de Hacienda, se fijará el monto del anticipo
solicitado, el valor y el número de cuotas
mensuales en las que deberá ser devuelto, el
cual no podrá ser inferior a 24 meses ni
superior a 36 meses, sin perjuicio que las
municipalidades o corporaciones municipales
podrán solicitar al Ministro de Educación que
la devolución del anticipo que se les haya
otorgado pueda efectuarse en un plazo me-
nor que el mínimo señalado.”.

Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y
sancionarlo; por tanto promúlguese y llévese
a efecto como Ley de la República.

Santiago, 30 de enero de 2004.- JOSE
MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente
de la República.- Sergio Bitar Chacra, Minis-
tro de Educación.- Nicolás Eyzaguirre Guz-
mán, Ministro de Hacienda.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda atentamente a Ud., María
Ariadna Hornkohl Venegas, Subsecretaria de
Educación.
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MINISTERIO DE EDUCACION

FIJA TEXTO REFUNDIDO,
COORDINADO Y SISTEMATIZADO
DE LA LEY Nº 19.070 QUE APROBO

EL ESTATUTO DE LOS
PROFESIONALES DE LA

EDUCACION, Y DE LAS LEYES QUE
LA COMPLEMENTAN Y MODIFICAN

(*) (**)

(*) Extracto del libro actualizable "Legislación Muni-
cipal", actualizado y anotado por don Juan Cana-
les Mourgues.

(**) Publicada en el D.O. 1º.07.91.

(1) Al texto que se transcribe a continuación se han
incorporado las rectificaciones publicadas en D.O.
7.02.97, y las modificaciones dispuestas por Le-
yes Nºs. 19.532 (Art. 12), D.O. 17.11.97,
19.715 (Art. 12), D.O. 31.01.2001, 19.806 (Art.
28), D.O. 31.05.2002, 19.808, D.O. 7.06.2002.

D.F.L. Nº 1

Santiago, 10 de septiembre de 1996.

D.F.L. Núm. 1.

En uso de las facultades que me confiere
el artículo vigésimo de la Ley Nº 19.464 y
teniendo presente lo dispuesto en las Leyes
Nºs. 18.956; 19.200; 19.278; 19.398;
19.410; 19.429 y el artículo 32 Nº 8 de la
Constitución Política de la República de Chile,
dicto el siguiente:

Decreto con fuerza de ley (1):

Fíjase el siguiente texto refundido, coor-
dinado y sistematizado de la Ley Nº 19.070,
que fija el estatuto de los profesionales de la

educación y de las leyes que la han comple-
mentado y modificado.

TITULO I

Normas Generales

Artículo 1º. Quedarán afectos al presen-
te Estatuto los profesionales de la educación
que prestan servicios en los establecimientos
de educación básica y media, de administra-
ción municipal o particular reconocida oficial-
mente como asimismo en los de educación
prebásica subvencionados conforme al De-
creto con Fuerza de Ley Nº 5, del Ministerio
de Educación, de 1992, así como en los
establecimientos de educación técni-
co-profesional administrados por corporacio-
nes privadas sin fines de lucro, según lo dis-
puesto en el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980,
como también quienes ocupan cargos directi-
vos y técnicos-pedagógicos en los departa-
mentos de administración de educación mu-
nicipal que por su naturaleza requieran ser
servidos por profesionales de la educación.

Artículo 2º. Son profesionales de la edu-
cación las personas que posean título de pro-
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fesor o educador, concedido por Escuelas
Normales, Universidades o Institutos Profe-
sionales. Asimismo se consideran todas las
personas legalmente habilitadas para ejercer
la función docente y las autorizadas para
desempeñarla de acuerdo a las normas lega-
les vigentes.

Artículo 3º. Este Estatuto normará los
requisitos, deberes, obligaciones y derechos
de carácter profesional, comunes a todos los
profesionales señalados en el artículo 1º, la
carrera de aquellos profesionales de la educa-
ción de establecimientos del sector municipal
incluyendo aquellos que ocupan cargos direc-
tivos y técnicos-pedagógicos en sus órganos
de administración y el contrato de los profe-
sionales de la educación en el sector particu-
lar, en los términos establecidos en el Título
IV de esta ley. Con todo, no se aplicará a los
profesionales de la educación de colegios par-
ticulares pagados las normas del inciso se-
gundo del artículo 15, de los cinco incisos
finales del artículo 79, los artículos 80, 81 y
84 y el inciso segundo del artículo 88, del
Título IV de esta ley.

Artículo 4º. Sin perjuicio de las inhabi-
lidades señaladas en la Constitución y la ley,
no podrán ejercer labores docentes quienes
sean condenados por alguno de los delitos
contemplados en la Ley Nº 19.366 y en los
párrafos 1, 4, 5, 6 y 8 del Título VII y en los
párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro Segun-
do del Código Penal.

En caso de que el profesional de la edu-
cación sea encargado reo por alguno de los
delitos señalados en el inciso anterior, podrá
ser suspendido de sus funciones, con o sin
derecho a remuneración total o parcial, por el
tiempo que se prolongue la encargatoria de
reo.

TITULO II

Aspectos Profesionales

Párrafo I

Funciones Profesionales

Artículo 5º. Son funciones de los profe-
sionales de la educación la docente y la
docente-directiva, además de las diversas fun-
ciones técnico-pedagógicas de apoyo.

Se entiende por cargo el empleo para
cumplir una función de aquellas señaladas en
los artículos 6º a 8º siguientes, que los profe-
sionales de la educación del sector municipal,
regidos por el Título III, realizan de acuerdo a
las normas de la presente ley.

Artículo 6º. La función docente es aque-
lla de carácter profesional de nivel superior,
que lleva a cabo directamente los procesos
sistemáticos de enseñanza y educación, lo
que incluye el diagnóstico, planificación, eje-
cución y evaluación de los mismos procesos
y de las actividades educativas generales y
complementarias que tienen lugar en las uni-
dades educacionales de nivel pre básico, bá-
sico y medio.

Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

a) Docencia de aula: la acción o exposición
personal directa realizada en forma con-
tinua y sistemática por el docente, inser-
ta dentro del proceso educativo. La hora
docente de aula será de 45 minutos como
máximo.

b) Actividades curriculares no lectivas: aque-
llas labores educativas complementarias
de la función docente de aula, tales como
administración de la educación; activida-
des anexas o adicionales a la función
docente propiamente tal; jefatura de cur-
so; actividades coprogramáticas y cultu-
rales; actividades extraescolares; activi-
dades vinculadas con organismos o ac-
ciones propias del queha cer escolar; ac-
tividades vinculadas con organismos o
instituciones del sector que incidan di-
recta o indirectamente en la educación y
las análogas que sean establecidas por
un decreto del  Ministerio de Educación.
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Artículo 7º. La función docente-directiva
es aquella de carácter profesional de nivel
superior que, sobre la base de una formación
y experiencia docente específica para la fun-
ción, se ocupa de lo atinente a la dirección,
administración, supervisión y coordinación de
la educación, y que conlleva tuición y respon-
sabilidad adicionales directas sobre el perso-
nal docente, paradocente, administrativo, auxi-
liar o de servicios menores, y respecto de los
alumnos.

Artículo 8º. Las funciones técnico-pe-
dagógicas son aquellas de carácter profesio-
nal de nivel superior que, sobre la base de
una formación y experiencia docente especí-
fica para cada función, se ocupan respectiva-
mente de los siguientes campos de apoyo o
complemento de la docencia: orientación edu-
cacional y vocacional, supervisión pedagógi-
ca, planificación curricular, evaluación del
aprendizaje, investigación pedagógica, coor-
dinación de procesos de perfeccionamiento
docente y otras análogas que por decreto
reconozca el Ministerio de Educación, previo
informe de los organismos competentes.

Artículo 9º. En cada establecimiento, para
los efectos de esta ley se entenderá por año
laboral docente el período comprendido entre
el primer día hábil del mes en que se inicia el
año escolar y el último del mes inmediata-
mente anterior a aquel en que se inicie el año
escolar siguiente.

Párrafo II

Formación y Perfeccionamiento

Artículo 10. La formación de los profe-
sionales de la educación corresponderá a las
instituciones de educación superior, de acuer-
do a lo establecido en la Ley Orgánica Consti-
tucional de Enseñanza.

Artículo 11. Los profesionales de la edu-
cación tienen derecho al perfeccionamiento
profesional.

El objetivo de este perfeccionamiento es

contribuir al mejoramiento del desempeño pro-
fesional de los docentes, mediante la actuali-
zación de conocimientos relacionados con su
formación profesional, así como la adquisi-
ción de nuevas técnicas y medios que signifi-
quen un mejor cumplimiento de sus funcio-
nes.

Artículo 12. Los departamentos de admi-
nistración de la educación de los municipios y
las entidades privadas de educación subven-
cionada, podrán colaborar a los procesos de
perfeccionamiento vinculados al cumplimien-
to de los objetivos establecidos en el artículo
anterior, desarrollando toda clase de activida-
des de capacitación ya sea directamente o a
través de terceros.

El Ministerio de Educación a través de su
Centro de Perfeccionamiento, Experimenta-
ción e Investigaciones Pedagógicas colabora-
rá al perfeccionamiento de los profesionales
de la educación mediante la ejecución en las
regiones de programas y cursos, y el otorga-
miento de becas de montos equitativos para
todos los profesionales de la educación sub-
vencionada, especialmente para quienes se
desempeñan en localidades aisladas.

La ejecución de los programas, cursos y
actividades de perfeccionamiento podrán ser
realizadas por el Centro de Perfeccionamien-
to, Experimentación e Investigaciones Peda-
gógicas o por las Instituciones de educación
superior que gocen de plena autonomía dedi-
cadas a estos fines. Asimismo podrán hacerlo
otras instituciones públicas o privadas que
estén debidamente acreditadas ante dicho
Centro. La acreditación comprenderá la apro-
bación del proyecto de programas, cursos y
actividades de perfeccionamiento y el proce-
so que permita evaluar el avance, concreción
y realización del proyecto total, a través de
variables destacadas de su desarrollo, de ca-
rácter docente, técnico-pedagógicas, espe-
cialmente los programas de estudios y sus
contenidos, así como los recursos de las Ins-
tituciones para otorgar la certificación y vali-
dez de los estudios realizados.
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Las entidades que realicen las activida-
des señaladas en el inciso anterior y que se
hayan acreditado debidamente, cuando fuere
necesario, deberán inscribir los programas y
cursos que deseen ofrecer en un Registro
Público, completo y actualizado que llevará el
Centro de Perfeccionamiento, Experimenta-
ción e Investigaciones Pedagógicas, en el cual
se señalarán explícitamente los requisitos,
duración, contenidos, fechas de realización y
toda otra información de interés para los pro-
fesionales de la educación que postulen a los
cursos, programas o actividades menciona-
dos.

Artículo 12 bis. El Centro de Perfeccio-
namiento, Experimentación e Investigaciones
Pedagógicas, por resolución fundada y aten-
dida la gravedad y reiteración de la conducta,
oída la entidad afectada, podrá sancionarla
con amonestación, multa a beneficio fiscal de
hasta 5 U.T.M., revocación de la inscripción
del curso, programa o actividad de perfeccio-
namiento de que se trate, o pérdida de la
acreditación a que se refiere el artículo ante-
rior, cuando corresponda, por incumplimiento
de las condiciones de ejecución de los cursos
o actividades presentadas al momento de la
inscripción del curso, programa o actividad
respectiva, por evidentes deficiencias admi-
nistrativas o de recursos que afecten la cali-
dad del servicio educacional, o por presentar
irregularidades que afecten seriamente a los
usuarios. (2)(3)

Artículo 13. Los profesionales de la edu-
cación que postulen a los programas, cursos,
actividades o becas de perfeccionamiento que
realice o establezca el Ministerio de Educa-
ción de acuerdo con el financiamiento que
para ello se determine en su presupuesto,
deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Trabajar en un establecimiento educa-
cional subvencionado;

b) Contar con el patrocinio del sostenedor
de dicho establecimiento en el caso que
las actividades, programas, cursos o be-
cas de perfeccionamiento se efectúen
fuera del respectivo local escolar o du-
rante los períodos de actividades norma-
les que se desarrollen durante el año
escolar;

c) El patrocinio a que se refiere la letra
anterior, deberá ser siempre otorgado
cuando se trate de cursos, programas o
actividades de perfeccionamiento que
sean de carácter general para todos los
profesionales de la educación y cuando
digan relación con los programas y pro-
yectos educativos del establecimiento;

d) Estar aceptado en alguno de los progra-
mas, cursos o actividades de perfeccio-
namiento o becas, inscrito en el Registro
señalado en el inciso final del artículo
anterior, y

e) En el caso de los postulantes a beca,
junto con la solicitud deberán contraer el
compromiso de laborar en el estableci-
miento patrocinante durante el año esco-
lar siguiente. Con todo, si la beca se
realizare durante los dos primeros meses
del año, el compromiso de permanencia
se referirá al año respectivo.

Los criterios de prioridad para seleccio-
nar a estos postulantes deberán considerar,
especialmente, las siguientes circunstancias:

1) Trabajar en un establecimiento con bajo
rendimiento escolar;

2) El grado de relación entre la función que
ejerce el profesional en el establecimien-
to y los contenidos del programa al cual
postula, y

3) El aporte que puedan realizar el estable-
cimiento patrocinador o el propio postu-

(2) El artículo 12, Nº 1 de la Ley Nº 19.715, D.O.
31.01.2001, agregó el artículo 12 bis inserto en
este texto.

(3) La Resolución Nº 10.394 del Centro de Perfec-
cionamiento, Experimentación e Investigaciones
Pedagógicas, D.O. 20.09.2001, reglamenta el
artículo 12 bis del D.F.L. Nº 1, de 1996, agrega-
do por el artículo 12 de la Ley Nº 19.715.
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lante para el financiamiento del progra-
ma o beca al cual postula.

Las postulaciones a los programas de
becas serán presentadas en las Secretarías
Regionales Ministeriales de Educación, las
que estarán encargadas de la evaluación y
selección de los postulantes, de acuerdo a
los procedimientos que establezca el Regla-
mento.

Párrafo III

Participación

Artículo 14. Los profesionales de la edu-
cación tendrán el derecho a participar, con
carácter consultivo, en el diagnóstico,
planeamiento, ejecución y evaluación de las
actividades de la unidad educativa correspon-
diente y de las relaciones de ésta con la
comunidad.

De la misma manera tendrán derecho a
ser consultados en los procesos de proposi-
ción de políticas educacionales en los distin-
tos niveles del sistema.

Artículo 15. En los establecimientos edu-
cacionales habrá Consejos de Profesores u
organismos equivalentes de carácter consulti-
vo, integrados por personal docente directi-
vo, técnico-pedagógico y docente. Estos se-
rán organismos técnicos en los que se expre-
sará la opinión profesional de sus integrantes.

Sin embargo, los Consejos de Profesores
podrán tener carácter resolutivo en materias
técnico-pedagógicas, en conformidad al pro-
yecto educativo del establecimiento y su re-
glamento interno.

Al mismo tiempo, en los Consejos de
Profesores u organismos equivalentes se en-
cauzará la participación de los profesionales
en el cumplimiento de los objetivos y progra-
mas educacionales de alcance nacional o co-
munal y en el desarrollo del proyecto educati-
vo del establecimiento.

Los profesores podrán ser invitados a las
reuniones de los Centros de Cursos y Centros

de Padres y Apoderados, cualquiera sea su
denominación.

Párrafo IV

Autonomía y Responsabilidad
Profesionales

Artículo 16. Los profesionales de la edu-
cación que se desempeñen en la función do-
cente gozarán de autonomía en el ejercicio de
ésta, sujeta a las disposiciones legales que
orientan al sistema educacional, del proyecto
educativo del establecimiento y de los pro-
gramas específicos de mejoramiento e inno-
vación.

Esta autonomía se ejercerá en:

a) El planeamiento de los procesos de ense-
ñanza y de aprendizaje que desarrollarán
en su ejercicio lectivo y en la aplicación
de los métodos y técnicas correspon-
dientes;

b) La evaluación de los procesos de ense-
ñanza y del aprendizaje de sus alumnos,
de conformidad con las normas naciona-
les y las acordadas por el establecimien-
to;

c) La aplicación de los textos de estudio y
materiales didácticos en uso en los res-
pectivos establecimientos, teniendo en
consideración las condiciones geográfi-
cas y ambientales y de sus alumnos, y

d) La relación con las familias y los apode-
rados de sus alumnos, teniendo presente
las normas adoptadas por el estableci-
miento.

Artículo 17. Las quejas o denuncias con-
tra un profesional de la educación deben ser
formuladas por escrito, o en su defecto,
escrituradas por el funcionario que las reciba,
para que sean admitidas a tramitación por las
autoridades y directores de establecimientos.
Su texto debe ser conocido por el afectado.
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Artículo 18. Los profesionales de la edu-
cación son personalmente responsables de su
desempeño en la función correspondiente. En
tal virtud deberán someterse a los procesos
de evaluación de su labor y serán informados
de los resultados de dichas evaluaciones.

El profesional de la educación gozará del
derecho a recurrir contra una apreciación o
evaluación directa de su desempeño, si la
estima infundada.

El Reglamento establecerá las normas
objetivas y el procedimiento de la evaluación
de la labor y desempeño de los profesionales
de la educación. A la vez fijará las normas
que les permita ejercer el derecho señalado
en el inciso anterior y, asimismo, aquellas que
los habilite para ejercer su derecho a defensa
contra las imputaciones que puedan ser obje-
to en virtud del artículo 17 de esta ley.

TITULO III

De la Carrera de los Profesionales de la
Educación del Sector Municipal

Párrafo I

Ambito de Aplicación

Artículo 19. El presente Título se aplica-
rá a los profesionales de la educación que
desempeñen funciones en los establecimien-
tos educacionales del sector municipal inte-
grando la respectiva dotación docente. Del
mismo modo se aplicará a los que ocupan
cargos directivos y técnicos-pedagógicos en
los organismos de administración de dicho
sector.

Para estos efectos se consideran "sector
municipal" aquellos establecimientos educa-
cionales que dependen directamente de los
Departamentos de Administración Educacio-
nal de cada Municipalidad, o de las Corpora-
ciones Educacionales creadas por éstas o los
que habiendo sido municipales son adminis-
trados por corporaciones educacionales pri-
vadas, de acuerdo con las normas estableci-

das en el Decreto con Fuerza de Ley                Nº
1-3.063, de Interior, de 1980.

Párrafo II

Del Ingreso a la Carrera Docente

Artículo 20. El ingreso de los profesiona-
les de la educación a la carrera docente del
sector municipal se realizará mediante la in-
corporación a su dotación docente.

Se entiende por dotación docente el nú-
mero total de profesionales de la educación
que sirven funciones de docencia, docencia
directiva y técnico-pedagógica, que requiere
el funcionamiento de los establecimientos edu-
cacionales del sector municipal de una comu-
na, expresada en horas cronológicas de tra-
bajo semanales, incluyendo a quienes desem-
peñen funciones directivas y técnico-pedagó-
gicas en los organismos de administración
educacional de dicho sector.

Artículo 21. La dotación docente de los
establecimientos educacionales de cada co-
muna, incluyendo a quienes desempeñen car-
gos y horas directivos y técnicos-pedagógi-
cos en los organismos de administración edu-
cacional del sector, será fijada a más tardar el
15 de noviembre del año anterior a aquel en
que comience a regir, una vez aprobado el
Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal
por el Concejo Municipal, por el Departamen-
to de Administración Educacional de la Muni-
cipalidad respectiva o por la Corporación Edu-
cacional correspondiente, de acuerdo con lo
dispuesto por esta ley.

Dicha fijación se hará conforme al núme-
ro de alumnos del establecimiento por niveles
y cursos y según el tipo de educación y la
modalidad curricular, cuando éstas sean de
carácter especial.

Estas dotaciones serán comunicadas al
Departamento Provincial de Educación corres-
pondiente.

Artículo 22. La Municipalidad o Corpora-
ción que fija la dotación docente de cada
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comuna, deberá realizar las adecuaciones que
procedan por alguna de las siguientes causales:

1. Variación en el número de alumnos del
sector municipal de una comuna;

2. Modificaciones curriculares;

3. Cambios en el tipo de educación que se
imparte;

4. Fusión de establecimientos educaciona-
les, y

5. Reorganización de la entidad de adminis-
tración educacional.

Cualquiera variación de la dotación do-
cente de una comuna, regirá a contar del
inicio del año escolar siguiente.

Todas estas causales para la fijación o la
adecuación de la dotación docente deberán
estar fundamentadas en el Plan de Desarrollo
Educativo Municipal. En todo caso, las modi-
ficaciones a la dotación docente que se efec-
túen de acuerdo a los números 1 a 4 deberán
estar basadas en razones de carácter técnico-
pedagógico.

Artículo 23. Las dotaciones serán deter-
minadas por la Municipalidad respectiva me-
diante resolución fundada, la que se enviará
conjuntamente con sus antecedentes
justificatorios al Departamento Provincial de
Educación correspondiente.

Dentro del plazo de quince días hábiles,
el Departamento Provincial de Educación, en
ejercicio de sus facultades de supervisión e
inspección establecidas en el artículo 16 de la
Ley Nº 18.956, podrá observar la dotación
fijada, cuando la determinación se haya reali-
zado sin respetar la relación óptima entre
profesionales de la educación necesarios, ho-
ras cronológicas de trabajo semanales y nú-
mero de alumnos y cursos, conforme a lo
dispuesto en la letra b) del artículo 6º del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del Ministe-
rio de Educación, de 1992, en el artículo 8º

del Decreto Nº 8.144, de 1980, del Ministe-
rio de Educación, y en las normas del presen-
te Estatuto. Esta observación en ningún caso
podrá significar un incremento en la dotación
determinada por la Municipalidad respectiva.

Las observaciones deberán ser fundadas
y expresarán criterios generales y objetivos
previamente establecidos en conformidad a
lo dispuesto en el inciso anterior. Se harán
por escrito y contendrán una fórmula alterna-
tiva de determinación de la dotación.

En el plazo de siete días, contado desde
la notificación de la observación, la Municipa-
lidad podrá aceptarla, o concordar con el
Departamento Provincial de Educación en otra
determinación que respete el criterio señala-
do en el inciso segundo de este mismo artícu-
lo. En caso contrario, teniendo presente los
antecedentes, la diferencia será resuelta en
conjunto por la Municipalidad respectiva y las
Subsecretarías de Educación y Desarrollo Re-
gional, que adoptarán la decisión por mayo-
ría, dentro del plazo de siete días.

Artículo 24. Para incorporarse a la dota-
ción del sector municipal será necesario cum-
plir con los siguientes requisitos:

1. Ser ciudadano.

2. Haber cumplido con la Ley de Recluta-
miento y Movilización, cuando fuere pro-
cedente.

3. Tener salud compatible con el desempe-
ño del cargo.

4. Cumplir con los requisitos señalados en
el artículo 2º de esta ley.

5. No estar inhabilitado para el ejercicio de
funciones o cargos públicos, ni hallarse

(4) El artículo 28 de la Ley Nº 19.806, D.O.
31.05.2002, que dicta normas adecuatorias del
sistema legal chileno a la reforma procesal pe-
nal, elimina en el número 5 del artículo 24 la
frase "o procesado". No obstante se ha conser-
vado su texto por cuanto si bien el inciso primero
del artículo transitorio
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condenado o procesado por crimen o
simple delito. (4)

No obstante, los extranjeros que cum-
plan con los requisitos de los números 3, 4 y 5
de este artículo, podrán ser autorizados por la
Secretaría Regional Ministerial Educacional
correspondiente, para incorporarse a la dota-
ción del sector.

Artículo 25. Los profesionales de la edu-
cación se incorporan a una dotación docente
en calidad de titulares o en calidad de contra-
tados.

Son titulares los profesionales de la edu-
cación que incorporan a una dotación docen-
te previo concurso público de antecedentes.

Tendrán calidad de contratados aquellos
que desempeñen labores docentes transito-
rias, experimentales, optativas, especiales o
de reemplazo de titulares.

Artículo 26. El número de horas corres-
pondientes a docentes en calidad de contra-
tados en una misma Municipalidad o Corpora-
ción Educacional, no podrá exceder del 20%
del total de horas de la dotación de las mis-
mas, a menos que en la comuna no haya

suficientes docentes que puedan ser integra-
dos en calidad de titulares, en razón de no
haberse presentado postulantes a los respec-
tivos concursos, o existiendo aquéllos, no ha-
yan cumplido con los requisitos exigidos en
las bases de los mismos.

Los docentes a contrata no podrán des-
empeñar funciones docentes directivas.

Artículo 27. La incorporación a una dota-
ción docente en calidad de titular se hará por
concurso público de antecedentes, el que será
convocado por el Departamento de Adminis-
tración de la Educación o por la Corporación
Educacional respectiva. Dichos concursos de-
berán ajustarse a las normas de esta ley y su
reglamento.

Artículo 28. Los concursos a que se re-
fiere el artículo anterior, deberán ser suficien-
temente publicitados. Las convocatorias se
efectuarán dos veces al año y tendrán el
carácter de nacional, debiendo efectuarse la
convocatoria de una de ellas en el mes de
enero. Asimismo, se podrá convocar a con-
curso cada vez que sea imprescindible llenar
la vacante producida, y no fuere posible con-
tratar a un profesional de la educación en los
términos del artículo 25.

Las convocatorias de carácter nacional
serán comunicadas en forma previa a los
Departamentos Provinciales de Educación que
tengan jurisdiscción en las respectivas comu-
nas, con una antelación de, a lo menos, 30
días al cierre del concurso.

Artículo 29. Los profesionales de la edu-
cación serán designados o contratados para
el desempeño de sus funciones mediante la
dictación de un decreto alcaldicio o un con-
trato de trabajo, según corresponda, docu-
mentos que contendrán, a lo menos, las si-
guientes especificaciones:

– Nombre del empleador: Municipalidad o
Corporación;

– Nombre y R.U.T. del profesional de la
educación;

Continuación Nota 4

de la citada Ley Nº 19.806, dispone que sus
normas entrarán en vigencia a partir de la fecha
de su publicación en el Diario Oficial, el inciso
segundo de la misma norma  prescribe:

"Se exceptúan aquellas normas relativas al ejer-
cicio de la acción penal pública, la dirección de la
investigación y la protección de las víctimas y
testigos; a la competencia en materia penal y a la
ley procesal penal aplicable, todas las cuales en-
trarán en vigencia gradualmente para las Regio-
nes I, XI, XII, V, VI, VIII, X y Metropolitana de
Santiago, de conformidad al calendario estableci-
do en el artículo 4º transitorio de la Ley Nº 19.640".

Por su parte, el artículo 4º transitorio de la LOC
del Ministerio Público, Nº 19.640, D.O. 15.10.99,
modificado por las Leyes Nº 19.762, D.O.
13.10.2001, y Nº 19.919, D.O. 20.12.2003,
establece la siguiente gradualidad: I, XI y XII Re-
giones: 16 de diciembre de 2002; V, VI, VIII y X
Regiones: 16 de diciembre de 2003, y Región
Metropolitana: 16 de junio de 2005.
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– Fecha de ingreso del profesional de la edu-
cación a la Municipalidad o Corporación;

– Tipo de funciones, de acuerdo al Título II
de esta ley;

– Número de horas cronológicas semana-
les a desempeñar;

– Jornada de trabajo;

– Nivel o modalidad de enseñanza, cuando
corresponda, y

– Calidad de la designación y período de
vigencia, si se tratare de contratos.

Artículo 30. En cada comuna se estable-
cerán anualmente Comisiones Calificadoras
de Concursos para cada una de las siguientes
funciones:

a) Docente directiva y técnico-pedagógica.

b) Docente de la enseñanza media.

c) Docente de la enseñanza básica y
pre-básica.

Artículo 31. Las Comisiones Calificado-
ras de Concursos estarán integradas por:

a) El Director del Departamento de Admi-
nistración de Educación Municipal o de la
Corporación Municipal que corresponda
o a quien se designe en su reemplazo.

b) El Director del establecimiento que co-
rresponda a la vacante concursable.

c) Un docente elegido por sorteo entre los
pares de la especialidad de la vacante a
llenar.

Un funcionario designado por el Departa-

mento Provincial que corresponda actuará
como ministro de fe. (5)

El reglamento de esta ley establecerá las
normas de constitución y funcionamiento de
estas Comisiones.

Artículo 32. En los concursos para va-
cantes de cargos docentes directivos y de
unidades técnico-pedagógicas, los postulantes
deberán cumplir el requisito de tener estudios
de administración, supervisión, evaluación u
orientación vocacional. Este requisito no será
exigible en localidades donde no hayan pos-
tulado profesionales de la educación con di-
chos estudios.

Las vacantes de Directores de estableci-
mientos educacionales serán provistas me-
diante concurso público de antecedentes. Co-
rresponderá a la Comisión Calificadora de Con-
cursos a que se refieren los artículos 30 y 31,
analizar los antecedentes presentados por los
postulantes y emitir un informe fundado que
detalle el puntaje ponderado de cada uno de
ellos, sobre la base del cual resolverá el Alcal-
de.

El nombramiento o contrato de dichos
Directores tendrá una vigencia de cinco años,
al término de los cuales se deberá efectuar un
nuevo concurso, pudiendo postular el Direc-
tor en ejercicio.

El Director que habiendo postulado pier-
da el concurso, podrá volver a desempeñarse
en alguna de las funciones señaladas en el
artículo 5º de esta ley, en establecimientos
educacionales de la misma Municipalidad o
Corporación, y podrá ser designado o contra-
tado hasta con el mismo número de horas
que servía en ella antes de ejercer la función
de Director, sin necesidad de concurso. Si
ello no fuere posible, dada la dotación vigen-
te, tendrá derecho a los beneficios estableci-
dos en el inciso tercero del artículo 73 de
esta ley.

Artículo 33. Los concursos a los cuales
convocarán las respectivas Municipalidades

(5) El artículo 12, Nº 2, de la Ley Nº 19.715, D.O.
31.01.2001, intercaló el inciso segundo del ar-
tículo 31, pasando el primitivo inciso segundo a
ser tercero.
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serán administrados por su Departamento de
Administración de Educación Municipal o por
las Corporaciones Educacionales cuando co-
rresponda, organismos que pondrán todos los
antecedentes a disposición de la Comisión
Calificadora de concursos.

Las Comisiones Calificadoras de Concur-
sos, previo análisis de los antecedentes rela-
cionados con la excelencia en el desempeño
profesional, la consideración de los años de
servicios, asignando una mayor ponderación
a los desempeñados en escuelas básicas ru-
rales, a lo menos durante tres años y el
perfeccionamiento acumulado, emitirán un in-
forme fundado que detalle un puntaje ponde-
rado por cada postulante. Asimismo, durante
el desarrollo y para la resolución de los con-
cursos deberán considerarse siempre las nor-
mas de transparencia, imparcialidad y objeti-
vidad, que se señalen en el reglamento de
esta ley.

El Alcalde deberá nombrar a quien ocupe
el primer lugar ponderado en cada concurso.

Sólo en caso de renuncia voluntaria de
quien ocupe el primer lugar, se podrá nom-
brar a los siguientes en estricto orden de
precedencia.

Artículo 34. Los Jefes de los Departa-
mentos de Administración de Educación Mu-
nicipal, sea cual fuere su denominación, se-
rán nombrados mediante un concurso público
de antecedentes. Para este efecto, se confor-
mará una Comisión Calificadora de Concur-
sos, la que estará integrada por los tres fun-
cionarios de mayor jerarquía de la Municipali-
dad. El Alcalde resolverá el concurso sobre la
base de una terna propuesta por dicha Comi-
sión.

El nombramiento de estos jefes tendrá
una vigencia de cinco años, al término de los
cuales se deberá efectuar un nuevo concur-
so, pudiendo postular el Jefe en ejercicio.

Estas jefaturas serán ejercidas por un
profesional con un grado académico en el

área de la educación o con a lo menos dos
años de ejercicio de administración educacio-
nal y, en el evento de que ningún profesional
con estas características manifestare inte-
rés, podrán ser ejercidas por otro profesional
de la educación. (6)

Párrafo III

Derechos del Personal Docente

Artículo 35. Los profesionales de la edu-
cación tendrán derecho a una remuneración
básica mínima nacional para cada nivel del
sistema educativo, en conformidad a las nor-
mas que establezca la ley, a las asignaciones
que se fijan en este Estatuto, y sin perjuicio
de las que se contemplen en otras leyes.

Se entenderá por remuneración básica
mínima nacional, el producto resultante de
multiplicar el valor mínimo de la hora crono-
lógica que fije la ley por el número de horas
para las cuales haya sido contratado cada
profesional.

Artículo 36. Los profesionales de la edu-
cación que tengan la calidad de titulares, ten-
drán derecho a la estabilidad en las horas y
funciones establecidas en los decretos de
designación o contratos de trabajo, según
corresponda, a menos que deban cesar en
ellas por alguna de las causales de expiración
de funciones establecidas en este Estatuto.

Artículo 37. Los profesionales de la edu-
cación se regirán en materia de accidentes en
actos de servicio y de enfermedades contraí-
das en el desempeño de la función, por las
normas de la Ley Nº 16.744.

Sin perjuicio de lo anterior, las Municipa-
lidades o Corporaciones Educacionales po-

(6) El artículo 12 de la Ley Nº 19.532, D.O.
17.11.97, intercaló en el inciso tercero del ar-
tículo 34, entre las palabras "educación" y la
conjunción "y", la frase "o con a lo menos dos
años de ejercicio de administración educacio-
nal", inserta en este texto.



Normas Legales y Reglamentarias

Marzo182 / 2004

35

drán afiliar a su personal a las Cajas de Com-
pensación y Mutuales de Seguridad.

Artículo 38. Tendrán derecho a licencia
médica, entendida ésta como el derecho que
tiene el profesional de la educación de ausen-
tarse o de reducir su jornada de trabajo du-
rante un determinado lapso, con el fin de
atender al restablecimiento de la salud, en
cumplimiento de una prescripción profesional
certificada por un médico cirujano, cirujano
dentista o matrona, según corresponda, auto-
rizada por el competente Servicio de Salud o
Institución de Salud Previsional, en su caso.
Durante su vigencia el profesional de la edu-
cación continuará gozando del total de sus
remuneraciones.

Artículo 39. Las Mutuales de Seguridad
pagarán a las Municipalidades o Corporacio-
nes municipales empleadoras una suma equi-
valente al total del subsidio que hubiere co-
rrespondido a los funcionarios regidos por la
presente ley, de acuerdo con las normas del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 44, de 1978,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,
cuando existan convenios celebrados al res-
pecto entre las instituciones señaladas.

Artículo 40. Los profesionales de la edu-
cación podrán solicitar permisos para ausen-
tarse de sus labores por motivos particulares
hasta por seis días hábiles en el año calenda-
rio, con goce de remuneraciones. Estos per-
misos podrán fraccionarse por días o medios
días y serán concedidos o denegados por el
Director del Establecimiento. (7)

Asimismo, los profesionales de la educa-
ción podrán solicitar permisos, sin goce de
remuneraciones, por motivos particulares has-
ta por seis meses en cada año calendario y
hasta por dos años para permanecer en el
extranjero.

Cuando el permiso que se solicite sea
para realizar estudios de posttítulo o postgra-
do, éste podrá prorrogarse, por una única

vez, hasta el doble del tiempo señalado en el
inciso anterior.

Para los efectos de la aplicación del ar-
tículo 43 de esta ley, no se considerará el
tiempo durante el cual el profesional de la
educación haya hecho uso de permiso sin
goce de remuneraciones, a menos que acre-
dite ante su empleador que ha desempeñado
funciones profesionales definidas en el artícu-
lo 5º de esta ley, o ha realizado estudios de
postítulo o postgrado.

Artículo 41. Para todos los efectos lega-
les, el feriado de los profesionales de la edu-
cación que se desempeñen en establecimien-
tos educacionales será el período de interrup-
ción de las actividades escolares en los me-
ses de enero a febrero o el que medie entre el
término del año escolar y el comienzo del
siguiente, según corresponda. Durante dicha
interrupción podrán ser convocados para cum-
plir actividades de perfeccionamiento u otras
que no tengan el carácter de docencia de
aula, hasta por un período de tres semanas
consecutivas.

Artículo 42. Los profesionales de la edu-
cación podrán ser objeto de destinaciones a
otros establecimientos educacionales depen-
dientes de un mismo Departamento de Admi-
nistración de Educación Municipal o de una
misma Corporación Educacional, según co-
rresponda, a solicitud suya o como conse-
cuencia de la fijación o adecuación anual de
la dotación, practicada en conformidad al ar-
tículo 22 y al Plan de Desarrollo Educativo
Municipal, sin que signifique menoscabo en
su situación laboral y profesional. No obstan-
te, si producida la destinación estimaren que
se les ha causado menoscabo, podrán recla-
mar de ello conforme al procedimiento del
inciso tercero del artículo 12 del Código del
Trabajo, sin perjuicio que puedan ejercer su
derecho a reclamar ante la Contraloría Gene-
ral de la República o la Dirección del Trabajo,
según procediere, sin que ello implique parali-
zar la destinación.

El profesional de la educación, cuyo cón-
(7) Rectificado como figura en el texto, en D.O.

7.02.97.



Marzo 182 / 2004

Normas Legales y Reglamentarias36

yuge, funcionario público o municipal, sea
destinado a una localidad distinta de aquella
en la cual ambos trabajan como funcionarios
del sector público o municipal tendrán prefe-
rencia para ser contratados en la nueva loca-
lidad, en condiciones tales, que no signifiquen
menoscabo en su situación laboral y profesio-
nal.

Artículo 43. Las municipalidades podrán
establecer convenios que permitan que los
profesionales de la educación puedan ser des-
tinados a prestar sus servicios en otras muni-
cipalidades. En dicho caso sus remuneracio-
nes serán pagadas por la municipalidad don-
de presten efectivamente sus servicios.

Las destinaciones a que se refiere el inci-
so anterior deberán contar con el acuerdo de
los profesionales de la educación y podrán
tener una duración de un año laboral docente,
al término del cual, podrán ser renovadas por
una sola vez por un período similar. Esta
destinación no significará la pérdida de la
titularidad en la dotación docente del munici-
pio de origen. Estos profesionales tendrán
preferencia en los concursos a los cuales
convoque la Municipalidad donde efectiva-
mente hayan prestado sus servicios durante
esos períodos.

El número de horas cronológicas de tra-
bajo semanales correspondientes a los profe-
sionales de la educación que se encuentren
cumpliendo una destinación en virtud de lo
dispuesto en este artículo, serán contabiliza-
das en la dotación docente del municipio al
cual hayan sido destinados, mientras duren
sus cometidos.

Artículo 44. Los profesionales de la edu-
cación tendrán derecho a permutar sus car-
gos siempre que se desempeñen en empleos
de una misma naturaleza y que cuenten con
la autorización de los respectivos empleadores.
La permuta procederá desde y hacia cualquie-
ra comuna del país. En estos casos los trasla-
dos permitirán que los profesores conserven
sus asignaciones de antigüedad y de perfec-
cionamiento.

Artículo 45. Los profesionales de la edu-
cación tendrán derecho a que se les efectúen
imposiciones previsionales sobre la totalidad
de sus remuneraciones. Para estos efectos
se entiende por remuneraciones lo estableci-
do en el artículo 40 del Código del Trabajo.

Artículo 46. Los establecimientos educa-
cionales del sector municipal dictarán regla-
mentos internos, los que deberán considerar
a lo menos:

a) Normas generales de índole técnico-peda-
gógicas, incluyendo las relativas al Con-
sejo de Profesores;

b) Normas técnico-administrativas sobre es-
tructura y funcionamiento general del es-
tablecimiento, y

c) Normas de prevención de riesgos, de
higiene y de seguridad. (8)

Este Reglamento deberá ser ampliamen-
te difundido en la comunidad escolar y se
actualizará al menos una vez al año. El Regla-
mento y sus modificaciones serán comunica-
dos a la Dirección Provincial de Educación.

Párrafo IV

De las Asignaciones Especiales
del Personal Docente

Artículo 47. Los profesionales de la edu-
cación del sector municipal gozarán de las
siguientes asignaciones: de experiencia, de
perfeccionamiento, de desempeño en condi-
ciones difíciles y de responsabilidad directiva
y técnico-pedagógica.

Además, las Municipalidades podrán es-
tablecer incrementos en las asignaciones an-
teriores y asignaciones especiales de incenti-
vo profesional, de acuerdo con los factores

(8) Rectificado como figura en el texto, en D.O.
7.02.97.
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que se determinen en los reglamentos que al
efecto dicte cada una de ellas.

Las asignaciones especiales de incenti-
vo profesional se otorgarán por razones fun-
dadas en el mérito, tendrán el carácter de
temporal o permanentes y se establecerán
para algunos o la totalidad de los profesiona-
les de la educación, de uno o más de los
establecimientos de la respectiva Municipali-
dad.

En todo caso, dichos incrementos y asig-
naciones especiales de incentivo profesional
no podrán financiarse con cargo al Fondo de
Recursos Complementarios creado por el ar-
tículo 12 transitorio de la presente ley.

Artículo 48. La asignación de experien-
cia se aplicará sobre la remuneración básica
mínima nacional que determine la ley y con-
sistirá en un porcentaje de ésta, que la
incremente 6,76% por los primeros dos años
de servicio docente y 6,66% por cada dos
años adicionales, debidamente acreditados,
con un tope y monto máximo de 100% de la
remuneración básica mínima nacional para
aquellos profesionales que totalicen 30 años
de servicios.

El reglamento especificará el procedimien-
to para la acreditación de los bienios.

El tiempo computable para los efectos de
percibir esta asignación, corresponderá a los
servicios prestados en la educación pública o
particular.

Artículo 49. La asignación de perfeccio-
namiento tendrá por objeto incentivar la su-
peración técnico-profesional del educador y
consistirá en un porcentaje de hasta un 40%
de la remuneración básica mínima nacional
del personal que cumpla con el requisito de
haber aprobado programas, cursos o activi-
dades de perfeccionamiento de postítulo o
de postgrado académico, en el Centro de
Perfeccionamiento, Experimentación e Inves-

tigaciones Pedagógicas, Instituciones de edu-
cación superior que gocen de plena autono-
mía dedicadas a estos fines o en otras insti-
tuciones públicas o privadas que estén debi-
damente acreditadas ante dicho Centro. (9)

Para los efectos de determinar el por-
centaje de la asignación de perfeccionamien-
to que se reconozca a los profesionales de la
educación, el reglamento considerará espe-
cialmente su experiencia como docentes, es-
tablecida en conformidad a lo señalado en el
artículo anterior, las horas de duración de
cada programa, curso o actividad de perfec-
cionamiento, el nivel académico respectivo y
el grado de relación con la función profesional
que desempeña el beneficiario de la asigna-
ción. No se reconocerán, para los efectos de
esta asignación, más de 800 horas anuales
en el caso de los cursos o programas de
perfeccionamiento. (10)

En todo caso, para la concesión de esta
asignación, será requisito indispensable que
los cursos, programas o actividades a que se
refiere el inciso anterior estén inscritos en el
registro señalado en el inciso final del artículo
12 de esta ley.

Artículo 50. La asignación por desempe-
ño en condiciones difíciles, corresponderá a
los profesionales de la educación que ejerzan
sus funciones en establecimientos que sean
calificados como de desempeño difícil por
razones de ubicación geográfica, marginalidad,
extrema pobreza u otras características aná-
logas. Esta asignación podrá alcanzar hasta
un 30% calculada sobre la remuneración bá-
sica mínima nacional correspondiente.

(9) La Ley Nº 19.662, D.O. 7.03.2000, incrementa
los valores de su subvención a que se refiere el
artículo 9º del D.F.L. Nº 2, de Educación, de 1998,
a contar del 1.01.2000 y del 1.02.2000, respec-
tivamente, para contribuir al financiamiento de
esta asignación.

(10) El artículo 12, Nº 3 de la Ley Nº 19.175, D.O.
31.01.2001, agregó la oración final del inciso
segundo del artículo 49, después del punto se-
guido.
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Los criterios para determinar que un es-
tablecimiento sea declarado de desempeño
difícil y se dé así origen al pago de la asigna-
ción por desempeño en estas condiciones a
su personal, son los siguientes:

a) Aislamiento geográfico: clima particular-
mente adverso, distancia, dificultades de
movilización y comunicación respecto a
centros urbanos de relevante importan-
cia administrativa, económica y cultural;

b) Ruralidad efectiva: aquellas que obligan
al profesor a residir en un medio ambien-
te propiamente rural, y

c) El especial menoscabo o particular condi-
ción del tipo de población atendida: alum-
nos y comunidades en situación de extre-
ma pobreza, dificultades de acceso o in-
seguridad en el medio urbano, alumnos o
comunidades bilingües o biculturales.

El reglamento fijará los grados en que se
presenten las condiciones referidas en forma
particularmente difícil y sus equivalencias en
porcentaje de la asignación, además de los
procedimientos correspondientes. (11)

Corresponderá a cada Departamento de
Administración Educacional Municipal propo-
ner en forma priorizada conforme a los crite-
rios y disposiciones del Reglamento los esta-
blecimientos que darán derecho a percibir la
asignación por desempeño difícil. El munici-
pio respectivo presentará dicha proposición a
la Secretaría Regional Ministerial de Educa-
ción, la cual determinará cada dos años los
establecimientos de desempeño difícil y los
grados de dificultad respectivos, conforme al
procedimiento que establezca el reglamento,
según criterios objetivos de calificación, tan-
to a nivel nacional como regional, consideran-
do los antecedentes proporcionados por las
Municipalidades.

Artículo 51. Las asignaciones de respon-
sabilidad directiva y de responsabilidad técni-
co-pedagógica corresponderán a los profesio-
nales de la educación que sirvan funciones
superiores, y alcanzarán hasta un monto máxi-
mo equivalente al 20% y 10% de la remune-
ración básica mínima nacional, respectivamen-
te.

Para determinar el porcentaje, el Depar-
tamento de Administración de la Educación o
la Corporación Educacional respectiva tendrá
en cuenta la matrícula y la jerarquía interna
de las funciones docente directivas y
técnico-pedagógicas de la dotación de cada
establecimiento.

Artículo 52. Los profesionales de la edu-
cación que presten sus servicios en los esta-
blecimientos educacionales del sector munici-
pal, tendrán derecho a conservar los porcen-
tajes de las asignaciones de experiencia y
perfeccionamiento al desempeñarse en otra
localidad. (12)

No obstante, las asignaciones de desem-
peño en condiciones difíciles y de responsabi-
lidad directiva o técnico-pedagógica, solamen-
te se mantendrán si el nuevo empleo da dere-
cho a percibirlas.

Artículo 53. A los profesionales de la
educación  que hubieren jubilado y que se
incorporen a una dotación docente, no les
serán aplicables los artículos 48 y 49 respec-
to de los años servidos previos a la jubilación.

Artículo 54. Concédese a los profesiona-
les de la educación regidos por esta ley, que
se desempeñen en los establecimientos edu-
cacionales del sector municipal, un incentivo
de carácter económico que se denominará
Unidad de Mejoramiento Profesional, UMP,
que consistirá en un bono de monto fijo men-
sual, imponible, cuyo máximo es el que se

(11)Rectificado como figura en el texto en D.O.
7.02.97.

(12)Rectificado como figura en el texto en D.O.
7.02.97.
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señala en el artículo siguiente, para quienes
tengan una jornada semanal igual o superior a
30 horas cronológicas, para uno o más em-
pleadores, que se pagará desde el mes de
diciembre de 1993.

Artículo 55. La Unidad de Mejoramiento
Profesional UMP, que les corresponde a los
profesionales de la educación del sector mu-
nicipal, sean de la enseñanza básica o de la
enseñanza media, será de $ 12.585 mensua-
les para aquellos que tengan nombramiento o
contrato docente por un número igual o supe-
rior a 30 horas cronológicas semanales.

Artículo 56. Los profesionales de la edu-
cación del sector municipal con nombramien-
to o contrato docente igual o superior a 30
horas cronológicas semanales, que al 30 de
octubre de 1993 tengan los años de servicios
docentes prestados en la educación que se
señalan en la siguiente tabla, tendrán derecho
a percibir a contar desde el mes de diciembre
de 1993, el monto mensual fijo complemen-
tario que se indica

Años de servicios Monto mensual
docentes a la educación Complementario

al 30 de octubre
de 1993 (13)

12 y 13 años $ 441
14 y 15 años $ 1.060
16 y 17 años $ 1.679
18 y 19 años $ 2.299
20 y 21 años $ 2.918
22 y 23 años $ 3.537
24 y 25 años $ 4.157
26 y 27 años $ 4.766
28 y 29 años $ 5.396
30 años o más $ 6.015

Artículo 57. Los profesionales de la edu-
cación a que se refieren los artículos prece-
dentes, que se desempeñen en un horario
inferior a 30 horas cronológicas semanales,
recibirán una cantidad proporcional de los
montos establecidos en los artículos 55 y 56,
que se calcularán a razón de un treinta avo de

los montos determinados por cada hora de
contrato.

Artículo 58. Lo dispuesto en los artículos
anteriores, no afectará para ningún efecto
legal, al monto de la remuneración básica
mínima nacional establecida en el artículo 35
de esta ley.

Artículo 59. Las cantidades que se perci-
ban por la aplicación de los artículos 54 al
58, no serán imputables a la remuneración
adicional derivada de la aplicación del artículo
3º transitorio de esta ley.

Artículo 60. Con posterioridad al 1º de
enero de 1994, los montos que resulten de la
aplicación de los artículos 55, 56 de esta ley,
se reajustarán en el mismo porcentaje y oca-
sión en que se otorguen reajustes generales
de remuneraciones a los trabajadores del sec-
tor público.

Artículo 61. Para los efectos de la con-
cesión de los bonos y bonificaciones que se
otorgan en los artículos 54 al 57 y el artículo
85 de la presente ley, respecto de los profe-
sionales de la educación que tengan pactados
dos o más jornadas para uno o varios
empleadores, tanto del sector municipal como
del particular subvencionado, se les conside-
rará el número de horas semanales de cada
contrato, sin que la suma de los beneficios
que obtengan pueda exceder de $ 12.585
mensuales, excluyendo el monto complemen-
tario que dispone el artículo 56 de la presente
ley.

En el caso que les resultare una suma
superior, el monto que corresponda por cada
nombramiento o contrato se les deducirá pro-
porcionalmente, en relación al número de ho-
ras incluido en cada cargo o convenio.

Artículo 62. Sin perjuicio de lo dispuesto
en el artículo 83 y en los incisos primeros al
cuarto del artículo 5º transitorio, ambos de
esta ley, los profesionales de la educación a
que se refieren los Títulos III y IV de esta ley,
es decir, los que integran una dotación comu-

(13)Rectificado como figura en el texto en D.O.
7.02.97.
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nal o se desempeñan en establecimientos edu-
cacionales regidos por el Decreto con Fuerza
de Ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de
1992, respectivamente, tendrán una remu-
neración total que no podrá ser inferior a       $
130.000 mensuales, a partir desde el 1º de
enero de 1995, para quienes tengan una de-
signación o contrato de 30 horas cronológicas
semanales.

A partir desde el 1º de enero de 1996, la
remuneración total a que se refiere el inciso
anterior, no podrá ser inferior a $ 156.000
mensuales.

Para aquellos profesionales de la educa-
ción que tengan una designación o un contra-
to diferente a 30 horas cronológicas semana-
les, lo dispuesto en los incisos anteriores se
aplicará en proporción a las horas estableci-
das en sus respectivas designaciones o con-
tratos.

Para los efectos de la aplicación de esta
ley, se considerará que constituyen remune-
ración total las contraprestaciones en dinero
que deban percibir los profesionales de la
educación de sus empleadores, incluidas las
que establece este cuerpo legal.

No obstante, no se considerarán para el
cálculo señalado en los dos primeros incisos
de este artículo la asignación por desempeño
en condiciones difíciles ni las remuneraciones
por horas extraordinarias, tanto para los pro-
fesionales de la educación que se desempe-
ñen en establecimientos educacionales del
sector municipal como del particular subven-
cionado.

Artículo 63. Los profesionales de la edu-
cación de los establecimientos dependientes
del sector municipal y los de los estableci-
mientos de sector particular subvencionado
tendrán derecho a percibir mensualmente, a
partir desde el 1º de enero de 1995, una
bonificación proporcional a sus horas de de-
signación o contrato, cuyo monto será deter-
minado por cada sostenedor, ciñéndose al
procedimiento a que se refiere el artículo 65

de esta ley, y una vez deducido el costo de la
planilla complementaria a que se refiere el
artículo 64. Sin perjuicio de lo anterior, en el
caso del sector particular subvencionado, los
cálculos y el reparto se harán por estableci-
miento o sostenedor, según se perciba la
subvención.

Esta bonificación será imponible y
tributable, no se imputará a la remuneración
adicional del artículo 3º transitorio de esta
ley, y el monto que se haya determinado en el
mes de enero de 1995 sólo regirá por ese
año. Desde el 1º de enero de 1996, una
nueva bonificación proporcional, de similares
características, sustituirá a la anterior.

También recibirán dicha bonificación los
profesionales de la educación de los estable-
cimientos del sector particular subvenciona-
do cuyas remuneraciones se encuentren es-
tablecidas en un contrato colectivo o fallo
arbitral.

Artículo 64. Los profesionales de la edu-
cación de los establecimientos dependientes
del sector municipal y los de los estableci-
mientos del sector particular subvencionados
que tengan una remuneración total inferior a
las cantidades señaladas en los incisos prime-
ro y segundo del artículo 62, tendrán derecho
a percibir la diferencia como planilla comple-
mentaria para alcanzar las cantidades indica-
das.

Dicha planilla complementaria tendrá el
carácter de imponible y tributable y será ab-
sorbida con futuros reajustes y otros incre-
mentos de remuneraciones.

Artículo 65. Para determinar la bonifica-
ción proporcional a que se refiere el artículo
63 y la planilla complementaria establecida
en el artículo anterior, los sostenedores de
establecimientos educacionales deberán ce-
ñirse al siguiente procedimiento:

a) Determinarán la bonificación proporcio-
nal establecida en el artículo 63 distribu-
yendo entre los profesionales de la edu-
cación que tengan derecho a ello, en
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proporción a sus horas de designación o
contrato, el 80% de la totalidad de los
recursos que les corresponda percibir en
los meses de enero de 1995 y 1996,
según el año de que se trate, por concep-
to de la subvención adicional especial a
que se refiere el artículo 13 de la Ley Nº
19.410.

b) Si aplicado lo anterior aún existieren pro-
fesionales de la educación, designados o
contratados, con una remuneración total
inferior a $ 130.000 y $ 156.000 men-
suales, en los años 1995 y 1996, res-
pectivamente, deberán determinar una
planilla complementaria según la situa-
ción individual de cada uno de estos
profesionales, en conformidad con lo es-
tablecido en los artículos 62 y 64, desti-
nando a su financiamiento los recursos
provenientes del 20% no comprometida
en el cálculo dispuesto por la letra a)
precedente. En el evento de que dichos
recursos no alcanzaren para cubrir la to-
talidad del pago que represente la planilla
complementaria, se rebajará el porcenta-
je señalado en la letra a) en la proporción
necesaria para financiar esta planilla, pro-
cediendo a repetir el cálculo en ella dis-
puesto, ajustado a la nueva disponibili-
dad de recursos.

c) En los meses de diciembre de 1995 y
1996, el sostenedor efectuará una com-
paración entre los recursos percibidos en
el año por aplicación del artículo 13 de la
Ley Nº 19.410 y los montos efectiva-
mente pagados desde enero a diciembre
incluidos, por concepto de bonificación
proporcional y planilla complementaria.
El excedente que resulte lo distribuirá
entre todos los profesionales de la edu-
cación, en proporción a sus horas de
designación o contrato. Este bono ex-
traordinario no será imponible ni
tributable, y se pagará por una sola vez
en dicho mes. (14)

En el mes de enero de 1996 se aplicará
el mismo procedimiento del inciso anterior,
debiendo tenerse presente que los nuevos
montos serán sustitutivos de los establecidos
para el año 1995.

En el sector particular subvencionado,
la planilla complementaria se pagará a los
profesionales de la educación que tengan
contrato, en tanto que la bonificación pro-
porcional beneficiará a todos los profesiona-
les de la educación que se desempeñen en
los establecimientos educacionales de dicho
sector.

A contar desde enero de 1997, la bonifi-
cación proporcional a que se refiere esta ley
será equivalente a la determinada en el año
1996, reajustada en los porcentajes en que
se hubiere reajustado la unidad de subven-
ción educacional (USE), durante 1996. La
bonificación así determinada se reajustará pos-
teriormente en igual porcentaje y oportunidad
en que se hubiere reajustado la unidad de
subvención educacional (USE).

El incumplimiento de lo dispuesto en el
inciso final del artículo 13 de la Ley Nº 19.410
será considerado infracción grave para los
efectos del artículo 37 del Decreto con Fuer-
za de Ley Nº 5, del Ministerio de Educación,
de 1992.

Artículo 66. La bonificación proporcional
establecida en el artículo 63 no se considera-
rá como base para el cálculo de ninguna
remuneración, asignación u otra bonificación
que perciban los profesionales de la educa-
ción.

Esta bonificación se considerará como
renta para determinar la remuneración míni-
ma establecida en el artículo 62.

Artículo 67. Lo dispuesto en los artículos
62 a 66 del esta ley, sólo será aplicable en el
sector municipal a los profesionales de la
educación que desempeñen horas que figu-
ren dentro de la dotación comunal docente,
aprobada según las normas establecidas en

(14)Rectificado en D.O. 7.02.97.
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esta ley.

Párrafo V

De la Jornada de Trabajo

Artículo 68. La jornada de trabajo de los
profesionales de la educación se fijará en
horas cronológicas de trabajo semanal.

Esta jornada no podrá exceder de 44
horas cronológicas para un mismo empleador.

Artículo 69. La jornada semanal docente
se conformará por horas de docencia de aula
y horas de actividades curriculares no lecti-
vas.

La docencia de aula semanal no podrá
exceder de 33 horas, excluidos los recreos,
en los casos en que el docente hubiere sido
designado en una jornada de 44 horas. El
horario restante será destinado a actividades
curriculares no lectivas.

Cuando la jornada contratada fuere infe-
rior a 44 horas semanales, el máximo de
clases quedará determinado por la proporción
respectiva.

La docencia de aula semanal para los
docentes que se desempeñen en estableci-
mientos educacionales que estén afectos al
régimen de Jornada Escolar Completa Diurna,
no podrá exceder de las 32 horas con 15
minutos excluidos los recreos, cuando la jor-
nada contratada fuere igual a 44 horas sema-
nales. El horario restante será destinado a
actividades curriculares no lectivas. Cuando
la jornada contratada fuere inferior a 44 ho-
ras semanales e igual o superior a 38 horas
semanales, el máximo de clases quedará de-
terminado por la proporción respectiva. (15)

Tratándose de docentes que cumplan fun-
ciones en jornada nocturna, su horario no
podrá sobrepasar la medianoche, salvo que
se trate de docentes que hubieren sido con-
tratados para cumplir labores de internado.

La docencia de aula efectiva que realicen
los docentes con 30 o más años de servicios,
se reducirá a petición del interesado a un
máximo de hasta 24 horas, debiendo asignar-
se el resto de su horario a actividades
curriculares no lectivas, lo que regirá a partir
del año escolar siguiente, o en el año respec-
tivo si no se produjere menoscabo a la aten-
ción docente.

Párrafo VI

Deberes y Obligaciones Funcionarias de los
Profesionales de la Educación

Artículo 70. Para el cumplimiento de la
evaluación contemplada en el artículo 18 de
este Estatuto, el reglamento establecerá un
sistema de calificaciones del personal afecto
al presente Título.

En el referido sistema de calificaciones,
se medirán, de manera objetiva, los siguien-
tes aspectos: (16)

a) Responsabilidad profesional y funciona-
ria;

b) Perfeccionamiento realizado;

c) Calidad de desempeño, y

d) Méritos excepcionales.

El reglamento estipulará la composición
de las Comisiones Calificadoras, la incorpora-
ción a ellas de representantes de los profesio-
nales del respectivo establecimiento o funcio-
narios que corresponda, así como la defini-
ción de la autoridad o comisión de apelacio-
nes. Del mismo modo fijará los procedimien-
tos, el plazo, la periodicidad y los demás
detalles técnicos del sistema de calificacio-(15)El artículo 12, Nº 4 de la Ley Nº 19.715, D.O.

31.01.2001, introdujo el inciso cuarto del artícu-
lo 69, pasando los primitivos incisos cuarto y quin-
to a ser quinto y sexto. (16)Rectificado en D.O. 7.02.97.
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nes.

Los resultados finales de la calificación
de cada profesional se considerarán como
antecedentes para los concursos públicos es-
tipulados en este Título. Asimismo, se ten-
drán en cuenta para optar a cupos o becas en
actividades de perfeccionamiento o estudios
de postgrado, para financiar proyectos indivi-
duales de innovación y, en general, en todas
las decisiones que se tomen para seleccionar
profesionales.

Artículo 71. Los profesionales de la edu-
cación que se desempeñan en el sector muni-
cipal se regirán por las normas de este Esta-
tuto de la profesión docente, y supletoriamente
por las del Código del Trabajo y sus leyes
complementarias.

El personal al cual se aplica este Título
no estará afecto a las normas sobre negocia-
ción colectiva.

Párrafo VII

Término de la Relación Laboral de los
Profesionales de la Educación

Artículo 72. Los profesionales de la edu-
cación que forman parte de una dotación
docente del sector municipal, dejarán de per-
tenecer a ella, solamente, por las siguientes
causales:

a) Por renuncia voluntaria;

b) Por falta de probidad, conducta inmoral
o incumplimiento grave de las obligacio-
nes que impone su función, establecidas
fehacientemente en un sumario, de acuer-
do al procedimiento establecido en los
artículos 127 al 143 de la Ley Nº 18.883,
en lo que fuere pertinente, considerándo-
se las adecuaciones reglamentarias que
correspondan;

En el caso de que se trate de una investi-
gación o sumario administrativo que afec-

te a un profesional de la educación que
cumpla funciones docentes, técnico-pe-
dagógicas o directivas, la designación de
fiscal deberá recaer en un profesional de
la educación que realice labores simila-
res o superiores a las del afectado, en
otro establecimiento dependiente de la
misma municipalidad o corporación. En el
caso que en las comunas hubiere sólo un
establecimiento educacional, el fiscal será
de ese establecimiento o del Departa-
mento de Administración Educacional
Municipal. El tiempo que el fiscal –do-
cente de aula– utilice en la investigación,
deberá imputarse a sus horas de activi-
dades curriculares no lectivas; (17)

c) Por término del período por el cual se
efectuó el contrato;

d) Por obtención de jubilación, pensión o
renta vitalicia de un régimen previsional,
en relación a las respectivas funciones
docentes;

e) Por fallecimiento;

f) Por calificación en lista de demérito por
dos años consecutivos;

g) Por salud irrecuperable o incompatible
con el desempeño de su función en con-
formidad a lo dispuesto en la Ley
Nº 18.883;

h) Por pérdida sobreviniente de alguno de
los requisitos de incorporación a una do-
tación docente, e

i) Por supresión de las horas que sirvan, en
conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 22 de esta ley.

A los profesionales de la educación que

(17)El artículo 12, Nº 1 de la Ley Nº 19.715, D.O.
31.01.20001, intercaló el inciso segundo de la
letra b) del artículo 72, inserto en este texto.
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terminen una relación laboral por las causales
de las letras a), c), d), g), e i) se les considera-
rá su experiencia y su perfeccionamiento en
posteriores concursos para incorporarse a otra
dotación, o para reincorporarse a la misma.

Corresponderá igual derecho a los Direc-
tores de establecimientos educacionales, que
en virtud del artículo 32 de esta ley hayan
terminado sus funciones como tales, cuando
postulen, en posteriores concursos, a desem-
peñar un empleo correspondiente a alguna de
las funciones señaladas en el artículo 5º.

Artículo 73. El Alcalde de una Municipa-
lidad o el representante de una Corporación
que aplique la causal de término de la relación
laboral contemplada en la letra i) del artículo
anterior, deberá basarse obligatoriamente en
la dotación aprobada en conformidad al ar-
tículo 22 de esta ley, fundamentada en el
Plan Anual de Desarrollo Educativo Munici-
pal, mediante el cual se haya resuelto la su-
presión total de un número determinado de
horas que puedan afectar a uno o más docen-
tes.

Para determinar al profesional de la edu-
cación que, desempeñando horas de una
misma asignatura o de  igual nivel y especia-
lidad de enseñanza, al que en virtud de lo
establecido en el inciso anterior deba ponér-
sele término a su relación laboral, se deberá
proceder en primer lugar con quienes tengan
la calidad de contratados y, si lo anterior no
fuere suficiente, con los titulares que en
igualdad de condiciones tengan una menor
calificación.

Si aplicadas las reglas de prelación pre-
cedentes no pudieren determinarse los profe-
sionales de la educación a los cuales deba
ponérsele término a su relación laboral, se
ofrecerá la posibilidad de renunciar volunta-
riamente a quienes se desempeñen dentro de
la misma asignatura, nivel o especialidad que
se requiere disminuir, con el derecho a perci-
bir la indemnización que se establece en el
inciso quinto.

En caso de igualdad absoluta de todos los
factores señalados en el inciso segundo y si
no se ejerciere la opción contemplada en el
inciso anterior, decidirá el Alcalde, o el Ge-
rente de la Corporación respectiva, según
corresponda.

El decreto alcaldicio o la resolución de la
Corporación deberán ser fundados y notifica-
dos a los afectados. Los titulares tendrán
derecho a una indemnización de cargo del
empleador, equivalente al total de las remu-
neraciones devengadas en el último mes que
correspondan al número de horas suprimidas,
por cada año de servicio en la respectiva
Municipalidad o Corporación, o fracción su-
perior a seis meses, con un máximo de once
o la indemnización a todo evento que hubieren
pactado con su empleador conforme al Códi-
go del Trabajo, si esta última fuere mayor.
Estas indemnizaciones no serán imponibles ni
constituirán renta para ningún efecto legal,
salvo acuerdo en contrario respecto de las
pactadas a todo evento. Si el profesional de
la educación proviniere de otra Municipalidad
o Corporación sin solución de continuidad,
tendrá derecho a que se le considere todo el
tiempo servido en esas condiciones.

Mientras dichas indemnizaciones, según
corresponda, no se hayan pagado, los profe-
sionales de la educación afectados manten-
drán su derecho a las remuneraciones y de-
más beneficios, tanto legales como contrac-
tuales.

Artículo 74.- Dentro de los 5 años si-
guientes a la percepción de la indemnización
a que se refiere el artículo anterior, el profe-
sional de la educación que la hubiere recibido,
sea en forma parcial o total, no podrá ser
incorporado a la dotación docente de la mis-
ma Municipalidad o Corporación en calidad
de contratado.

Si un profesional de la educación que se
encontrare en la situación anterior postula a
un concurso en la misma Municipalidad o
Corporación que le pagó la indemnización y
resulta elegido, podrá optar por no devolver
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la indemnización recibida si acepta que en su
decreto de designación o en su contrato,
según corresponda, se estipule expresamen-
te que en ningún caso se considerará como
tiempo servido para ese empleador, para los
efectos del eventual pago de una nueva in-
demnización, el mismo período de años por el
cual se le pagó la anterior indemnización com-
putado desde su reincorporación; o bien, de-
volverla previamente, expresada en unidades
de fomento con más el interés corriente para
operaciones reajustables.

Artículo 75.- El hecho de que el profesio-
nal de la educación reciba parcial o totalmen-
te la indemnización a que se refiere el artículo
73, importará la aceptación de la causal, sin
perjuicio de su derecho a reclamar las diferen-
cias que estime se le adeudan.

Si el profesional de la educación estima
que la Municipalidad o la Corporación, según
corresponda, no observó en su caso, las con-
diciones y requisitos que se señalan en los
incisos primero y segundo del artículo 73 de
la presente ley, incurriendo, por tanto, en una
ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante
el Tribunal del Trabajo competente, dentro de
un plazo de 60 días contado desde la notifica-
ción del cese que le afecta y solicitar la rein-
corporación en sus funciones. En caso de
acogerse el reclamo, el Juez ordenará la rein-
corporación del reclamante.

Artículo 76.- Los profesionales de la edu-
cación que desempeñen una función docente
en calidad de titulares podrán renunciar a
parte de las horas por las que se encuentren
designados o contratados, según correspon-
da, reteniendo la titularidad de las restantes.

El derecho señalado en el inciso anterior
no regirá cuando la reducción exceda del
50% de las horas que desempeñan de acuer-
do a su designación o contrato. En todo caso,
el empleador podrá rechazar la renuncia cuan-
do afecte la continuidad del servicio educa-
cional.

La renuncia parcial a la titularidad de
horas, deberá ser comunicada al empleador a
lo menos con treinta días de anticipación a la
fecha en que deba producir sus efectos, quien
procederá, si la autoriza, a modificar los de-
cretos alcaldicios o los contratos, según co-
rresponda.

Artículo 77.- Si por aplicación del artícu-
lo 22 es adecuada la dotación y ello represen-
ta una supresión parcial de horas, los profe-
sionales de la educación de carácter titular
que sean afectados, tendrán derecho a perci-
bir una indemnización parcial proporcional al
número de horas que dejen de desempeñar.

En este caso, dicha disminución o supre-
sión parcial podrá afectar a diferentes profe-
sionales de la educación que desempeñen
horas de la misma asignatura o de un mismo
nivel o especialidad de enseñanza y que estén
destinados en un mismo o en diferentes esta-
blecimientos, cuando ello sea el resultado de
las necesidades o requerimientos técnico-pe-
dagógicos, que se hayan expresado en la
adecuación de la dotación y se hayan funda-
mentado en el Plan Anual de Desarrollo Edu-
cativo Municipal.

No obstante, a igualdad de condiciones
de los profesionales de la educación de un
mismo establecimiento y jornada, la reduc-
ción parcial de horas afectará al profesional
con una menor calificación.

Si la supresión de que se trata excede
del 50% de las horas que el profesional des-
empeña, éste tendrá derecho a renunciar a
las restantes, con la indemnización proporcio-
nal a que estas últimas dieren lugar.

El monto de la indemnización y los requi-
sitos para percibirla o reintegrarla, en su caso,
se determinarán en conformidad a lo estable-
cido en los artículos 73 y 74, en relación con
el monto de las remuneraciones correspon-
dientes a las horas que el profesional de la
educación deja de servir. Asimismo, si el pro-
fesional afectado estimare que hubo ilegali-
dad a su respecto, podrá reclamar de ello, de
acuerdo al procedimiento establecido en el
artículo 75.
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TITULO IV

Del Contrato de los Profesionales de la
Educación en el Sector Particular

Párrafo I

Normas Generales

Artículo 78.- Las relaciones laborales en-
tre los profesionales de la educación y los
empleadores educacionales del sector parti-
cular, así como aquellas existentes en los
establecimientos cuya administración se rige
por el Decreto Ley Nº 3.166, de 1980, serán
de derecho privado, y se regirán por las
normas del Código del Trabajo y sus disposi-
ciones complementarias en todo aquello que
no esté expresamente establecido en este
Título.

Párrafo II

De la Celebración del Contrato y de las
Modificaciones Legales a éste

Artículo 79.- Los contratos de trabajo de
los profesionales de la educación regidos por
este Título deberán contener especialmente
las siguientes estipulaciones:

a) Descripción de las labores docentes que
se encomiendan;

b) Determinación de la jornada semanal de
trabajo, diferenciándose las funciones
docentes de aula de otras actividades
contratadas;

c) Lugar y horario para la prestación de
servicios.

El tiempo que el docente utilice en un
mismo día para trasladarse de un esta-
blecimiento a otro en virtud de una mis-
ma relación laboral, se considerará traba-
jado para todos los efectos de esta ley, y
el costo de movilización será de cargo
del empleador. Ambas circunstancias de-
berán señalarse expresamente, y

d) Duración del contrato, el que podrá ser
de plazo fijo, de plazo indefinido o de
reemplazo.

El contrato a plazo fijo tendrá una dura-
ción de un año laboral docente, pudiendo
renovarse en conformidad a lo dispuesto en
el Código del Trabajo. El contrato de reempla-
zo es aquel en virtud del cual un docente
presta servicios en un establecimiento para
suplir transitoriamente a otro con contrato
vigente que no puede desempeñar su fun-
ción, cualquiera que sea la causa. Deberá
establecerse en él, el nombre del docente que
se reemplaza y la causa de su ausencia.

El contrato de reemplazo durará por el
período de ausencia del profesional reempla-
zado, salvo estipulación en contrario.

Si durante el año laboral docente termina
el contrato de un profesional de la educación,
el empleador tendrá derecho a contratar a otro
en forma residual hasta el término del mismo.

Para los efectos de contratar a un profe-
sional de la educación para una actividad
extraordinaria o especial que por su naturale-
za tenga una duración inferior al año escolar,
el contrato deberá estipular una fecha de
inicio y una de término. Los profesionales así
contratados no podrán desempeñar activida-
des regulares con cargo a dicho contrato.

Asimismo, si durante el año laboral do-
cente termina el contrato de un profesional
de la educación, el empleador tendrá derecho
a contratar a otro por el resto del mismo.

Artículo 80.- La jornada semanal de tra-
bajo de quienes ejerzan actividades docentes,
no podrá exceder de 44 horas cronológicas
para un mismo empleador. La docencia de
aula semanal de estos profesionales de la
educación no podrá exceder de 33 horas
cronológicas, excluidos los recreos. El horario
restante será destinado a labores curriculares
no lectivas. Cuando la jornada de trabajo
contratada fuere inferior a 44 horas semana-
les, el máximo de clases quedará determina-
do por la proporción respectiva.
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La hora docente de aula tendrá una dura-
ción máxima de 45 minutos.

La docencia de aula semanal, para los
docentes que se desempeñen en estableci-
mientos educacionales que estén afectos al
régimen de jornada escolar completa diurna,
no podrá exceder de las 32 horas con 15
minutos, excluidos los recreos, cuando la jor-
nada contratada fuere igual a 44 horas sema-
nales. El horario restante será destinado a
actividades curriculares no lectivas. Cuando
la jornada contratada fuere inferior a 44 ho-
ras semanales e igual o superior a 38 horas
semanales, el máximo de clases quedará de-
terminado por la proporción respectiva. (18)

Tratándose de docentes que cumplan fun-
ciones en jornada nocturna su horario no po-
drá sobrepasar la medianoche, salvo que se
trate de aquellos que hubieren sido contrata-
dos para cumplir labores de internado.

Las disposiciones de este artículo se apli-
carán solamente a los contratos docentes
celebrados entre profesionales de la educa-
ción y establecimientos educacionales parti-
culares subvencionados.

El personal docente hará uso de su feria-
do legal de acuerdo a las normas establecidas
en el artículo 41 de la presente ley.

Artículo 81.- Los establecimientos edu-
cacionales particulares dictarán reglamentos
internos, los que deberán considerar a lo me-
nos:

a) Normas generales de índole técnico-pe-
dagógicas, incluyendo las relativas a Con-
sejo de Profesores;

b) Normas técnico-administrativas sobre es-
tructura y funcionamiento general del es-
tablecimiento, y

c) Normas de prevención de riesgos, de
higiene y de seguridad.

Este reglamento será puesto en conoci-
miento de la Dirección Provincial de Educa-
ción, de la Dirección del Trabajo y de la
respectiva Secretaría Regional Ministerial de
Salud, en un plazo no mayor a sesenta días.
Asimismo, deberá comunicarse a los profe-
sionales de la educación del establecimiento,
de conformidad a los artículos 152 y 153 del
Código del Trabajo.

Artículo 82.- Todo contrato vigente al
mes de diciembre se entenderá prorrogado
por los meses de enero y febrero o por el
período que medie entre dicho mes y el día
anterior al inicio del año escolar siguiente,
siempre que el profesional de la educación
tenga más de seis meses continuos de servi-
cios para el mismo empleador.

(18)El artículo 1º de la Ley Nº 19.808, D.O.
7.06.2002, agregó el inciso tercero del artículo
80, pasando a ser cuarto, quinto y sexto los
primitivos incisos tercero, cuarto y quinto, res-
pectivamente.
El artículo 2º de la ley modificatoria aludida, pres-
cribe: A contar del 1 de marzo de 2002, se paga-
rá a los sostenedores de los establecimientos edu-
cacionales subvencionados, regidos por el Decre-
to con Fuerza de Ley Nº 2, de Educación, de 1998,
que se encuentren afectos al régimen de jornada
escolar completa diurna, un aumento de la sub-
vención del artículo 9º de dicho cuerpo legal, de
acuerdo a la siguiente tabla, expresada en unida-
des de subvención educacional (U.S.E.):

Nivel y Modalidad de Enseñanza Aumento de la
que imparte el Establecimiento subvención en U.S.E.
Educacional

Educación General Básica (3º a 8º) 0,0327
Educación General Básica Especial 0,0994
Diferencial
Educación Media Humanístico-Científica 0,0361
Educación Media Técnico-Profesional 0,0361
Agrícola y Marítima
Educación Media Técnico-Profesional 0,0361
Industrial
Educación Media Técnico-Profesional 0,0361
Comercial y Técnica

Aquellos establecimientos que estén afectos al
régimen de jornada escolar completa diurna por
sus alumnos de 1º y 2º años de Educación Gene-
ral Básica, percibirán por estos alumnos el mismo
incremento a la subvención establecido para la
Educación General Básica de 3º a 8º años.
Los sostenedores de los establecimientos educa-
cionales a que se refiere el artículo primero de la
presente ley, percibirán este aumento a contar
del 1 de marzo de 2003.
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Artículo 83.- El valor de la hora pactado
en los contratos no podrá ser inferior al valor
hora mínimo nacional vigente fijado por ley.

Artículo 84.- Los profesionales de la edu-
cación del sector particular subvencionado
gozarán de la asignación establecida en el
artículo 50 de esta ley, si el establecimiento
en el cual trabajan es calificado como de
desempeño difícil conforme a lo señalado en
el mismo artículo.

Para estos efectos, dichos establecimien-
tos deberán postular ante el correspondiente
Departamento Provincial de Educación, el cual
efectuará la proposición a que se refiere el
inciso cuarto del artículo 50 de esta ley.

La aprobación dará derecho al financia-
miento de la asignación en la proporción co-
rrespondiente.

Artículo 85.- Concédese a contar del 1º
de diciembre de 1993, a los profesionales de
la educación a que se refiere el artículo 78 de
esta ley, una bonificación mensual cuyo mon-
to será equivalente a $ 419,50 por cada hora
semanal pactada en sus contratos, con un
máximo de $ 12.585 mensuales.

Con todo, respecto de los referidos pro-
fesionales cuyas remuneraciones se encuen-
tren establecidas en un contrato colectivo o
fallo arbitral, la bonificación les corresponde-
rá percibirla a contar de la fecha antes señala-
da y hasta la de vencimiento del respectivo
contrato o fallo.

En todo caso, el monto de la bonificación
que se establece por este artículo, no se
considerará para los efectos de determinar
otras remuneraciones o asignaciones que se
hayan convenido o calculen sobre la base del
valor de la hora semanal.

Con posterioridad al 1º de enero de 1994,
los montos a que se refiere el inciso primero
de este artículo, se reajustarán en el mismo
porcentaje y ocasión en que se otorguen re-
ajustes generales de las remuneraciones a los
trabajadores del sector público.

Artículo 86.- Los profesionales de la edu-
cación que se desempeñan en establecimien-
tos administrados conforme al Decreto Ley
Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho a los
beneficios establecidos en los artículos 62 a
66 de esta ley.

Para estos efectos, durante 1995 y 1996
se entregará a esas instituciones un aporte
por alumno equivalente a la subvención adi-
cional especial establecida en el artículo 13
de la Ley Nº 19.410 en los establecimientos
técnico-profesionales subvencionados, por
rama de especialidad. El número de alumnos
a considerar por establecimiento se calculará
tomando en cuenta la matrícula anual de 1994
de todos los establecimientos que adminis-
tran, multiplicada por el porcentaje promedio
nacional de asistencia media de 1994 de los
establecimientos de educación media técnico
profesional regidos por el Decreto con Fuerza
de Ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de
1992.

Facúltase al Ministerio de Educación para
que modifique los respectivos convenios sus-
critos con las Corporaciones y Fundaciones
que administran los establecimientos, con el
fin de entregar los recursos a que se refiere
este artículo, los que a contar desde 1997
incrementarán los montos permanentes en
ellos establecidos.

Párrafo III

De la Terminación del Contrato

Artículo 87.- Si el empleador pusiere tér-
mino al contrato de trabajo de un profesor
por cualquiera de las causales señaladas en el
artículo 161 del Código del Trabajo, deberá
pagarle además de la indemnización por años
de servicios a que se refiere el artículo 163
de ese mismo Código, otra adicional equiva-
lente al total de las remuneraciones que ha-
bría tenido derecho a percibir si dicho contra-
to hubiese durado hasta el término del año
laboral en curso.

Esta indemnización adicional será incom-
patible con el derecho establecido en el ar-
tículo 75 del Código del Trabajo.
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El empleador podrá poner término al
contrato por la causal señalada en el inciso
primero, sin incurrir en la obligación prece-
dente, siempre que la terminación de los
servicios se haga efectiva el día anterior al
primero del mes en que se inician las clases
en el año escolar siguiente y el aviso de tal
desahucio haya sido otorgado con no menos
de sesenta días de anticipación a esta misma
fecha. De no ser así, tal desahucio no produ-
cirá efecto alguno y el contrato continuará
vigente.

Párrafo IV

Disposiciones Finales

Artículo 88.- Los profesionales de la edu-
cación del sector particular tendrán derecho a
negociar colectivamente conforme a las nor-
mas del sector privado.

Si un sostenedor remunera a todos los
profesionales de la educación bajo contrato
de plazo indefinido, a lo menos, según las
asignaciones establecidas en el Párrafo IV del
Título III de esta ley, las partes podrán, de
común acuerdo, excluir al establecimiento del
mecanismo de negociación colectiva.

TITULO FINAL

Artículo 89.- Derógase la Ley Nº 18.602.

Artículo 90.- Esta ley regirá desde su
publicación en el Diario Oficial, salvo en el
caso de las normas respecto de las cuales se
señala una fecha especial de vigencia.

En todo caso, las normas que establecen
la renta básica mínima nacional, su valor, y
las asignaciones de experiencia, de desempe-
ño en condiciones difíciles y de responsabili-
dad directiva y técnico-pedagógica, conteni-
das en los artículos 35, 48, 50, 51 y 5º
transitorio, respectivamente, regirán a partir
desde el 1º de marzo de 1991.

Artículos Transitorios

Artículo 1º.- Dentro del plazo de 90 días
contado desde la publicación de esta ley, los
responsables del sector municipal deberán
fijar las dotaciones correspondientes, de acuer-
do a lo señalado en el artículo 21 de esta ley.
Se considerará como dotación inicial la exis-
tente al 31 de marzo de 1990.

Los profesionales de la educación que
tengan contrato indefinido serán asignados a
la dotación en calidad de titular. Los restan-
tes se integrarán en calidad de contratados
en la dotación del mismo establecimiento o
serán integrados a la dotación de otro esta-
blecimiento de la comuna.

En el mismo plazo señalado, los respon-
sables del sector municipal deberán llamar a
concurso público para llenar en calidad de
titular los cargos vacantes de las respectivas
dotaciones de los establecimientos de la co-
muna, en conformidad a lo dispuesto en los
artículos 27 y siguientes de esta ley.

Las Comisiones Calificadoras, a que se
refieren los artículos 29 y siguientes, llama-
rán a concurso para proveer los cargos
directivo-docentes que actualmente estén sien-
do desempeñados por profesionales de la edu-
cación que no cumplieren, al menos, con
alguno de los siguientes requisitos:

1.- Haber accedido al cargo por medio de
concurso.

2.- Haber accedido al cargo en virtud de
nombramiento derivado de su encasilla-
miento en la carrera docente, conforme
al Decreto Ley Nº 2.327, de 1978.

3.- Contar con, al menos, cinco años de
función docente directiva.

4.- Tener aprobado un curso de especializa-
ción o de perfeccionamiento docente vin-
culado al desempeño de la función direc-
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tiva docente, obtenido en cursos imparti-
dos por el Ministerio de Educación, Uni-
versidades o Institutos Profesionales.

La Comisión respectiva, dentro de los
treinta días siguientes a la fecha de publica-
ción de esta ley, dictará una resolución fun-
dada, determinando los cargos que serán con-
cursados y el nombre de sus detentadores.
Esta resolución deberá ser notificada perso-
nalmente a cada afectado, el cual podrá re-
clamar de ella, por escrito y ante el Alcalde
que corresponda, dentro de los diez días hábi-
les siguientes al de su respectiva notificación.
El Alcalde deberá resolver dentro de igual
plazo, contado desde la fecha de presenta-
ción del reclamo, y de no resolverse éste
dentro del plazo indicado, se tendrá por acep-
tado.

Determinados los cargos a ser llamados
a concurso conforme al procedimiento ante-
rior, los profesionales de la educación que los
sirvan cesarán en el cargo directivo-docente
al término del respectivo año laboral docente,
conservando titularidad en la  Planta como
docentes de aula y manteniendo su remune-
ración, salvo las asignaciones propias al des-
empeño de la función directivo-docente.

Artículo 2º.- La aplicación de esta ley a
los profesionales de la educación que sean
incorporados a una dotación docente, no im-
portará término de la relación laboral para
ningún efecto incluidas las indemnizaciones
por años de servicio a que pudieren tener
derecho con posterioridad a la vigencia de
esta ley.

Las eventuales indemnizaciones solamen-
te podrán ser percibidas al momento del cese
efectivo de servicios, cuando éste se hubiere
producido por alguna causal similar a las esta-
blecidas en el artículo 3º de la Ley Nº 19.010.
En tal caso, la indemnización respectiva se
determinará computando sólo el tiempo servi-
do en la administración municipal hasta la
fecha de entrada en vigencia de este estatuto
y las remuneraciones que estuviere percibien-
do el profesional de la educación a la fecha de
cese.

Artículo 3º.- La entrada en vigencia de
esta ley no implicará disminución de las remu-
neraciones de los profesionales de la educa-
ción del sector municipal que, actualmente
sean superiores a las que se fijen en confor-
midad al presente Estatuto.

En el caso de los profesionales de la
educación de este sector con remuneraciones
superiores, el total de la que cada uno percibe
actualmente se adecuará conforme a las si-
guientes normas:

a) En primer lugar se imputará una cantidad
a lo que corresponda por remuneración
básica mínima nacional;

b) Lo que reste se imputará a lo que corres-
ponda por el pago de las asignaciones de
experiencia, de perfeccionamiento y de
responsabilidad docente directiva o
técnico-pedagógica;

c) Si aplicado lo señalado en las letras ante-
riores, permaneciere una diferencia, ésta
se seguirá pagando como una remunera-
ción adicional pero su monto se irá susti-
tuyendo conforme se vayan aplicando
las normas de gradualidad establecidas
en los artículos 48, 49, 6º y 7º transito-
rios por medio de las cuales aumentarán
los montos de las asignaciones de expe-
riencia y de perfeccionamiento de la Ca-
rrera Docente, desde la entrada en vigen-
cia, de esta ley hasta la plena vigencia de
dichas asignaciones.

El reajuste de los valores mínimos de las
horas cronológicas establecidos en el articu-
lado transitorio de la presente ley, implicará
reajuste de la diferencia señalada en el inciso
anterior, el cual se aplicará sobre el monto
que dicha diferencia tenga a la fecha del
respectivo reajuste.

Artículo 4º.- Las remuneraciones y bene-
ficios establecidos por esta ley para los profe-
sionales de la educación, deberán alcanzar el
total de sus valores correspondientes dentro
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de los cinco años siguientes a la entrada en
vigencia de esta ley, y de acuerdo a las
normas de gradualidad establecidas en los
artículos siguientes.

Artículo 5º.- El valor mínimo de la hora
cronológica para los profesionales de la edu-
cación pre-básica, básica y especial, será de
$ 1.900 mensuales.

El valor mínimo de la hora cronológica
para los profesionales de la educación media
científico-humanista y técnico-profesional, será
de $ 2.000 mensuales.

El valor mínimo de la hora cronológica
para los profesionales de la educación de
adultos se determinará de acuerdo al nivel en
que desempeñen sus labores docentes.

Los valores mínimos de las horas crono-
lógicas establecidos en los incisos primero y
segundo de este artículo se reajustarán cada
vez y en el mismo porcentaje en que se rea-
juste el valor de la USE conforme al artículo
10 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del
Ministerio de Educación, de 1992. (19) (20)

Los valores anteriores tendrán vigencia
inmediata.

En las localidades donde la subvención
estatal a la educación se incremente por con-
cepto de zona conforme a lo establecido en el

artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1992, la
remuneración básica mínima nacional se com-
plementará con una cantidad adicional, que
se pagará con cargo a dicho incremento, y en
un porcentaje equivalente al de este mismo.

Este complemento adicional no implicará
aumento de la remuneración básica mínima
nacional ni de ninguna asignación que perci-
ban los profesionales de la educación.

La aplicación de los dos incisos prece-
dentes en ningún caso significará mayor gas-
to para el sostenedor por sobre la cantidad
global que le corresponde percibir por con-
cepto de incremento de la subvención estatal
por zona, en el año de que se trate, ni en
ningún caso dará derecho a imputar dicho
pago a la subvención complementaria transi-
toria establecida en los artículos 12, 13 y 14
transitorios de esta ley.

Para adecuarse a lo establecido en el
inciso octavo de este artículo, los sostenedores
ajustarán las remuneraciones determinadas
en el inciso sexto en un plazo que vencerá el
31 de diciembre de 1993.

Artículo 6º.- La asignación de experien-
cia establecida en el artículo 48 de esta ley
para los profesionales de la educación del
sector municipal, se aplicará y pagará con
base en los bienios de servicio docente que
se acrediten conforme al inciso final de este
artículo y de acuerdo a la siguiente escala
gradual:

1.- Durante 1991: 50% del monto que co-
rrespondería por cada bienio debidamen-
te acreditado.

2.- Durante 1992: 80% del monto que co-
rrespondería por cada bienio debidamen-
te acreditado.

3.- Durante 1993: 100% del monto que co-
rrespondería por cada bienio debidamen-
te acreditado.

(19)La Ley Nº 19.598, D.O. 9.01.99, otorga un
mejoramiento especial para los profesionales de
la educación que indica. El artículo 9º de la men-
cionada ley establece los valores de las horas
cronológicas para los profesionales de la educa-
ción de la enseñanza prebásica, básica y especial
y para los de enseñanza media científico-huma-
nista y técnico-profesional, a que se refiere este
artículo.

(20) Véase el Decreto Nº 1, de 2000, del Ministerio
de Educación, D.O. 22.03.2000, que fijó los va-
lores mínimos de las horas cronológicas para los
profesionales de la educación, a contar del 1º de
febrero del año 2000, de la enseñanza prebásica,
básica y especial y para los de enseñanza media
científico-humanista.
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4.- A partir de 1994: se aplicará íntegra-
mente lo dispuesto en el artículo 47 de
esta ley.

Dentro de los 9 meses siguientes a la
dictación de esta ley, los profesionales de la
educación de una dotación acreditarán ante
el Departamento de Administración de la Edu-
cación o la Corporación Educacional corres-
pondiente, por medio de certificados fidedig-
nos emanados de las Municipalidades respec-
tivas o del Ministerio de Educación, los años
de servicios docentes servidos en la educa-
ción municipalizada o en la educación fiscal
en el período anterior al traspaso de los esta-
blecimientos. Para el caso del reconocimiento
de los años de servicios docentes desempe-
ñados en la educación particular, se exigirán
los siguientes requisitos:

a) Que el establecimiento educacional don-
de el interesado prestó servicios docen-
tes tenga el reconocimiento oficial del
Estado, o lo haya tenido al momento en
que se prestaron los servicios.

b) Que el interesado presente el contrato
celebrado con el respectivo establecimien-
to, y acredite el pago de las cotizaciones
previsionales por el tiempo que solicita
que se le reconozca como servido, me-
diante certificado otorgado por la institu-
ción previsional que corresponda.

El reconocimiento de bienios se realizará
por resolución municipal fundada la que será
remitida al Ministerio de Educación.

Artículo 7º.- La asignación de perfeccio-
namiento establecida en el artículo 49 se
aplicará en la forma que determina la presen-
te ley, a partir de los años 1993 y 1994, en
los cuales la asignación de perfeccionamiento
a que se tenga derecho alcanzará a un máxi-
mo de un 20% del monto correspondiente a
la remuneración básica mínima nacional. A
partir de 1995, el monto de la asignación
alcanzará hasta un máximo de un 40% de
dicha remuneración básica mínima nacional
para quienes cumplan con los requisitos co-
rrespondientes.

Durante los años 1991 y 1992 se reco-
nocerá a los profesionales de la educación
municipal un bono anual de $ 10.000 de
cargo fiscal, que será destinado exclusiva-
mente al pago de cursos y actividades de
perfeccionamiento conforme al procedimien-
to que se establezca por decreto supremo del
Ministerio de Educación.

Artículo 8º.- La asignación por desempe-
ño en condiciones difíciles, establecida en el
artículo 45 de la presente ley, se otorgará de
acuerdo a la siguiente tabla de gradualidad:

1.- Durante los años 1991 y 1992: hasta un
25% del monto total señalado en el ar-
tículo 50 de esta ley;

2.- Durante el año 1993: hasta un 50% del
monto total señalado en el artículo 50 de
esta ley;

3.- Durante el año 1994: hasta un 75% de
dicho monto, y

4.- A partir del año 1995: hasta un 100%
de dicho monto, según la disponibilidad
del fondo destinado al pago de esta asig-
nación.

Artículo 9º.- La asignación de responsa-
bilidad directiva y técnico-pedagógica esta-
blecida en el artículo 51, se cancelará a partir
de 1991, calculándose sobre la remuneración
básica mínima nacional, en la forma y condi-
ciones señaladas en dicho artículo.

Artículo 10.- En el caso de los profesio-
nales de la educación pre-básica las disposi-
ciones del Título III y del artículo 83 del Título
IV de esta ley, sólo se aplicarán a aquellos
que se desempeñen en niveles de dicha edu-
cación que puedan dar origen a subvención
del Estado conforme a la legislación respecti-
va.

Artículo 11.- Durante los años 1991 y
1992 se reconocerá a los profesionales de la
educación particular subvencionada, un bono
anual de $ 10.000 de cargo fiscal, que será
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destinado exclusivamente al pago de cursos y
actividades de perfeccionamiento conforme
al procedimiento que se establezca por decre-
to supremo del Ministerio de Educación.

Artículo 12.- Créase un Fondo de Recur-
sos Complementarios con la finalidad de fi-
nanciar el mayor gasto fiscal que represente
la aplicación de la Remuneración Básica Míni-
ma Nacional y de las cuatro asignaciones es-
tablecidas en el párrafo IV del Título III del
presente Estatuto. Este Fondo tendrá las si-
guientes características:

a) Una duración transitoria de cinco años
contados desde el 1º de enero de 1991;

b) Será administrado por el Ministerio de
Educación, y

c) Su monto se determinará anualmente en
la Ley de Presupuestos del Sector Públi-
co.

Artículo 13.- Con cargo al Fondo del
artículo precedente, y para la finalidad que en
el mismo se señala, se pagará una subven-
ción complementaria transitoria a todos los
establecimientos educacionales subvenciona-
dos por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 5,
del Ministerio de Educación, de 1992.

El valor unitario mensual por alumno de
esta subvención se fijará el 1º de marzo de
cada año, en Unidades de Subvención Educa-
cional, por medio de un decreto conjunto de
los Ministerios de Educación y de Hacienda.

Artículo 14.- En los establecimientos par-
ticulares, tanto en el caso de los de educa-
ción gratuita como en el caso de los de
financiamiento compartido, la subvención
complementaria transitoria se transferirá di-
rectamente a cada sostenedor, y éstos la
percibirán por el mismo procedimiento me-
diante el cual reciben la subvención por esco-
laridad, señalado en el artículo 12 del Decreto
con Fuerza de Ley Nº 5, del Ministerio de
Educación, de 1989, y junto con ella.

Artículo 15.- Excepcionalmente y hasta
el 29 de febrero de 1996, en los estableci-
mientos educacionales del sector municipal a
que se refiere el Título III de esta ley, lo que
correspondiere por aplicación de lo dispuesto
en el artículo 13 transitorio, será considerado
como un monto total por la Administración
del Fondo de Recursos Complementarios. Di-
cha Administración procederá a asignar tales
recursos a los sostenedores municipales, de
acuerdo a las necesidades que tengan para
financiar el mayor costo que represente para
ellos el pago de la Remuneración Básica Míni-
ma Nacional y de las cuatro asignaciones
consagradas en el Párrafo IV del Título III.

Para el establecimiento de estas asigna-
ciones se determinará la diferencia que resul-
te entre las remuneraciones del personal de la
dotación correspondiente al mes de noviem-
bre de 1990, incrementadas en un 11,27%,
y el monto que resulte de la aplicación de la
Remuneración Básica Mínima Nacional y de
las cuatro asignaciones aludidas, correspon-
dientes a dicho personal.

El Ministerio de Educación, por resolu-
ción fundada dispondrá la asignación de los
recursos a que se refiere el inciso anterior
para cada Municipalidad. Si la asignación im-
plica un incremento superior al porcentaje
que represente la subvención complementa-
ria establecida en el artículo 13 transitorio,
respecto a la subvención por alumno que se
fija en el artículo 9º del Decreto con Fuerza
de Ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de
1992, deberán indicarse en un convenio que
se celebrará entre este Ministerio y el Munici-
pio respectivo, las medidas que éste adoptará
para ajustar sus asignaciones y gastos a lo
establecido en el Estatuto dentro del plazo de
entrada en vigencia de las normas de
gradualidad de éste.

Las resoluciones ministeriales que se dic-
ten al determinar las asignaciones, harán re-
ferencia a dicho convenio.

Los excedentes que puedan resultar se-
rán distribuidos en proporción a la subven-



Marzo 182 / 2004

Normas Legales y Reglamentarias54

ción que reciban los municipios cuyo porcen-
taje de aporte complementario fuera inferior
al promedio nacional de incremento.

Una vez que sea recibida por las Munici-
palidades la asignación a que se refiere este
artículo, éstas podrán reclamar de la cantidad
que se les asigna, dentro de un plazo de diez
días, ante una Comisión compuesta por los
Subsecretarios de Educación y de Desarrollo
Regional y el Alcalde respectivo, y la determi-
nación definitiva se adoptará por mayoría de
votos y será inapelable.

Artículo 16.- Con cargo al Fondo de Re-
cursos Complementarios podrán efectuarse
las transferencias para pagar la asignación
por desempeño difícil de los artículos 50 y 8º
transitorio, el Bono de Perfeccionamiento del
inciso segundo del artículo 7º transitorio y del
artículo 11 transitorio, y la bonificación com-
pensatoria establecida en el artículo 3º de la
Ley Nº 19.200. Estas transferencias se harán
conforme a lo dispuesto en los artículos pre-
cedentemente citados.

Artículo 17.- A contar del 1º de marzo
de 1996, los recursos del Fondo del artículo
12 transitorio de la presente ley
incrementarán, en la proporción que corres-
ponda, los valores de la Unidad de Subven-
ción Educacional señalados en el artículo 9º
del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del
Ministerio de Educación, de 1992. Dichos
valores se determinarán por decreto conjunto
de los Ministerios de Educación y Hacienda.

Artículo 18.- Las Corporaciones de Dere-
cho Privado que administran establecimien-
tos educacionales conforme a lo establecido
en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-3.063,
de Interior, de 1980, financiarán el mayor
gasto que le signifique la aplicación de las
normas del Título III de esta ley, a su dotación
de profesionales de la educación, con los
recursos provenientes del Fondo de Recursos
Complementarios que se crea en el artículo
12 transitorio. En ningún caso estas Corpora-
ciones podrán imputar a este Fondo otros
gastos que se deriven de la aplicación del

mencionado Título III, el cual como ahí se
establece sólo podrá ser destinado a financiar
la aplicación de la remuneración básica míni-
ma y de las otras asignaciones establecidas
en los artículos 48 a 51 de este Estatuto.
Igualmente la forma de aplicación de las nor-
mas mencionadas deberá realizarse tanto en
su gradualidad como en su financiamiento
según lo establecido en los artículos transito-
rios 5º al 11; 13, y 15 al 17 precedentes.

Estas Corporaciones, para los efectos de
contraer empréstitos u obligaciones financie-
ras, requerirán contar con la aprobación pre-
via del Directorio de la Corporación, del Con-
sejo de Desarrollo Comunal y del Alcalde
respectivo.

Artículo 19.- El mayor gasto fiscal que
represente la aplicación de esta ley para el
año 1991, que asciende a $ 8.981.000.000,
se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33-004
de la partida presupuestaria Tesoro Público
de la Ley de Presupuestos. Para los años
1992 y siguientes, el financiamiento de esta
ley será consultado en la Ley de Presupues-
tos del Sector Público del año respectivo.

Artículo 20.- El Presidente de la Repúbli-
ca dictará el Reglamento de la presente ley,
dentro del plazo de 150 días siguientes a la
fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 21.- Declárase, interpretando lo
dispuesto en el artículo 85 de esta ley, que en
dicha disposición no están ni han estado com-
prendidos los profesionales de la educación
que se desempeñan en establecimientos par-
ticulares pagados.

Artículo 22.- Facúltase al Ministerio de
Educación para que modifique los convenios
suscritos con las Corporaciones y Fundacio-
nes, en virtud del Decreto Ley Nº 3.166, de
1980, para administrar establecimientos de
educación técnico-profesional con el fin de
entregar los recursos que permitan dar cum-
plimiento a la presente ley.

El Ministerio de Educación fijará interna-
mente los procedimientos de entrega de es-
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tos recursos a las Corporaciones o Fundacio-
nes respectivas.

Artículo 23.- Lo dispuesto en los incisos
segundo, tercero y cuarto del artículo 32 de
esta ley, tratándose de los profesionales de la
educación que actualmente se desempeñan
como Directores de establecimientos educa-
cionales, y en el inciso segundo del artículo
34 del mismo cuerpo legal, respecto de los
Jefes de Departamentos de Administración
de Educación Municipal en actual ejercicio, se
aplicará sólo cuando cesen en sus respecti-
vas funciones.

Artículo 24.- La causal de término de la
relación laboral establecida en la letra g) del
artículo 72 de esta ley regirá a contar desde
el 1º de marzo de 1997, o desde la fecha en
que entre en vigencia una ley que haga com-
patible y aplicable a los profesionales de la
educación la actual legislación sobre enfer-
medades profesionales.

Artículo 25.- La causal de término de la
relación laboral establecida en la letra i) del
artículo 72 de esta ley, regirá a contar desde
el 1º de marzo de 1997, como consecuencia
de la vigencia de la nueva dotación que se
haya fijado o adecuado en noviembre de 1996.

Artículo 26.- El pago del complemento
de zona establecido en el artículo 5º transito-
rio de esta ley, se imputará, a partir del día 1º
del mes siguiente al de la fecha de publica-
ción de la Ley Nº 19.410, a la remuneración
adicional determinada conforme a la letra c)
del artículo 3º transitorio de esta ley, hasta el
monto que corresponda pagar por concepto
de dicho complemento.

A los profesionales de la educación que,
a la fecha de publicación de la Ley Nº 19.410,
se les estuviere pagando el complemento de
zona sin haberse imputado su monto a la
remuneración adicional a que se refiere el
inciso precedente, se les continuará pagando
dicho complemento. Con todo, una cantidad
equivalente a lo que perciben por tal concep-
to, se deducirá de la remuneración adicional

respectiva y se continuará pagando por plani-
lla suplementaria, que será reajustable de
acuerdo a los reajustes de remuneraciones
que se otorguen al sector público. Esta plani-
lla sólo será absorbida, por futuros incremen-
tos de remuneraciones que puedan otorgarse
por leyes especiales, quedando excluido, en
consecuencia, los que se establecen en la
presente ley; los referidos reajustes genera-
les, y los aumentos de remuneraciones que
se deriven de la aplicación de los artículos 48
y 49 de esta ley.

Artículo 27.- En el evento que los soste-
nedores del sector municipal a que se refiere
el Título III de esta ley, acordaren transaccio-
nes en juicios en tramitación por pago del
complemento de zona establecido en el ar-
tículo 5º transitorio de esta ley, o celebraren
transacciones extrajudiciales con el objeto de
precaver litigios eventuales sobre este mismo
asunto, con los profesionales de la educación
que no estuvieren en la situación prevista en
el inciso segundo del artículo anterior, podrán
requerir un aporte fiscal adicional para cubrir
un monto igual o menor al transado conforme
a las siguientes normas:

a) Cada sostenedor interesado deberá pre-
sentar a la Subsecretaría de Educación,
antes del 31 de diciembre de 1995, la
proporción de transacción acordada con
la respectiva contraparte;

b) La Subsecretaría de Educación verificará
que el aporte fiscal al monto de la tran-
sacción sea el correspondiente al total de
lo prescrito en esta ley;

c) El texto definitivo de la transacción apro-
bada se otorgará por escritura pública
firmada por ambas partes, de acuerdo a
un texto tipo elaborado por la Subsecre-
taría de Educación, el cual deberá men-
cionar expresamente que ambas partes
se otorgan el más amplio, completo y
total finiquito y que renuncian a todo
reclamo, acción, demanda o cobro por el
asunto materia del juicio que se transa o
del asunto cuyo litigio se desea evitar y
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que en su caso cada parte pagará sus
costas.

El mayor gasto fiscal que pueda repre-
sentar la aplicación de esta norma, se finan-
ciará con cargo a la partida 09-20-01, Sub-
vención a Establecimientos Educacionales, del
Presupuesto del Ministerio de Educación.

Artículo 28.- Declárase, interpretando el
inciso noveno del artículo 5º transitorio de
esta ley, que el plazo que en este inciso se
señala ha tenido por objeto tanto indicar ex-
presamente el 31 de diciembre de 1993 como
la fecha en que vence la obligación de los
sostenedores de ajustar las remuneraciones
que el mismo precepto menciona, como esta-
blecer tácitamente el 1º de enero de 1994
como la fecha a partir de la cual nace la
obligación de los mismos sostenedores de
pagar el complemento de zona establecido en
el inciso sexto del mismo artículo 5º transito-
rio de esta ley.

Artículo 29.- A contar desde la vigencia
de la Ley Nº 19.410 y hasta el 28 de febrero
de 1997, las Municipalidades o las Corpora-
ciones que administren los establecimientos
educacionales del sector municipal, podrán
poner término a su relación laboral con los
profesionales de la educación que presten
servicios en ellos y reúnan los requisitos para
obtener jubilación o pensión en su régimen
previsional, respecto del total de horas que
sirven, a iniciativa de cualquiera de las par-
tes. En ambos casos, estos profesionales ten-
drán derecho a una indemnización de un mes
de la última remuneración devengada por cada
año de servicio o fracción superior a seis
meses prestados a la misma Municipalidad o
Corporación, a la que hubieren pactado a
todo evento con su empleador de acuerdo al
Código del Trabajo, si esta última fuere ma-
yor. Si el profesional de la educación proviniere
de otra Municipalidad o Corporación sin solu-
ción de continuidad, tendrá derecho a que se
le considere todo el tiempo servido en estas
instituciones.

A los profesionales de la educación que
sean imponentes de Administradoras de Fon-

dos de Pensiones y tengan los requisitos para
obtener pensión o renta vitalicia anticipada,
sólo se les podrá aplicar la causal de término
de la relación laboral de conformidad con el
inciso anterior y durante el período ahí seña-
lado, cuando exista el acuerdo de los afecta-
dos.

Tal indemnización será incompatible con
toda otra que por concepto de término de
relación laboral o de los años de servicios en
el sector, pudiere corresponder al profesional
de la educación, cualquiera que sea su ori-
gen, y a cuyo pago concurra el empleador. En
todo caso, deberá pagarse al referido profe-
sional la indemnización por la que opte.

Respecto de quienes perciban la indem-
nización a que se refieren los incisos anterio-
res, será aplicable lo dispuesto en el artículo
74 de esta ley.

El número de horas docentes que desem-
peñaban los profesionales de la educación
que cesen en servicios por aplicación del inci-
so primero de este artículo y del artículo
siguiente, se entenderán suprimidas por el
solo ministerio de la ley en la dotación docen-
te de la comuna respectiva.

No obstante lo dispuesto en el inciso
anterior, las horas que queden vacantes res-
pecto de quienes cesen en el desempeño de
las funciones de director de establecimientos,
podrán ser suprimidas de la respectiva dota-
ción docente.

Artículo 30.- A contar desde la vigencia
de la Ley Nº 19.410 y hasta el 28 de febrero
de 1997, las pensiones de los profesionales
de la educación que jubilen por aplicación de
las normas contenidas en el artículo anterior
y las de aquellos que cumplan con todos los
requisitos para jubilar que dejen de pertene-
cer a la dotación por retirarse voluntariamen-
te de ella, siempre y cuando en ambos casos
sean imponentes del Instituto de Normaliza-
ción Previsional y cuyas pensiones se deter-
minen sobre la base de las 36 últimas remu-
neraciones, tendrán derecho a que las de los
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primeros doce meses que se consideren para
el cálculo respectivo, sean las correspondien-
tes a las de los doce últimos meses que
sirvan para su determinación y no las efecti-
vamente percibidas.

Artículo 31.- Los profesionales de la edu-
cación que sin tener derecho a jubilar en
cualquier régimen previsional, dejen de perte-
necer a la dotación mediante un acuerdo ce-
lebrado con sus respectivos empleadores,
en el período comprendido entre la fecha de
vigencia de la Ley Nº 19.410 y el 28 de
febrero de 1997, tendrán derecho a percibir
de parte de su empleador una indemnización
por el tiempo efectivamente servido en la
respectiva Municipalidad o Corporación de un
mes por cada año de servicio de su última
remuneración, o fracción superior a seis me-
ses, con un máximo de 11 meses e incremen-
tada en un 25%.

Las horas que queden vacantes por apli-
cación del inciso anterior serán suprimidas de
la respectiva dotación comunal y la reincor-
poración de los profesionales de la educación
que hubieren percibido esta indemnización,
sólo procederá previa devolución de ella, sal-
vo que hayan transcurrido al menos cinco
años desde su percepción.

No obstante lo dispuesto en el inciso
anterior, las horas que queden vacantes res-
pecto de quienes cesen en el desempeño de
las funciones de Director de establecimien-
tos, podrán ser suprimidas de la respectiva
dotación docente.

Los profesionales de la educación que
sufran de enfermedades que dificulten el des-
empeño de sus funciones docentes podrán
solicitar acogerse a este artículo. Las horas
docentes que quedaren vacantes por estas
situación no necesariamente se suprimirán de
la respectiva dotación docente y el Jefe Pro-
vincial de Educación podrá autorizar su reem-
plazo.

Artículo 32.- En los casos mencionados
en los artículos 29 y 31 transitorios prece-

dentes, el término de la relación laboral con
los profesionales de la educación se entende-
rá ocurrido sólo desde el día en que el
empleador ponga a disposición del trabajador
la totalidad de las indemnizaciones que le
correspondan, de acuerdo a la ley y al contra-
to respectivo.

La aplicación de las normas señaladas en
los artículos 29 y 31 transitorios, cuando
sean de iniciativa de las Municipalidades o de
las Corporaciones, sólo producirán efecto una
vez que hayan sido ratificadas por el Concejo
Municipal.

Artículo 33.- Aquellas Municipalidades
que no cuenten con los recursos para solven-
tar íntegramente las indemnizaciones que pro-
ceda pagar por aplicación de los artículos 29
y 31 transitorios, podrán solicitar al Fisco un
aporte extraordinario, el que se financiará con
cargo al Fondo de Adecuación Docente que
se establece en el Presupuesto del Ministerio
de Educación para este efecto.

Un decreto del Ministerio de Educación,
suscrito además por el Ministro de Hacienda,
establecerá el procedimiento y plazo para so-
licitar dicho aporte, el mecanismo de selec-
ción de las Municipalidades que lo recibirán,
el que en todo caso garantizará la igualdad de
acceso a dicho beneficio, la forma en que se
rendirá cuenta de su utilización y los meca-
nismos de reembolso cuando proceda.

Artículo 34.- A los profesionales de la
educación que, habiéndose acogido a lo dis-
puesto en el inciso del artículo 52 de la Ley
Nº 19.070 con anterioridad a la entrada en
vigencia de la Ley Nº 19.410, hayan percibi-
do la indemnización que en dicho precepto se
establece, en el monto, forma y condiciones
en éste indicadas, y que se incorporen a la
dotación docente de una Municipalidad o Cor-
poración distinta de la que efectuó el pago
respectivo, no les será exigible la devolución
de dicha indemnización. No obstante, la obli-
gación de devolución de las indemnizaciones
percibidas la mantendrán en las condiciones
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establecidas en el nuevo artículo 74 de esta
ley, cuando la reincorporación se produzca en
la misma Municipalidad o Corporación.

Artículo 35.- Dentro de los ciento ochen-
ta días siguientes a la publicación de la Ley Nº
19.410 los Alcaldes y gerentes de las corpo-
raciones, según corresponda, deberán ade-
cuar las designaciones o contratos de trabajo
con cada uno de los profesionales de la edu-
cación del sector municipal de su dependen-
cia, en conformidad al artículo 29 de esta ley.

Posteriormente, los Alcaldes o gerentes
de las Corporaciones deberán enviar copia de
los decretos alcaldicios o de los contratos,
según corresponda, a cada profesional de la
educación mediante carta certificada dentro
de los cinco días siguientes a su dictación o
suscripción.

Los profesionales de la edudación dis-
pondrán de 15 días, desde la fecha de despa-
cho de la carta certificada, para apelar de sus
alcances ante el Alcalde o gerente de la Cor-
poración respectivo.

Los decretos alcaldicios o los contratos,
según el caso, sólo regirán si no se presentaren
apelaciones o cuando éstas sean resueltas.

Las apelaciones que se presentaren de-

berán ser resueltas en un plazo máximo de 20
días hábiles.

Artículo 36.- A los profesionales de la
educación y al personal no docente que se
desempeñan en los establecimientos educa-
cionales administrados por una Corporación
Municipal, así como al personal de cualquier
naturaleza que se desempeña en funciones
de administración en estas mismas Corpora-
ciones, que sin solución de continuidad sean
incorporados a una dotación en los Departa-
mentos de Administración de Educación Mu-
nicipal de la respectiva Municipalidad no les
significará término de la relación laboral para
ningún efecto, incluidas las indemnizaciones
por años de servicio a que pudieran tener
derecho con posterioridad a la vigencia de
esta ley.

Anótese, tómese razón, publíquese en el
Diario Oficial e insértese en la Recopilación
Oficial de la Contraloría General de la Repúbli-
ca.- EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente
de la República.- Sergio Molina Silva, Ministro
de Educación.- Eduardo Aninat Ureta, Minis-
tro de Hacienda.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda a usted Jaime Pérez de Arce
Araya, Subsecretario de Educación.
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MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL
SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

INTRODUCE MODIFICACIONES EN
EL REGLAMENTO PARA LA

APLICACION DE LOS ARTICULOS
15 Y 16 DE LA LEY Nº 16.744,

SOBRE EXENCIONES, REBAJAS Y
RECARGOS DE LA COTIZACION

ADICIONAL DIFERENCIADA,
CONTENIDO EN EL DECRETO Nº

67, DE 1999 (*)

DECRETO Nº 41

Núm. 41.- Santiago, 9 de septiembre de
2003.- Vistos: Lo dispuesto en los artículos
15 y 16 de la Ley Nº 16.744, sobre Acciden-
tes del Trabajo y Enfermedades Profesionales,
en el Decreto Supremo Nº 67, de 1999, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y la
facultad que me confiere el Nº 8 del artículo
32 de la Constitución Política de la República,

Decreto:

Artículo único: Introdúcese la siguiente
modificación en el Decreto Supremo Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social que aprueba el Reglamento para la
aplicación de los artículos 15 y 16 de la Ley
Nº 16.744, sobre exenciones, rebajas y recar-
gos de la cotización adicional diferenciada;

Agrégase el siguiente inciso tercero al
artículo primero transitorio, pasando los ac-

tuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y
quinto, respectivamente;

“Por su parte, no estarán afectas a la
aplicación del segundo Proceso de Evalua-
ción, iniciado el 1º de julio de 2003, ni a los
procedimientos administrativos correspondien-
tes, las entidades empleadoras que tengan
contratados a trabajadores de casa particular
y exclusivamente por éstos, ni a los trabaja-
dores independientes afectos al seguro social
señalado en el inciso anterior, las cuales man-
tendrán vigentes la tasa de cotización adicio-
nal a que se encuentren afectas al 30 de junio
de 2003 hasta el día anterior a la entrada en
vigencia de la resolución correspondiente al
tercer Proceso de Evaluación”.

Tómese razón, comuníquese, publíquese
e insértese en la recopilación que correspon-
da de la Contraloría General de la República.-
RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de
la República.- Ricardo Solari Saavedra, Minis-
tro del Trabajo y Previsión Social.- Pedro García
Aspillaga, Ministro de Salud.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda a Ud., Julia Panez Pérez,
Subsecretaria de Previsión Social Subrogan-
te.

(*) Publicado en el D.O. 30.01.04.
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PODER LEGISLATIVO

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

APRUEBA REGLAMENTO PARA
APLICACION DE ARTICULOS 15 Y

16 DE LEY Nº 16.744, SOBRE
EXENCIONES, REBAJAS Y

RECARGOS DE LA COTIZACION
ADICIONAL DIFERENCIADA

DECRETO Nº 67 (*) (**) (1)

(*) Publicado en el Diario Oficial de 7 de marzo de 2000.

(**) Extracto del libro actualizable "Accidentes del
Trabajo, Enfermedades Profesionales y Licencias
Médicas", actualizado y anotado por don Juan
Canales Mourgues.

(1) Al texto que se transcribe a continuación se han
incorporado las modificaciones introducidas por
Decretos Nº 34, del Trabajo y Previsión Social,
D.O. 11.08.2001, y Nº 41, de 2003, D.O.
30.01.2004.

Núm. 67.- Santiago, 24 de noviembre de
1999.- Visto: Lo dispuesto en los artículos 15
y 16 de la Ley Nº 16.744, sobre Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesionales y la
facultad que me confiere el Nº 8 del artículo
32 de la Constitución Política de la República,

Decreto:

Apruébase el siguiente Reglamento para
la aplicación de los artículos 15 y 16 de la
Ley Nº 16.744.

TITULO I

De las exenciones, rebajas y recargos de la
cotización adicional por siniestralidad efecti-

va

Artículo 1º.- Las exenciones, rebajas y

recargos de la cotización adicional a que se
refiere el artículo 16 de la Ley Nº 16.744, se
determinarán por las Mutualidades de Em-
pleadores respecto de las entidades emplea-
doras adheridas a ellas y por los Servicios de
Salud respecto de las demás entidades em-
pleadoras, incluso de aquellas que tengan la
calidad de administradoras delegadas. Lo an-
terior se efectuará en relación con la magni-
tud de la siniestralidad efectiva, de acuerdo
con las disposiciones de este Reglamento.

Artículo 2º.- Para los efectos de este
decreto se entenderá por:

a) Siniestralidad Efectiva:

Las incapacidades y muertes provocadas
por accidentes del trabajo y enfermeda-
des profesionales. Quedan excluidas las
incapacidades y muertes originadas por
los accidentes a que se refieren los incisos
segundo y tercero del artículo 5º de la
Ley Nº 16.744.

Se excluyen además, las incapacidades
y muertes causadas por accidentes del
trabajo ocurridos en una entidad emplea-
dora distinta de la evaluada, o por enfer-
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medades profesionales contraídas como
consecuencia del trabajo realizado en una
entidad empleadora distinta de la evalua-
da, cualquiera fuese la fecha del diag-
nóstico o del dictamen de incapacidad.
Estas incapacidades y muertes deberán
considerarse en la evaluación de la enti-
dad empleadora en que ocurrió el acci-
dente o se contrajeron las enfermeda-
des, siempre que ello haya ocurrido den-
tro de los cinco años anteriores al 1º de
julio del año en que se efectúe el Proceso
de Evaluación.

b) Entidad Empleadora:

Las entidades empleadoras a que se re-
fiere el artículo 25 de la Ley Nº 16.744 y
los trabajadores independientes afectos
al seguro establecido por dicha ley.

c) Período Anual:

El lapso de 12 meses comprendido entre
el 30 de junio de un año y el 1º de julio
del año precedente.

d) Período de Evaluación:

Los tres períodos anuales inmediatamen-
te anteriores al 1º de julio del año respec-
tivo. Tratándose de entidades empleado-
ras que hubieran estado adheridas al se-
guro de la Ley Nº 16.744 por menos de
tres años, se considerarán sólo dos pe-
ríodos anuales.

e) Proceso de Evaluación:

Proceso por el cual los Servicios de Sa-
lud y las Mutualidades de Empleadores
determinan la magnitud de la siniestrali-
dad efectiva de una entidad empleadora
en el Período de Evaluación.

f) Promedio Anual del Trabajadores:

El que resulte de la suma del número de
trabajadores, con remuneración o renta
sujeta a cotización, de cada uno de los

meses de un Período Anual, dividida por
doce y expresado con dos decimales,
elevando el segundo de éstos al valor
superior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el tercer
decimal si fuere inferior a cinco.

Cualquiera que sea el número de contra-
tos que un trabajador suscriba en el mes
con la misma entidad empleadora se le
deberá considerar, para estos efectos,
como un solo trabajador.

g) Día Perdido:

Aquel en que el trabajador, conservando
o no la calidad de tal, se encuentra tem-
poralmente incapacitado debido a un ac-
cidente del trabajo o a una enfermedad
profesional, sujeto a pago de subsidio,
sea que éste se pague o no.

h) Tasa de Siniestralidad por Incapacidades
Temporales:

Es el cuociente entre el total de días
perdidos en un Período Anual y el Prome-
dio Anual de Trabajadores, multiplicado
por cien y expresado con dos decimales,
elevando el segundo de éstos al valor
superior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el tercer
decimal si fuere inferior a cinco.

i) Tasa Promedio de Siniestralidad por In-
capacidades Temporales:

Es el promedio de las Tasas de Siniestra-
lidad por Incapacidades Temporales de
los años considerados en el Período de
Evaluación, expresado sin decimales, ele-
vándolo al entero inmediatamente supe-
rior si el primer decimal es igual o supe-
rior a cinco y despreciando el primer
decimal si fuere inferior a cinco.

j) Tasa de Siniestralidad por Invalideces y
Muertes:

Es la que se determina conforme al si-
guiente procedimiento:
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1. A cada incapacidad se le asignará
según su grado de invalidez, el valor
que le corresponda según la siguien-
te tabla:

Grado de Invalidez Valor

15,0% a 25,0% 0,25
27,5% a 37,5% 0,50
40,0% a 65,0% 1,00
70,0% o más 1,50
Gran Invalidez 2,00

2. Por la muerte corresponderá el valor
2,50.

3. La suma de los valores correspon-
dientes a todas las incapacidades de
cada Período Anual se multiplicará
por cien y se dividirá por el Prome-
dio Anual de Trabajadores y se ex-
presará con dos decimales, elevan-
do el segundo de éstos al valor su-
perior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el
tercer decimal si fuere inferior a cin-
co. Este cuociente se denominará
Factor de Invalideces y Muertes.

4. Al promedio de Factores de Invalide-
ces y Muertes de los años conside-
rados en el Período de Evaluación,
expresado con dos decimales y ajus-
tado a la centésima más próxima en
los términos señalados en la letra h),
corresponderá el valor que se deno-
minará Tasa de Siniestralidad por
Invalideces y Muertes, señalado en
la siguiente tabla:

Promedio de Factores de Tasa de Siniestralidad por
Invalideces y Muertes Invalideces y Muertes

0,00 a 0,10 0
0,11 a 0,30 35
0,31 a 0,50 70
0,51 a 0,70 105
0,71 a 0,90 140
0,91 a 1,20 175
1,21 a 1,50 210
1,51 a 1,80 245
1,81 a 2,10 280
2,11 a 2,40 315
2,41 a 2,70 350
2,71 y más 385

k) Tasa de Siniestralidad Total:

Es la suma de la Tasa Promedio de Si-
niestralidad por Incapacidades Tempora-
les y la Tasa de Siniestralidad por Invali-
deces y Muertes.

Artículo 3º.- Para el cálculo de la Tasa de
Siniestralidad por Invalideces y Muertes se
considerarán aquellas invalideces declaradas
por primera vez en el Período de Evaluación
siempre que sean iguales o superiores al 15%.

En caso de aumento del grado de incapa-
cidad en el Período de Evaluación, para la
aplicación de la tabla contenida en el número
1 de la letra j) del artículo anterior, se consi-
derará el nuevo grado de invalidez profesional
y al valor que le corresponda en dicha tabla
deberá descontársele el valor que se hubiere
computado anteriormente. (2)

En el caso que el aumento del grado de
incapacidad se produzca en una entidad em-
pleadora distinta a aquella en que se originó
la anterior incapacidad, para los efectos de la
aplicación de la tabla de la letra j), número 1.-
del artículo anterior, el grado de invalidez
profesional a considerar, será el que resulte
de la diferencia entre el nuevo grado de inva-
lidez y el grado de invalidez anterior.

La muerte se considerará siempre que no
hubiere mediado una declaración de invalidez
igual o superior al 15%, derivada del siniestro
que la causó.

Artículo 4º.- La magnitud de la siniestra-
lidad efectiva existente en la entidad emplea-
dora se medirá en función de la Tasa de
Siniestralidad Total.

Artículo 5º.- La Tasa de Siniestralidad

(2) El artículo único Nº 1 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 reemplazó al final del inciso segun-
do del artículo 3º, la frase "en un anterior Pro-
ceso de Evaluación", por la palabra "anterior-
mente", como figura en el texto.
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Total calculada conforme a los artículos ante-
riores determinará la exención de cotización
adicional, su rebaja o recargo conforme a la
siguiente tabla:

Tasa de Siniestralidad Total Cotización Adicional (%)

0 a 32 0,00
33 a 64 0,34
65 a 96 0,68
97 a 128 1,02

129 a 160 1,36
161 a  192 1,70
193 a 224 2,04
225 a  272 2,38
273 a 320 2,72
321 a 368 3,06
369 a 416 3,40
417 a 464 3,74
465 a 512 4,08
513 a 560 4,42
561 a 630 4,76
631 a 700 5,10
701 a 770 5,44
771 a 840 5,78
841 a 910 6,12
911 a 980 6,46
981 y más 6,80 (3)

Si durante el Período de Evaluación en
una entidad empleadora hubieren ocurrido una
o más muertes por accidentes del trabajo, el
respectivo Organismo Administrador deberá
investigar las causas de los siniestros y, si se
formare la convicción de que éstos se han
originado por falta de prevención por parte
del empleador, la tasa de Cotización Adicio-
nal resultante del Proceso de Evaluación se
elevará al porcentaje inmediatamente supe-
rior de la tabla precedente.

TITULO II

Procedimiento de evaluación

Artículo 6º.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores evaluarán cada

dos años la siniestralidad efectiva ocurrida en
las respectivas entidades empleadoras en el
Período de Evaluación. Dicho proceso se rea-
lizará durante el segundo semestre del año
calendario que corresponda efectuar la eva-
luación.

La evaluación la efectuarán obligatoria-
mente respecto de todas las entidades em-
pleadoras con las solas excepciones que se
indican en este Reglamento.

Respecto de aquellas entidades emplea-
doras afiliadas al Instituto de Normalización
Previsional, la evaluación que realicen los Ser-
vicios de Salud, se hará teniendo en cuenta el
informe emitido por dicho Instituto en que
éste proponga la tasa de cotización a aplicar
y contenga los antecedentes en que se fun-
de. Este informe deberá ingresar a los Servi-
cios de Salud a más tardar el 15 de agosto
del año en que se realice la evaluación.

Para la emisión del informe por parte del
Instituto de Normalización Previsional, los Ser-
vicios de Salud proporcionarán a aquél, se-
mestralmente, la información respecto del
número de días de subsidio otorgados por
ellos conforme a la Ley Nº 16.744, desglosado
por entidad empleadora y dentro de ésta por
trabajador, indicando en cada caso el período
a que corresponde cada subsidio. La informa-
ción anterior deberá ingresar al Instituto de
Normalización Previsional, a más tardar el 15
del mes siguiente al término del semestre al
cual corresponda.

Artículo 7º.- Sólo deberá evaluarse la
siniestralidad efectiva en las entidades em-
pleadoras que, al 1º de julio del año en que se
realice la evaluación, hayan estado adheridas
a algún Organismo Administrador de la Ley
Nº 16.744 o tengan la calidad de administra-
dores delegados, por un lapso que en conjun-
to abarque, al menos, dos Períodos Anuales
consecutivos.

Las entidades empleadoras cuya sinies-
tralidad efectiva no pueda evaluarse confor-
me a lo dispuesto en el inciso precedente,

(3) El artículo único, Nº 2 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 reemplazó la tabla contenida en el
inciso primero del artículo 5º por la inserta en
este texto.
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mantendrán, hasta el 31 de diciembre del año
subsiguiente, la cotización adicional a que se
encontrasen afectas.

No obstante, si la entidad empleadora
deriva de otra que podría ser evaluada y de la
cual tenía carácter de sucursal o dependen-
cia, será evaluada si mantiene la misma acti-
vidad, considerando los antecedentes esta-
dísticos de los tres períodos anteriores al 1º
de julio del año respectivo, correspondientes
a esta última entidad.

Artículo 8º.- Las rebajas y exenciones de
la cotización adicional procederán sólo res-
pecto de las entidades empleadoras que ha-
yan acreditado ante el Organismo Adminis-
trador, al 31 de octubre del año en que se
realiza el Proceso de Evaluación, que cum-
plen los siguientes requisitos:

a) Hallarse al día en el pago de las cotiza-
ciones de la Ley Nº 16.744;

b) Tener en funcionamiento, cuando proce-
da, el o los Comités Paritarios de Higiene
y Seguridad, con arreglo a las disposicio-
nes del D.S. Nº 54, de 1969, del Minis-
terio del Trabajo y Previsión Social, para
lo cual las entidades empleadoras debe-
rán haber enviado los antecedentes re-
queridos en el artículo 10 de este decre-
to, y

c) El cumplimiento, cuando procediere, de
las disposiciones establecidas en los Tí-
tulos III, V y VI del Decreto Supremo
Nº 40, de 1969, del Ministerio del Traba-
jo y Previsión Social, mediante informe
de la entidad empleadora respecto de las
medidas adoptadas al efecto en los últi-
mos dos Períodos Anuales considerados
en el Proceso de Evaluación.

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades
empleadoras que no puedan acceder a la re-
baja o exención de la cotización adicional por
no haber dado cumplimiento a lo requerido en
el inciso anterior y que lo hagan con posterio-
ridad pero antes del 1º de enero del año

siguiente, tendrán derecho a que la tasa de
cotización adicional determinada en el Proce-
so de Evaluación se les aplique a contar del 1º
del tercer mes siguiente a aquel en que hayan
acreditado el cumplimiento de todos los re-
quisitos y hasta el 31 de diciembre del año
siguiente.

Artículo 9º.- Cada entidad empleadora
deberá consignar la nómina de sus trabajado-
res en sus planillas mensuales de declaración
y pago de cotizaciones.

Si la entidad empleadora no declarase
sus cotizaciones en uno o más meses del
Período Anual, el Promedio Anual de Trabaja-
dores se obtendrá dividiendo por doce el nú-
mero total de Trabajadores declarados en los
restantes meses del Período.

Artículo 10.- Las entidades empleadoras
que puedan acceder a rebajar su tasa de
cotización adicional deberán enviar en el mes
de octubre del año en que se realice la eva-
luación, al Instituto de Normalización Previ-
sional o la Mutualidad de Empleadores, según
corresponda, las copias de las actas de cons-
titución de todos los Comités Paritarios de
Higiene y Seguridad que se hayan constituido
por primera vez o renovado en los dos últi-
mos Períodos Anuales en la entidad emplea-
dora, y una declaración jurada ante Notario
del representante legal de ésta, suscrita tam-
bién por los miembros de dichos Comités, en
que se certifique el funcionamiento de cada
uno de los Comités Paritarios existentes en la
entidad empleadora en los correspondientes
Períodos Anuales. (4)

Artículo 11.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores remitirán por
carta certificada a las respectivas entidades
empleadoras, o por carta entregada personal-

(4) El artículo único, Nº 3 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, reemplazó en el artículo 10, la frase
"cada entidad empleadora deberá" por "las en-
tidades empleadoras que puedan acceder a re-
bajar su tasa de cotización adicional deberán",
como figura en el texto.
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mente al representante legal de ellas, a más
tardar en septiembre del año en que se reali-
ce la evaluación, el Promedio Anual de Traba-
jadores y una nómina de sus trabajadores que
durante el Período de Evaluación hubieren
sufrido incapacidades o muertes a consecuen-
cia de un accidente del trabajo o de una
enfermedad profesional. La nómina señalará
respecto de cada trabajador, el número de
Días Perdidos y los grados de invalideces.

Además, en dicha carta los organismos
administradores deberán informar a las enti-
dades empleadoras respecto del inicio del
Proceso de Evaluación, y a las que pudieran
acceder a rebaja o exención de la cotización
adicional se lo señalarán expresamente y les
comunicará, además, los requisitos que de-
ben acreditar para acceder a dicha rebaja o
exención, indicándoles el plazo para ello. (5)

No regirá esta obligación respecto de las
entidades empleadoras que no cumplen el
requisito para ser evaluadas, señalado en el
artículo 7º. Sin embargo, en tales casos los
Servicios de Salud y las Mutualidades de Em-
pleadores emitirán una resolución fundada
acerca de las causas por las que no procede
la evaluación, la que notificarán a la corres-
pondiente entidad empleadora.

La entidad empleadora podrá solicitar la
rectificación de los errores de hecho en que
hayan incurrido el Servicio de Salud respecti-
vo o la Mutualidad de Empleadores, dentro de
los quince días siguientes a la recepción de la
carta certificada o a la notificación personal
efectuada al representante legal, a que se
refiere el inciso primero de este artículo. Para
tales efectos, se entenderá que la carta certi-
ficada ha sido recibida al tercer día de recibi-
da por la Oficina de Correos de Chile.

Artículo 12.- Los Servicios de Salud y las

Mutualidades de Empleadores notificarán a
las respectivas entidades empleadoras duran-
te el mes de noviembre del año en que se
realice la evaluación, la resolución mediante
la cual hayan fijado la cotización adicional a la
que quedarán afectas, para lo cual deberán
considerar la información señalada en el ar-
tículo anterior actualizada considerando los
dictámenes de la Superintendencia de Seguri-
dad Social que incidan en ella. Junto a dicha
resolución les remitirán todos los anteceden-
tes que hayan considerado para el cálculo de
la Tasa de Siniestralidad Total.

Remitirán, asimismo, a las entidades em-
pleadoras que no cumplan con alguno de los
requisitos a que se refiere el artículo 8º para
la procedencia de la exención o rebaja de la
cotización, la resolución que señale cuál es el
requisito no cumplido.

Artículo 13.- La cotización adicional regi-
rá entre el 1º de enero del año siguiente al del
respectivo Proceso de Evaluación y el 31 de
diciembre del año subsiguiente al de dicho
Proceso, no obstante la existencia de los
recursos pendientes en contra de las resolu-
ciones dictadas por el Servicio de Salud co-
rrespondiente o la Mutualidad de Empleado-
res.

Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de
recursos cuya resolución no haya alcanzado a
ser considerada en la fijación de la tasa de
cotización adicional y que incidan en el Perío-
do de Evaluación, el Servicio de Salud o la
Mutualidad de Empleadores, según corres-
ponda, deberá proceder a efectuar en su opor-
tunidad el recálculo pertinente, fijando la nue-
va tasa en reemplazo de la anterior con su
misma vigencia, debiendo notificar de ello a
la entidad empleadora.

Artículo 14.- El aporte que deberán efec-
tuar las empresas administradoras delegadas
del seguro, en cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 72 de la Ley Nº 16.744, será el
porcentaje que se establezca en el decreto
que apruebe el presupuesto anual de esa ley,
el que se calculará sobre la suma de la cotiza-

(5) El artículo único, Nº 4 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, reemplazó el inciso segundo del
artículo 11 por el inserto en este texto.
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ción básica y la cotización adicional que resul-
te de la aplicación de las disposiciones del
D.S. Nº 110, de 1968, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social y de este Regla-
mento. (6)

TITULO III

Recargos por incumplimiento
de las medidas de seguridad,

prevención e higiene

Artículo 15.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores, de oficio, o
por denuncia del Instituto de Normalización
Previsional, cuando corresponda, del Comité
Paritario de Higiene y Seguridad, de la Direc-
ción del Trabajo, del Servicio Nacional de
Geología y Minería, de la Dirección del Terri-
torio Marítimo y Marina Mercante o de cual-
quier persona, podrán, además, imponer re-
cargos de hasta un 100% de las tasas que
establece el D.S. Nº 110, de 1968, del Minis-
terio del Trabajo y Previsión Social, por las
causales que más adelante se indican. Dichos
recargos deberán guardar relación con la mag-
nitud del incumplimiento y con el número de
trabajadores de la entidad empleadora afecta-
da con el mismo.

Las causales por las que se podrá impo-
ner el recargo a que alude este artículo son
las siguientes:

a) La sola existencia de condiciones insegu-
ras de trabajo;

b) La falta de cumplimiento de las medidas
de prevención exigidas por los respecti-
vos Organismos Administradores del Se-
guro o por el Servicio de Salud corres-
pondiente;

c) La comprobación del uso en los lugares
de trabajo de las sustancias prohibidas
por la autoridad sanitaria o por alguna
autoridad competente mediante resolu-
ción o reglamento.

d) La comprobación que la concentración
ambiental de contaminantes químicos ha
excedido los límites permisibles señala-
dos por el reglamento respectivo, sin que
la entidad empleadora haya adoptado las
medidas necesarias para controlar el ries-
go dentro del plazo que le haya fijado el
organismo competente.

e) La comprobación de la existencia de agen-
tes químicos o de sus metabolitos en las
muestras biológicas de los trabajadores
expuestos, que sobrepasen los límites de
tolerancia biológica, definidos en la re-
glamentación vigente, sin que la entidad
empleadora haya adoptado las medidas
necesarias para controlar el riesgo den-
tro del plazo que le haya fijado el orga-
nismo competente.

Los recargos señalados en este artículo,
se impondrán sin perjuicio de las demás san-
ciones que les correspondan conforme a las
disposiciones legales vigentes.

Artículo 16.- El recargo a que se refiere
el artículo anterior regirá a contar del 1º del
mes siguiente al de la notificación de la res-
pectiva resolución y subsistirá mientras la
entidad empleadora no justifique ante el Ser-
vicio de Salud o Mutualidad a la que se en-
cuentre adherida, según corresponda, que ce-
saron las causas que lo motivaron. Para este
último efecto, la entidad empleadora deberá
comunicar por escrito a la entidad competen-
te las medidas que ha adoptado. El Servicio
de Salud o la Mutualidad, según corresponda,
emitirá y notificará la resolución que deje sin
efecto el recargo de la cotización adicional.

En todo caso, estos recargos subsistirán
hasta dos meses después de haberse acredi-
tado que cesaron las causas que le dieron
origen. Para estos efectos, dicho plazo se

(6) El artículo único, Nº 5 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, sustituyó el artículo 14 por el in-
serto en este texto.
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contará a partir de la fecha en que el Servicio
de Salud o la Mutualidad reciba la comunica-
ción escrita de la entidad empleadora a que
se refiere el inciso anterior.

Artículo 17.- Las variaciones que experi-
mente la cotización adicional de una entidad
empleadora, como consecuencia de la eva-
luación de su siniestralidad efectiva, no afec-
tará al recargo impuesto conforme al artículo
15. Aquella cotización se sumará a este re-
cargo, pero si la suma excede el 6,8% se
rebajará dicho recargo hasta alcanzar ese por-
centaje. En caso que la sola cotización adicio-
nal por siniestralidad efectiva alcance al 6,8%
quedará sin efecto el recargo impuesto de
acuerdo al artículo 15.

TITULO IV

Notificaciones, plazos y recursos

Artículo 18.- Las resoluciones a que se
refiere este decreto se notificarán por carta
certificada dirigida al domicilio de la entidad
empleadora o personalmente al representante
legal de la misma. Si se hubiere notificado por
carta certificada se tendrá como fecha de
notificación el tercer día de recibida dicha
carta en la Empresa de Correos de Chile.

Respecto de las entidades empleadoras
que se encuentran adheridas a una Mutuali-
dad de Empleadores, su domicilio será para
estos efectos el que hubieran señalado en su
solicitud de ingreso a aquélla, a menos que
posteriormente hubiesen designado uno nue-
vo en comunicación especialmente destinada
al efecto.

Tratándose de las demás entidades em-
pleadoras, su domicilio será el que hayan
consignado ante el respectivo Organismo Ad-
ministrador.

Artículo 19.- En contra de las citadas
resoluciones procederá el recurso de reconsi-
deración, el que deberá interponerse ante el
Servicio de Salud o la Mutualidad que emitió

la resolución, dentro de los quince días si-
guientes a su notificación, señalando las ra-
zones que fundamentan la reconsideración
solicitada. Dicho recurso deberá resolverse
dentro de los treinta días siguientes a su
interposición.

Lo anterior, es sin perjuicio del recurso
de reclamación ante la Superintendencia de
Seguridad Social, establecido en el inciso ter-
cero del artículo 77 de la Ley Nº 16.744. La
Superintendencia podrá solicitar, si lo estima
pertinente, informe del Servicio de Salud co-
rrespondiente, el que deberá informar en el
plazo de quince días.

En caso de haberse solicitado la reconsi-
deración de la resolución, el plazo para inter-
poner la reclamación correrá a contar desde
la notificación de la resolución que se pronun-
cie sobre la reconsideración.

Artículo 20.- Las diferencias de cotiza-
ción originadas al resolverse un recurso, se
restituirán o integrarán, según corresponda,
durante el mes siguiente al de la notificación
respectiva, sin reajuste, ni intereses, ni multas.

TITULO V

Disposiciones varias

Artículo 21.- Las entidades empleadoras
no podrán cambiar de Organismo Administra-
dor durante el segundo semestre del año en
que se realice el Proceso de Evaluación.

Asimismo, no podrán cambiarse de Or-
ganismo Administrador entre el 1º de enero y
el 31 de marzo del año siguiente al de la
aplicación de un Proceso de Evaluación, las
entidades empleadoras a las que, como resul-
tado de dicho Proceso de Evaluación, se les
haya recargado la tasa de Cotización Adicio-
nal a tasas superiores a las que les correspon-
derían en conformidad con el D.S. Nº 110, de
1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.
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Artículo 22.- Cuando una entidad em-
pleadora cambie de Organismo Administra-
dor, el anterior Organismo Administrador de-
berá proporcionar al nuevo los antecedentes
estadísticos necesarios para la aplicación de
este Reglamento y la tasa de cotización adi-
cional a que se encuentra afecta, dentro de
los treinta días siguientes a la fecha en que
ellos le sean requeridos.

Artículo 23.- Las referencias que las nor-
mas legales o reglamentarias hagan a las
disposiciones del D.S. Nº 173, de 1970, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se
entenderán hechas a las del presente decreto.

Artículo 24.- Este Reglamento regirá a
contar del 1º de julio del año 2001, fecha a
contar de la cual se deroga el Decreto Supre-
mo Nº 173, de 1970, del Ministerio del Tra-
bajo y Previsión Social.

No obstante, el inciso primero del artícu-
lo 9º entrará en vigencia a contar del primer
día del tercer mes siguiente al mes de la
publicación en el Diario Oficial de este Regla-
mento.

Artículo 25.- Las resoluciones sobre fija-
ción de la cotización adicional dictadas por
los Servicios de Salud y Mutualidades de
Empleadores conforme al Decreto Supremo
Nº 173 en consideración a la tasa de riesgo,
que se encuentren vigentes al 1º de julio del
año 2001, regirán hasta el 31 de diciembre
de dicho año.

Artículos Transitorios

Artículo 1º.- El primer Proceso de Eva-
luación de la magnitud de la siniestralidad
efectiva en las entidades empleadoras que se
efectúe conforme a este Reglamento, se hará
a contar del 1º de julio del año 2001 sobre las
bases de los tres Períodos Anuales inmediata-
mente anteriores, vale decir, de los compren-
didos entre el 1º de julio de 2000 y el 30 de
junio del año 2001; entre el 1º de julio de
1999 y el 30 de junio de 2000 y entre el 1º

de julio de 1998 y el 30 de junio de 1999. En
caso que el Período de Evaluación deba con-
siderar sólo dos Períodos Anuales, éstos co-
rresponderán a los dos primeros indicados.
Para tales efectos, las nóminas a que se
refiere el artículo 11 de este Reglamento co-
rresponderán, según el caso, a las de los tres
o dos períodos a que se refiere este artículo.

No estarán afectas a la aplicación del
primer Proceso de Evaluación, precisado en el
inciso anterior, ni a los procedimientos admi-
nistrativos correspondientes, las entidades
empleadoras que tengan contratados sólo a
los trabajadores de casa particular, ni los
trabajadores independientes afectos al segu-
ro establecido por la Ley Nº 16.744, las cua-
les mantendrán vigentes la tasa de cotización
adicional a que se encuentren afectas al 30
de junio de 2001 hasta el día anterior a la en-
trada en vigencia de la resolución correspon-
diente al segundo Proceso de Evaluación. (7)

Por su parte, no estarán afectas a la
aplicación del segundo Proceso de Evalua-
ción, iniciado el 1º de julio de 2003, ni a los
procedimientos administrativos correspondien-
tes, las entidades empleadoras que tengan
contratados a trabajadores de casa particular
y exclusivamente por éstos, ni a los trabaja-
dores independientes afectos al seguro social
señalado en el inciso anterior, las cuales man-
tendrán vigentes la tasa de cotización adicio-
nal a que se encuentren afectas al 30 de junio
de 2003 hasta el día anterior a la entrada en
vigencia de la resolución correspondiente al
tercer Proceso de Evaluación. (8)

Las cotizaciones adicionales a que dé
lugar el primer Proceso de Evaluación regirán
a partir del 1º de enero del año 2002.

No obstante lo dispuesto en el inciso

(7) El artículo único, Nº 6 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 agregó el inciso segundo del ar-
tículo primero transitorio.

(8) El artículo único del Decreto Nº 41, de 2003,
D.O. 30.01.2004, agregó el inciso tercero del
artículo 1º transitorio.
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segundo del artículo 21, las entidades em-
pleadoras a las que, como resultado del pri-
mer Proceso de Evaluación, se les haya recar-
gado la tasa de Cotización Adicional a tasas
superiores a las que les corresponderían en
conformidad con el citado D.S. Nº 110, de
1968, no podrán cambiar de Organismo Ad-
ministrador hasta el segundo semestre del
año siguiente.

Artículo 2º.- En los cálculos de la Tasa de
Siniestralidad por Invalideces y Muertes co-
rrespondientes a los Procesos de Evaluación
se excluirán las incapacidades permanentes y
muertes causadas por accidentes del trabajo
ocurridos con anterioridad al 1º del mes si-
guiente al de la publicación de este Regla-
mento.

Asimismo, en el primer Proceso de Eva-
luación a que se refiere el artículo anterior, en
el cálculo de la Tasa de Siniestralidad por

Invalideces y Muertes, se excluirán las invali-
deces y muertes causadas por enfermedades
profesionales, evaluadas, en su caso, con
menos de un 40% de incapacidad antes de la
fecha indicada en el inciso anterior.

Las entidades empleadoras deberán pro-
porcionar al Instituto de Normalización Previ-
sional a solicitud de éste, la información so-
bre número de trabajadores de la empresa y
de días sujetos a pago de subsidio, que se
requiera para efectuar el primer Proceso de
Evaluación.

Tómese razón, comuníquese, publíquese
e insértese en la recopilación que correspon-
da de la Contraloría General de la República.-
EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de
la República.- Germán Molina Valdivieso, Mi-
nistro del Trabajo y Previsión Social.- Alex
Figueroa Muñoz, Ministro de Salud.

Lo que transcribo a Ud., para su conoci-
miento.- Saluda a Ud., Patricio Tombolini Véliz,
Subsecretario de Previsión Social.
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24 Enero

• Decreto Nº 893, de 20.10.03, del Ministerio de Hacienda. Modifica Decreto Nº 55,
del Ministerio de Hacienda, de 1977, reglamento del D.L. Nº 825, de 1974, Ley
sobre Impuesto a las Ventas y Servicios estableciendo forma y plazo en que debe
presentarse la declaración de impuestos a que se refiere el artículo 68 de la Ley
sobre Impuestos a las Ventas y Servicios.

• Decreto, Nº 1.174, de 17.12.03, del Ministerio de Hacienda. Fija en 0,95% el por-
centaje en que deberán reajustarse, a contar del 1º de diciembre del año 2003, las
pensiones de regímenes previsionales a que se refieren los artículos 14 del D.L.
Nº 2.448 y 2º del D.L. Nº 2.547, ambos de 1979. El inciso segundo de este decreto
precisa que el referido porcentaje, en lo que respecta a las pensiones afectas al
sistema del artículo 2º del D.L. Nº 2.547, de 1979, deberá otorgarse con sujeción a
lo establecido en la Ley Nº 18.694.

26 Enero

• Decreto Nº 396, de 17.11.03, del Ministerio de Educación. Aprueba modificación a
Decreto de Educación Nº 73, de 2001, que aprueba Reglamento del Fondo
Concursable para Escuelas Artísticas.

• Decreto Nº 413, de 1º.12.03, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto
Nº 665, de 1977, modificado por Decretos Nºs. 1.000 de 1985 y 766 de 1990,
que instituye la Orden al Mérito Docente y Cultural "Gabriela Mistral".

27 Enero

• Extracto de Resolución exenta Nº 6, de 21.01.04, del Servicio de Impuestos Inter-
nos. Fija procedimiento, plazo y formulario, para efectos de las normas sobre exce-
so de endeudamiento.

• Extracto de Resolución exenta Nº 7, de 21.01.04, del Servicio de Impuestos Inter-
nos. Establece forma, plazo y condiciones sobre aviso de recepción de utilidades
tributables reinvertidas.

29 Enero

• Decreto Nº 58, de 4.04.03, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
Reformula y actualiza Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica para la
Región Metropolitana (PPDA).
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30 Enero

• D.F.L. Nº 42, de 22.12.03, del Ministerio de Hacienda. Determina para los servicios
públicos Dirección General del Crédito Prendario; Servicio Nacional de Capacitación
y Empleo; Instituto de Normalización Previsional y Superintendencia de Administra-
doras de Fondos de Pensiones, dependientes o relacionados con el Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, los cargos que tendrán la calidad de altos directivos
públicos.

• Decreto Nº 41, de 9.09.03, de la Subsecretaría de Previsión Social. Introduce modi-
ficaciones en el reglamento para la aplicación de los artículos 15 y 16 de la Ley
Nº 16.744, sobre Exenciones, Rebajas y Recargos de la Cotización Adicional Dife-
renciada, contenido en el Decreto Nº 67, de 1999 (publicado en esta edición del
Boletín).

31 Enero

• Ley Nº 19.928. Sobre Fomento de la Música Chilena.

2 Febrero

• Decreto Nº 268, de 15.12.03, del Ministerio de Salud. Fija establecimientos de
desempeño difícil de atención primaria de salud para el año 2004.

 3 Febrero

• Ley Nº 19.932. Modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia
de contrato de promesa de compraventa de determinados bienes raíces y criminaliza
conducta constitutiva de estafa en el artículo 470 del Código Penal.

4 Febrero

• Ley Nº 19.930. Modifica disposiciones de los Decretos Leyes Nº 1.939, de 1977 y
Nº 2.695, de 1979, en lo relativo a costos de procedimientos de regularización de
propiedad y de recaudación de las rentas de arrendamiento de inmuebles fiscales.

• Extracto de Resolución Nº 9 exenta, de 2004, del Servicio de Impuestos Internos.
Sobre declaración jurada anual sobre Impuesto Adicional de la Ley sobre Impuesto a
la Renta que grava a las rentas de fuente nacional percibidas o devengadas por
personas sin domicilio ni residencia en Chile.

• Extracto de Resolución Nº 14 exenta, de 2004, del Servicio de Impuestos Internos.
Dispone obligación de presentar Declaración jurada sobre aportes entregados a or-
ganismos técnicos intermedios de capacitación, si el 1% de las remuneraciones
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imponibles es menor o igual a 13 U.T.M. de diciembre del año comercial correspon-
diente.

• Extracto de Resolución Nº 22 exenta, de 2004, del Servicio de Impuestos Internos.
Dispone presentación de declaraciones juradas, formularios 1811, 1812, 1823, 1850,
1879, 1884, 1885 y 1887 que indica mediante transmisión electrónica de datos,
establece procedimiento alternativo que indica.

• Extracto de Resolución Nº 23 exenta, de 2004, del Servicio de Impuestos Internos.
Dispone que a partir del año tributario 2004, los contribuyentes obligados a propor-
cionar la información requerida en los formularios declaración jurada 1813, 1818,
1821, 1822, 1851, 1853, 1854, 1886, 1888, 1893, 1897, podrán cumplir con
esta obligación a través de la transmisión electrónica de datos vía Internet.

• Resolución Nº 365 exenta, de 26.01.04, del Ministerio de Salud. Modifica Resolu-
ción exenta Nº 176 de 1999, del Ministerio de Salud, que aprueba el Arancel de
Prestaciones de Salud de la Ley Nº 18.469.

• Resolución Nº 366 exenta, de 26.01.04, del Fondo Nacional de Salud. Establece
Normas Técnico Administrativas para la aplicación del Arancel del Régimen de Pres-
taciones de Salud de la Ley Nº 18.469 en la Modalidad de Libre Elección.

• Resolución Nº 367 exenta, de 26.01.04, del Fondo Nacional de Salud. Establece
Normas Técnico Administrativas para la aplicación del Arancel del Régimen de Pres-
taciones de Salud de la Ley Nº 18.469 en la Modalidad de Atención Institucional.

 5 Febrero

• Decreto Nº 1.177, de 17.12.02, del Ministerio de Hacienda. Aprueba el Reglamento
para la aplicación del sistema de evaluación de programas públicos, a que se refiere
el artículo 52 del D.L Nº 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del
Estado.
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JURISPRUDENCIA JUDICIAL

PRACTICAS ANTISINDICALES. IMPROCEDENCIA DE TRASLADO DE
DIRIGENTES SINDICALES, SIN QUE EXISTA CASO FORTUITO O FUERZA

MAYOR

Sentencia ejecutoriada que acoge denuncia de práctica antisindical interpuesta por la
Inspección Provincial del Trabajo de Santiago, en contra de la empresa Temsel S. A.

Doctrina

De acuerdo con los hechos establecidos... debe necesariamente con-
cluirse que la empresa denunciada incurrió en los hechos que correspon-
de calificar como práctica desleal por parte del empleador, toda vez que
trasladó a los dirigentes sindicales en abierta infracción a lo que dispone
el artículo 243 inciso segundo del Código del Trabajo, y por sus efectos
importa una medida de presión o amendrentamiento en contra de los
dirigentes afectados.

Sentencia

Santiago, 13 de marzo de 2003.

Vistos:

A fojas uno comparece don Gabriel
Contreras Romo, Inspector Provincial del Tra-
bajo de Santiago, en representación de la
Inspección Provincial del Trabajo de Santia-
go, ambos domiciliados en calle Moneda 723,
piso 2, Santiago, interponiendo denuncia por
práctica antisindical en centra de la empresa
Temsel S.A. Servicios, representada legal-
mente por don Jorge Medina de la Barra,
cuya profesión ignora, ambos domiciliados
en calle Merced 22, departamento 601, San-
tiago, en razón de haber ejercido respecto de
los dirigentes sindicales Juan Sánchez Cabe-
zas, presidente del sindicato, domiciliado en
Pasaje Berna 1863, Conchalí; don Cristián
Morales Morales, secretario del sindicato,
domiciliado en Pasaje Isla Hannover 1436,
Puente Alto y de don Mario Bown Garrido,
tesorero, domiciliado en Pasaje Río Nalon
0682, Puente Alto, las facultades que le

confiere el artículo 12 del Código del Trabajo,
sin que hubiere existido caso fortuito o fuerza
mayor; expresa que los dirigentes sindicales
se desempeñaban en las dependencias del Ban-
co de Chile, como auxiliares, en el local de
Ahumada 251, y el 1 de octubre de 2002
fueron cambiados sin explicación alguna a la
casa matriz de la empresa denunciada en
calle Merced 22 piso 7, donde no cumplen
función alguna; el día 3 de octubre de 2002
se efectuó una fiscalización a la empresa
denunciada y se constató que los trabajado-
res habían sido cambiados de lugar de traba-
jo, se entrevistó a la gerente de servicio al
cliente, quien argumentó que el cambio de
lugar respondió a instrucciones del Banco de
Chile, sin explicación alguna, y que dos de
los trabajadores se desempeñaban desde hace
cinco años en esa institución, y por ello se le
cursó multa administrativa. En la actualidad
los tres dirigentes asisten diariamente a fir-
mar el libro de asistencia sin cumplir función
alguna, produciendo en ellos un evidente
menoscabo moral y la imposibilidad de ejer-
cer las funciones sindicales que les son pro-
pias. Como fundamento de su denuncia cita
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la Constitución Política del Estado, artículo 1º
inciso tercero; artículo 19 Nº 19, artículo 5º
inciso 2º; el Convenio Nº 87 artículo 2º de la
O.I.T. y el Convenio 98 artículos 1.1 y 1.2
parte inicial letra b) de la O.I.T.; el Convenio
Nº 135 de la O.I.T. artículos 1, 3 y 43. Por
todo ello solicita se declare que la denuncia-
da ha incurrido en práctica lesiva de la liber-
tad sindical, debiendo restituir en sus fun-
ciones a los tres directores sindicales a sus
funciones en el Banco de Chile, en calidad
de auxiliares ya que respecto de ellos no se
puede ejercer la facultad del artículo 12 del
Código del Trabajo porque no ha existido
caso fortuito ni fuerza mayor; y que se
condene a la denunciada al pago de una
multa equivalente a ciento cincuenta Unida-
des Tributarias Mensuales por la práctica
antisindical denunciada o lo que se estime en
justicia.

En la audiencia de estilo, cuya acta rola
a fojas cincuenta y cinco y siguientes y a la
que no compareció la denunciada, se interro-
ga a don Juan Bernardo Sánchez Cabezas,
presidente del Sindicato de Trabajadores de
la empresa Temsel S.A., afectado por la de-
nuncia indicada y expone desde el mes de
noviembre de 1996, fecha en que se formó
el sindicato, la empresa lo ha hostigado, indi-
ca que en la actualidad tienen cincuenta aso-
ciados de un total de cincuenta y siete traba-
jadores de la empresa, que cuando comenza-
ron el sindicato eran ochenta, de los cuales
sólo quedan cinco, ya que los otros o han
renunciado o han sido despedidos; agrega
que la empresa no ha cumplido los benefi-
cios pactados en el contrato colectivo cele-
brado en el mes de julio de 2002 respecto de
cuarenta y siete trabajadores que se desem-
peñan en el Banco del Estado, socios del
sindicato; además el 6 de septiembre la em-
presa llamó a los dirigentes sindicales e hizo
que tomaran vacaciones porque el Banco de
Chile había “pedido sus cabezas”, nunca han
tenido problemas en el Banco, ya que habían
sido empleados del Banco del Estado antes
que éste decidiera externalizalizar los servi-
cios y se formara la empresa denunciada;
que se les dijo que se iba a arreglar en el

período de vacaciones, pero el 1 de octubre
al volver a trabajar a las dependencias del
banco, el supervisor de la empresa Hugo
Bravo les dijo que no podían estar ahí y que
iba a llamar a los guardias de seguridad para
sacarlos; en las oficinas de ésta les dijeron
que no había solución y que tenían que en-
trar a trabajar en la administración de la
empresa; señala que no han tenido proble-
mas para ingresar al banco y para hablar con
sus asociados; que en las oficinas de admi-
nistración no están haciendo ninguna labor;
y la denunciada les ha dicho que no pueden
ponerlos a trabajar en otro lado. Por último,
agrega que al volver de vacaciones, se ente-
raron que la denunciada había solicitado a la
Dirección del Trabajo la disolución del sindi-
cato, petición que no fue aceptada.

En la misma audiencia, a fojas cincuenta
y ocho, se interroga a don Cristián Adrián
Morales Morales, secretario del sindicato afec-
tado, el que sólo agrega que hace un mes el
abogado de la denunciada los llamó para
conversar sobre el finiquito y les presentó un
proyecto con las cantidades a pagar que no
aceptaron.

A continuación, a fojas cincuenta y ocho
se interroga a don Mario Roberto Bown Ga-
rrido, tesorero del sindicato afectado, él tam-
bién agrega que en junio de 2000 se despi-
dió a dos trabajadores por salir en un párrafo
en el diario La Cuarta a en que se referían a
la huelga; el 31 de enero fue despedido otro
trabajador sindicalizado aún estando de va-
caciones; además han hecho dos denuncias
a la Inspección del Trabajo porque a los
trabajadores afiliados a su sindicato la em-
presa no le está descontando las cuotas sin-
dicales a pesar de haberlo solicitado, por
esto se le han cursado dos multas.

A fojas cincuenta y nueve, y en la mis-
ma audiencia se interroga a doña Gabriela
Alejandra Flores, a quien no se le aceptó su
comparecencia en representación de la de-
nunciada por no contar con poder suficien-
te, declarando en calidad de testigo que la
empresa presta servicios al Banco de Chile
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en virtud de un contrato civil, el que tiene
una cláusula que le permite pedir la baja de
la dotación, por lo que solicitaron la rebaja
de tres cupos y que, por no despedir a otro
personal, hicieron el traslado de los tres
dirigentes sindicales a las oficinas centrales
considerando que no existía menoscabo por-
que seguirían cumpliendo las mismas fun-
ciones y con los mismos beneficios. El Ban-
co de Chile no solicitó específicamente a
quién debía despedir; agrega que la deman-
dada presta servicios distribuidos en tres
empresas distintas con R.U.T. distintos y no
sabe el giro de las otras empresas que son
Temsel S.A. de la cual es gerente don Jorge
Medina; Temsel S.A. Servicios, la denuncia-
da y de la cual es gerente general don
Ignacio Fernández; y Temsel S.A. Operacio-
nes, ignorando el nombre del gerente de esa
empresa. Señala que los trabajadores que
se desempeñan en el Banco del Estado no
son miembros del sindicato que dirigen los
afectados y por eso están demandando ante
el Noveno Juzgado del Trabajo. Tampoco es
efectivo que se haya despedido a nadie por
aparecer en el diario, y señala que en la
negociación del año 2000 los dirigentes sin-
dicales hurtaron las tarjetas de asistencia
para que los trabajadores no pudieran regis-
trar su ingreso, lo que también se está de-
mandando en el Noveno Juzgado del Traba-
jo; que efectivamente se les pasaron dos
multas por no descontar las cotizaciones
sindicales, pero también se reclamaron; no
sabe si se les ofreció un finiquito a los
afectados; indica también que los dirigentes
firman el libro de asistencia y se dedican
durante las ocho horas a su actividad sindi-
cal y perciben las mismos beneficios; que el
señor Morales es un trabajador más recien-
te, sin señalar fechas, y que los otros dos
afectados se desempeñaban en el Banco de
Chile desde el año 1996 cuando decidieron
externalizar el servicio y fueron contratados
por la denunciada.

Considerando:

Primero: Que, será única materia de esta
sentencia resolver si la empresa denunciada

incurrió en las prácticas antisindicales denun-
ciadas.

Segundo: Que, la Inspección con el ob-
jeto de acreditar su denuncia, ha acompaña-
do la prueba DOCUMENTAL, sin objetar, con-
sistente en: 1.- a fojas once certificado de la
Inspección Provincial del Trabajo en que cons-
ta que los señores Sánchez, Bown y Morales
conforman la directiva del Sindicato Interem-
presa de Trabajadores Empresa de Servicios
y Afines Sitesa, actual nombre del Sindicato
de Trabajadores de la Empresa Temsel S. A.;
2.- a fojas doce y trece, informe de fiscaliza-
ción manual de 3 de octubre de 2002, en
que se deja constancia que el empleador ha
cambiado a los tres dirigentes sindicales de
lugar de trabajo y se aplicó sanción; 3.- a
fojas catorce y quince, comprobante de in-
greso de comisiones de fiscalización atendi-
da la denuncia de los dirigentes sindicales;
4.- de fojas dieciséis a dieciocho, denuncia
de práctica antisindical planteada por los di-
rigentes sindicales y el acta de comparecen-
cia respectiva de 2 de octubre de 2002; 5.- a
fojas diecinueve, acta de constatación de
hechos de 3 de octubre de 2002; 6.- de fojas
veinte a veintitrés, resolución de multa admi-
nistrativa Nº 13.01.3133.02.081-1 cursada
a la denunciada por ejercer las facultades del
artículo 12 del Código del Trabajo a dirigen-
tes sindicales, sin que exista caso fortuito o
fuerza mayor.

Tercero: Que, la testigo interrogada en
la audiencia de estilo, a nombre de la denun-
ciada ha acompañado la siguiente prueba
DOCUMENTAL, sin objetar, consistente en:
1.- de fojas treinta y uno a treinta y tres
contrato de trabajo suscrito por la denuncia-
da y don Cristián Morales Morales el 25 de
abril de 1997; 2.- de fojas treinta y cuatro a
treinta y seis contrato de trabajo suscrito por
la denunciada y don Mario Bown Garrido el
11 de octubre de 1996; 3.- de fojas treinta y
siete a treinta y nueve, contrato de trabajo
suscrito por la denunciada y don Juan Sán-
chez Cabezas el 11 de octubre de 1996; 4.-
de fojas cuarenta a cuarenta y nueve, con-
trato de servicios suscrito entre la empresa
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Temsel S.A. y el Banco de Chile, en este
contrato, en la cláusula sexta, se estipula
que “el Banco se reserva el derecho de solici-
tar el cambio, en cualquiera oportunidad, y
sin expresión de causa, de aquellos trabaja-
dores que le merezcan reparos, obligándose
la empresa a proceder a su inmediato reem-
plazo” y en su cláusula decimonovena esti-
pula la obligación de otorgar una opción pre-
ferencial a los ex empleados del banco para
ser contratados en los servicios que se
externalizan; y 5.- de fojas cincuenta a cin-
cuenta y cuatro, copia de demanda presen-
tada ante el Noveno Juzgado del Trabajo por
reclamación de multa administrativa.

Cuarto: Que, los dirigentes sindicales
afectados no han rendido prueba alguna.

Quinto: Que, ponderando la prueba ren-
dida en conciencia, debe tenerse por acredi-
tado que los tres dirigentes sindicales afecta-
dos prestaban servicios para la empresa de-
nunciada en calidad de auxiliares en el Banco
de Chile; que la denunciada los trasladó de
dicho lugar hasta su oficina central, sin que
hubiera demostrado justificación alguna para
ello, ni menos el caso fortuito o la fuerza
mayor que lo hubiera podido permitir; refuerza
lo anterior la declaración prestada por doña
Gabriela Alejandra Flores, presentada por la
empresa, en el sentido de que la decisión de
cambiar el lugar de trabajo a los dirigentes
sindicales obedeció a la voluntad unilateral
de la propia denunciada, ya que esta testigo
ha expresado que el Banco de Chile no seña-
ló específicamente a las personas que debían
ser dadas de baja, limitándose solamente a
pedir la baja de tres cupos de trabajo; tampo-
co se rindió prueba sobre esta alegación.

Sexto: Que, de acuerdo con los hechos
establecidos precedentemente debe necesa-
riamente concluirse que la empresa denuncia-
da incurrió en los hechos que corresponde
calificar como práctica desleal por parte del
empleador, toda vez que trasladó a los diri-
gentes sindicales en abierta infracción a lo
que dispone el artículo 243 inciso segundo
del Código del Trabajo, y por sus efectos
importa una medida de presión o amedrenta-
miento en contra de los dirigentes afectados.

Y teniendo presente además, lo dispues-
to en el artículo 292 del Código del Trabajo;

Se declara:

I. - Que, se acoge la denuncia interpues-
ta a fojas uno y se declara que la denuncia-
da, Temsel S.A. Servicios, ha incurrido en
prácticas antisindicales y como consecuen-
cia de ello deber: a) restituir a sus labores, en
el lugar de trabajo el Banco de Chile en
calidad de auxiliares, a los tres dirigentes
sindicales afectados; y b) pagar una multa
ascendente a sesenta Unidades Tributarias
Mensuales a beneficio del Servicio Nacional
de Capacitación y Empleo.

II.- Que, copia de esta sentencia deberá
remitirse a la Dirección del Trabajo.

III.- Que, la denunciada deberá pagar las
costas de la reclamación.

Regístrese, notifíquese y archívese en
su oportunidad.

Pronunciada por doña Isabel Correa Fuen-
tes, Juez Titular del Sexto Juzgado de Letras
del Trabajo de Santiago.

Rol Nº L-347-2003.
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Sentencia

San Bernardo, 13 de enero de 2003.

Vistos:

A fs. 13 rola denuncia por prácticas
antisindicales interpuesta por don René Rubén
Díaz Guler, funcionario público, Inspector Pro-
vincial del Trabajo del Maipo, en representa-
ción de la Inspección Provincial del Trabajo
del Maipo San Bernardo, ambos domiciliados
en Freire Nº 473, segundo piso, San Bernar-
do en contra de la empresa Aseo Industrial
Casino Ltda., representada por don Enrique
Bettoni Necochea, ambos domiciliados en
camino Rosa Ester Nº 02741, La Pintana,
por haber negado el trabajo convenido al
trabajador José Miguel Pérez Mercado, domi-
ciliado en E. Riquelme Nº 26, departamento

Nº 1641, San Bernardo. Ocurre que éste fue
privado del trabajo convenido el 14 de junio
de 2002, no obstante ser tesorero de la
organización sindical existente en la empre-
sa, solicita se decrete el cese de la conducta
atentatoria de libertad, así como la aplicación
de la multa respectiva, con costas. Con fe-
cha 23 de julio de 2002, don José Miguel
Pérez Mercado, tesorero del sindicato exis-
tente en la empresa, presentó una denuncia
en la Inspección Provincial del Trabajo del
Maipo, por cuanto la empleadora no le pro-
porcionaba el trabajo convenido desde el 14
de junio de 2002; con ocasión de esta de-
nuncia, la Inspección Provincial del Trabajo
del Maipo generó la comisión Nº 13.13.2002/
1783 de fecha 23 de julio de 2002, la cual
fue asignada a don Ricardo Suárez Martínez,
fiscalizador dependiente de la Inspección del

JURISPRUDENCIA JUDICIAL

PRACTICAS ANTISINDICALES. IMPROCEDENCIA DE TRASLADAR A
DIRIGENTE SINDICAL, SIN HABER ACREDITADO PREVIAMENTE LA

EXISTENCIA DE CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR.

Sentencia ejecutoriada que acoge denuncia de práctica antisindical interpuesta por
la Inspección Provincial del Trabajo del Maipo, en contra de la empresa Aseo
Industrial Casino Ltda.

Doctrina

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 243 del Código del
Trabajo, “los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido
en la legislación vigente, desde la fecha de su elección y hasta seis
meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en
él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por
sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deban hacer
abandono del mismo, o por término de la empresa, y en el inciso 2º se
agrega que durante el lapso a que se refiere el inciso precedente, el
empleador no podrá, salvo caso fortuito o fuerza mayor, ejercer respec-
to de los directores sindicales, las facultades que establece el artículo
12 de este Código”. Este último artículo dispone a su vez que “el
empleador podrá alterar la naturaleza de los servicios o el sitio o recinto
en que ellos deban prestarse, a condición de que se trate de labores
similares, que el nuevo sitio o recinto quede dentro del mismo lugar o
ciudad sin que ello importe menoscabo para el trabajador”.
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Trabajo referida, quien se constituyó en el
establecimiento de la empresa referida y cons-
tató con fecha 25 de julio de 2002, que la
empleadora no otorgaba el trabajo convenido
al director sindical denunciante desde el día
14 de junio de 2002 y que no llevaba regis-
tro control de asistencia con relación al mis-
mo trabajador y desde la misma fecha, final-
mente la empresa fiscalizada tampoco man-
tenía en el establecimiento la documentación
laboral de rigor con relación al trabajador
denunciante; infracciones laborales fueron
sancionadas con multas laborales, las cuales
constan en resolución administrativa
Nº 13.13.4334.02.114-1-2-3, ascendentes
a 10 UTM, 3 UTM y 01 ingreso mínimo
mensual, respectivamente. Añade que la em-
presa argumenta que el trabajador aforado
debía presentarse a partir de junio de 2002 a
prestar servicios en la comuna de Maipú,
siendo esta alteración unilateral del lugar de
trabajo, una conducta que atenta en contra
la “libertad sindical”, pues el empleador no
puede alterar la naturaleza de los servicios,
el sitio o recinto donde deban prestarse o
alterar la distribución de la jornada de traba-
jo. No obstante lo anterior, la empresa de-
nunciada impuso unilateralmente al director
sindical denunciante la obligación de laborar
a partir del 14 de junio de 2002 en la comu-
na de Maipú, negándose a otorgarle trabajo
alguno en su lugar habitual. De acuerdo a lo
expuesto y citas legales que señala, pide se
tenga por interpuesta denuncia por prácticas
antisindicales en contra de la empresa de-
nunciada, por haber negado el trabajo conve-
nido a un trabajador protegido con fuero
sindical, en razón de poseer el cargo de
tesorero de la organización sindical existente
en el interior de la empresa, declarando en
definitiva que la denunciada ha incurrido en
las prácticas lesivas de la libertad sindical
antes descrita, debiendo poner término a las
mismas y permitir que el trabajador aforado
se reincorpore inmediatamente a sus funcio-
nes en el establecimiento que la empresa
denunciada posee en Rosa Ester Nº 02741,
La Pintana, si ello no hubiere ocurrido con
posterioridad a la primera resolución, con
costas, pide también que se condene al em-

pleador a pagar las remuneraciones y demás
beneficios devengados y adeudados con los
reajustes e intereses legales, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 63 del Código
del Trabajo, al trabajador don José Miguel
Pérez Mercado, y por último, que se condene
a la demandada al pago de una multa equiva-
lente a 150 UTM o lo que el tribunal estime.

A fs. 22 consta que se remitió carta al
denunciado.

A fs. 24 y 24 vta. rola acta de audiencia
decretada en autos.

A fs. 26 se cita a las partes para oír
sentencia.

Considerando:

Primero: Que don René Rubén Díaz Guler
en representación de la Inspección Provincial
del Trabajo del Maipo se presenta e interpo-
ne denuncia de práctica antisindical en con-
tra de la empresa Aseo Industrial Casino
Ltda., representada por don Enrique Bertoni
Necochea, por haber negado el trabajo con-
venido al trabajador José Miguel Pérez Mer-
cado, domiciliado en E. Riquelme Nº 26, de-
partamento Nº 1641, San Bernardo. Ocurre
que éste fue privado del trabajo convenido el
14 de junio de 2002, no obstante ser tesore-
ro de la organización, poner término a las
mismas y permitir que el trabajador aforado
se reincorpore inmediatamente a sus funcio-
nes en el establecimiento que la empresa
denunciada posee en Rosa Ester Nº 02741,
La Pintana, si ello no hubiere ocurrido con
posterioridad a la primera resolución, con
costas, pide también que se condene al em-
pleador a pagar las remuneraciones y demás
beneficios devengados y adeudados con los
reajustes e intereses legales, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 63 del Código
del Trabajo, al trabajador don José Miguel
Pérez Mercado, y por último, que se condene
a la demandada al pago de una multa equiva-
lente a 150 UTM o lo que el tribunal estime.

Segundo: Que para acreditar la denuncia
instaurada en autos, la Inspección Provincial
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del Trabajo del Maipo ha acompañado los si-
guientes documentos: 1.- informe de fiscaliza-
ción Nº 13.13.02/1783/1334 de fecha 25 de
julio de 2002, 2.- comprobante de ingreso de
comisiones fiscalización de fecha 23 de julio
de 2002, 3.- acta de entrevista a trabajadores
de fecha 25 de julio de 2002, 4.- acta de
revisión documental de fecha 25 de julio de
2002, 5.- acta de constatación de hechos de
fecha 25 de julio de 2002, 6.- Resolución de
Multa Administrativa Nº 13.13.4334.02/114
de fecha 25 de julio de 2002 en la cual cons-
tan las tres infracciones y los montos de las
multas para cada una y 7.- carta informativa
en la cual el fiscalizador actuante comunica al
director sindical denunciante lo resuelto de la
fiscalización solicitada.

Tercero: Que la audiencia de rigor decre-
tada en aulas, se efectúa con los apoderados
del denunciante don Rodrigo Bravo Acevedo y
don Fernando Araya Quinta y en rebeldía de la
parte demandada, el primero señala que de
conformidad a lo dispuesto en el inciso 4º del
artículo 292 del Código del Trabajo, ratifica la
denuncia presentada ante este tribunal con
fecha 6 de diciembre último y solicita que se
dicte sentencia dentro de tercero día.

Cuarto: Que de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 243 del Código del Tra-
bajo, “los directores sindicales gozarán del
fuero laboral establecido en la legislación vi-
gente, desde la fecha de su elección y hasta
seis meses después de haber cesado en el
cargo, siempre que la cesación en él no se
hubiere producido por censura de la asamblea
sindical, por sanción aplicada por el tribunal
competente en cuya virtud deban hacer aban-
dono del mismo, o por término de la empresa,
y en el inciso 2º se agrega que durante el
lapso a que se refiere el inciso precedente el
empleador no podrá, salvo caso fortuito o
fuerza mayor, ejercer respecto de los directo-
res sindicales, las facultades que establece el
artículo 12 de este Código”. Este último ar-
tículo dispone a su vez que “el empleador
podrá alterar la naturaleza de los servicios o el
sitio o recinto en que ellos deban prestarse, a
condición de que se trate de labores similares,

que el nuevo sitio o recinto quede dentro del
mismo lugar o ciudad, sin que ello importe
menoscabo para el trabajador”.

Quinto: Que con el mérito de las pruebas
acompañadas al proceso, apreciadas en con-
ciencia, se ha establecido que la empresa Aseo
Industrial Casino Ltda. pretendió trasladar al
señor José Miguel Pérez Mercado a la comuna
de Maipú, sin haber acreditado previamente la
existencia de caso fortuito o fuerza mayor,
única situación en la cual el empleador puede
hacer efectiva, respecto de un director sindical
o respecto de un trabajador aforado, las facul-
tades de modificación de los elementos del
contrato prevista en el citado artículo 12.

Sexto: Que, en consecuencia, resulta
procedente tener por configurada la práctica
antisindical por parte de la empresa Aseo
Industrial Casino Ltda., debiendo tenerse por
ratificado el monto de la multa ya impuesta
por la Inspección Provincial del Trabajo del
Maipo, ascendentes a 10 UTM, según se
desprende de la copia del informe agregado
a fs. 1 de estos autos.

Octavo: Que corresponde asimismo ratifi-
car lo decretado por este tribunal al proveerse
el primer otrosí de la presentación de fs. 13.

Por estas consideraciones y vistos, ade-
más, lo que disponen los artículos 7º, 14,
243, 289 y 292 del Código del Trabajo, se
declara:

Que ha lugar a la denuncia deducida a
fs. 13 en todas sus partes; salvo en cuanto
al monto de la multa, a lo cual deberá estarse
a los términos señalados en el motivo sexto.

Remítase copia de esta sentencia a la
Dirección del Trabajo, en su oportunidad.

Regístrese y notifíquese.

Dictada por doña Carmen Edith Astorga
Méndez, Juez Titular del 3  Juzgado Laboral
de San Bernardo.

Rol Nº 2.344-02.
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MATERIA NUMERO FECHA PAGINA

INDICE TEMATICO

Contrato individual. Legalidad de cláusula. Comisiones ....... 351/023 22.01.04 96
Derechos fundamentales. Principio no discriminación ......... 352/024 22.01.04 98
Derechos fundamentales. Principio no discriminación ......... 543/031 2.02.04 112
Descanso compensatorio. Días domingo. Cumplimiento ...... 542/030 2.02.04 110
Descanso semanal. Duración ............................................ 227/018 16.01.04 82
Dirección del Trabajo. Competencia. Terminación con-

trato individual. Calificación. Causales .......................... 599/037 3.02.04 126
Estatuto de Salud. Calificación. Competencia Dirección

del Trabajo ................................................................. 228/019 16.01.04 84
Estatuto de Salud. Directores. Jornada de trabajo .............. 547/035 2.02.04 123
Estatuto de Salud. Directores. Nombramiento.................... 547/035 2.02.04 123
Estatuto Docente. Asignación de experiencia. Oportuni-

dad de pago ................................................................ 484/028 28.01.04 107
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Feriado ....... 543/031 2.02.04 112
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Jornada

de trabajo. Proporcionalidad ......................................... 320/020 21.01.04 87
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Jornada.

Distribución. Modificación ............................................ 599/037 3.02.04 126
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Jornada.

Distribución. Modificación ............................................ 599/037 3.02.04 126
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Reduc-

ción carga horaria ....................................................... 320/020 21.01.04 87
Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Titulares.

Carga horaria. Renuncia .............................................. 320/020 21.01.04 87
Feriado cómputo. Sistema excepcional .............................. 350/022 22.01.04 93
Feriado progresivo. Otorgamiento ..................................... 532/029 2.02.04 108
Feriado. Remuneración íntegra. Cálculo ............................. 551/036 3.02.04 126
Negociación Colectiva. Extensión de beneficios. Aporte

sindical. Devolución. Facultades Dirección del Traba-
jo ............................................................................... 482/026 28.01.04 102

Negociación Colectiva. Instrumento coletivo. Vigencia
Ley Nº 19.759. Duración ............................................. 349/021 22.01.04 90

DICTAMENES DE LA DIRECCION
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MATERIA NUMERO FECHA PAGINA

Negociación colectiva. Objeción de legalidad ..................... 545/033 2.02.04 118
Negociación colectiva. Sindicato interempresa .................. 600/038 3.02.04 129
Organizaciones sindicales vigentes entrada en vigor Ley
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Fuentes: Código del Trabajo, artículos
35, 36 y 37.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 487/36,
de 26.01.99; 3.552/189, de 16.06.97 y
1.666/64, de 13.03.95.

Mediante presentación citada en el ante-
cedente... solicita de esta Dirección un pro-
nunciamiento acerca de si se encuentra ajus-
tado a derecho el sistema de turnos rotativos
semanales implementado por la recurrente,
particularmente respecto al descanso de los
trabajadores que prestan sus servicios en el
área de producción, conforme a lo estableci-
do en los artículos 35 y 36 del Código del
Trabajo.

Al respecto, cúmpleme informar a Ud. lo
siguiente:

El inciso 1º del artículo 35 del Código
del Trabajo expresa:

“Los días domingo y aquellos que la ley
declare festivos serán de descanso, salvo
respecto de las actividades autorizadas por
ley para trabajar en esos días”.

Por su parte, el artículo 36 del mismo
Código, prescribe:

“El descanso y las obligaciones y prohi-
biciones establecidas al respecto en el artícu-
lo anterior empezarán a más tardar a las 21

JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL MES

Descanso semanal. DuraciOn.

227/18, 16.01.04.

El sistema de turnos rotativos aplicable a los trabajadores del área de pro-
ducción de la Compañía…, descrito en el cuerpo del presente informe, se
encuentra ajustado a derecho.

horas del día anterior al domingo o festivo y
terminarán a las 6 horas del día siguiente de
éste, salvo las alteraciones horarias que se
produzcan con motivo de la rotación de los
turnos de trabajo”.

A su vez, el artículo 37 del citado Códi-
go, establece:

“Las empresas o faenas no exceptuadas
del descanso dominical no podrán distribuir
la jornada ordinaria de trabajo en forma que
incluya el día domingo o festivo, salvo el
caso de fuerza mayor”.

“Si la Dirección del Trabajo estableciere
fundadamente que no hubo fuerza mayor, el
empleador deberá pagar las horas como “ex-
traordinarias y se le aplicará una multa con
arreglo a lo previsto en el artículo 477”.

Del análisis conjunto de las disposicio-
nes legales transcritas se desprende, por una
parte, que el descanso dominical y de días
festivos, por regla general, debe comenzar, a
más tardar, a las 21 horas del día sábado o
del día que precede al correspondiente festi-
vo y que debe terminar a las 06:00 horas del
día lunes o del día siguiente al respectivo
festivo.

Se infiere, asimismo, que sólo en el even-
to de que en la respectiva empresa hubiere
un sistema de turnos rotativos de trabajo,
éstos podrán abarcar parte de aquellas horas
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en que rige el descanso dominical y de días
festivos, excepción esta última que se tradu-
ce en que los trabajadores sujetos a dicho
sistema pueden prestar servicios en el lapso
que media entre las 21:00 horas y las 24:00
horas del día sábado o de aquel que precede
a un festivo, o entre las 00:00 y las 06:00
horas del día lunes o del día que sigue al
festivo, cuando el respectivo turno incida en
dichos períodos.

Ahora bien, de acuerdo a la reiterada
jurisprudencia administrativa de este Servi-
cio, dicha excepción no significa en caso
alguno que la ley autorice la prestación de
servicios entre las 00:00 horas del día do-
mingo o festivo y las 00:00 horas del lunes o
del día que sigue al festivo, puesto que tal
posibilidad no importaría una simple altera-
ción horaria como lo señala la propia ley,
sino una verdadera excepción al descanso
dominical y de días festivos, la que no se
encuentra establecida en el texto legal en
comento.

En estas circunstancias, posible es con-
cluir que si bien la jornada del día sábado o
del día que precede a un festivo puede ex-
tenderse después de las 21 horas cuando en
la empresa hubiere turnos rotativos de traba-
jo, no es menos cierto que el respectivo
turno no puede comprender parte alguna del
día domingo o festivo.

Por otra parte, de las mismas normas en
comento se infiere que a las empresa o fae-
nas no exceptuadas del descanso dominical
les está prohibido distribuir la jornada ordina-
ria de trabajo de manera tal que incluya los
días domingo o festivos.

Igualmente, fluye que dicha prohibición
reconoce una excepción, cual es, que exista
fuerza mayor, la que, en todo caso, deberá
ser calificada “a posteriori” por la Dirección
del Trabajo, señalándose que en el evento de
que este Organismo estableciera que no hubo
fuerza mayor, las horas trabajadas en días
domingo o festivos deberán ser pagadas como

extraordinarias por el empleador, sin perjuicio
de la multa administrativa correspondiente.

Lo expresado en acápites anteriores se
encuentra en armonía con lo sustentado por
esta Dirección, entre otros, en Dictamen
Nº 1.666/64, de 13.03.95.

Ahora bien, en la especie, del análisis de
los antecedentes reunidos en torno a la situa-
ción que nos ocupa, en especial del informe
de fiscalización evacuado por la Inspección
Provincial del Trabajo Santiago, se tiene que
el 31 de mayo del año 2002, la empresa y el
sindicato de trabajadores existente en ella
convinieron, a fin de adelantarse a la entrada
en vigencia de la jornada ordinaria de trabajo
de 45 horas semanales, que a partir del 1º de
septiembre del año 2002 la jornada ordinaria
de los trabajadores que laboran en producción
será de 45 horas semanales, distribuida en
tres turnos rotativos semanales, a saber:

Primer Turno (denominado “de noche”)
Lunes de 00,00 a 08,00 horas
Lunes de 23,00 a martes 07,00 horas
Martes de 23,00 a miércoles 07,00 horas
Miercoles de 23,00 a jueves 07,00 horas.
Jueves de 23,00 a viernes 07,00 horas
Viernes de 23,00 a sábado 07,00 horas.

Segundo Turno (denominado “de mañana”)
De lunes a sábado de 07,00 a 15 horas.

Tercer Turno (denominado “de tarde”)
De lunes a sábado de 15,00 a 23,00 horas.

Cabe señalar que la semana se inicia
con el turno nocturno que comienza a las
00,00 del lunes hasta las 08,00 horas de
dicho día y el mismo personal ingresa a las
23,00 del lunes hasta las 07,00 horas del
martes. Asimismo que, cuando el día lunes
sea festivo la jornada semanal de trabajo se
inicia a las 00,00 del día martes y si además
del día lunes también fuese festivo el martes
u otros días consecutivos, la jornada ordina-
ria se iniciará a las 00,00 horas del primer día
hábil de la semana. Es del caso agregar que
con el sistema de turnos rotativos semanales
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descrito los trabajadores involucrados labo-
ran 45 horas semanales.

En estas circunstancias, aplicando la doc-
trina reseñada en párrafos que anteceden al
caso en consulta, no cabe sino concluir que
el sistema de turnos rotativos de que se trata
se encuentra ajustado a derecho, toda vez
que, por una parte, permite descansar ínte-
gramente el día domingo y el descanso en
días festivos se encuentra asegurado al tras-
ladarse, en tal caso, el inicio de la jornada al
primer día hábil de la semana y, por otra, el
tercer turno, esto es, el “de tarde” que termi-
na el día sábado a las 23,00 horas y que

sería el cual podría prestarse a dudas en
cuanto al descanso, se encuentra justamen-
te en la excepción ya comentada que permi-
te prestar servicios en el lapso que media
entre las 21,00 horas y las 24,00 horas del
día sábado.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas, jurisprudencia
y consideraciones fomuladas, cúmpleme in-
formar a Ud. que el sistema de turnos rotati-
vos aplicable a los trabajadores del área de
producción de la Compañía…, descrito en el
cuerpo del presente informe, se encuentra
ajustado a derecho.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículo 46.
Decreto Nº 1.889, de 1995, artículos 63 y
64.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 272/13,
de 20.01.2000 y 540/33, de 5.02.97.

A través de la presentación del antece-
dente…, se solicita pronunciamiento sobre
materias reguladas por la Ley 19.378, parti-
cularmente:

1) ¿Quién es el jefe directo para los efectos
de la calificación del Director del Consul-
torio General Rural de la Comuna de
Dalcahue, si el Secretario General de la
Corporación Municipal de Dalcahue que

administra dicho consultorio, o la Jefa
de Personal de la misma entidad que
sólo habría sido designada en este cargo
con posterioridad a la fecha en que aquel
funcionario se desempeña como direc-
tor de dicho establecimiento?

2) ¿Está legalmente permitido que una
funcionaria que no es parte de la dota-
ción de salud de la Ley Nº 19.378, califi-
que al Director de un consultorio cuan-
do, además, en el contrato de trabajo de
éste figura como jefe directo el Secreta-
rio General de la entidad administradora
de salud municipal, y cuál es la posición
jerárquica de la jefa de personal respec-
to al Director del Consultorio?

Estatuto de Salud. Calificacion. Competencia DirecciOn del Trabajo.

228/19, 16.01.04.

La Dirección del Trabajo debe abstenerse de emitir pronunciamiento, por
ahora, sobre supuestas irregularidades cometidas en el proceso de califica-
ción del personal dependiente de la Corporación Municipal “Ramón Freire”
de Dalcahue, para no interferir en la resolución de la apelación interpuesta
por el funcionario afectado sobre la base de las mismas irregularidades
denunciadas.
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3) En el caso que la ley faculte a la Jefa de
personal para calificar al Director del Con-
sultorio ¿puede esta jefa de personal
calificar a dicho funcionario en el perío-
do 1º de septiembre de 2002 al 31 de
agosto de 2003 cuando el cargo lo asu-
mió el 22 de enero de 2003, más aún si
a la época de la consulta se le había
hecho entrega de la primera precalifica-
ción del período por parte de la jefa de
personal que comprende los meses de
septiembre, octubre, noviembre y diciem-
bre de 2002, fechas en que no existía el
cargo de jefa de personal?

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

En Dictamen Nº 272/13, de 20.01.2000,
la Dirección del Trabajo ha resuelto que “En
el sistema de salud municipal, la precalifica-
ción del trabajador sujeto a calificación debe
efectuarla su jefe directo que tenga la cali-
dad de funcionario, y no por personas que
cumplan tareas o funciones en cargos no
contemplados por la ley en la estructura fun-
cional de la salud municipal”.

Ello, porque de acuerdo con lo dispuesto
por los artículos 59 y 67 del Decreto
Nº 1.889, de 1995, Reglamento de la carrera
funcionaria del personal regido por el Estatu-
to de Atención Primaria de Salud Municipal,
la precalificación debe efectuarse por el jefe
directo del funcionario sujeto a calificación,
esto es, quien es habitualmente el jefe direc-
to del funcionario a precalificar en cuyo caso
deberá establecerse en los hechos la perso-
na que ejerce esa habitualidad, toda vez que
el proceso técnico de la Calificación del per-
sonal que contempla la ley, la precalificacion
constituye el antecedente previo y necesario
a considerar por la Comisión de Calificación,
por así disponerlo expresamente el artículo
67 del Decreto Nº 1.889.

En la especie, el Director del Consultorio
General Rural de Dalcahue impugnó el proce-
dimiento legal de calificaciones ejerciendo el
recurso de apelación que contempla el ar-

tículo 65 del Decreto Nº 1.889 según lo mani-
fiesta en su presentación de 15.12.2003,
porque las precalificaciones realizadas en su
caso como director de ese establecimiento y
como tecnólogo médico, por la jefa de perso-
nal de la Corporación Municipal de Dalcahue
que adminstra dicho consultorio, es una per-
sona que a su juicio no estaría habilitada
para realizar esas precalificaciones.

En efecto, precisa que dicha persona
no tiene la calidad de funcionaria ni pertene-
ce a la dotación de atención primaria, su
designación en el cargo se realizó a partir
del 22 de enero de 2003 como da cuenta el
Ord. Nº 103, de 22.01.2003 de la Corpora-
ción Municipal de Dalcahue y, en conse-
cuencia, con posterioridad al período a cali-
ficar comprendido entre el 1º.09.2002 has-
ta el 31.08.2003, y porque a su juicio, dicha
persona no tendría los conocimientos técni-
cos para evaluar el desempeño del Tecnólo-
go Médico como tal y como director del
Consultorio, y por esas mismas razones con-
sidera que tampoco estaría habilitada para
presidir la Comisión de Calificación, por todo
lo cual el funcionario afectado concluye que
en su caso, debía realizar esas precalificacio-
nes el Alcalde o el Secretario General de la
Corporación, en su caso.

Sobre el particular, cabe consignar que el
funcionario ocurrente ha señalado en su pre-
sentación de 15.12.2003, que por no estar
de acuerdo con la precalificación realizada por
la Jefa de Personal, interpuso las apelaciones
correspondientes, recurso que habría funda-
mentado sobre la base de las mismas irregula-
ridades que supuestamente se habrían come-
tido en el último proceso de calificación como
lo denuncia en ambas presentaciones singula-
rizadas en el antecedente 2).

En este contexto, corresponde precisar
que a través de la respuesta 1) del Dictamen
Nº 540/33, de 5.02.97, se ha resuelto que
“La Dirección del Trabajo se abstendrá de
emitir pronunciamiento sobre materia cuyo
conocimiento y resolución, está sujeto a un
procedimiento legal que no ha agotado todas
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sus instancias”, criterio que aparece reiterado
en Dictamen Nº 1.593/97, de 24.05.2002.

Ello, porque cuando se encuentra pen-
diente la vista de la apelación interpuesta por
un funcionario, para que se revise un proce-
so legal que contempla el Estatuto de Aten-
ción Primaria de Salud Municipal, y no obs-
tante la facultad contenida en la letra b) del
artículo 5º del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 2, de 1967, Orgánico de la Dirección del
Trabajo, dicho organismo fiscalizador debe
abastenerse de emitir pronunciamiento sobre
el particular, precisamente con el propósito
de no interferir en un procedimiento legal
que no ha agotado todas sus instancias.

De acuerdo con lo expresado por el mis-
mo trabajador afectado, en sus presentacio-
nes ante la Dirección del Trabajo y la Contra-
loría General de la República, respectivamen-
te, se encuentra en pleno vigor el proceso de
calificación del personal de atención primaria
de salud correspondiente al período septiem-
bre de 2002-agosto de 2003, de acuerdo
con lo dispuesto por los artículos 46 de la
Ley Nº 19.378 y 63 y 64 del Decreto
Nº 1.889, reglamento de la carrera funciona-
ria del personal regido por el Estatuto de
Atención Primaria de Salud Municipal, y cada
una de las supuestas irregularidades cometi-

das en dicho procedimiento habrían sido invo-
cadas por el mismo trabajador como argu-
mentos para formalizar la apelación y solici-
tar la revisión de su calificación.

Lo anterior, implica que de acuerdo con
la doctrina administrativa más arriba citada,
la suscrita está impedida de emitir el pronun-
ciamiento sobre cada una de las materias
consultadas, toda vez que todas ellas están
vinculadas al recurso de apelación interpues-
to por el funcionario, donde eventualmente
puede corregirse el procedimiento de la ma-
nera que pretende el recurrente y, en todo
caso, porque no corresponde interferir en un
procedimiento legal que no ha agotado todas
las instancias que contempla la Ley Nº 19.378
y su reglamento de la carrera funcionaria.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar que la Dirección del Tra-
bajo debe abstenerse de emitir pronuncia-
miento, por ahora, sobre supuestas irregula-
ridades cometidas en el proceso de califica-
ción del personal dependiente de la Corpora-
ción Municipal “Ramón Freire” de Dalcahue,
para no interferir en la resolución de la apela-
ción interpuesta por el funcionario afectado
sobre la base de las mismas irregularidades
denunciadas.
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Fuentes: Ley Nº 19.070, artículos 69,
incisos 1º, 2º, 3º y 4º y 76.

Concordancias: Dictamen Nº 956/45, de
14.03.2001.

Mediante presentación del anteceden-
te…, ha solicitado de esta Dirección un pro-
nunciamiento acerca de las siguientes mate-
rias relacionadas con los profesionales de la
educación que prestan servicios en estable-
cimientos educacionales dependientes de las
Corporaciones Municipales:

1) Si les son aplicables las normas sobre
proporcionalidad de la jornada de traba-
jo, contenidas en el Estatuto Docente,
cuando la labor a desempeñar es la do-
cente propiamente tal.

2) Si los docentes que han cumplido 30 o
más años de servicios y que tienen una

jornada de 32 o más horas cronológicas
semanales, les asiste el beneficio a la
rebaja de la carga horaria prevista en el
inciso final del artículo 69 de la Ley Nº
19.070.

3) Si los docentes titulares tienen derecho
a renunciar a parte de las horas por las
que se encuentran contratados, retenien-
do la titularidad de las restantes:

Al respecto, cumplo en informar a Ud. lo
siguiente:

1) En lo que dice relación con la primera
consulta formulada, cabe señalar que
los incisos 1º, 2º 3º y 4º del artículo 69
de la Ley Nº 19.070, disponen:

“La jornada semanal docente se confor-
mará por horas de docencia de aula y ho-
ras de actividades curriculares no lectivas.

Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Jornada de trabajo. Propor-
cionalidad. ReducciOn carga horaria. Titulares. Renuncia.

320/20, 21.01.04.

1) A los profesionales de la educación que prestan servicios en estableci-
mientos educacionales dependientes de Corporaciones Municipales les
son aplicables las normas sobre proporcionalidad de la jornada de traba-
jo contenidas en los incisos 2º y 4º del artículo 69 de la Ley Nº 19.070.

2) A los docentes que prestan servicios en establecimientos educacionales
dependientes de Corporaciones Municipales que han cumplido 30 o
más años de servicios y que tienen una jornada de 32 o más horas
cronológicas semanales, les asiste el beneficio a la rebaja de la carga
horaria prevista en el inciso final del artículo 69 de la Ley Nº 19.070.

3) Los profesionales de la educación incorporados a la dotación docente
en calidad de titulares tienen derecho a renunciar a parte de su jornada
de trabajo, manteniendo la titularidad de las restantes, no pudiendo
dicha reducción exceder del 50% del total de su carga horaria, sin per-
juicio de la facultad del empleador de negar lugar a la referida renuncia
cuando con ella se afecte la continuidad del servicio educacional.
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“La docencia de aula semanal no podrá
exceder de 33 horas, excluidos los re-
creos, en los casos en que el docente
hubiere sido designado en una jornada
de 44 horas. El horario restante será
destinado a actividades curriculares no
lectivas.

“Cuando la jornada contratada fuere in-
ferior a 44 horas semanales, el máximo
de clases quedará determinado por la
proporción respectiva.

“La docencia de aula semanal para los
docentes que se desempeñen en esta-
blecimientos educacionales que estén
afectos al régimen de Jornada Escolar
Completa Diurna, no podrá exceder de
las 32 horas con 15 minutos excluidos
los recreos, cuando la jornada contrata-
da fuere igual a 44 horas semanales. El
horario restante será destinado a activi-
dades curriculares no lectivas. Cuando
la jornada contratada fuere inferior a 44
horas semanales e igual o superior a 38
horas semanales, el máximo de clases
quedará determinado por la proporción
respectiva”.

De la norma legal precedentemente
transcrita, aplicable a los contratos cele-
brados entre profesionales de la educa-
ción y establecimientos educacionales ad-
ministrados por Corporaciones Municipa-
les, se infiere que la jornada máxima ordi-
naria de trabajo de quienes ejercen activi-
dades docentes es de 44 horas semana-
les, existiendo una limitante en relación
con la jornada destinada a docencia de
aula, en el sentido que no puede sobre-
pasar de 33 horas semanales excluidos
los recreos, destinándose el horario res-
tante a labores curriculares no lectivas.

De la misma disposición aparece que si
la jornada que se conviniere fuere infe-
rior a 44 horas semanales, el máximo
de aula debe determinarse proporcio-
nalmente.

Finalmente, se infiere que tratándose del
personal docente que labora en estable-
cimientos educacionales afecto al régi-
men de jornada escolar completa diurna,
la jornada de 44 horas cronológicas se-
manales, no puede comprender para do-
cencia de aula una carga superior a 32
horas con 15 minutos o proporcional-
mente si la jornada fuere inferior a 44
horas e igual o superior a 38 horas se-
manales, debiendo destinarse el horario
restante a actividades curriculares no
lectivas y recreos.

De esta suerte, atendida la imperatividad
de la norma legal antes transcrita y co-
mentada, en el sentido que la jornada
ordinaria semanal de los profesionales
de la educación que desarrollan labores
docentes propiamente tal necesariamen-
te debe contemplar una parte para efec-
tuar docencia de aula y otra parte para
actividades curriculares no lectivas, pre-
ciso es concluir que no resulta jurídica-
mente procedente que los profesionales
de la educación sean contratados exclu-
sivamente para labores de docencia de
aula sin considerar horas destinadas a
actividades curriculares no lectivas.

2) En lo que dice relación con esta consul-
ta, adjunto se remite a Ud. copia de
Dictamen Nº 956/45, de 14.03.2001,
que contiene la doctrina del servicio en
relación con la materia de que se trata.

3) Finalmente y en lo referente a esta pre-
gunta, cabe señalar que de conformidad
a lo previsto en el artículo 76 de la Ley
Nº 19.070, los profesionales de la edu-
cación incorporados a la dotación do-
cente en calidad de titulares tienen dere-
cho a renunciar a parte de su carga
horaria, manteniendo la titularidad de las
restantes.

Dicha reducción, sin embargo, no puede
exceder del 50% del total de su carga
horaria, pudiendo el empleador, en todo
caso, negar lugar a dicha renuncia cuan-
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do con ella se afecte la continuidad del
servicio educacional.

En efecto, la referida disposición legal,
prevé:

“Los profesionales de la educación que
desempeñen una función docente en ca-
lidad de titulares podrán renunciar a par-
te de las horas por las que se encuen-
tren designados o contratados, según
corresponda, reteniendo la titularidad de
las restantes.

“El derecho señalado en el inciso ante-
rior no regirá cuando la reducción exce-
de del 50% de las horas que desempe-
ñan de acuerdo a su designación o con-
trato. En todo caso, el empleador podrá
rechazar la renuncia cuando afecte la
continuidad del servicio educacional.

“La renuncia parcial a la titularidad de
horas deberá ser comunicada al em-
pleador a lo menos con treinta días de
anticipación a la fecha en que deba
producir sus efectos, quien procederá,
si la autoriza, a modificar los decretos
alcaldicios a los contratos según co-
rresponda”.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-

nes formuladas, cumplo en informar a Uds.,
lo siguiente:

1) A los profesionales de la educación que
prestan servicios en establecimientos
educacionales dependientes de Corpo-
raciones Municipales les son aplicables
las normas sobre proporcionalidad de la
jornada de trabajo contenidas en los
incisos 2º y 4º del artículo 69 de la Ley
Nº 19.070.

2) A los docentes que prestan servicios en
establecimientos educacionales depen-
dientes de Corporaciones Municipales que
han cumplido 30 o más años de servicios
y que tienen una jornada de 32 o más
horas cronológicas semanales, les asiste
el beneficio a la rebaja de la carga horaria
prevista en el inciso final del artículo 69
de la Ley Nº 19.070.

3) Los profesionales de la educación incor-
porados a la dotación docente en cali-
dad de titulares tienen derecho a renun-
ciar a parte de su jornada de trabajo,
manteniendo la titularidad de las restan-
tes, no pudiendo dicha reducción exce-
der del 50% del total de su carga hora-
ria, sin perjuicio de la facultad del em-
pleador de negar lugar a la referida re-
nuncia cuando con ella se afecte la con-
tinuidad del servicio educacional.
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Fuentes: Código del Trabajo, artículos
5º, inciso 2º, 347, inciso 1º. Ley sobre Efec-
to Retroactivo de las Leyes, artículo 22.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 814/36,
6.02.92 y 736/28, de 3.02.92.

Mediante presentación citada en el an-
tecedente solicita la reconsideración de la
doctrina contenida en el punto 1) del Dicta-
men Nº 4.962/231, de 27.12.2001, de esta
Repartición, conforme a la cual, “Los con-
tratos colectivos celebrados con anteriori-
dad al 1º de diciembre de 2001, fecha de
entrada en vigencia de la Ley Nº 19.759,
que establecen un plazo de duración al que
señala el inciso 1º del artículo 347 del Códi-
go del Trabajo, no podrán tener una vigen-
cia superior a cuatro años a partir de esa
fecha”.

Fundamenta su solicitud en las disposi-
ciones constitucionales y legales que indica,
entre otras, en el artículo 19 Nº 24 de la
Constitución Política de la República, artícu-
los 9º, 1545, 1560 del Código Civil y, en
especial, en el artículo 22 de la Ley sobre
Efecto Retroactivo de las Leyes, que a la
letra establece:

“En todo contrato se entenderán incor-
poradas las leyes vigentes al tiempo de su
celebración.

“Exceptúanse de esta disposición:

“1º Las leyes concernientes al modo de
reclamar en juicio los derechos que resulta-
ren de ellos; y

“2º Las que señalan penas para el caso
de infracción de lo estipulado en ellos; pues
ésta será castigada con arreglo a la ley bajo
la cual se hubiere cometido”.

Sobre la base de dicha disposición legal
y de las otras normas invocadas, se estima
que la doctrina impugnada es errónea y debe
ser reconsiderada teniendo presente que con
anterioridad a la vigencia de la Ley Nº 19.759,
que estableció que el plazo máximo de dura-
ción de los contratos colectivos y fallos
arbitrales no podía ser superior a cuatro años,
no existía tal límite, de manera tal que las
partes pudieron válidamente pactar un plazo
superior a dicho máximo.

En lo sustancial, se aduce que el funda-
mento de la doctrina impugnada, cual es, el
efecto inmediato de las leyes laborales, el
que importa aplicar la nueva ley desde su
promulgación, incluso a situaciones jurídicas
nacidas antes de su vigencia, implica dar a
ésta efecto retroactivo ya que afecta o modi-
fica los acuerdos válidamente contraídos con-
forme a la ley vigente a la fecha de su
celebración, lo cual, a su juicio, no resulta

NegociaciOn Colectiva. Instrumento coleCtivo. Vigencia Ley
Nº 19.759. DuraciOn.

349/21, 22.01.04.

Los contratos colectivos celebrados con anterioridad al 1º de diciembre de
2001, fecha de entrada en vigencia de la Ley Nº 19.759, que establecen un
plazo de duración superior al que señala el inciso 1º del artículo 347 del
Código del Trabajo, no podrán tener una vigencia superior a cuatro años
contados a partir de esa fecha. Niega lugar a reconsideración del punto 1)
del Dictamen Nº 4.962/231, de 27.12.01, de esta Dirección. Niega lugar a
reconsideración del punto 1) del Dictamen Nº 4.962/231, de 27.12.2001.
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jurídicamente procedente teniendo presente
que la retroactividad es una excepción y,
como tal, debe ser aplicada en forma restrin-
gida y a los casos expresamente señalados
por el legislador, lo que no ocurre con la Ley
Nº 19.759.

Se señala finalmente que más allá del
análisis de las diferentes teorías existentes
en materia de retroactividad, no se debe
omitir que, según el sentido que uniforme-
mente se ha dado al artículo 22 de la Ley
sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, resul-
ta claro que los efectos de un contrato se
deben regir por la ley vigente a la época de
su celebración y que, por lo tanto, no corres-
ponde que se señale que los plazos acorda-
dos por las partes se han visto alterados por
una nueva disposición legal de vigencia pos-
terior a dicho acuerdo.

Sobre el particular, cúmpleme expresar
lo siguiente:

La conclusión que se contiene en el dic-
tamen impugnado es jurídicamente correcta si
se analizan los argumentos y consideraciones
que le sirven de fundamento, los cuales, con-
trariamente a lo que sostiene el recurrente, no
implican dar a las normas del artículo 347 del
Código del Trabajo, en su nuevo texto fijado
por la Ley Nº 19.759, efecto retroactivo.

En efecto, para arribar a la señalada
conclusión se consideró, por una parte, el
carácter eminentemente protector del dere-
cho del trabajo y la naturaleza de orden pú-
blico de las normas que lo conforman, lo que
se traduce en la irrenunciabilidad de los dere-
chos consagrados por las leyes laborales,
recogida en el Código del Trabajo en su ar-
tículo 5º, inciso 2º, el cual establece:

“Los derechos establecidos por las leyes
laborales son irrenunciables mientras subsis-
ta el contrato de trabajo”.

Ahora bien, la señalada irrenunciabilidad
trae como necesaria consecuencia que la ley
laboral rija in actum y, por lo tanto, deje sin

efecto, todas las normas que la contravengan
y que se encuentran establecidas en los con-
tratos individuales y/o colectivos de trabajo
celebrados con anterioridad a su entrada en
vigencia, con excepción, obviamente, de aque-
llas estipulaciones que pudieren ser más favo-
rables al trabajador, como ocurriría, por ejem-
plo, con una cláusula contractual que estable-
ciera un régimen de jornada, descansos o
feriado más favorables al trabajador que los
contemplados en la nueva normativa o bene-
ficios superiores a aquellos que ésta consa-
gra.

Lo anterior se explica fácilmente si se
considera que la protección al trabajador se
perdería si las estipulaciones convencionales
pudieren prevalecer sobre las normas legales
dictadas con posterioridad a la celebración
del contrato.

Cabe agregar que el carácter de orden
público de las normas reguladoras del Códi-
go del Trabajo, y su vigencia in actum, tie-
nen consagración constitucional según se
desprende de la disposición contenida en el
inciso 4º del artículo 62 de la Constitución
Política que nos rige, el cual confiere al Presi-
dente de la República la iniciativa exclusiva,
entre otras, para fijar remuneraciones míni-
mas de los trabajadores del sector privado,
aumentar obligatoriamente sus remuneracio-
nes y demás beneficios económicos o alterar
las bases que sirvan para determinarlos.

Como es dable apreciar y tal como lo ha
sostenido el tratadista nacional y profesor de
Derecho del Trabajo Sr. Francisco Walker
Errázuriz, el referido precepto “está dando
claramente el carácter de norma de orden
público a las disposiciones reguladoras del
contrato de trabajo, puesto que el imperio de
la ley prevalecerá por sobre la voluntad de
las partes que hubieren dado origen a los
contratos vigentes a la fecha de dictación de
la ley que modifique las remuneraciones o las
bases sobre las cuales ellas se determinan”.

Ello permite afirmar, que en nuestro or-
denamiento jurídico la vigencia in actum de
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la legislación laboral se encuentra amparada
constitucionalmente.

Al respecto, el mencionado autor señala
que mediante fallo de 29.11.82 del Tribunal
Constitucional, dictado con ocasión del pro-
yecto que dio origen a la Ley Nº 18.198, se
sentó el precedente relativo a que “tanto de
acuerdo a la Constitución actual como a la
de 1925 las leyes laborales rigen in actum”.
En corroboración de ello, el mismo autor
agrega que el informe de la Comisión de
Constitución, Legislación, Justicia y Regla-
mento del Senado, evacuado bajo la presi-
dencia del jurista don Fernando Alessandri
Rodríguez, en lo pertinente, expresa:

“la ley que estatuye estos beneficios (se
refiere a los otorgados a los servidores públi-
cos o a los asalariados en general), como
asimismo, la que los modifica, tienen el ca-
rácter de administrativa y de orden público,
respectivamente, según el caso y, en conse-
cuencia, rige in actum, porque en estas ma-
terias, como lo reconoce la doctrina y la
jurisprudencia, no hay derechos adquiridos”.

Por su parte, el tratadista Paul Roubier, en
su obra “Los conflictos de las leyes en el
tiempo (Tomo l, págs. 558 y siguientes) sostie-
ne que el efecto inmediato de la ley encuentra
su fundamento en que “nosotros vivimos bajo
el régimen de la unidad de la legislación y no
se concibe que leyes diferentes puedan regir
simultáneamente situaciones jurídicas de la
misma naturaleza, porque ello constituiría un
peligro para el comercio jurídico. El efecto
inmediato se justifica también, pues, por una
necesidad de seguridad jurídica”.

De esta forma, resulta claro que por el
efecto inmediato de la ley, ya analizado, el
nuevo texto del artículo 347 del Código del
Trabajo, fijado, como ya se expresara, por la
Ley Nº 19.759, vigente a partir del 1º.12.2001,
resulta aplicable a los contratos colectivos
vigentes a la fecha indicada.

La conclusión anterior se corrobora aún
más si tenemos presente la opinión susten-

tada por el tratadista Américo Plá Rodríguez
en su obra “Curso de Derecho Laboral“,
Tomo 1, Volumen 1, págs. 173 y siguien-
tes, referida a la aplicación de las normas
laborales en el tiempo, el que, después de
analizar las diferentes posiciones doctrinarias
al respecto, una de las cuales propugna
que la nueva ley debe regir todos los efec-
tos de los contratos que se celebren con
posterioridad a la fecha de entrada en vi-
gencia de la ley, criterio que no comparte,
señala que ello “significaría postergar la
aplicación de la nueva norma a los contra-
tos que se celebrarían con posterioridad”
agregando que “Ello no sólo contraría el
carácter de orden público que generalmente
tiene la norma laboral, sino que llegaría a
una situación caótica: en un establecimien-
to, cada trabajador se regiría por una norma
distinta, según la época en que hubiere in-
gresado a él”.

Ahora bien, en opinión de este Servicio,
la conclusión expuesta en párrafos prece-
dentes no puede verse desvirtuada por lo
dispuesto en el artículo 22 de la Ley sobre
Efecto Retroactivo de las Leyes, invocada en
la presentación que nos ocupa, toda vez que
dicho precepto sólo tiene aplicación cuando
los contratos representan instrumentos de
diferenciación, es decir, cuando su conteni-
do queda entregado a la voluntad creadora
de los individuos, lo que no ocurre con los
contratos de trabajo.

En otros términos, dicha norma resulta
aplicable a los contratos en que prima la
autonomía de la voluntad de los contratan-
tes, los que obviamente, no pueden verse
afectados por leyes dictadas con posteriori-
dad a su celebración, debiendo, en conse-
cuencia, continuar rigiéndose por la normati-
va vigente a esa época.

No ocurre lo mismo con los contratos de
trabajo en los cuales, a diferencia de los
anteriores, no prima la autonomía de la vo-
luntad de las partes, sino que su principal
efecto es provocar la aplicación de un esta-
tuto legalmente establecido generando para
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éstas los derechos y obligaciones que en él se
contemplan.

En relación con lo anterior, el tratadista
William Thayer Arteaga, en su obra “Manual
de Derecho del Trabajo”, Tomo ll, pág. 85,
analizando las características del contrato de
trabajo, señala que una de ellas es la de ser un
contrato dirigido”, pues compete a la legisla-
ción estatal regular los elementos básicos del
contrato, con fines tutelares, lo que implica el
consiguiente decaimiento de la autonomía de
la voluntad o libertad contractual”.

Todo lo anteriormente expuesto autoriza
para concluir que el punto 1) del Dictamen
Nº 4.962/231, de 27.12.01, se ajusta plena-

mente a derecho, por lo cual no procede su
reconsideración.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas cúmpleme informar a Ud.
que los contratos colectivos celebrados con
anterioridad al 1º de diciembre de 2001,
fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 19.759, que establecen un plazo de dura-
ción superior al que señala el inciso 1º del
artículo 347 del Código del Trabajo, no po-
drán tener una vigencia superior a cuatro
años contados a partir de esa fecha. Niega
lugar a reconsideración del punto 1) del Dic-
tamen Nº 4.962/231, de 27.12.01, de esta
Dirección.

Feriado cOmputo. Sistema excepcional.

350/22, 22.01.04.

Los trabajadores de la empresa…, afectos a un sistema excepcional de
jornada de trabajo y descansos consistente en 7 días de trabajo continuo
con 7 días consecutivos de descanso, que hacen uso de feriado colectivo,
deben iniciar el cómputo del mismo una vez concluido el ciclo de descanso
al que pudieran encontrarse afectos en ese momento y reincorporarse a sus
funciones al día siguiente de expirado dicho beneficio, en el evento de que
su respectivo turno o equipo de trabajo se encuentre laborando a dicha
fecha y, en caso contrario, una vez concluido el período de descanso que
contempla el respectivo sistema.

Fuentes: Código del Trabajo artículos 38
inciso final y 76.

Concordancias: Ord. Nº 1.420/0113, de
10.04.2000. Ord. Nº 6.959/299, de 3.11.95.
Ord. Nº 6.752/390, de 10.12.93.

Mediante Ordinario del antecedente… se
han remitido presentaciones signadas con
los números 2) y 3) en las que se solicita un
pronunciamiento acerca de la forma de otor-
gar el feriado colectivo en la empresa…. que

está sujeta a un sistema excepcional de dis-
tribución de jornada de trabajo y descansos,
consistente en 7 días de trabajo, seguidos de
7 días de descanso.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El artículo 76 del Código del Trabajo,
dispone:

“Los empleadores podrán determinar que
en sus empresas o establecimientos, o en
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parte de ellos, se proceda anualmente a su
cierre por un mínimo de quince días hábiles
para que el personal respectivo haga uso de
del feriado en forma colectiva.

En este caso, deberá concederse el fe-
riado a todos los trabajadores de la respecti-
va empresa o sección, aun cuando indivi-
dualmente no cumplan con los requisitos para
tener derecho a él, entendiéndose que a és-
tos se les anticipa”.

Del precepto legal preinserto se colige
que feriado colectivo es aquel que se con-
cede a todos los trabajadores de una empre-
sa o establecimiento o de una sección de
ellos.

Se infiere, además, que el feriado colec-
tivo no puede tener una duración menor de
quince días hábiles y que debe concederse a
todos los dependientes que laboran en la
empresa o sección correspondiente, enten-
diéndose que se anticipa a aquellos que aún
no cumplen los requisitos para gozar del des-
canso.

A su vez, el inciso 6º del artículo 38 del
Código del Trabajo, relativo a trabajadores
que se desempeñan en empresas o faenas
exceptuadas del descanso dominical, pres-
cribe:

“Con todo, en casos calificados, el Direc-
tor del Trabajo podrá autorizar, previo acuer-
do de los trabajadores involucrados, si los
hubiere, y mediante resolución fundada, el
establecimiento de sistemas excepcionales de
distribución de jornadas de trabajo y descan-
sos, cuando lo dispuesto en este artículo no
pudiere aplicarse, atendidas las especiales ca-
racterísticas de la prestación de servicios y se
hubiere constatado, mediante fiscalización, que
las condiciones de higiene y seguridad son
compatibles con el referido sistema”.

De la norma legal precedentemente
transcrita se infiere que el legislador ha en-
tregado al Director del Trabajo la facultad de

autorizar, mediante resolución fundada, la
implementación de sistemas excepcionales
de distribución de la jornada de trabajo y los
descansos, lo que podrá hacer cuando exista
una situación calificada, previo acuerdo de
los trabajadores involucrados.

Precisado lo anterior, es necesario seña-
lar que este Servicio, pronunciándose sobre
el alcance de los sistemas excepcionales de
distribución de jornada de trabajo y descan-
sos autorizados por el Director del Trabajo, en
uso de la facultad que le confiere el mencio-
nado precepto, en Ordinario Nº 6.959/299,
de 3.11.95, ha sostenido que la implantación
de los mismos implica para los sujetos de la
relación laboral la aceptación de modificacio-
nes al pacto original que los une, generándo-
se obligaciones recíprocas entre sí.

De acuerdo a dicha jurisprudencia, las
jornadas excepcionales abarcan un número
determinado de días conformando un todo
que altera la distribución normal de las labores
y del uso de los descansos, y que se desarro-
lla durante la vigencia del sistema excepcional
cuantas veces se cumpla con los presupues-
tos constituidos por una cantidad de días de
labor seguidos de otros de descanso.

Conforme al citado pronunciamiento ju-
rídico, el cumplimiento del número de jorna-
das y descansos comprendidos en el sistema
pondrá fin a un período de aplicación del
mismo, iniciándose un nuevo ciclo en tanto
el sistema especial de distribución se en-
cuentre vigente y, en consecuencia, las obli-
gaciones que se generarán en cada período,
producto de las alteraciones introducidas a
través del sistema excepcional de que se
trate, se extinguirán en tanto se laboren los
días en ellas establecidos y se otorguen los
descansos por ella contemplados.

La citada jurisprudencia agrega que en
cada período, la alteración de la distribución
de los descansos que produce el efecto de ir
postergándolos, va generando un derecho
para el trabajador de exigir su cumplimiento
al término de la jornada especial que laboren,
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derecho que ha sido devengado día a día con
su cumplimiento.

Cabe agregar que en relación con la for-
ma de computar el feriado de los trabajadores
que, como en la especie, se encuentran afec-
tos a dichos sistemas excepcionales, la doc-
trina reiterada y uniforme de esta Dirección
contenida, entre otros, en Dictamen Nº 6.752/
390, de 10.12.93 ha precisado que dicho
cálculo deberá efectuarse conforme a las re-
glas generales que rigen la materia, debiendo
en consecuencia considerarse como días há-
biles dentro del respectivo período todos aque-
llos que no revisten el carácter de feriado
conforme al ordenamiento jurídico vigente,
sin perjuicio de tener en consideración la nor-
ma prevista actualmente en el artículo 69 del
Código del Trabajo, la cual prescribe que “Para
los efectos del feriado, el día sábado se consi-
derará siempre inhábil”.

Sobre la base de la doctrina enunciada,
esta Dirección en Ordinario Nº 1.420/0113,
de 10.04.2000 sostiene: “De esta suerte, el
feriado legal básico de dichos dependientes
estará constituido por 15 días hábiles a los
cuales habrá que agregar los días sábado,
domingo y los festivos que incidan en el
período, debiendo, en todo caso, iniciarse el
cómputo correspondiente, una vez concluido
el ciclo de descanso que establece el respec-
tivo sistema excepcional. Ello, por cuanto,
como ya se dijera, el derecho a gozar de
dicho descanso deriva del cumplimiento de
la correspondiente jornada especial por parte
de los involucrados, por lo cual no procede
imputarlo a un beneficio distinto, cual es, el
de feriado legal.

“Por consiguiente, analizada la situación
en análisis a la luz de las disposiciones lega-
les citadas y consideraciones expuestas en
relación al alcance de los sistemas excepcio-
nales de distribución de jornadas de trabajo y
descansos autorizados por el Director del
Trabajo en uso de la facultad que le otorga el
inciso final del artículo 38 ya citado, forzoso
resulta concluir que una vez extinguido el
plazo del feriado, computado en la forma

precedentemente señalada, el personal suje-
to a uno de dichos sistemas deberá reincor-
porarse a sus labores al día siguiente a aquél
en que se produjo la expiración de dicho
beneficio, en cuanto el turno o equipo de
trabajo al cual esté adscrito se encuentre
cumpliendo el período de trabajo que com-
prende el respectivo ciclo, debiendo por el
contrario, reasumir sus funciones una vez
cumplido el período de descanso correspon-
diente, en el evento de que al día siguiente
del término de su período de feriado su turno
o equipo de trabajo esté haciendo uso del
descanso que les garantiza el sistema excep-
cional al que se encuentran afectos”.

“En otros términos, las condiciones de
reintegro de los trabajadores que laboran en
un sistema excepcional de distribución de
jornada de trabajo y descansos, que hacen
uso de feriado legal, dependerá de la situa-
ción que a la fecha en que les corresponda
reasumir sus funciones se encuentre su res-
pectivo turno o equipo de trabajo, según ya
se señalara”.

La doctrina enunciada precedentemen-
te, relativa al feriado individual, en opinión de
la suscrita, resulta plenamente aplicable al
feriado colectivo, de suerte que la forma en
que éste debe concederse es la señalada en
los acápites que anteceden.

Ahora bien, como el feriado colectivo se
concede a todos los dependientes que labo-
ran en la empresa o sección correspondiente
a contar de un día determinado, el cómputo
correspondiente, para aquellos que están ha-
ciendo uso de los días de descanso, se inicia
una vez concluido el ciclo de descanso que
establece el respectivo sistema excepcional.

Por su parte, el reintegro de los mismos
dependientes, dependerá, según se ha señala-
do, de la situación que a la fecha en que les
corresponda reasumir sus funciones se encuen-
tre su respectivo turno o equipo de trabajo.

En la especie, considerando que los tra-
bajadores de la empresa… se encuentran
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afectos a un sistema excepcional de distribu-
ción de jornada de trabajo y descansos, posi-
ble resulta sostener, que en el evento de
hacer uso de feriado colectivo, les resulta
aplicable toda la doctrina reseñada en los
párrafos anteriores, de suerte que tanto su
inicio como el correspondiente reintegro, debe
realizarse en la forma ya señalada.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas, cúmpleme informar a Uds. que
los trabajadores de la empresa…, afectos a un

sistema excepcional de jornada de trabajo y
descansos consistente en 7 días de trabajo
continuo con 7 días consecutivos de descan-
so, que hacen uso de feriado colectivo, deben
iniciar el cómputo del mismo una vez concluido
el ciclo de descanso al que pudieran encontrar-
se afectos en ese momento y reincorporarse a
sus funciones al día siguiente de expirado di-
cho beneficio, en el evento de que su respecti-
vo turno o equipo de trabajo se encuentre
laborando a dicha fecha y, en caso contrario,
una vez concluido el período de descanso que
contempla el respectivo sistema.

Contrato individual. Legalidad de clAusula. Comisiones. Remuneraciones.
CAlculo.

351/23, 22.01.04.

1) El pacto relativo a comisiones inserto en los contratos individuales de
trabajo de los vendedores de la empresa…, conforme al cual la comisión
pactada se calcula sobre las ventas netas, esto es, excluido el Impuesto
al Valor Agregado IVA, se ajusta a derecho.

2) El alza del mencionado tributo carece de incidencia en la aplicación de
la referida norma convencional, atendidas las consideraciones señaladas
en el cuerpo del presente informe.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 42,
letra c). D.L. Nº 825, de 1974 y modificacio-
nes. Ley Nº 19.888, artículo 1º.

Concordancias: Dictamen Nº 2.538/191,
de 20.06.2000.

Mediante presentación citada en el ante-
cedente…, han solicitado un pronunciamien-
to de esta Dirección respecto de la incidencia
del alza del valor agregado IVA, en las remu-
neraciones de los trabajadores de la misma,
afectos a comisiones que se calculan sobre
las ventas netas.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Uds. lo siguiente:

El artículo 42 del Código del Trabajo, en
su letra c), dispone:

“Constituyen remuneración, entre otras,
las siguientes:

c) comisión, que es el porcentaje sobre
el precio de las ventas o compras o sobre el
monto de otras operaciones, que el emplea-
dor efectúa con la colaboración del trabaja-
dor”.

De la disposición legal antes transcrita
se infiere que dentro de las distintas espe-
cies de remuneración que reconoce nuestro
ordenamiento jurídico laboral se encuentra la
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comisión, estipendio de carácter variable cuya
esencia es hacer partícipe al trabajador de un
porcentaje sobre el precio de las ventas o
compras o sobre el monto de otras operacio-
nes que realice el empleador con la colabora-
ción del trabajador.

Precisado lo anterior cabe hacer presen-
te a Uds. que este Servicio, pronunciándose
sobre la procedencia de considerar el IVA
para los efectos de calcular las comisiones de
los trabajadores afectos a este sistema
remuneracional ha sostenido, entre otros, en
Dictamen Nº 2.538/191, de 20.06.2000, que
tales estipendios “deben calcularse sobre el
valor neto de venta al público, excluido de
dicho valor el Impuesto al Valor Agregado”,
salvo que las partes hubieren convenido que
dicho cálculo se efectúe sobre valores brutos,
en cuyo caso deberá estarse a lo pactado.

Es necesario destacar que para arribar a
la conclusión precedentemente aludida se
tuvo en consideración que conforme a las
disposiciones del D.L. Nº 825, de 1974 y sus
posteriores modificaciones, el Impuesto al
Valor Agregado IVA es un tributo que afecta
a las ventas y servicios, estando obligado a
su pago el vendedor, sea que se trate de una
venta propiamente tal o de otro acto que se
equipare a ésta.

Se tuvo presente, asimismo, que el refe-
rido impuesto es, en definitiva, de cargo del
comprador, constituyendo la persona que
vende o transfiere el dominio un mero recau-
dador del mismo para los efectos de enterarlo
en arcas fiscales.

En la misma línea de razonamiento se
consideró que al ser dicho tributo un impues-
to de retención provisoria, el vendedor no lo
ingresa a su patrimonio, sino que opera como
recaudador de éste para un tercero, vale
decir, el Fisco y que por su parte el compra-
dor no puede ni debe considerar su monto
como costo de adquisición, “ya que adquiere
un crédito fiscal que, posteriormente, al trans-
ferir el bien de que se trata, lo compensará
con el nuevo impuesto cobrado”. “En sínte-

sis, el impuesto es siempre pagado por el
consumidor y en las sucesivas transferencias,
tanto el industrial como el comerciante, están
sólo recaudando un tributo, por sí o por inter-
medio de sus dependientes, recaudación ésta
que se le impone obligatoriamente”.

Sobre dicha base se concluye que el
cálculo de las respectivas comisiones debe
efectuarse sobre las ventas netas, salvo
acuerdo en contrario.

Ahora bien, de los antecedentes tenidos
a la vista, especialmente el traslado evacua-
do por la empresa empleadora y el informe
inspectivo emitido por el fiscalizador Sr. L.
C., se ha podido establecer que hasta el mes
de julio de 1999 la empresa contrató a sus
vendedores en base a comisiones calculadas
sobre el valor de las ventas brutas, vale
decir, incluido IVA, y que los ingresados con
posterioridad a esa fecha convinieron un sis-
tema remuneracional conformado por comi-
siones calculadas sobre las ventas netas.

Analizada la situación en consulta a la
luz de la jurisprudencia administrativa ante-
riormente citada, forzoso es convenir, prime-
ramente, que la cláusula convencional sobre
comisiones a que se encuentran afectos los
trabajadores a que se refiere la presentación
que nos ocupa y conforme a la cual dichas
remuneraciones se calculan sobre la venta
neta, sin IVA, se encuentra plenamente ajus-
tada a derecho, teniendo presente los funda-
mentos y consideraciones que le sirven de
base y las cuales se ha hecho referencia
precedentemente.

Las mismas consideraciones y el carácter
legal del alza de dicho tributo de un 18 a 19%
a contar de octubre de 2003, según lo dispo-
ne el artículo 1º de la Ley Nº 19.888, publica-
da en el Diario Oficial de 13.08.03, permiten
sostener que el empleador se encuentra obli-
gado a aplicarlo, no pudiendo imputársele, por
ende, que con ello está provocando una alte-
ración del sistema de pago de las comisiones
convenidas, las cuales se siguen calculando
de acuerdo a la norma convencional expresa-
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mente pactada por las partes, esto es, sobre
las ventas netas efectuadas.

De esta suerte, forzoso es concluir que
el alza del valor del Impuesto al Valor Agre-
gado, por ser una situación generada al mar-
gen de la relación laboral que une a las
partes e inimputable para el empleador no
puede implicar para éste responsabilidad fren-
te a la estipulación contractual que regula el
sistema remuneracional de los afectados,
como tampoco, dar lugar a una infracción
susceptible de ser observada, y eventual-
mente sancionada por este Servicio, aun cuan-
do la misma, indirectamente, pudiere impor-
tar para los respectivos trabajadores una dis-
minución del monto real de la suma que
perciban por tal concepto.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cúmpleme informar a Uds.
lo siguiente:

1) El pacto relativo a comisiones inserto en
los contratos individuales de trabajo de
los vendedores de la Empresa…, confor-
me al cual la comisión pactada se calcu-
la sobre las ventas netas, esto es, ex-
cluido el Impuesto al Valor Agregado
IVA, se ajusta a derecho.

2) El alza del mencionado tributo carece de
incidencia en la aplicación de la referida
norma convencional, atendidas las con-
sideraciones señaladas en el cuerpo del
presente informe.

Derechos Fundamentales. Principio no discriminacion.

352/24, 22.01.04.

La exigencia del curso de capacitación en seguridad minera o de preven-
ción de riesgos laborales denominado Curso Baprever o cualquier otro
de similares características, como requisito previo a la contratación de
trabajadores del sector de la minería, constituiría un acto discriminatorio,
toda vez, que las actividades de prevención, incluyendo en ellas aquellas
que dicen relación con la capacitación y adiestramiento del personal,
constituyen una obligación del empleador, no pudiendo por tanto enten-
derse éstas como una exigencia basada en la “capacidad o idoneidad
personal” o una “calificación” inherente al ejercicio de un determinado
empleo, únicas condiciones admitidas como elementos diferenciadores
por nuestro ordenamiento jurídico.

Fuentes: Constitución Política de la Re-
pública, artículos 1º, inciso primero y 19,
números 2 y 16, inciso tercero; Convenio
sobre la discriminación en el empleo y ocu-
pación, de 1958, (núm. 111), de la OIT, y la
Declaración de la OIT relativa a los Principios
y Derechos Fundamentales en el Trabajo,
adoptada en 1998; y Código del Trabajo,
artículos 2º y 5º, inciso primero.

Concordancias: Ordinario Nº 2.856/162,
30.08.2002.

Mediante solicitudes individualizadas en
los Antecedentes…, se ha requerido a esta
Dirección un pronunciamiento sobre la posibili-
dad de utilizar el denominado Curso Baprever
como condición o exigencia previa a la contra-
tación de trabajadores del sector de la minería.
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Al respecto, cumplo con informar a Ud.,
lo siguiente:

Nuestro ordenamiento constitucional re-
conoce como valor superior de nuestro siste-
ma jurídico el principio de igualdad: artículo
1º, inciso primero: “Las personas nacen li-
bres e iguales en dignidad y derechos”; y
artículo 19: “La constitución asegura a todas
las personas: Nº 2: La igualdad ante la ley”.
La Constitución Política efectúa un reconoci-
miento expreso de la dignidad humana en
relación estrecha con la idea de libertad e
igualdad, …conformándose de esta manera,
una verdadera “trilogía ontológica” (Humber-
to Nogueira Alcalá, Dogmática Constitucio-
nal, Universidad de Talca, Talca, 1997, p.
113) que determina y da cuerpo al reconoci-
miento constitucional de los derechos funda-
mentales, erigiéndose como factor modela-
dor y fundante de los valores superiores de
nuestro ordenamiento jurídico (Ord. Nº 2.856/
162, 30.08.2002).

A su vez, dicho principio inspirador y
modelador de nuestra convivencia nacional
es recepcionado, aunque con individualidad
propia en el ámbito laboral a través de la
configuración del derecho fundamental a lo
no discriminación: “Se prohíbe cualquiera dis-
criminación que no se base en la capacidad o
idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley
pueda exigir la nacionalidad chilena o límites
de edad para determinados casos” (artículo
19, Nº 16, inciso tercero, de la Constitución
Política).

Por su parte, en el plano infraconstitu-
cional el legislador ha desarrollado con ma-
yor amplitud el derecho a la no discrimina-
ción laboral en el artículo 2º, del Código del
Trabajo, específicamente en sus incisos se-
gundo, tercero y quinto:

“Son contrarios a los principios de la
leyes laborales los actos de discriminación.

“Los actos de discriminación son las dis-
tinciones, exclusiones o preferencias basa-
das en motivos de raza, color, sexo, edad,

estado civil, sindicación, religión, opinión polí-
tica, nacionalidad, ascendencia nacional u
origen social, que tengan por objeto anular o
alterar la igualdad de oportunidades o de
trato en el empleo y la ocupación.

“Con todo, las distinciones, exclusiones
o preferencias basadas en las calificaciones
exigidas para un empleo determinado no se-
rán consideradas discriminación”.

De esta manera, nuestro sistema jurídi-
co configura un tratamiento completo del
derecho a la no discriminación en perfecta
consonancia con las normas internacionales
a las cuales nuestro país debe cumplimiento,
en particular a lo prevenido en el Convenio
sobre la discriminación en el empleo y ocu-
pación, de 1958, (núm. 111), de la OIT, y la
Declaración de la OIT relativa a los Principios
y Derechos Fundamentales en el Trabajo,
adoptada en 1998, instrumento éste que
considera el derecho a la no discriminación
como un derecho fundamental.

Es decir, se reconoce el derecho a la no
discriminación como un derecho fundamen-
tal y como tal en una expresión jurídica tan-
gible y concreta de la dignidad de la persona
humana y en “una manifestación del conte-
nido axiológico y una postura valorativa con-
creta respecto de la dignidad inherente a
toda persona” . De esta manera el derecho a
la no discriminación se constituye en un ver-
dadero derecho subjetivo “en tanto amparan
y tutelan los espacios de libertad de los ciu-
dadanos, garantizando un verdadero “status
jurídico” para los mismos, irrenunciable e
irreductible” (Ord. 2.856/162, 30.08.2002).

Por último, y como una norma de cierre
del diseño normativo en relación a los dere-
chos fundamentales, el inciso primero, del
artículo 5º, del Código del Trabajo, otorga al
derecho a la no discriminación, como dere-
cho fundamental que es, un contenido preci-
so e ineludible, propio de este tipo de garan-
tías, constituirse en límite a los poderes em-
presariales. Dicha norma está revestida de
un indudable valor normativo y dotada de
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una verdadera vis expansiva que debe im-
pregnar la interpretación y aplicación de las
normas jurídicas en base al principio favor
libertatis, esto es, en un sentido que apunte
a dar plena vigencia a los derechos funda-
mentales de la persona en el ámbito laboral.
Esta norma se constituye así en la idea ma-
triz o componente estructural básico del con-
tenido material de nuestro sistema normativo
laboral (Ord. Nº 2.856/162, 30.08.2002).

Ahora bien, en el caso que nos ocupa,
esto es la posibilidad de exigir cursos de capa-
citación en seguridad minera o de prevención
de riesgos laborales como requisito previo a la
contratación de trabajadores del sector de la
minería, específicamente el denominado Cur-
so Baprever, es posible concluir que dicha
exigencia constituiría un acto discriminatorio,
toda vez, que las actividades de prevención,
incluyendo en ellas aquellas que dicen rela-
ción con la capacitación del personal, es una
obligación del empleador, no pudiendo por
tanto entenderse éstas como una exigencia
basada en la “capacidad o idoneidad perso-
nal” o una “calificación” inherente al ejercicio
de un determinado empleo, únicas condicio-
nes admitidas como elementos diferenciadores
por nuestro ordenamiento jurídico.

Como principio general nuestro ordena-
miento laboral consagra en el inciso primero,
del artículo 184, del Código del Trabajo, el
deber de protección del empleador en los
siguientes términos: “El empleador estará
obligado a tomar todas las medidas necesa-
rias para proteger eficazmente la vida y salud
de los trabajadores, …”, destacándose entre
estas medidas aquellas destinadas a la for-
mación y capacitación de trabajadores en
materia de prevención de riesgos laborales.

En efecto, como ha tenido ocasión de
pronunciarse la Superintendencia de Seguri-
dad Social, mediante Ord. Nº 30.161, de
fecha 14.08.2003, el derecho a saber del
trabajador, consagrado por la Ley Nº 16.744,
es responsabilidad del empleador lo que de-
berá materializarse a través de alguno de los
instrumentos de prevención de riesgos con-
templados por la normativa vigente.

Por su parte, de conformidad a los cita-
dos pronunciamientos el “adiestramiento de
los trabajadores deberá llevarse a cabo,…,
mediante la realización de los cursos de ca-
pacitación profesional en organismos autori-
zados para cumplir con esa finalidad o en la
misma empresa. Industria o faena bajo con-
trol y dirección de esos organismos técnicos
especializados”. Por tales organismos técni-
cos especializados, se deben considerar a
“los organismos administradores del seguro
(Asociación Chilena de Seguridad, Mutual de
Seguridad de la Cámara Chilena de la Cons-
trucción, Instituto de Seguridad del Trabajo,
Instituto de Normalización Profesional y los
Servicios de Salud), al Instituto Nacional de
Capacitación INACAP, filial CORFO y al Ser-
vicio de Cooperación Técnica, filial CORFO”.
Todo ello, de conformidad a lo dispuesto en
el D.S. Nº 206, de 1970, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social.

En consecuencia, la exigencia que
pudiere hacerse por parte de las empresas
del denominado curso Baprever o cualquier
otro relacionado con seguridad minera o pre-
vención de riesgos laborales, como condi-
ción previa a la contratación de trabajadores
constituiría un acto discriminatorio y una
transgresión al artículo 5º, inciso primero,
del Código del Trabajo.
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Concordancias: Dictamen Nº 3.476/109,
de 27.08.2003.

Mediante el e-mail del antecedente us-
ted solicita un pronunciamiento de esta Di-
rección en orden a precisar si la emisión de
vales de asistencia en los sistemas computa-
cionales de control de asistencia que el Ser-
vicio estima una forma válida de registro es
obligatoria o puede quedar entregada a la
voluntad del trabajador.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

Esta Dirección fijó, mediante Dictamen
Nº 696/27 de 24 de enero de 1996, las
características o modalidades básicas que debe
reunir un sistema de tipo electrónico-compu-
tacional de registro de asistencia y determina-
ción de las horas de trabajo para ser conside-
rado un sistema válido de control de asisten-
cia y determinación de las horas de trabajo.

En conformidad a dicho documento, “el
sistema computacional de control de asisten-
cia debe también posibilitar la entrega diaria
al trabajador del estado de su asistencia re-
gistrada electrónicamente por el reloj incor-
porado al dispositivo, para lo cual debe con-
tar con una impresora u otro elemento aso-
ciado en éste que permita la emisión automá-
tica de un comprobante impreso de forma
que el trabajador tenga un respaldo diario
físico y tangible de su asistencia, cumplién-

dose así el objetivo que tuvo en vista el legis-
lador al establecer los sistemas tradicionales
de registro de asistencia”.

En otros términos, la emisión de vales de
asistencia en los sistemas computacionales
de control de asistencia no puede quedar
entregada a la voluntad del trabajador y a que
éste presione el botón correspondiente, sien-
do la incorporación de una impresora de vales
(tickets) que imprime el comprobante de en-
trada-salida en forma automática un requisito
indispensable del respectivo sistema.

En consecuencia, sobre la base de las
consideraciones formuladas, cúmpleme in-
formar que un sistema de tipo electrónico-
computacional de registro de asistencia y
determinación de las horas de trabajo debe
necesariamente contar con una impresora u
otro elemento que permita la emisión auto-
mática de un comprobante impreso de las
entradas y salidas del trabajador.

Lo expresado se encuentra en armonía
con la reiterada y uniforme jurisprudencia
administrativa de esta Dirección, pudiendo
citarse al respecto, entre otros, el dictamen
indicado en la concordancia.

Se reconsidera lo expresado en el párra-
fo 2 de la página 3 del Dictamen Nº 3.865/
144, de 16 de septiembre de 2003 en el
sentido que la emisión de los aludidos vales
debe ser automática y no voluntaria.

Registro de Asistencia. Sistema computacional. CaracterIsticas.

481/25, 28.01.04.

Un sistema de tipo electrónico-computacional de registro de asistencia y
determinación de las horas de trabajo debe necesariamente contar con una
impresora u otro elemento que permita la emisión automática de un com-
probante impreso de las entradas y salidas del trabajador.

Se reconsidera lo expresado en el párrafo 2 de la página 3 del Dictamen
Nº 3.865/144, de 16.09.2003, en el sentido indicado precedentemente.
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Fuentes: Convenio Nº 87, Organización
Internacional del Trabajo. Constitución Políti-
ca de la República: artículos 1º, inciso 3º; 7º
y 19, Nº 19, inciso final.

Concordancias: Ord. Nº 2.374/133, de
24.07.2003.

Mediante Memorándum del antecedente
se ha solicitado un pronunciamiento en orden a
determinar si atendida la dictación de la Ley
Nº 19.759, de 2001 se encuentra vigente la
doctrina contenida en el punto Nº 2 del Dicta-
men Nº 5.934/259, de 28.10.96, que estable-
ce que la Dirección del Trabajo se encuentra
legalmente facultada para requerir a una orga-
nización sindical para los efectos de que resti-
tuya a los trabajadores no afiliados a ella, a
quienes se les hicieron extensivos los benefi-
cios estipulados en el contrato colectivo vigen-

te en la empresa, las diferencias de dinero
recaudados por concepto de aumento del 75%
del aporte sindical mensual.

Lo anterior, por cuanto la mencionada
ley derogó el artículo 299 del Código del
Trabajo que contemplaba la facultad de fis-
calización de este Servicio respecto de las
organizaciones sindicales.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

Tal como se ha señalado en otros pro-
nunciamientos de este Servicio, entre otros,
en Ordinario Nº 2.374/133, de 24.07.2003,
las modificaciones introducidas por la Ley
Nº 19.759, en materia de organizaciones
sindicales y negociación colectiva han tenido
como objetivo fundamental ajustar nuestro

NegociaciOn Colectiva. ExtensiOn de beneficios. Aporte sindical. DevoluciOn.
Facultades DirecciOn del Trabajo.

482/26, 28.01.04.

Atendida la derogación efectuada por la Ley Nº 19.759, del Capítulo XI del
Título I del Libro III del Código del Trabajo, sobre la Fiscalización de las
Organizaciones Sindicales y de las Sanciones, en la actualidad este Servi-
cio se encuentra impedido de requerir a una organización sindical para los
efectos de que restituya a los trabajadores no afiliados a ella, a quienes se
les hicieron extensivos los beneficios estipulados en el contrato colectivo
vigente en la empresa, las diferencias de dinero recaudados por concepto
de aumento del 75% del aporte sindical mensual.

Lo anterior, sin perjuicio del derecho que asiste a los trabajadores afecta-
dos para recurrir ante los Tribunales de Justicia para que se pronuncien en
definitiva sobre la legalidad del procedimiento adoptado por la organiza-
ción sindical de que se trate para fijar el valor de la cuota sindical sobre
cuyo monto se aplica el porcentaje del aporte previsto en el artículo 346
del Código del Trabajo y ordene, en su caso, la restitución de las sumas
indebidamente percibidas por tal concepto, por la respectiva organización.

Se reconsidera el punto Nº 2 del Ordinario Nº 5.934/259, de 29.10.96 y
cualquier otro que contenga una doctrina diferente a la enunciada en el
presente informe.
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ordenamiento interno a los Convenios
Nºs. 87 y 98, de la Organización Internacional
del Trabajo, relativos a la libertad sindical.

Pues bien, una de las mayores críticas al
régimen jurídico que rige a las organizacio-
nes sindicales ha sido la excesiva regulación
de la misma que restringe los grados de
acción de la autonomía colectiva, en espe-
cial, aquellas materias que deben ser objeto
de normativa emanada de los estatutos de la
propia organización de los trabajadores.

En este orden de ideas, el legislador
resolvió derogar aquellas normas que de al-
gún modo pudieran debilitar el principio de
libertad y autonomía de que gozan estas
entidades en materia administrativa y patri-
monial.

Es así como se ha derogado entre otras
normas, en su totalidad el Capítulo XI, del
Título I del Libro III del Código del Trabajo,
que otorgaba facultades a la Dirección del
Trabajo, para fiscalizar las organizaciones sin-
dicales en todos los ámbitos.

De lo anterior es posible concluir que la
intención del legislador ha sido adaptar la
actual normativa a lo señalado en el Convenio
Nº 87 de la O.I.T., específicamente en esta
materia, al artículo 3º, que al efecto señala:

“1.- Las organizaciones de trabajadores y de
empleadores tienen el derecho de redac-
tar sus estatutos y reglamentos adminis-
trativos, el de elegir libremente sus re-
presentantes, el de organizar su admi-
nistración y sus actividades y el de for-
mular su programa de acción.

2.- Las autoridades públicas deberán abste-
nerse de toda intervención que tienda a
limitar este derecho o a entorpecer su
ejercicio legal”.

Por su parte la Constitución Política de
la República, en su artículo 1º, inciso 3º,
establece como uno de los principios bases
de la institucionalidad lo siguiente:

“El Estado reconoce y ampara a los gru-
pos intermedios a través de los cuales se
organiza y estructura la sociedad y les garan-
tiza la adecuada autonomía para cumplir sus
propios fines específicos”.

La misma Constitución, en su artículo
19, Nº 19, inciso final, prescribe:

“La ley contemplará los mecanismos
que aseguren la autonomía de estas organi-
zaciones. Las organizaciones sindicales no
podrán intervenir en actividades político par-
tidistas”.

De este modo, del análisis armónico de
las normas transcritas precedentemente, es
dable colegir que la Dirección del Trabajo, en
su calidad de autoridad pública, debe inhibirse
de participar frente a los conflictos que se
susciten al interior de una organización sindi-
cal y deben ser los propios interesados, de
acuerdo con el principio de autonomía sindi-
cal que rige a estas organizaciones, los que
encuentren solución a los desacuerdos o dis-
putas que se originen.

Sin perjuicio de lo anterior, es del caso
recordar que continúan vigentes las normas
contenidas en el D.F.L. Nº 2, de 1967, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que
en su artículo 1º, letra d), dispone que a la
Dirección del Trabajo le corresponde:

“La supervigilancia del funcionamiento
de los organismos sindicales y de concilia-
ción, de acuerdo con las normas que los
rigen, y…”.

A su vez, el artículo 10, letra a) del
mismo decreto con fuerza de ley, establece
como función que corresponde al Departa-
mento de Organizaciones Sindicales de esta
Dirección (actual Departamento de Relacio-
nes Laborales):

“El fomento de las organizaciones sindi-
cales y la supervigilancia de su funciona-
miento en conformidad con las disposiciones
pertinentes del Derecho Laboral”.
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De la interpretación armónica de las nor-
mas legales citadas precedentemente se des-
prende que, actualmente, sólo corresponde a
esta Dirección del Trabajo supervigilar que el
funcionamiento de las organizaciones sindi-
cales se mantenga dentro de los marcos
legales vigentes del Derecho Laboral.

Este criterio es perfectamente concor-
dante con el principio de autonomía interna
de las organizaciones sindicales, según el
cual son éstas las que deben darse las nor-
mas de control de su reglamento social, sin
que para ello deban intervenir los servicios
de la administración laboral.

Aplicando a la especie todo lo expuesto
en acápites que anteceden, resulta posible
concluir que, en la actualidad este Servicio
se encuentra impedido de requerir a una or-
ganización sindical para los efectos de que
restituya a los trabajadores no afiliados a
ella, a quienes se les hicieron extensivos los

beneficios estipulados en el contrato colecti-
vo vigente en la empresa, las diferencias de
dinero recaudados por concepto de aumento
del 75% del aporte sindical mensual.

Lo anterior, sin perjuicio del derecho que
asiste a los trabajadores afectados para re-
currir ante los Tribunales de Justicia para
que se pronuncien en definitiva sobre la lega-
lidad del procedimiento adoptado por la orga-
nización sindical de que se trate para fijar el
valor de la cuota sindical sobre cuyo monto
se aplica el porcentaje del aporte previsto en
el artículo 346 del Código del Trabajo y orde-
ne, en su caso, la restitución de las sumas
indebidamente percibidas por tal concepto,
por la respectiva organización.

Se reconsidera el punto Nº 2 del Ordina-
rio Nº 5.934/259, de 29.10.96 y cualquier
otro que contenga una doctrina diferente a la
enunciada en el presente informe.

Organizaciones sindicales vigentes entrada en vigor Ley Nº 19.759. Directores.
Numero. Aumento. Procedencia. Formalidades.

483/27, 28.01.04.

Deniega solicitud de reconsideración de Dictamen Nº 335/26, de 30.01.2002,
el cual concluye que “El Sindicato de Trabajadores del BancoEstado se
encuentra facultado para aumentar el número de directores a 11, o al que
la asamblea estime pertinente, debiendo para ello reformar el estatuto de la
organización, señalando en éste el número preciso de directores que com-
pondrá la respectiva directiva”.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 235.
Ley Nº 19.759, artículo 2º transitorio.

Mediante ordinario citado en el antece-
dente… se solicita la reconsideración del Dicta-
men Nº 335/26, de 30.01.2002, el cual con-
cluye que “El Sindicato de Trabajadores del
BancoEstado se encuentra facultado para au-

mentar el número de directores a 11, o al que
la asamblea estime pertinente, debiendo para
ello reformar el estatuto de la organización,
señalando en éste el número preciso de direc-
tores que compondrá la respectiva directiva”.

Tal petición se funda, entre otras consi-
deraciones, en que la tesis sustentada por
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este Servicio en el referido dictamen contie-
ne, en su opinión, “un argumento que es
lapidario en torno a la libertad sindical”.

Para sostener lo anterior se recurre al
artículo 2º transitorio de la Ley Nº 19.759,
que establece el plazo de dos años, a contar
de la fecha de entrada en vigencia de la
referida ley, para que las organizaciones sin-
dicales vigentes a dicha fecha procedan a
adecuar sus estatutos, norma de la cual se
infiere que el aumento del número de dirigen-
tes de 9 a 11 no podrá verificarse si no se
cumple con la referida adecuación, agregan-
do el recurrente que “aun si esos directores
fuesen nombrados con posterioridad al plazo
establecido en la ley, no gozarían de fuero,
con lo cual, además, una norma permanente
tendría menor valor que una norma transito-
ria, lo cual, aparte de no adecuarse a lo
medular en materia de ley, va en directo
perjuicio de la actividad sindical”.

Señala, por último, que un argumento
como el descrito entrega implícitamente a
los sindicatos la facultad de renunciar al fue-
ro laboral de sus directores, lo cual atenta
contra el ejercicio de la libertad sindical. En
segundo término, vulnera el artículo 5º del
Código del Trabajo, que en su inciso segun-
do establece la irrenunciabilidad de los dere-
chos establecidos por las leyes laborales,
mientras subsista el contrato y en tercer
lugar, entrega a las asambleas de las organi-
zaciones sindicales una facultad que no tie-
nen, que es la de renunciar al fuero de los
directores, señalando, por último, que tal
interpretación atenta contra las ideas matri-
ces de la reforma laboral, esto es, el fortale-
cimiento de la autonomía sindical, con res-
guardo de los derechos básicos de los traba-
jadores, como es el fuero laboral.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

La doctrina sustentada en el Dictamen
Nº 335/26, de 30.01.2002, cuya reconside-
ración se solicita, se funda en que, en con-
formidad con lo dispuesto en el inciso 2º del

nuevo artículo 235 del Código del Trabajo,
modificado por la Ley Nº 19.759, el legisla-
dor ha conferido a las propias organizaciones
sindicales, en virtud del principio de autono-
mía sindical consagrado constitucionalmen-
te, la facultad de establecer, a través de sus
estatutos, el número de directores que com-
pondrá su directorio, con la sola excepción
de aquellas organizaciones que cuenten con
menos de veinticinco trabajadores, las que
sólo podrán elegir a uno y sin perjuicio de
consignar, en la misma norma aludida, el
número de aquellos directores que gozarán
del fuero previsto por el artículo 243 del
Código del Trabajo y de los permisos y licen-
cias contemplados en los artículos 249, 250
y 251 del mismo cuerpo legal, beneficios
éstos que en el caso de aquellas organizacio-
nes sindicales que cuentan con tres mil o
más afiliados, les asistirán a nueve directo-
res, o a once, cuando tales organizaciones
tuvieren presencia en dos o más regiones y
hubieren hecho uso de la facultad legal de
aumentar en dos el número de sus dirigen-
tes.

Ahora bien, para los efectos de ejercer
tal facultad y de prevenir los conflictos entre
la ley antigua y la nueva, se dictó el artículo
2º transitorio de la citada Ley Nº 19.759,
que, según se señalara, otorga el plazo de
dos años a las organizaciones sindicales para
adecuar sus estatutos a la nueva normativa
legal; disposición ésta que determina la for-
ma en que deberá cumplirse con lo dispuesto
en la normativa permanente y, de esta mane-
ra, poder ejercer el derecho que les otorga la
citada ley en su artículo 235.

De este modo, la circunstancia que una
organización sindical no haya efectuado den-
tro de dicho plazo la correspondiente refor-
ma de estatutos para establecer el número
de dirigentes que compondrá su directorio,
no puede implicar de manera alguna que ha
existido por su parte una renuncia a ejercer
tal facultad. Lo que allí se configuraría, en
todo evento, no sería más que el no ejercicio
de dicho derecho, cuestión muy distinta y
que no cabe confundir con la renuncia.
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Precisado lo anterior, cabe señalar que
esta Dirección, mediante Circular Nº 131, de
20.11.2003, y atendido que a partir del 1º
de diciembre de este año, expiraba el plazo
que dispone el artículo 2º transitorio antes
citado para que las organizaciones sindicales
adecuen sus estatutos al texto de la Ley
Nº 19.759, sostuvo, en síntesis, que la falta
de readecuación de éstos acarrea, entre sus
efectos más importantes, la imposibilidad ju-
rídica de llevar a cabo la renovación de los
directorios sindicales, dado que la modifica-
ción del artículo 235 y la derogación de los
artículos 240 y 241, todos del Código del
Trabajo, entrega a los respectivos estatutos,
en forma privativa, la regulación de todo el
proceso de renovación de sus directivas, atri-
bución que abarca tanto el establecimiento
del número de miembros que la conforma-
rán, la modalidad de reemplazo, en su caso,
el número de votos a que tiene derecho cada
socio, los requisitos para ser elegido dirigen-
te sindical, como el establecimiento de los
órganos encargados de verificar los procedi-
mientos electorales.

De este modo, agrega la citada circular,
al desaparecer la función supletoria del Códi-
go del Trabajo, aquellas organizaciones que
no efectuaron la readecuación estatutaria pre-
vista por la ley, se encontrarán ante la impo-
sibilidad legal de renovar, total o parcialmen-
te sus directivas, quedando, en consecuen-
cia, en receso progresivamente, a partir de la
fecha de expiración de los mandatos de los
dirigentes respectivos.

Por último, señala el oficio en referencia,
que, en atención a lo antes señalado, aque-
llas organizaciones sindicales cuyas directi-
vas cuentan con mandato vigente, podrán
efectuar la reforma de sus estatutos, mien-
tras dure dicha vigencia, aun cuando tal pe-
ríodo exceda largamente la fecha fijada por
el artículo 2º transitorio de la citada Ley

Nº 19.759. En tanto que en el caso de las
organizaciones acéfalas, la referida reforma
estatutaria podrá ser llevada a efecto con el
acuerdo de los trabajadores afiliados, adop-
tado en asamblea extraordinaria, convocada
por el 20% de los socios, en conformidad a
lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 231
del Código del Trabajo, sin que exista incon-
veniente jurídico para que dicha modalidad
de reforma opere con posterioridad al 30 de
noviembre de 2003.

A la luz de lo antes manifestado, no
cabe sino concluir que, en cumplimiento de
lo dispuesto por la Ley Nº 19.759, normativa
legal que tuvo por finalidad, entre otras, el
fomento de la autonomía sindical, consagra-
da tanto constitucionalmente como a través
de los Convenios Nºs. 87 y 98 ratificados
por Chile, en opinión de la suscrita, no existe
inconveniente jurídico para que una organi-
zación sindical pueda determinar el número
de miembros que compondrá su directorio,
debiendo para ello reformar su estatuto. Asi-
mismo, la circunstancia de efectuar dicha
reforma con posterioridad al plazo fijado para
tal efecto por el citado artículo 2º transitorio,
no afecta el fuero que asiste a los dirigentes
en conformidad al artículo 235 del Código
del Trabajo, ni los restantes beneficios que
les otorga dicho cuerpo legal.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas, cumplo con informar a Ud.
que se deniega solicitud de reconsideración
de Dictamen Nº 335/26, de 30.01.2002, el
cual concluye que “El Sindicato de Trabaja-
dores del BancoEstado se encuentra facultado
para aumentar el número de directores a 11,
o al que la asamblea estime pertinente, de-
biendo para ello reformar el estatuto de la
organización, señalando en éste el número
preciso de directores que compondrá la res-
pectiva directiva”.
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Fuentes: Ley Nº 19.070, artículo 48.

En relación con su presentación del an-
tecedente, mediante el cual solicita reconsi-
deración del Dictamen Nº 4.372/170 de
21.10.2003, de este Servicio que concluye
que “No resulta procedente pagar, en forma
retroactiva, diferencias por concepto de la
asignación de experiencia prevista y regula-
da en el artículo 48 del Estatuto Docente,
por el período que media entre la fecha de
contratación de la profesional de la educa-
ción y la data en que acompañó nueva docu-
mentación para acreditar un mayor número
de bienios”, informo a Ud. lo siguiente:

Un nuevo estudio de las normas conteni-
das en el Estatuto Docente y en el Decreto
Reglamentario Nº 264, de 1991 sobre la
asignación de experiencia, permite estable-
cer que la doctrina contenida en el referido
dictamen se encuentra ajustada a derecho,
no existiendo nuevos antecedentes de hecho
ni de derecho que permitan acceder a su
solicitud.

En consecuencia, atendido lo expuesto,
cumplo con informar a Ud. que se niega
lugar a la reconsideración del Dictamen
Nº 4.372/170 de 21.10.2003, de este Ser-
vicio.

Feriado progresivo. Otorgamiento.

Estatuto Docente. AsignaciOn de experiencia. Oportunidad de pago.

484/28, 28.01.04.

Niega lugar a reconsideración de Dictamen Nº 4.372/170 de 21.10.2003,
que concluye que “No resulta procedente pagar, en forma retroactiva, dife-
rencias por concepto de la asignación de experiencia prevista y regulada en
el artículo 48 del Estatuto Docente, por el período que media entre la fecha
de contratación de la profesional de la educación y la data en que acompa-
ñó nueva documentación para acreditar un mayor número de bienios”.
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Fuentes: Código del Trabajo, artículos
67, 68, 69 y 70.

Concordancias: Ord. Nº 4.551/222, de
21.07.95. Ord Nº 1.760, de 15.05.78.

Se ha consultado por el Sindicato de
Trabajadores de la Empresa Envases… cual
es la oportunidad en que pueden hacer uso
los dependientes de esa empresa de los días
de feriado progresivo que les corresponden
de conformidad al artículo 68 del Código del
Trabajo.

Sobre el particular cumplo con informar
a Ud. lo siguiente:

El artículo 67 del Código del Trabajo
dispone:

“Los trabajadores con más de un año de
servicio tendrán derecho a un feriado anual
de quince días hábiles, con remuneración
íntegra que se otorgará de acuerdo con las
formalidades que establezca el reglamento.

“El feriado se concederá de preferencia
en primavera o verano, considerándose las
necesidades del Servicio”.

A su vez, su artículo 69, señala:

“Para los efectos del feriado, el día sá-
bado se considerará siempre inhábil”.

Por su parte, el artículo 70 del señalado
Código, prescribe:

“El feriado deberá ser continuo, pero el
exceso sobre diez días hábiles podrá fraccio-
narse de común acuerdo.

“El feriado también podrá acumularse
por acuerdo de las partes, pero sólo hasta
por dos períodos consecutivos.

“El empleador cuyo trabajador tenga acu-
mulados dos períodos consecutivos, deberá
en todo caso otorgar al menos el primero de
éstos, antes de completar el año que le da
derecho a un nuevo período”.

Finalmente el artículo 68 del mismo cuer-
po legal establece:

“Todo trabajador, con diez años de tra-
bajo, para uno o más empleadores, conti-
nuos o no, tendrá derecho a un día adicional
de feriado por cada tres nuevos años trabaja-
dos, y este exceso será susceptible de nego-
ciación individual o colectiva.

“Con todo, sólo podrán hacerse valer
hasta diez años de trabajo prestados a em-
pleadores anteriores”.

Del análisis conjunto de las disposicio-
nes legales precedentemente transcritas se
infiere, en primer término, que todo trabaja-
dor que haya cumplido un año de servicios

532/29, 2.02.04.

Los días de feriado progresivo a que tienen derecho de conformidad al
artículo 68 del Código del Trabajo los dependientes de la empresa Enva-
ses…, han pasado a incrementar su feriado básico y deberán otorgárseles
a continuación del mismo, ya sea que hagan uso de éste en su totalidad o
lo hayan fraccionado de común acuerdo sobre el exceso de diez días
hábiles, no resultando jurídicamente procedente que se otorguen separa-
damente del feriado básico.
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tiene derecho a gozar de un descanso anual
equivalente a 15 días hábiles, con derecho a
remuneración íntegra y que para los efectos
del cómputo de dicho beneficio el día sábado
debe ser considerado inhábil.

Se infiere además, que el feriado debe
ser continuo, y que, por excepción, se admi-
te su fraccionamiento en las condiciones que
en dicha normativa se establecen, vale decir,
con acuerdo de las partes y sólo por el exce-
so sobre diez días hábiles.

De iguales normas se desprende asi-
mismo, que la ley permite acumular el feria-
do hasta por dos períodos consecutivos siem-
pre que exista acuerdo de las partes en tal
sentido.

Finalmente, de los preceptos transcritos
se colige que todo trabajador, con diez años
de servicio, sean continuos o discontinuos
para uno o más empleadores, tiene derecho
a gozar de un día adicional de descanso,
cada tres nuevos años laborados sobre los
primeros diez y que la ley sólo permite hacer
valer hasta diez años de trabajo prestados a
empleadores anteriores para tal efecto.

Tras todo lo señalado, resulta claro que
el efecto del beneficio denominado feriado
progresivo es que se adicione un día al feriado
básico del trabajador por cada tres nuevos
años trabajados cumpliéndose los requisitos
establecidos por el artículo 68 del Código del
Trabajo, ello por su carácter accesorio que le
impide subsistir independientemente del feria-
do anual de 15 días hábiles del trabajador.

Lo anterior ha sido resuelto en Dictamen
Nº 1.760, de 15.05.78, al señalar que “el
feriado progresivo existe sólo en función del
feriado completo, pudiendo solamente
adicionarse a los días de feriado propiamente
tal que correspondan al trabajador”.

De igual forma, posible es sostener que
los días en que se incremente el feriado
básico, como consecuencia de dicho benefi-
cio, pasan a formar parte de aquél, sin perjui-

cio de que el citado artículo 68 establezca
que tales días podrán ser objeto de negocia-
ción individual o colectiva.

Luego, habiendo pasado los días de fe-
riado progresivo a incrementar el feriado anual
de 15 días hábiles, necesariamente deberán
ser otorgados conforme a lo que dispone la
ley para hacer uso del mismo, por lo que
posible será sostener que no habiendo sido
objeto de negociación individual o colectiva
los días de feriado progresivo que aumenta-
ron el feriado legal, deberán ser otorgados
conjuntamente con aquéllos.

Por último, considerando que el legisla-
dor ha precisado que el feriado básico debe-
rá ser continuo y sólo podrá fraccionarse de
común acuerdo el exceso sobre diez días
hábiles, no resultará jurídicamente proceden-
te que el empleador unilateralmente fraccio-
ne su otorgamiento y de hacerlo incurrirá en
una infracción a la legislación laboral sancio-
nable por este Servicio.

Ahora bien, en la especie, se encuentra
acreditado que los trabajadores de la Empre-
sa Envases … se acogieron al inciso 2º del
artículo 369 del Código del Trabajo, por lo
que se mantienen vigentes las cláusulas del
antiguo contrato colectivo de trabajo suscri-
to entre ellas, perdurando dentro de las mis-
mas, al igual que en contratos colectivos
anteriores aquella referida a los días de feria-
do progresivo, que se contiene en la cláusula
décima y que en lo pertinente establece:

“Décimo Bono de Vacaciones.

“Los días progresivos se manejarán de
común acuerdo con cada trabajador, en los
casos que corresponda”.

Como se aprecia, la norma contractual
precitada contradice la doctrina administrati-
va antes comentada conforme a la cual los
días de feriado progresivo forman un todo con
aquellos que comprenden el feriado básico.

En efecto, en tanto faculta a las partes
para decidir la oportunidad en que se hará uso
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del feriado progresivo, ello se ha traducido en la
práctica, en que este beneficio se ha otorgado
siempre separadamente del feriado básico.

Lo expuesto permite sostener que la cláu-
sula precitada no se encontraría ajustada a
derecho, circunstancia que se ve corrobora-
da por el informe de inspección practicado
por fiscalizadora M.T.U., de 16.10.03, que
se contiene en el ant. 1), conforme al cual se
acredita que la empresa Envases… ha otor-
gado a requerimiento de sus trabajadores los
días de feriado progresivo en fechas diversas
a aquellas en que les correspondió gozar de
su feriado básico, lo que resulta jurídicamen-
te improcedente.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas, jurispruden-
cia administrativa consultada y considera-
ciones formuladas, cumplo con informar a
Ud. que los días de feriado progresivo a
que tienen derecho de conformidad al ar-
tículo 68 del Código del Trabajo los depen-
dientes de la empresa Envases…, han pa-
sado a incrementar su feriado básico y
deberán otorgárseles a continuación del
mismo, ya sea que hagan uso de éste en su
totalidad o lo hayan fraccionado de común
acuerdo sobre el exceso de diez días hábi-
les, no resultando jurídicamente proceden-
te que se otorguen separadamente del fe-
riado básico.

Descanso compensatorio. Dias domingo. Cumplimiento.

542/30, 2.02.04.

Niega lugar a solicitud de reconsideración de la doctrina de este Servicio en
relación al inciso 4º del artículo 38 del Código del Trabajo, contenida entre
otros, en Ord. Nº 2.019/126, de 1º.07.02, en el punto 3.1, conforme a la
cual el empleador podrá acordar con los respectivos dependientes compen-
sar los días festivos laborados, otorgándoles descansos en día domingo del
mismo mes calendario o de otro distinto dentro del mismo año calendario.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 38.

Concordancias: Ord. Nº 2.019/126, de
1º.07.02.

Mediante presentación del antecedente
se ha solicitado reconsideración de la doctrina
de este Servicio en relación al inciso 4º del
artículo 38 del Código del Trabajo, contenida,
entre otros, en Dictamen Nº 2.019/0126, de
1º.07.02, en su punto 3.1, conforme a la cual
el empleador podrá acordar con los respecti-
vos dependientes compensar los días festivos
laborados, otorgándoles descansos en día do-
mingo del mismo mes calendario o de otro
distinto dentro del mismo año calendario.

Sobre el particular, cumplo con informar
a Ud. lo siguiente:

El artículo 38, del Código del Trabajo,
que se refiere a los trabajadores exceptua-
dos del descanso dominical y en días festi-
vos, en los incisos 3º y 4º, en su texto fijado
por la Ley Nº 19.759, disponen:

“Las empresas exceptuadas del descan-
so dominical deberán otorgar un día de des-
canso a la semana en compensación a las
actividades desarrolladas en día domingo, y
otro por cada festivo en que los trabajadores
debieron prestar servicios, aplicándose la nor-
ma del artículo 36. Estos descansos podrán
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ser comunes para todos los trabajadores, o
por turnos para no paralizar el curso de las
labores”.

“No obstante, en los casos a que se
refieren los números 2 y 7 del inciso primero,
al menos dos de los días de descanso en el
respectivo mes calendario deberán necesa-
riamente otorgarse en día domingo. Esta nor-
ma no se aplicará respecto de los trabajado-
res que se contraten por un plazo de treinta
días o menos, y de aquellos cuya jornada
ordinaria no sea superior a veinte horas se-
manales o se contraten exclusivamente para
trabajar los días sábado, domingo o festi-
vos”.

Del análisis conjunto de los preceptos
legales transcritos fluye que a partir de la
entrada en vigor de la citada ley, esto es, a
contar del 1º de diciembre de 2001, los
trabajadores comprendidos en los Nºs. 2 y 7
del artículo 38 del Código del Trabajo, tienen
derecho a que en el respectivo mes calenda-
rio, a lo menos, dos de los días de descanso
compensatorio que les corresponde impetrar
por los días domingo y festivos laborados en
dicho período, se otorguen en día domingo.

Como se aprecia, el tenor literal del pre-
cepto en análisis se limita solamente a esta-
blecer que dos de los días de descanso en el
respectivo mes calendario debe otorgarse en
día domingo, sin modificar la regla general
que regula la materia, lo que a la vez, autori-
za para sostener, que se mantiene inalterable
el número de descansos compensatorios que
corresponden por los días domingo y festi-
vos laborados en el respectivo mes.

Por consiguiente, posible es convenir que
el otorgamiento de dos de los días de des-
canso compensatorio que deben impetrar en
domingo los trabajadores que se desempe-
ñan en la explotaciones, labores o servicios a
que se refiere el Nº 2 del artículo 38 del
Código del Trabajo y aquellos que prestan
servicios en los establecimientos de comer-
cio y servicios a que alude el Nº 7 del mismo
precepto legal, no confiere a los mismos el

derecho a dos días adicionales de descanso
semanal.

Por otra parte, necesario es hacer pre-
sente que, tal como lo ha señalado reitera-
damente la jurisprudencia de este Servicio,
la modificación introducida a la norma en
análisis no puede significar alterar las nor-
mas generales sobre duración y distribu-
ción de la jornada de trabajo, manteniéndo-
se de esta forma los topes máximos de la
jornada ordinaria de 48 horas semanales y
de 10 horas diarias y su distribución sema-
nal en no menos de cinco ni en más de seis
días.

Conforme a lo anterior la reiterada doc-
trina de este Servicio, contenida, entre otros,
en Ord. Nº 2.219/0126, de 11.07.02, en el
punto 3.1., ha resuelto que para los efectos
de dar cumplimiento a la obligación estable-
cida en el inciso 4º del artículo 38 del Código
del Trabajo, el empleador podrá acordar con
los respectivos dependientes compensar los
días festivos laborados, otorgándoles los des-
cansos correspondientes en día domingo del
mismo mes calendario o de otro distinto den-
tro del mismo año calendario.

Ahora bien, no aportándose anteceden-
tes de hecho ni de derecho que permitan
alterar la conclusión antes expuesta, no re-
sulta jurídicamente procedente reconsiderar
la citada doctrina.

En consecuencia, sobre la base de las
consideraciones formuladas, normas legales
precitadas y jurisprudencia administrativa con-
sultada, cumplo con informar que se niega
lugar a solicitud de reconsideración de la
doctrina de este Servicio en relación al inciso
4º del artículo 38 del Código del Trabajo,
contenida, entre otros, en Ord. Nº 2.019/
0126, de 1º.07.02, en el punto 3.1, confor-
me a la cual el empleador podrá acordar con
los respectivos dependientes compensar los
días festivos laborados, otorgándoles des-
cansos en día domingo del mismo mes calen-
dario o de otro distinto dentro del mismo año
calendario.
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Fuentes: Constitución Política de la Re-
pública, artículo 19 Nº 16. Código del Tra-
bajo, artículos 160 Nº 1; 2º, incisos 2º y
3º. Ley Nº 19.070, artículo 41.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 352/24,
de 22.01.2004 y 3.840/194, de 18.11.2002.

Mediante presentaciones de los ante-
cedentes…, han solicitado a esta Dirección
un pronunciamiento acerca de las siguien-
tes materias:

1) Si resulta procedente que las Corpora-
ciones Municipales exijan que los do-
centes que postulan a la dotación do-
cente en calidad de contrata, presen-
ten una declaración jurada ante nota-
rio que no mantienen contrato de tra-
bajo vigente con otro empleador.

2) Forma de impetrar el beneficio del fe-
riado legal del personal docente que
presta servicios en los establecimien-
tos educacionales dependientes de las
Corporaciones Municipales.

Al respecto, cumplo en informar a Uds.
lo siguiente:

1) En lo que respecta a la consulta signada

con este número, cabe señalar que el
artículo 19 Nº 16 de la Constitución
Política de la República de Chile, en su
parte pertinente, prescribe:

“Toda persona tiene derecho a la libre
contratación y a la libre elección del
trabajo con una justa retribución.

“Ninguna clase de trabajo puede ser
prohibida, salvo que se oponga a la
moral, a la seguridad o a la salubridad
públicas, o que lo exija el interés na-
cional y una ley lo declare así…”.

Del precepto constitucional preceden-
temente transcrito se colige que la
Constitución Política de la República
de Chile consagra el derecho a todo
persona a la libre contratación y a la
libre elección del trabajo, de suerte tal
que el trabajador puede decidir libre-
mente la actividad por él a desarrollar.

Asimismo, se deduce que ninguna la-
bor o servicio puede ser prohibida, a
menos que sea contraria a la moral, a
la seguridad o a la salubridad públicas,
o que lo exija el interés nacional y una
ley lo declare así.

Por otra parte, es necesario señalar que

Derechos fundamentales. Principio no discriminaciOn. Estatuto Docente.
Corporaciones Municipales. Feriado.

543/31, 2.02.04.

1) Las Corporaciones Municipales no se encuentran facultadas para exigir
que los docentes que postulan a la dotación docente en calidad de
contrata, presenten una declaración jurada ante notario que no mantie-
nen contrato de trabajo vigente con otro empleador, sin perjuicio de lo
expuesto en el cuerpo del presente oficio.

2) Los docentes que prestan servicios en los establecimientos educaciona-
les dependientes de las Corporaciones Municipales, tienen derecho a
impetrar el beneficio del feriado legal en los términos previstos en el
artículo 41 de la Ley Nº 19.070.
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el artículo 160 Nº 2 del Código del Traba-
jo previene:

“El contrato de trabajo termina sin dere-
cho a indemnización alguna cuando el
empleador le ponga término invocando
una o más de las siguientes causales:

“2.- Negociaciones que ejecute el traba-
jador dentro del giro del negocio y que
hubieran sido prohibidas por escrito en
el respectivo contrato por el emplea-
dor”.

Del precepto legal preinserto se deduce
que al empleador sólo le está permitido
prohibir a sus dependientes, mientras se
mantenga vigente la relación laboral, el
ejercicio de labores que estén dentro del
giro del negocio y siempre que dicha
prohibición conste por escrito en el con-
trato de trabajo respectivo.

De la norma legal transcrita se deduce
que al empleador sólo le está permitido
prohibir a sus dependientes, mientras se
mantenga vigente la relación laboral, el
ejercicio de labores que estén dentro del
giro del negocio y siempre que dicha
prohibición conste por escrito en el con-
trato de trabajo respectivo.

A su vez, el mismo numerando 16 del
artículo 19 de la referida Constitución
Política, señala que “Se prohíbe cual-
quier discriminación que no se base en
la capacidad o idoneidad personal, sin
perjuicio de que la ley pueda exigir la
nacionalidad chilena o límites de edad
para determinados casos”.

Recoge este principio el artículo 2º del
Código del Trabajo, en sus incisos 2º y
3º al señalar que “son contrarios a los
principios de las leyes laborales los ac-
tos de discriminación”, agregando que
“los actos de discriminación son las dis-
tinciones, preferencias basadas en moti-
vos de raza, color, sexo, edad, estado
civil, sindicación, religión, opinión políti-

ca, nacionalidad, ascendencia nacional u
origen social, que tengan por objeto anu-
lar o alterar la igualdad de oportunidades
o de trato en el empleo y la ocupación”.

De lo anterior se sigue, entonces, que
en nuestro ordenamiento jurídico labo-
ral, las personas se encuentran dotadas
de un derecho constitucional a no ser
objeto de discriminaciones arbitrarias,
esto es, según señala el precepto del
texto fundamental, cualquier discrimina-
ción que no diga relación con la idonei-
dad o capacidad personal.

Por consiguiente, aplicando lo expuesto
al caso en análisis, forzoso resulta con-
venir que la declaración jurídica en co-
mento no se ajustaría a derecho, toda
vez, que con ella se infringirían aquellos
preceptos de orden constitucional y le-
gal que regulan la libertad de contrata-
ción, de elección del trabajo y la no
discriminación arbitraria.

Lo expresado en párrafos que antece-
den permite afirmar que las Corporacio-
nes Municipales no pueden exigir como
requisito de ingreso a la dotación docen-
te, en calidad de contratado, una decla-
ración jurada ante notario que dé cuenta
que no tiene relación laboral vigente con
otro empleador, por cuanto ello implica-
ría obligar al profesional de la educación
a abstenerse de desempeñar otra activi-
dad remunerada fuera de la empresa,
exceptuándose únicamente las labores
que éste pudiere ejecutar dentro del giro
de la empresa y siempre que dicha pro-
hibición conste por escrito en el respec-
tivo contrato de trabajo, como asimis-
mo, se estaría vulnerando el principio de
la no discriminación arbitraria.

En relación con la materia es del caso
hacer presente que eventualmente no
existiría inconveniente legal alguno para
que las Corporaciones Municipal, con el
fin de pagar correctamente algunos be-
neficios legales, tales como la Unidad de
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Mejoramiento Profesional requieran al
personal docente una declaración jurada
en que conste la carga horaria contrata-
da con otros establecimientos educacio-
nales.

2) En cuanto a la consulta signada con
este número cabe señalar que el artículo
41 de la Ley Nº 19.070, inserto en el
Título III de la citada ley, que regula las
relaciones laborales de los profesionales
de la educación, entre otros, de los que
laboran en establecimientos educacio-
nales dependientes de las Corporacio-
nes Municipales, cuyo es el caso en
consulta, dispone:

“Para todos los efectos legales, el feria-
do de los profesionales de la educación
que se desempeñen en establecimientos
educacionales será el período de inte-
rrupción de las actividades escolares en
los meses de enero a febrero, o el que
medie entre el término del año escolar y
el comienzo del siguiente, según corres-
ponda. Durante dicha interrupción po-
drán ser convocados para cumplir activi-
dades de perfeccionamiento, u otras, que
no tengan el carácter de docencia de
aula hasta por un período de tres sema-
nas consecutivas”.

De la disposición legal precedentemente
anotada se infiere que por expreso man-
dato del legislador, el feriado legal del
personal docente de que se trata com-
prende el período de interrupción de las
actividades escolares, entendiéndose por
tal los meses de enero y febrero de cada
año o el que medie entre el término del
año escolar y el comienzo del siguiente,
según corresponda, período en el cual,
sólo por excepción, el profesional de la
educación podrá ser convocado a reali-

zar actividades de perfeccionamiento u
otras que no tengan el carácter de do-
cencia de aula, por un lapso no superior
a tres semanas consecutivas.

De ello se sigue que tratándose de pro-
fesionales de la educación que, como en
la especie, se rigen por la citada norma
legal, el período de interrupción de acti-
vidades escolares constituye su feriado
legal circunstancia que, a la vez, autori-
za para sostener que el empleador no
puede limitar el goce de dicho beneficio,
salvo en el caso de excepción que con-
templa la ley, cual es, como ya se dijere,
la convocatoria a actividades de perfec-
cionamiento u otras que no tengan el
carácter de docencia de aula, por un
lapso no superior a tres semanas conse-
cutivas durante dicho período.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo en informar a Uds.
lo siguiente:

1) Las Corporaciones Municipales no se en-
cuentran facultadas para exigir que los
docentes que postulan a la dotación do-
cente en calidad de contrata, presenten
una declaración jurada ante notario que
no mantienen contrato de trabajo vigente
con otro empleador, sin perjuicio de lo
expuesto en el cuerpo del presente oficio.

2) Los docentes que prestan servicios en
los establecimientos educacionales de-
pendientes de las Corporaciones Munici-
pales, tienen derecho a impetrar el bene-
ficio del feriado legal en los términos
previstos en el artículo 41 de la Ley
Nº 19.070.
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Fuentes: Código del Trabajo, artículo 64,
incisos 1º y 2º. Código Civil, artículo 20.

Concordancias: Dictámenes Ordinarios
Nºs. 2.049/50, de 28.05.2003; 3.450/170,
de 12.09.2001; 5.445/361, de 5.11.98;
5.028/224, de 4.09.96, y 4.546/220, de
21.07.95.

Mediante Ord. Nº 42, de 6.01.2004, del
Ant.…, solicita un pronunciamiento de esta
Dirección acerca del sentido de las expresio-
nes “obligaciones laborales y previsionales”,
en la responsabilidad subsidiaria del dueño
de la obra, empresa o faena, del artículo 64
del Código del Trabajo, y si esta responsabili-
dad persiste después que la relación laboral

se ha extinguido.

En la misma presentación se adjunta el
Ant.…, por el cual se consulta la aplicación
de la mencionada responsabilidad en relación
al pago de remuneraciones, mes de desahu-
cio, indemnización por años de servicio, va-
caciones proporcionales, gratificación y ho-
ras extraordinarias.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El artículo 64, incisos 1º y 2º, del Códi-
go del Trabajo, dispone:

“El dueño de la obra, empresa o faena
será subsidiariamente responsable de las obli-

Responsabilidad subsidiaria. Alcance.

544/32, 2.02.04.

1) Para efectos de la responsabilidad subsidiaria del dueño de la obra,
empresa o faena, o del contratista, del artículo 64 del Código del Traba-
jo, se entiende por obligaciones laborales las que emanan de los contra-
tos individuales o colectivos del trabajo, y del Código del Trabajo y sus
leyes complementarias, de los trabajadores del contratista o
subcontratista, según el caso, ocupados en la ejecución de la obra,
empresa o faena.

2) Asimismo, son obligaciones previsionales todas las relacionadas con
el integro o declaración de las cotizaciones de seguridad social, y
con la prevención de accidentes del trabajo y enfermedades profesio-
nales, respecto de los mismos trabajadores empleados en la obra,
empresa o
faena.

3) La indicada responsabilidad subsidiaria subsiste con posterioridad al tér-
mino de la relación laboral, y mientras no se extinga por el correspon-
diente finiquito debidamente cumplido, o por la alegación de la pres-
cripción.

4) Las remuneraciones, vacaciones proporcionales, gratificación, horas ex-
traordinarias, indemnización por años de servicio y sustitutiva del aviso
previo, constituyen obligaciones laborales que se encuentran compren-
didas en la responsabilidad subsidiaria del dueño de la obra, empresa o
faena, o del contratista según el caso, por los trabajadores ocupados en
las mismas y por el período en que trabajaron en ellas.
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gaciones laborales y previsionales que afec-
ten a los contratistas en favor de los trabaja-
dores de éstos. También responderá de igua-
les obligaciones que afecten a los subcontra-
tistas, cuando no pudiere hacerse efectiva la
responsabilidad a que se refiere el inciso
siguiente.

En los mismos términos, el contratista
será subsidiariamente responsable de obliga-
ciones que afecten a sus subcontratistas, en
favor de las obligaciones de éstos”.

De la disposición legal citada se despren-
de la responsabilidad subsidiaria de que la ley
inviste al dueño de la obra, empresa o faena,
respecto de las obligaciones laborales y previ-
sionales por los trabajadores del contratista
ocupados en la obra, empresa o faena.

De igual modo, se deriva que a su vez el
contratista responderá subsidiariamente de
similares obligaciones por los trabajadores
del subcontratista de la obra, empresa o fae-
na, y si esta responsabilidad no pudiere ha-
cerse efectiva, responderá en la misma for-
ma de dichas obligaciones el dueño de la
obra, empresa o faena.

Ahora bien, el objeto de la responsabili-
dad subsidiaria que afecta tanto al dueño de
la obra, empresa o faena, como al contratista
respecto del subcontratista, se refiere a obli-
gaciones laborales y previsionales por los
trabajadores de tal contratista o subcontra-
tista, según el caso, ocupados en la ejecu-
ción de la obra, empresa o faena.

De este modo, se hace pertinente con-
sultar el sentido y alcance de las expresiones
“obligaciones laborales y previsionales,” que
utiliza el legislador, como objeto de las res-
ponsabilidades subsidiarias antes anotadas,
términos que no ha definido, por lo que de
acuerdo a la regla de interpretación de la ley,
del artículo 20 del Código Civil, deberán en-
tenderse “en su sentido natural y obvio, se-
gún el uso general de las mismas palabras”,
para lo cual, acorde a la reiterada jurispru-
dencia contenida, entre otros, en Ord.

Nº 5.445/361, de 5.11.98, deberá estarse al
significado que les otorga el Diccionario de la
Lengua Española, que, para laboral, señala:
“es lo perteneciente o relativo al trabajo”.

De esta manera, serían obligaciones la-
borales todas las propias de la prestación de
servicios de los trabajadores del contratista o
subcontratista, empleados en la ejecución de
la obra, empresa o faena, lo que involucra,
consiguientemente, según el caso, las deri-
vadas de la relación contractual individual o
colectiva de trabajo, y del Código del Trabajo
y sus leyes complementarias.

De esta suerte, toda obligación que com-
peta al empleador contratista o subcontratis-
ta, que emane de los contratos individuales o
colectivos del trabajo, y del Código del Tra-
bajo y sus leyes complementarias, por los
trabajadores ocupados en la obra, empresa o
faena, conformarían obligaciones laborales
que serían exigibles subsidiariamente del due-
ño de ellas, o del contratista, según la cir-
cunstancia.

En cuanto a las obligaciones previsiona-
les, la acepción del vocablo previsión conte-
nida en el Diccionario de la Lengua Española
es: “acción de disponer lo conveniente para
atender a contingencias o necesidades previ-
sibles”.

De este modo, todo aquello que se pue-
da disponer para cubrir contingencias o ne-
cesidades previsibles que puedan afectar a la
persona del trabajador durante sus labores,
conformarían obligaciones previsionales del
empleador.

Entre tales obligaciones se podría com-
prender no sólo el pago o declaración de las
cotizaciones previsionales, que de acuerdo al
artículo 22 de la Ley Nº 17.322, en general,
y artículo 19 del D.L. Nº 3.500, de 1980,
para las A.F.P., y 30 de la Ley Nº 18.933,
para las Isapre, corresponde efectuar al em-
pleador, si con ellas se prevé la cobertura de
contingencias o necesidades previsibles del
trabajador, sino además, la obligación que le
asiste de prevenir accidentes del trabajo y



Dictámenes de la Dirección del Trabajo

Marzo182 / 2004

117

enfermedades profesionales.

Estas últimas medidas serían las consa-
gradas en la Ley Nº 16.744, de Seguro So-
cial contra Riesgos de Accidentes del Traba-
jo y Enfermedades Profesionales, citada en el
Título III el Libro II del Código del Trabajo,
”De la Protección a los Trabajadores“.

Cabe acotar, que las demás obligacio-
nes que imponen al empleador los Títulos I y
II del indicado Libro II del Código del Trabajo,
de deber general de seguridad de la vida y
salud del trabajador, y de protección a la
maternidad, respectivamente, estarían com-
prendidas dentro de las obligaciones labora-
les anteriormente analizadas, si se encuen-
tran básicamente en el Código del Trabajo.

De esta manera, serían obligaciones pre-
visionales, exigibles subsidiariamente del due-
ño de la obra, empresa o faena, o del contra-
tista, según el caso, tanto el pago o declara-
ción de las cotizaciones de seguridad social
de los trabajadores ocupados en ellas como
las vinculadas a la higiene y seguridad en el
trabajo para la prevención de los accidentes
del trabajo y enfermedades profesionales.

En cuanto a la consulta si la responsabili-
dad subsidiaria subsiste después de la termina-
ción del contrato de trabajo, cabe expresar que
tal circunstancia no podría afectar su vigencia
posterior, si el legislador no ha dispuesto regu-
lación o limitación especial alguna al respecto,
por lo que deberá aplicarse los principios y la
legislación general sobre el particular, relativo a
la vigencia de las obligaciones laborales y pre-
visionales mientras no se extingan las primeras
por el finiquito legal debidamente cumplido, o
por el transcurso de los plazos legales de cadu-
cidad, o por acogerse la alegación de las pres-
cripciones del artículo 480 del Código del Tra-
bajo, o de las cotizaciones previsionales, res-
pecto de las instituciones de previsión, del
artículo 49 de la Ley Nº 15.386.

En relación con la consulta sobre aplica-
ción de la responsabilidad subsidiaria en ca-
sos específicos como pago de remuneracio-

nes adeudadas; mes de desahucio; indemni-
zación por años de servicio; vacaciones pro-
porcionales; gratificación y horas extraordi-
narias, cabe precisar, en primer término, que
respecto de todos ellos rige la indicada res-
ponsabilidad subsidiaria, si constituyen obli-
gaciones laborales en favor de los trabajado-
res del contratista o subcontratista, conveni-
das en los contratos individuales o colectivos
de trabajo, o emanan del Código del Trabajo
y sus leyes complementarias.

En especial, en materia de pago sustitu-
tivo del mes de aviso previo o de desahucio,
y de indemnización por años de servicio,
esta Dirección ya se ha pronunciado, y su
doctrina uniforme y reiterada, consta, entre
otros, en Ord. Nº 2.049/50, de 28.05.2003:
“La responsabilidad subsidiaria del dueño de
la obra, empresa o faena por obligaciones
laborales y previsionales de los trabajadores
del contratista o subcontratista, si es el caso,
alcanzan también al pago de las indemniza-
ciones por años de servicio y falta de aviso
previo correspondientes al período de ejecu-
ción de aquéllas, por los trabajadores ocupa-
dos en las mismas”.

Pues bien, corresponde agregar, en todo
caso, en relación a lo anteriormente expues-
to en este Oficio, que la doctrina de esta
Dirección ha precisado, igualmente, en Ord.
Nº 3.450/170, de 12.09.2001, entre otros,
que la responsabilidad subsidiaria del dueño
de la obra, empresa o faena, o del contratista
por el subcontratista, “sólo puede estar refe-
rida a los trabajadores ocupados por éstos
en la respectiva obra, empresa o faena, y por
los montos de tales obligaciones devengados
durante la ejecución de las mismas”.

Asimismo, se hace necesario también
añadir a lo expresado, que la doctrina ha
manifestado, en Ords. Nºs. 5.028/224, de
4.09.96 y 4.546/220, de 21.07.95, que “la
responsabilidad subsidiaria que se consigna
en el artículo 64 del Código del Trabajo, sólo
puede hacerse efectiva a través del corres-
pondiente requerimiento judicial, es decir, pre-
via presentación de la demanda respectiva,
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no resultando por ende jurídicamente proce-
dente que los fiscalizadores hagan exigible
dicha responsabilidad subsidiaria respecto del
dueño de la obra o del contratista”.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales citadas, cúm-
pleme informar a Ud.:

1) Para efectos de la responsabilidad subsi-
diaria del dueño de la obra, empresa o
faena, o del contratista, del artículo 64
del Código del Trabajo, se entiende por
obligaciones laborales las que emanan
de los contratos individuales o colecti-
vos del trabajo, y del Código del Trabajo
y sus leyes complementarias, de los tra-
bajadores del contratista o subcontratis-
ta, según el caso, ocupados en la ejecu-
ción de la obra, empresa o faena.

2) Asimismo, son obligaciones previsiona-
les todas las relacionadas con el integro

o declaración de las cotizaciones de se-
guridad social, y con la prevención de
accidentes del trabajo y enfermedades
profesionales, respecto de los mismos
trabajadores empleados en la obra, em-
presa o faena.

3) La indicada responsabilidad subsidiaria
subsiste con posterioridad al término de
la relación laboral, y mientras no se ex-
tinga por el correspondiente finiquito de-
bidamente cumplido, o por la alegación
de la prescripción.

4) Las remuneraciones, vacaciones propor-
cionales, gratificación, horas extraordi-
narias, indemnización por años de servi-
cio y sustitutiva del aviso previo, consti-
tuyen obligaciones laborales que se en-
cuentran comprendidas en la responsa-
bilidad subsidiaria del dueño de la obra,
empresa o faena, o del contratista se-
gún el caso, por los trabajadores ocupa-
dos en las mismas y por el período en
que trabajaron en ellas.

Negociacion colectiva. Objecion de legalidad.

545/33, 2.02.04.

1.- En un proceso de negociación colectiva reglado, si la comisión negocia-
dora laboral, frente a una observación de fondo efectuada por el
empleador, decidiera no hacer uso de su derecho a objetarla de legali-
dad o lo hiciera extemporáneamente deberá entenderse que se allana, y,
consecuentemente, el proceso de negociación no podría seguir su cur-
so.

2.- En la misma situación anterior, si la comisión negociadora laboral resol-
viera continuar adelante con el proceso de negociación insistiendo en
votar la última oferta o la huelga, esta Dirección del Trabajo deberá
abstenerse de participar, atendido que esta determinación daría origen a
una controversia entre las partes que deberá ser resuelta por el Juzgado
de Letras del Trabajo del lugar en que se encuentre la empresa, predio o
establecimiento.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
329 y 331.

Concordancias: Ordinario Nº 4.431/106,
de 20.06.1988.

Mediante Memorándum citado en el ante-
cedente, el Departamento de Relaciones Labo-
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rales, ha solicitado un pronunciamiento res-
pecto de los efectos jurídicos que acarrea,
dentro de un proceso de negociación colecti-
va reglado, la inacción de la comisión negocia-
dora laboral frente a la interposición de obser-
vaciones de fondo por parte del empleador en
su respuesta, que impedirían que dicho proce-
so continuara desarrollándose.

Sobre el particular cumplo con informar
a Ud., que el Código del Trabajo en su artícu-
lo 329, inciso 1º, dispone:

“El empleador deberá dar respuesta por
escrito a la comisión negociadora, en forma
de un proyecto de contrato colectivo que
deberá contener todas las cláusulas de su
proposición. En esta respuesta el empleador
podrá formular las observaciones que le me-
rezca el proyecto y deberá pronunciarse so-
bre todas las proposiciones de los trabajado-
res así como señalar el fundamento de su
respuesta. Acompañará, además, los ante-
cedentes necesarios para justificar las cir-
cunstancias económicas y demás pertinen-
tes que invoque, siendo obligatorio como
mínimo adjuntar copia de los documentos
señalados en el inciso quinto del artículo
315, cuando dichos antecedentes no se
hubieren entregado anteriormente”.

Por su parte el 331, incisos 1º, 2º y 3º,
del Código del Trabajo dispone:

“Recibida la respuesta del empleador,
la comisión negociadora podrá reclamar de
las observaciones formuladas por éste, y de
las que le merezca la respuesta, por no ajus-
tarse éstas a las disposiciones del presente
Código.

La reclamación deberá formularse ante
la Inspección del Trabajo dentro del plazo de
cinco días contados desde la fecha de recep-
ción de la respuesta. La Inspección del Tra-
bajo tendrá igual plazo para pronunciarse,
contado desde la fecha de presentación de la
reclamación.

No obstante, si la negociación involucra
a más de mil trabajadores, la reclamación

deberá ser resuelta por el Director del Tra-
bajo”.

Del análisis de ambas disposiciones es
posible concluir que el empleador en su res-
puesta puede formular las observaciones que
le merezca el proyecto de contrato colectivo.
De los alcances expresados, la comisión ne-
gociadora puede reclamar, ante el Inspector
del Trabajo o ante el Director del Trabajo si
se trata de una negociación que involucre
más de mil trabajadores, en el plazo de cinco
días contados desde la recepción de la res-
puesta.

Además se advierte del tenor literal de la
norma analizada, que la comisión negociado-
ra laboral goza del derecho de reclamación
de las observaciones formuladas por el em-
pleador y de las que le merezca la respuesta,
por no ajustarse a las disposiciones del Códi-
go del Trabajo. Lo dicho significa que puede
o no hacer valer esta facultad, pero si decide
hacerlo el plazo de que dispone es de carác-
ter fatal.

En efecto, el precepto en estudio señala
expresamente que “la reclamación deberá
formularse ante la Inspección del Trabajo
dentro del plazo de cinco días contados des-
de la fecha de recepción de la respuesta”, de
lo cual cabe concluir que si no hace uso de la
prerrogativa que le concede la ley de recla-
mar de las observaciones formuladas por el
empleador al proyecto de contrato colectivo
y de las que le merezca la respuesta en el
citado plazo, esto es, cinco días corridos
contados desde la recepción de la respuesta
y ante la Inspección del Trabajo respectiva,
se entiende que acepta las observaciones
que se hubieren formulado en ella.

Ahora bien, las observaciones que el
empleador puede incorporar en su respuesta
pueden ser de forma o de fondo. Se entiende
por observaciones de forma aquellas que pue-
den ser enmendadas por la comisión nego-
ciadora laboral dentro del plazo que le otor-
gue el Inspector del Trabajo o el Director del
Trabajo, en su caso, en la respectiva resolu-
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ción. Como ejemplo se puede mencionar la
falta de suscripción del proyecto por algún
integrante de la comisión negociadora; au-
sencia de la nómina de trabajadores, falta de
precisión en la individualización del emplea-
dor y otras.

Por su parte, las llamadas observaciones
de fondo pueden llegar, incluso, a impedir
que el proceso pueda continuar su normal
desarrollo. A vía ejemplar se puede mencio-
nar, entre otros, el caso del empleador que
observa a los trabajadores involucrados en el
proceso alegando que éstos se encuentran
sujetos a un instrumento colectivo vigente y
puede probar sus dichos acompañando los
documentos respectivos; grupos de trabaja-
dores unidos para negociar colectivamente y
a quienes el empleador les objeta el quórum
o la situación de aquellas empresas que se
encuentran impedidas por ley de negociar
colectivamente y que, a pesar de esto, sus
trabajadores deciden presentar un proyecto
de contrato colectivo o, la presentación del
proyecto fuera de plazo.

Pues bien, ante objeciones de esta natu-
raleza los trabajadores pueden avenirse a lo
expuesto por su empleador y, como conse-
cuencia de ello, desistirse de negociar en esa
oportunidad, o, rechazar los argumentos de
su contraparte exponiendo sus propios pun-
tos de vista. Ambas alegaciones deben ser
analizadas y resueltas por la autoridad com-
petente.

Ahora bien, si la comisión negociadora
laboral frente a una observación de fondo
efectuada por el empleador decidiera no ha-
cer uso de su derecho a objetarla de legali-
dad, debe entenderse que se allana, y, con-
secuentemente, el proceso de negociación
no podría seguir su curso.

En este último caso, si la comisión nego-
ciadora laboral decidiera, aun cuando no ha
hecho uso de su derecho a objetar de legali-
dad la respuesta o lo hiciera extemporánea-

mente, continuar adelante con el proceso de
negociación insistiendo en votar la última
oferta o la huelga, esta Dirección del Trabajo
deberá abstenerse de participar, atendido que
esta determinación daría origen a una con-
troversia entre las partes que debe ser re-
suelta por el Juzgado de Letras del Trabajo
del lugar en que se encuentre la empresa,
predio o establecimiento.

La conclusión anterior encuentra su fun-
damento en el artículo 391 del Código del
Trabajo, que al efecto señala:

“Será competente para conocer de las
cuestiones a que dé origen la aplicación de
este Libro el Juzgado de Letras del Trabajo
del lugar en que se encuentre la empresa,
predio o establecimiento sujetos al procedi-
miento de negociación colectiva, sin perjui-
cio de las excepciones legales que entreguen
el conocimiento de estos asuntos a otros
tribunales”.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas cumplo con informar a Ud. lo
siguiente:

1.- En un proceso de negociación colectiva
reglado, si la comisión negociadora labo-
ral, frente a una observación de fondo
efectuada por el empleador, decidiera
no hacer uso de su derecho a objetarla
de legalidad o lo hiciera extemporánea-
mente deberá entenderse que se allana,
y, consecuentemente, el proceso de ne-
gociación no podría seguir su curso.

2.- En la misma situación anterior, si la co-
misión negociadora laboral resolviera con-
tinuar adelante con el proceso de nego-
ciación insistiendo en votar la última ofer-
ta o la huelga, esta Dirección del Trabajo
deberá abstenerse de participar, atendi-
do que esta determinación daría origen a
una controversia entre las partes que
deberá ser resuelta por el Juzgado de
Letras del Trabajo del lugar en que se
encuentre la empresa, predio o estable-
cimiento.
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Fuentes: Código del Trabajo, artículo 203
incisos 1º, 5º y 6º.

Concordancias: Ord. Nº 1.399/76, de
8.05.2002.

Mediante presentación del antecedente
se ha solicitado un pronunciamiento a este
Servicio acerca de la obligación que asistiría a
la empresa consultante para otorgar el benefi-
cio de sala cuna a sus trabajadoras, teniendo
en consideración que las mujeres que trabajan
en ella provienen de otras regiones y, por tal
razón, se van a trabajar por los meses de
noviembre, diciembre y enero, sin sus hijos.
Además las faenas donde éstas desarrollan
sus labores se encuentran ubicadas a 60 kiló-
metros de Copiapó, que es el lugar más próxi-
mo en que existen salas cunas autorizadas
por la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

En opinión de la requirente, las circunstan-
cias señaladas precedentemente hacen imprac-
ticable el uso de dicho beneficio, por lo que
solicita se le exima de la señalada obligación.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El inciso 1º del artículo 203, del Código
del Trabajo, establece:

“Los establecimientos que ocupan veinte
o más trabajadoras de cualquier edad o esta-
do civil, deberán tener salas anexas e inde-
pendientes del local de trabajo, en donde las
mujeres puedan dar alimento a sus hijos me-
nores de dos años y dejarlos mientras estén
en el trabajo. Igual obligación corresponderá
a los centros o complejos comerciales e in-
dustriales y de servicios administrados bajo
una misma razón social o personalidad jurídi-
ca, cuyos establecimientos ocupen entre to-
dos, veinte o más trabajadoras. El mayor
gasto que signifique la sala cuna se entende-
rá común y deberán concurrir a él todos los
establecimientos en la misma proporción de
los demás gastos de ese carácter”.

Del precepto legal preinserto se colige
que, por regla general, las empresas que
ocupan veinte o más trabajadoras, sin impor-
tar edad o estado civil, deben tener salas
anexas e independientes del local de trabajo
con el objeto de que las mujeres puedan
alimentar a sus hijos menores de dos años y
dejarlos mientras están en el trabajo.

La misma obligación corresponde a los

Proteccion a la maternidad. Salas cunas. Irrenunciabilidad. Obligacion. Cum-
plimiento.

546/34, 2.02.04.

1) El beneficio de sala cuna, al igual que todos aquellos derechos establecidos
por las leyes laborales son, por aplicación del inciso 2º del artículo 5º del
Código del Trabajo, de carácter irrenunciable, por lo que no resulta jurídica-
mente procedente que la Dirección del Trabajo exima a un empleador de
cumplir con la obligación que le impone el artículo 203 del mismo cuerpo
legal.

2) El empleador, en ningún caso, se encuentra liberado de otorgar el bene-
ficio de sala cuna, sino que atendido que tiene la opción de escoger la
modalidad para cumplir su obligación, si una de esas modalidades se
torna imposible, subsistirá la posibilidad de solucionarla de acuerdo a
otra, persistiendo, por tanto, la obligación de otorgar el beneficio preci-
samente en la forma que resulte factible.
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centros o complejos comerciales e industria-
les y de servicios administrados bajo una
misma razón social o personalidad jurídica
cuyos establecimientos ocupen, entre todos,
veinte o más trabajadoras y, en este caso, el
mayor gasto que signifique la sala cuna se
entenderá común y deberán concurrir a él
todos los establecimientos en la misma pro-
porción de los demás gastos de ese carácter.

Por su parte los incisos 5º y 6º del
mismo precepto, disponen:

“Se entenderá que el empleador cumple
con la obligación señalada en este artículo si
paga los gastos de sala cuna directamente al
establecimiento al que la mujer trabajadora
lleve sus hijos menores de dos años.

“El empleador designará la sala cuna a
que se refiere el inciso anterior, de entre
aquellas que cuenten con la autorización de
la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.

De las normas legales precedentemente
transcritas, se colige que, en el evento que el
empleador por cualquier motivo no disponga
de sala cuna en los términos previstos en el
inciso 1º de la norma en estudio, cumple con
la obligación a que se alude en los párrafos
precedentes si paga los gastos de sala cuna
directamente al establecimiento al cual la
dependiente lleve a sus hijos menores de dos
años, el que debe ser determinado por el
empleador, eligiéndolo de entre aquellos que
cuentan con la autorización de la Junta Na-
cional de Jardines Infantiles.

En estas circunstancias, preciso es con-
venir que la obligación de disponer de salas
cunas puede ser cumplida por el empleador a
través de tres modos:

a) Creando y manteniendo una sala cuna.

b) A través de una sala cuna colectiva,
esto es, establecimientos que hayan sido
construidos o habilitados, previo infor-
me favorable de la Junta Nacional de
Jardines Infantiles, por varios empleado-
res que se encuentren en la misma zona

geográfica.

c) Pagando, cuando las circunstancias lo
permitan, directamente los gastos de sala
cuna al establecimiento designado por el
mismo empleador al que la trabajadora
lleve a sus hijos menores de dos años, el
que debe ser elegido de entre aquellos
que cuentan con la autorización de la
Junta Nacional de Jardines Infantiles.

En la especie, de los antecedentes que
obran en poder de esta Dirección, especial-
mente el informe de don Pedro Melo Lagos,
Director Regional del Trabajo Región de Ata-
cama, se ha podido establecer que en el fun-
do Apacheta, de propiedad del consultante,
se encuentra ubicado el Packing donde se
concentra en temporada de cosecha, la ma-
yor cantidad de trabajadoras mujeres. Asimis-
mo, que el empleador tiene convenio vigente
con una sala cuna de la ciudad de Copiapó,
razón por la cual las trabajadoras, que en un
porcentaje de 50% son de la provincia del
mismo nombre, pueden dejar en ella a sus
hijos menores de dos años. El mismo informe
agrega, que la posibilidad de habilitar una sala
cuna entre varios empresarios del valle de
Copiapó se ha conversado en la mesa agrícola
que funciona con participación de empresa-
rios, trabajadores, SEREMIS del Trabajo y Agri-
cultura y la Dirección del Trabajo, caso en el
que las trabajadoras foráneas podrían ir con
sus hijos a trabajar en cada temporada.

Pues bien, al respecto cabe hacer presen-
te que el beneficio de sala cuna, al igual que
todos aquellos derechos establecidos por las
leyes laborales son, por aplicación del inciso
2º del artículo 5º del Código del Trabajo, de
carácter irrenunciable, por lo que esta Direc-
ción en forma reiterada ha sostenido que no
puede ser objeto de desistimiento por parte de
la mujer trabajadora ni ser cambiado por otro.

Por su parte, la reiterada doctrina de
este Servicio ha precisado, además, que el
empleador en ningún caso se encuentra libe-
rado de otorgar el beneficio en comento, sino
que atendido que tiene la opción de escoger,
cuando las circunstancias lo permiten, la ma-
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nera de dar cumplimiento a su obligación si
una de esas modalidades se torna imposible,
como puede suceder en el caso en estudio en
que la sala cuna autorizada por la Junta Na-
cional de Jardines Infantiles y con la cual el
empleador tiene convenio, se encuentra muy
lejos del lugar de trabajo, subsistirá la posibili-
dad de solucionarla de acuerdo a otras moda-
lidades, persistiendo, por tanto, la obligación
de entregar el beneficio en la forma que
resulte factible.

Por consiguiente, atendido todo lo ex-
puesto en acápites que anteceden, no cabe
sino concluir que no resulta jurídicamente
procedente que esta Dirección exima al con-
sultante de cumplir con la obligación conteni-
da en el artículo 203 del Código del Trabajo.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo con informar a Ud.,

lo siguiente:

1) El beneficio de sala cuna, al igual que
todos aquellos derechos establecidos por
las leyes laborales son, por aplicación
del inciso 2º del artículo 5º del Código
del Trabajo, de carácter irrenunciable,
por lo que no resulta jurídicamente pro-
cedente que la Dirección del Trabajo exi-
ma a un empleador de cumplir con la
obligación que le impone el artículo 203
del mismo cuerpo legal.

2) El empleador, en ningún caso, se en-
cuentra liberado de otorgar el beneficio
de sala cuna, sino que atendido que
tiene la opción de escoger la modalidad
para cumplir su obligación, si una de
ellas se torna imposible, subsistirá la
posibilidad de solucionarla de acuerdo a
otra, persistiendo, por tanto, la obliga-
ción de otorgar el beneficio precisamen-
te en la forma que resulte factible.

Estatuto de Salud. Directores. Nombramiento. Jornada de trabajo.

547/35, 2.02.04.

1) Las entidades administradoras pueden ejercer el nombramiento provisio-
nal de director de establecimiento de atención primaria de salud munici-
pal, por alguna de las modalidades de contratación que contempla la
Ley Nº 19.378, y mientras se convoca y resuelve el concurso público
respectivo y, en ningún caso, designar provisionalmente en el cargo a
un funcionario que cumple otras funciones en la misma entidad.

2) La persona designada provisionalmente en el cargo de director de con-
sultorio, administrado por la Corporación Municipal de Punta Arenas,
debe cumplir la jornada de 33 horas semanales propias del cargo y las
11 horas asistenciales adicionales, y percibirá por toda esa jornada la
misma remuneración que percibía el director titular del mismo consulto-
rio.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículos 14 y 33.

Concordancias: Dictamen Nº 1.630/132,

de 20.04.2000.

A través de la presentación del antece-
dente, se solicita pronunciamiento sobre las
siguientes materias reguladas por la Ley



Marzo 182 / 2004

Dictámenes de la Dirección del Trabajo124

Nº 19.378:

1) ¿Puede la jefa del área de gestión de la
Corporación Municipal de Punta Arenas
designar discrecionalmente en la
subrogancia de la dirección de un con-
sultorio al último funcionario en ingresar
a la dotación, lo que a su juicio, violaría
las normas de la Ley Nº 18.883, supleto-
ria de la Ley Nº 19.378?

2) ¿Quién debe asumir las 11 horas asis-
tenciales semanales en la dirección del
consultorio y en qué condiciones con-
tractuales y remuneratorias, del director
de consultorio que es contratado por 33
horas semanales y las 11 horas señala-
das, cuando el cargo se ejerce en
subrogancia?

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente en el mismo orden que presen-
tan las consultas:

1) En lo que dice relación con la prima-
ra consulta, a través del Dictamen
Nº 1.630/132, de 20.04.2000, la
Dirección del Trabajo ha resuelto
que “No existe impedimento legal
para ejercer el nombramiento provi-
sional de director de establecimien-
to de atención primaria de salud
municipal, por alguna de las modali-
dades de contratación que contem-
pla la Ley Nº 19.378, mientras se
resuelve el concurso público res-
pectivo, nombramiento que sin em-
bargo, no es posible ejercer en cali-
dad de interino”.

Lo anterior, porque de acuerdo con
lo dispuesto por el artículo 33 de la
Ley Nº 19.378, el cargo de director
de establecimiento de atención pri-
maria de salud tiene una duración
de tres años, al término del cual se
origina técnicamente la vacancia del
cargo el que deberá proveerse a la
mayor brevedad a través del con-
curso público que exige la ley, no

obstante lo cual y por razones
circunstanciales y ocasionales y para
mantener la continuidad de la aten-
ción asistencial que exige el siste-
ma, es posible el nombramiento pro-
visional en el referido cargo, mien-
tras la entidad administradora res-
pectiva convoca y resuelve el con-
curso público.

En la especie, se consulta si la cor-
poración empleadora denunciada
puede designar como subrogante en
el cargo de director de estableci-
miento de atención primaria de sa-
lud, a un funcionario que se encon-
traría en el último nivel de la dota-
ción, por lo que a juicio del ocurren-
te se infringiría la Ley Nº 18.883,
supletoria de la Ley Nº 19.378.

De acuerdo con la normativa legal
citada, en el sistema de salud pri-
maria municipal, no está contem-
plada la calidad de subrogante ni de
interino y así lo ha resuelto la Direc-
ción del Trabajo en Dictámenes
Nºs. 1.630/132, de 20.04.2000,
1.764/146, de 4.05.2000, 2244/
108, de 18.06.2001, 2.245/109,
de 18.06.2001 y 5.428/258, de
18.12.2003, en cuyo caso y tratán-
dose del cargo de director de esta-
blecimiento de salud primaria, la en-
tidad administradora está en la obli-
gación de convocar a la mayor bre-
vedad al concurso público de ante-
cedentes, para proveer dicho cargo
en los términos exigidos por la Ley
Nº 19.378 y su reglamento de la
carrera funcionaria.

Sin embargo, toda normativa legal
reconoce un contexto y una reali-
dad funcional derivada, entre otras,
por circunstancias extraordinarias y
ocasionales, como ocurre con la au-
sencia temporal del director de un
establecimiento de atención prima-
ria ya sea porque ha concluido su
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período legal en el cargo o por otras
causas, en cuyo caso y para favore-
cer la continuidad de la atención
asistencial que exige el sistema, las
entidades administradoras pueden
designar provisionalmente en dicho
cargo a un funcionario mientras se
convoca y resuelve el concurso pú-
blico respectivo destinado a proveer
ese cargo.

En ese contexto, la doctrina de la
Dirección del Trabajo ha sido clara
para resolver que en tales circuns-
tancias, la entidad administradora
tiene facultad para ejercer el nom-
bramiento provisional en el cargo
de director de establecimiento, por
alguna de las modalidades de con-
tratación que contempla el artículo
14 de la Ley Nº 19.378.

Ello significa entonces que, para rea-
lizar el nombramiento provisional de
director del consultorio administra-
do por la Corporación Municipal de
Punta Arenas, dicha entidad admi-
nistradora deberá realizar la contra-
tación por alguna de las modalida-
des que contempla la ley, de la per-
sona que asumirá provisionalmente
ese cargo mientras se convoca y
resuelve el concurso y, en ningún
caso, designar en ese cargo a otro
funcionario de la misma corpora-
ción que cumple otras funciones
dentro de la misma entidad.

2) En lo que respecta a la segunda
consulta, y consecuente con lo se-

ñalado en la respuesta formulada
precedentemente, el director del
consultorio nombrado provisional-
mente en los términos más arriba
explicitados, deberá cumplir con la
misma jornada de trabajo asignada
al director titular del establecimien-
to, es decir, las 33 horas semanales
propias del cargo y las 11 horas
adicionales asistenciales, como
igualmente deberá percibir por toda
esa jornada la misma remuneración
que percibía el director titular del
establecimiento.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar lo siguiente:

1) Las entidades administradoras de salud
primaria municipal, pueden ejercer el
nombramiento provisional de director de
establecimiento de atención primaria de
salud municipal, por alguna de las moda-
lidades de contratación que contempla
el artículo 14 de la Ley Nº 19.378, mien-
tras se convoca y se resuelve el concur-
so público de antecedentes para proveer
dicho cargo y, en ningún caso, designar
en ese cargo a un funcionario que ya
cumple otras funciones en la misma en-
tidad.

2) La persona designada provisionalmente
en el cargo de director de establecimien-
to, administrado por la Corporación Mu-
nicipal de Punta Arenas, deberá cumplir
la jornada de 33 horas semanales pro-
pias del cargo y las 11 horas asistencia-
les adicionales, y percibirá por toda esa
jornada la remuneración que percibía el
director titular del consultorio.
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Fuentes: Código del Trabajo, artículos
67, inciso 1º y 71.

Mediante presentación citada en el ante-
cedente solicita reconsideración del Dicta-
men Nº 5.409/251, de 16.12.2003, por el
cual esta Dirección resolvió que esa Empresa
“debe pagar tanto los días hábiles como in-
hábiles incluidos en el período en que el de-
pendiente hace uso de su feriado legal, con-
forme a la remuneración íntegra, esto es,
adicionando al sueldo base el promedio de
las remuneraciones variables devengadas en

los tres últimos meses laborados”.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. que las alegaciones formuladas en la pre-
sentación que nos ocupa, así como los funda-
mentos de las mismas, fueron debidamente
considerados por este Servicio al momento
de emitir el pronunciamiento de que se trata
no constituyendo los mismos, por tanto, nue-
vos antecedentes que permitan variar el cri-
terio sustentado.

En consecuencia, atendido lo expuesto,
cumplo con informar a Ud. que se niega lugar
a la reconsideración del Dictamen Nº 5.409/
251, de 16.12.2003. de este Servicio.

Feriado. Remuneracion integra. Calculo.

551/36, 3.02.04.

Niega lugar a solicitud de reconsideración de Dictamen Nº 5.409/251, de
16.12.2003, que concluye que “La Empresa… debe pagar tanto los días
hábiles como inhábiles incluidos en el período en que el dependiente hace
uso de su feriado legal, conforme a la remuneración íntegra, esto es, adi-
cionando al sueldo base el promedio de las remuneraciones variables de-
vengadas en los tres últimos meses laborados”.

Estatuto Docente. Corporaciones Municipales. Jornada. Distribucion.
ModificaciOn. DirecciOn del Trabajo. Competencia. TerminaciOn contrato
individual. Calificacion. Causales.

599/37, 3.02.04.

1) La Corporación Municipal de San Joaquín no se encuentra facultada
para modificar unilateralmente la distribución de la jornada de trabajo
de los profesionales de la educación que laboran en los establecimien-
tos educacionales dependientes de la misma.

2) La referida Corporación Municipal no puede condicionar el derecho del
docente a renunciar parcialmente a su carga horaria a la fijación unilate-
ral por parte de la primera de la distribución de la jornada de trabajo.

Continúa doctrina
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Fuentes: Ley Nº 19.070, artículos 29 y
76. Código del Trabajo, artículos 5º y 10
Nº 5. Código Civil, artículo 1545.

Concordancias: Dictamen Nº 2.566/117,
de 6.07.2001.

Mediante presentación del antecedente,
ha solicitado a esta Dirección un pronuncia-
miento acerca de las siguientes materias:

1) Si la Corporación Municipal de San Joa-
quín se encuentra facultada para modifi-
car unilateralmente la distribución de la
jornada de trabajo de los profesionales
de la educación que laboran en los esta-
blecimientos dependientes de la misma.

2) Si la referida Corporación Municipal pue-
de condicionar el derecho del docente a
renunciar parcialmente a su carga hora-
ria a la fijación unilateral por parte de la
primera de la distribución de la jornada
de trabajo.

3) Si constituye causal de terminación del
contrato de trabajo, el hecho de que el
profesional de la educación no acepte la
modificación unilateral del empleador de
su carga horaria de trabajo.

Al respecto, cumplo en informar a Ud. lo
siguiente:

1) En lo que dice relación con la consulta
signada con este número, cabe señalar
que de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 29 de la Ley Nº 19.070, es
cláusula esencial del contrato de trabajo
de los docentes del sector municipal,
entre otras, la duración y distribución de
la jornada de trabajo.

En efecto, el referido artículo 29, en su
parte pertinente, establece:

“Los profesionales de la educación se-
rán designados o contratados para el
desempeño de sus funciones mediante
la dictación de un decreto alcaldicio o un
contrato de trabajo, según corresponda,
documentos que contendrán, a lo me-
nos, las siguientes especificaciones:

“Número de horas cronológicas semana-
les a desempeñar.

“Jornada de trabajo”.

A su vez, el Nº 5 del artículo 10 del
Código del Trabajo, dispone:

“El contrato de trabajo debe contener, a
lo menos, las siguientes estipulaciones:

“5.- duración y distribución de la jornada
de trabajo, salvo que en la empresa
existiere un sistema de trabajo por tur-
no, caso en el cual se estará a lo dis-
puesto en el reglamento interno”.

Por su parte, el artículo 5º del Código del
Trabajo, en su inciso 3º, establece:

“Los contratos individuales y colectivos
de trabajo podrán ser modificados por
mutuo consentimiento, en aquellas ma-
terias en que las partes hayan podido
convenir libremente”.

De los preceptos legales transcritos y de
acuerdo a la reiterada doctrina de este
Servicio, se colige que la duración y
distribución de la jornada de trabajo cons-

3) La Dirección del Trabajo carece de competencia para pronunciarse acerca
de si determinados hechos configuran una causal de terminación del
contrato de trabajo, correspondiendo dicha facultad a los Tribunales
de Justicia.
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tituye una cláusula mínima del contrato
de trabajo que, como tal, no puede ser
modificada sino por consentimiento mu-
tuo de las partes.

Corrobora lo anterior el artículo 1545
del Código Civil que prescribe:

“Todo contrato legalmente celebrado es
una ley para los contratantes, y no pue-
de ser invalidado sino por su consenti-
miento mutuo o por causas legales”.

De la norma legal anotada se infiere,
igualmente, que las cláusulas de todo
contrato legalmente celebrado son jurí-
dicamente obligatorias y no pueden ser
modificadas sino por acuerdo de volun-
tad de los contratantes o por causas
legales.

Conforme con lo expuesto, el empleador
no se encuentra facultado para determi-
nar en forma unilateral o por su sola
voluntad la distribución de la jornada de
trabajo pactada en los contratos de tra-
bajo del personal docente.

En nada altera la conclusión antedicha la
circunstancia de que en los contratos de
trabajo del referido personal se contem-
ple una cláusula en virtud de la cual se
establezca que el empleador puede mo-
dificar unilateralmente la distribución de
la carga horaria por necesidades del es-
tablecimiento educacional.

Lo anterior por cuanto ello no guardaría
relación con la certeza que la distribu-
ción de la jornada debe involucrar para
el trabajador, al quedar sujeta a las ne-
cesidades de la empresa, calificación que
correspondería efectuar privativamente
a la misma, lo que conlleva a la voluntad
de una sola de las partes, alterándose la
necesaria consensualidad del contrato
de trabajo.

2) En lo que respecta a esta pregunta, cabe
señalar que el artículo 76, de la Ley
Nº 19.070, prevé:

“Los profesionales de la educación que
desempeñen una función docente en ca-
lidad de titulares podrán renunciar a par-
te de las horas por las que se encuen-
tren designados o contratados, según
corresponda, reteniendo la titularidad de
las restantes.

“El derecho señalado en el inciso ante-
rior no regirá cuando la reducción exce-
de el 50% de las horas que desempeñan
de acuerdo a su designación o contrato.
En todo caso, el empleador podrá recha-
zar la renuncia cuando afecte la conti-
nuidad del servicio educacional.

“La renuncia parcial a la titularidad de
horas deberá ser comunicada al emplea-
dor a lo menos con treinta días de antici-
pación a la fecha en que deba producir
sus efectos, quien procederá, si la auto-
riza, a modificar los decreto alcaldicios o
los contratos, según corresponda.

De la norma legal precedentemente
transcrita se infiere que los profesiona-
les de la educación incorporados a la
dotación docente en calidad de titulares
tienen derecho a renunciar a parte de su
carga horaria, manteniendo la titularidad
de las restantes.

Se infiere, asimismo, que dicha reduc-
ción no puede exceder del 50% del total
de su carga horaria, pudiendo el emplea-
dor, en todo caso, negar lugar a dicho
beneficio cuando con ello se afecte la
continuidad del servicio educacional.

De este modo, atendido que el beneficio
de que se trata ha sido condicionado por
el legislador sólo a los requisitos antes
referidos, posible es afirmar que el em-
pleador no se encuentra facultado para
fijar otros, como lo sería la determina-
ción unilateral de su parte de la distribu-
ción de la carga horaria del docente.

3) Finalmente y, en lo que respecta a esta
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pregunta, cumplo con informar a Ud.
que esta Dirección del Trabajo reiterada-
mente ha sostenido, entre otros, en Dic-
tamen Nº 2.566/117, de 6 de julio de
2001, que está impedida de pronunciar-
se acerca de si el hecho por el cual se
consulta configuraría una causal de ter-
minación del contrato de trabajo, corres-
pondiendo dicha facultad a los Tribuna-
les de Justicia conforme lo dispone el
inciso 1º del artículo 168 del Código del
Trabajo.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo en informar a Ud. lo
siguiente:

1) La Corporación Municipal de San Joa-

quín no se encuentra facultada para mo-
dificar unilateralmente la distribución de
la jornada de trabajo de los profesionales
de la educación que laboran en los esta-
blecimientos educacionales dependientes
de la misma.

2) La referida Corporación Municipal no pue-
de condicionar el derecho del docente a
renunciar parcialmente a su carga hora-
ria a la fijación unilateral por parte de la
primera de la distribución de la jornada
de trabajo.

3) La Dirección del Trabajo carece de com-
petencia para pronunciarse acerca de si
determinados hechos configuran una
causal de terminación del contrato de
trabajo, correspondiendo dicha facultad
a los Tribunales de Justicia.

NegociaciOn colectiva. Sindicato interempresa.

600/38, 3.02.04.

1.- De acuerdo con lo expuesto en el cuerpo del presente ordinario, no
resulta jurídicamente procedente acceder a la solicitud de aclaración al
punto                   Nº 10 de la materia contenida en el Ordinario Nº 1.607/
099, de 28 de mayo de 2002.

2.- Teniendo en cuenta las disposiciones expresas contenidas en el inciso
3º del artículo 315 en relación con el artículo 334 bis A, inciso 2º,
ambos del Código del Trabajo, los dependientes afiliados a un sindicato
interempresa que han decidido negociar colectivamente como grupo,
una vez que han recibido la negativa de su empleador a negociar con la
organización que les representa, deberán reunir, a lo menos, los mismos
quórum y porcentajes requeridos para la constitución de un sindicato de
empresa o el de un establecimiento de ella.

Fuentes: Código del Trabajo: artículos
315, inciso 3º, 334 bis A, inciso 2º.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 1.607/
099, de 28 de mayo de 2002 y 5.241/241,
de 3.12.2003.

Mediante presentación del anteceden-
te…, se ha solicitado una aclaración al punto
Nº 10 de la materia contenida en el Ordinario
Nº 1.607/099, de 28 de mayo de 2002, en
el sentido que aquellos dependientes que
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decidan negociar como grupo después que el
empleador ha manifestado su negativa a ne-
gociar colectivamente con un sindicato inte-
rempresa, a la luz del artículo 334 bis y
siguientes del Código del Trabajo, sólo re-
querirían conformar un grupo negociador con
un mínimo de cuatro trabajadores.

Al respecto cumplo con informar a Ud.,
que el punto Nº 10 de la materia incluida en
el ordinario citado en el párrafo precedente
responde a la consulta planteada en esa opor-
tunidad, contenida en la página ocho del
citado ordinario que al efecto señala:

10.- “Aclarar como debe estar integrada
la comisión negociadora laboral en aquellos
casos en que el empleador se niega a nego-
ciar de acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 334 bis) y los trabajadores, a su vez,
deciden negociar como grupo concertado al
efecto”.

Pues bien, ante esta solicitud la Direc-
ción del Trabajo, en uso de sus facultades,
procedió a entregar la siguiente respuesta:

“En el evento que el empleador, frente a
la presentación de un proyecto de contrato
colectivo por un sindicato interempresa, en-
tregue una respuesta negativa, los trabajado-
res que decidan negociar de acuerdo con las
reglas generales del Libro IV del Código del
Trabajo, deben conformar una comisión ne-
gociadora laboral de acuerdo con las reglas
establecidas al efecto por el artículo 326, del
Código del Trabajo. Formarán parte, por de-
recho propio, el o los delegados sindicales
que existan en la empresa. Asimismo, por
aplicación del inciso final del artículo 327,
del Código del Trabajo, al tratarse de un
grupo de trabajadores afiliados a un sindica-
to interempresa, podrá asistir a las negocia-
ciones como asesor de aquéllos, y por dere-
cho propio, un dirigente del sindicato, sin
que su participación sea computable para el
límite de asesores con que pueden contar las
respectivas comisiones”.

Como es dable advertir tanto el texto de

la pregunta como la de su correspondiente
respuesta se refiere claramente a la manera
en que debe conformarse la comisión nego-
ciadora laboral en el caso propuesto y no al
quórum mínimo que debe reunir un grupo de
trabajadores para negociar colectivamente.
Atendido lo anterior, no resulta posible acce-
der a su solicitud de aclaración en los térmi-
nos presentados si se considera que la inter-
pretación sugerida no dice relación alguna
con lo resuelto anteriormente.

Sin perjuicio de lo anterior, tratándose
de un punto que no ha sido tratado de mane-
ra especial por este Servicio se procederá a
responder a su solicitud.

Sobre el particular cabe hacer presente
que recientemente, mediante Ordinario
Nº 5.241/241, de 3.12.2003, frente a una
consulta formulada por Ud. respecto de la
interpretación jurídica que debe darse al ar-
tículo 334 bis A, incisos 2º, 3º y 4º del
Código del Trabajo, cuando el empleador se
niega a negociar colectivamente con trabaja-
dores representados por un sindicato inte-
rempresa, esta Dirección del Trabajo resolvió
lo siguiente:

“1.- El legislador resguarda el derecho funda-
mental a negociar colectivamente de
aquellos trabajadores afiliados a un sin-
dicato interempresa cuyo empleador se
niega a negociar teniendo como contra-
parte a dependientes representados por
este tipo de organización, permitiéndo-
les reiniciar su proceso mediante la pre-
sentación de un nuevo proyecto de con-
trato colectivo a la luz de las disposicio-
nes generales contenidas en el Libro IV
del Código del Trabajo, aplicables a la
negociación de empresa, es decir, en un
proceso de carácter vinculante.

2.- La decisión de acogerse al derecho se-
ñalado en el punto precedente, adopta-
da por los trabajadores perjudicados por
la negativa de su empleador a negociar,
dará origen a un nuevo procedimiento
que se sujetará en su tramitación a to-
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das las normas establecidas respecto de
la negociación de empresa iniciada por
un grupo de trabajadores unidos para
este efecto.

3.- Teniendo en cuenta la disposición expre-
sa contenida en el inciso final del artícu-
lo 325 del Código del Trabajo, no resulta
jurídicamente procedente que por la vía
de la interpretación se exima de suscri-
bir la nómina que se acompaña al pro-
yecto de contrato colectivo, a los traba-
jadores afiliados a un sindicato interem-
presa que han decidido negociar colecti-
vamente como grupo”.

Ahora bien, para arribar a las conclusio-
nes anotadas precedentemente este Servicio
debió realizar un examen exhaustivo de las
normas pertinentes, el mismo que le permite
concluir frente a su nueva consulta que, aten-
dido que el legislador en el caso planteado se
remite expresamente a las normas conteni-
das en el Libro IV del Código del Trabajo,
aplicables a la negociación de empresa, en
particular al artículo 315, inciso 3º, del cita-
do cuerpo legal, el quórum mínimo para ini-
ciar un proceso de negociación colectiva de
estas características no es otro que el reque-
rido para la constitución de un sindicato de
empresa o el de un establecimiento de ella.

En efecto, el artículo 315, inciso 3º, del
Código del Trabajo dispone que los trabaja-
dores que decidan agruparse para el efecto
de negociar colectivamente, deberán reunir,
“a lo menos, los mismos quórum y porcenta-
jes requeridos para la constitución de un
sindicato de empresa o el de un estableci-
miento de ella. Estos quórum y porcentajes
se entenderán referidos al total de los traba-
jadores facultados para negociar colectiva-
mente, que laboren en la empresa o predio o
en el establecimiento, según el caso”.

Como es posible advertir la disposición
citada precedentemente dispone expresamen-
te y sin distingo alguno los quórum y porcen-
tajes mínimos que debe reunir un grupo de
trabajadores que decida negociar colectiva-
mente con su empleador.

Al respecto es dable advertir que en
materia de hermenéutica legal existen cier-
tos aforismos jurídicos cuya finalidad es auxi-
liar la labor de interpretación, encontrándose
entre los más recurridos aquel que señala
que “donde la ley no distingue no es lícito al
intérprete distinguir”.

En virtud de este principio universalmen-
te aceptado, forzoso resulta concluir, en la
situación en análisis, que si el legislador en el
precepto en estudio utilizó la expresión “po-
drán presentar proyecto de contrato colecti-
vo en una empresa o en un establecimiento
de ella, los grupos de trabajadores que re-
únan, a lo menos, los mismos quórum y
porcentajes requeridos para la constitución
de un sindicato de empresa o el de un esta-
blecimiento de ella.”, sin distinguir o señalar
si se trata de trabajadores con quienes el
empleador se ha negado a negociar colecti-
vamente a la luz del artículo 334 bis y si-
guientes del Código del Trabajo o, simple-
mente, de trabajadores no afiliados a ningu-
na organización sindical que deciden nego-
ciar en estas condiciones, no resulta jurídica-
mente procedente que por la vía de la inter-
pretación se exima del cumplimiento del
quórum mínimo requerido para este efecto a
los trabajadores afiliados a un sindicato inte-
rempresa que han decidido hacer uso del
derecho contenido en el inciso 2º del artículo
334 bis A del mismo cuerpo legal.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas cumplo con informar a Ud. lo
siguiente:

1.- De acuerdo con lo expuesto en el cuer-
po del presente ordinario, no resulta jurí-
dicamente procedente acceder a la soli-
citud de aclaración al punto Nº 10 de la
materia contenida en el Ordinario
Nº 1.607/099, de 28 de mayo de 2002.

2.- Teniendo en cuenta las disposiciones ex-
presas contenidas en el inciso 3º del
artículo 315 en relación con el artículo
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Fuentes: Código del Trabajo, artículos
3º, letra c) y 216, letra c).

Concordancias: Dictamen Nº 4.614/195,
de 16.08.96.

Mediante oficio citado en el anteceden-
te... la Dirección Regional del Trabajo Región
de Aysén remitió la presentación efectuada
por esa organización sindical, en la que soli-
citan de este Servicio reconsideración de la
doctrina contenida en el Dictamen Nº 4.614/
195, de 16.08.96, relativo a la procedencia
jurídica que un trabajador taxista indepen-
diente que se desempeña para dos o más
Líneas de Taxis se afilie a la organización
sindical existente en cada una de ellas y
participe en la dirección de cada entidad
sindical.

Fundan su solicitud en la situación que
habitualmente se repite en el gremio de taxis-
tas independientes, a saber: cada taxista in-
dependiente tiene más de un vehículo que
distribuye en diversas líneas y como sólo uno
de ellos puede ser conducido por su dueño,

el o los otros son entregados a choferes, los
cuales, por regla general, no se encuentran
regidos por contrato de trabajo, lo que impli-
ca que estos últimos carecen de los benefi-
cios mínimos de los trabajadores dependien-
tes.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. que, de acuerdo a lo expresado en el
párrafo que antecede, la situación planteada
por Uds. difiere claramente de la contenida
en el dictamen cuya reconsideración se soli-
cita, toda vez que éste discurre sobre la base
que el mismo trabajador se desempeña efec-
tivamente para dos líneas como taxista inde-
pendiente y, por tanto, al resultar inaplicable
al caso que nos ocupa, no cabe sino recha-
zar la solicitud en referencia.

No obstante lo anterior, cabe señalar
que en el caso que motiva la presentación en
cuestión el taxista independiente dueño de
más de un vehículo taxi sólo podrá afiliarse a
la organización sindical de trabajadores inde-
pendientes existente en aquella línea en que
personal y efectivamente presta servicios
conduciendo, toda vez que tales sindicatos

334 bis A, inciso 2º, ambos del Código
del Trabajo, los dependientes afiliados a
un sindicato interempresa que han deci-
dido negociar colectivamente como gru-
po, una vez que han recibido la negativa

de su empleador a negociar con la orga-
nización que les representa, deberán re-
unir, a lo menos, los mismos quórum y
porcentajes requeridos para la constitu-
ción de un sindicato de empresa o el de
un establecimiento de ella.

Organizaciones sindicales. Sindicato de trabajadores independientes.
Afiliacion.

601/39, 3.02.04.

Deniega reconsideración del Dictamen Nº 4.614/195, de 16.08.96, el cual
concluye que resulta jurídicamente procedente que un trabajador taxista
independiente que se desempeña para dos o más Líneas de Taxis, se afilie a
la organización sindical existente en cada una de ellas y participe en la
dirección de cada entidad sindical.
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agrupan a trabajadores que no dependen de
empleador alguno de conformidad a lo dis-
puesto por la letra c) del artículo 216 del
Código del Trabajo, pero no así a aquéllos en
los que sus restantes vehículos prestan ser-
vicios a través de terceros por cuanto ya no
existe una vinculación a la o las respectivas
líneas como trabajador independiente, en los
términos de la letra c) del artículo 3º del
citado Código.

Finalmente, en cuanto a la naturaleza
del vínculo que une al propietario con los
choferes de sus vehículos taxis cabe señalar
que, de acuerdo a la reiterada jurisprudencia

de esta Dirección sobre la materia, su deter-
minación debe efectuarse sobre el análisis de
cada caso particular por cuanto en dicha
actividad puede, eventualmente, darse la exis-
tencia de una relación de carácter laboral
aun cuando, en general, aparece configurada
como de tipo civil a través de contratos de
arrendamiento o comodato del respectivo
vehículo.

En consecuencia, en mérito de lo ex-
puesto, cúmpleme informar a Ud. que se
niega lugar a la solicitud de reconsideración
del Dictamen Nº 4.614/195, de 16.08.96,
de esta Dirección.
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SUPERINTENDENCIA DE
ADMINISTRADORAS DE FONDOS

DE PENSIONES

Selección de Dictámenes

FIS-829, 09.03.

Informa sobre imposibilidad de otorgar certificación que indica.

Se han recibido en esta Superintendencia
varias solicitudes de abogados que requieren
se les certifique por parte de este Organismo,
la inexistencia de deudas previsionales pen-
dientes.

Lo anterior, con el objeto de dar cumpli-
miento a lo dispuesto en la Resolución Nº 38,
de fecha 17 de enero de 2003, del Ministerio
de Justicia que contiene las Bases Adminis-
trativas Generales de Licitación de Defensa
Penal Pública, las cuales en las letras a) 6,
b)7 y c)4, de los puntos 4.6.B y 4.6.C, res-
pectivamente del párrafo 4.6 Antecedentes
Generales, exige presentar "Certificados Ofi-
ciales emanados de la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Pensiones y/o
de la Superintendencia de Seguridad Social,
que acredite no tener deudas previsionales
pendientes, y certificado emanado de la Te-
sorería General de la República que acredite
no morosidad por deudas fiscales".

Sobre el particular, cabe informar que no
obstante que conforme a lo dispuesto en los
artículos 93 y 94 del D.L. Nº 3.500, de 1980,
y el artículo 2º en relación con el artículo 1º
del D.F.L. Nº 101, de 1980, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, la Superintendencia
de Administradoras de Fondos de Pensiones

es la autoridad técnica de supervigilancia y
control de las administradoras de fondos de
pensiones, y sus funciones comprenden los
órdenes financiero, actuarial, jurídico y admi-
nistrativo, no dispone de la información para
otorgar los aludidos certificados.

Al respecto, debe tenerse presente que
en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto
del artículo 19 del D.L. Nº 3.500, correspon-
de a la Dirección del Trabajo, la fiscalización
del cumplimiento de las obligaciones deriva-
das de la obligación de los empleadores de
descontar a los trabajadores las cotizaciones
previsionales y pagarlas en las respectivas
administradoras de fondos de pensiones que
integran el Sistema, y por otra parte, esta
Superintendencia para los efectos propios de
la fiscalización que ejerce sobre dichas enti-
dades, no dispone de las bases de datos de
empleadores de los trabajadores afiliados al
Sistema de Pensiones del D.L. Nº 3.500,
como las relativas a la deuda previsional que
puedan registrar en el Sistema.

Por otra parte, debe señalarse que la
Dirección del Trabajo dentro del ámbito de su
competencia edita en forma periódica el Bole-
tín de Infractores a la Legislación Laboral y
Previsional, en el que están incluidos los
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empleadores que no han enterado las cotiza-
ciones previsionales en las A.F.P. en las si-
guientes situaciones:

a) Empleadores con cotizaciones declara-
das y no pagadas;

b) Empleadores con cotizaciones no decla-
radas ni pagadas que cumplan con estar
incluidos en un Acta de Fiscalización cons-
tituida por fiscalizadores de la Dirección
del Trabajo.

Por lo tanto, esta Superintendencia al no
disponer de la información solicitada, se en-
cuentra imposibilitada de otorgar los certifica-
dos exigidos en la Resolución Nº 38 de 2003,
del citado Ministerio, y por otra parte, no
resulta jurídicamente procedente que esta En-
tidad Fiscalizadora imparta una instrucción
general a las A.F.P. que les ordene otorgar
este tipo de certificaciones, por ser una mate-
ria de competencia de la Dirección del Tra-
bajo.

FIS-833, 09.03.

Se informa acerca de las circunstancias en que trabajadores alemanes tem-
porales en Chile, pueden retirar sus fondos previsionales.

Se ha solicitado información de esta
Superintendencia acerca de la forma en que
opera el procedimiento de reembolso de apor-
tes efectuados en un Fondo de Pensiones,
por ciudadanos alemanes que han desempe-
ñado temporalmente en Chile, una actividad
remunerada.

Al respecto, cabe efectuar algunas preci-
siones:

En primer término, es necesario tener en
cuenta si el ciudadano alemán que ha desem-
peñado alguna actividad laboral en Chile, se
ha acogido al Convenio de Pensiones suscrito
entre la República de Chile y la República
Federal de Alemania, en lo que dice relación a
trabajadores desplazados, en cuyo caso, ta-
les trabajadores no están obligados a cotizar
en Chile, toda vez que son enviados a desa-
rrollar una actividad temporal en este país y
en tal sentido, permanecen cubiertos por el
sistema de seguridad social de Alemania por
el período que permanecen en Chile, el cual
no puede exceder de cinco años, incluida la
prórroga a que se refiere el mencionado Con-
venio. Con respecto a esta situación, el ciu-

dadano alemán que ha trabajado temporal-
mente en Chile, no debería registrar cotiza-
ciones previsionales en alguna Administrado-
ra de Fondos de Pensiones y, por lo tanto, no
existirían fondos previsionales que retirar.

Otra situación que puede presentarse es
aquella que dice relación con la aplicación de
la Ley Nº 18.156, que corresponde a una
norma de carácter especial, distinta del Con-
venio de Pensiones y que regula dos situacio-
nes relativas de excepción respecto de la
obligación de enterar cotizaciones previsiona-
les en Chile.

El artículo 1º de la Ley Nº 18.156, señala
que las empresas que celebren contratos de
trabajo con personal técnico extranjero y este
personal, estarán exentos, para los efectos de
esos contratos, del cumplimiento de las leyes
de previsión que rijan para los trabajadores, no
estando obligados, en consecuencia, a efec-
tuar imposiciones de ninguna naturaleza en
organismos de previsión chilenos, siempre que
se reúnan las siguientes condiciones:

a) Que el trabajador se encuentre afiliado a
un régimen de previsión o de seguridad
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social fuera de Chile, cualquiera sea su
naturaleza jurídica, que le otorgue pres-
taciones, a lo menos, en casos de enfer-
medad, invalidez, vejez y muerte, y

b) Que en el contrato de trabajo respectivo
el trabajador exprese su voluntad de man-
tener la afiliación referida.

Por su parte, el artículo 7º de la misma
ley otorga la facultad de solicitar la devolu-
ción de los fondos previsionales que hubieren
depositado, a los trabajadores extranjeros afi-
liados a una Administradora de Fondos de
Pensiones siempre que cumplan con los re-
quisitos establecidos en el artículo 1º de la
Ley Nº 18.156, al cual se hace referencia
precedentemente.

FIS-844, 09.03.

Se pronuncia sobre condiciones y requisitos para aplicar a un técnico ex-
tranjero las normas de la Ley Nº 18.156.

Se ha solicitado un pronunciamiento de
esta Superintendencia acerca de la proceden-
cia de que un empleador efectúa obligatoria-
mente cotizaciones previsionales, no obstan-
te, haber manifestado expresamente el traba-
jador, su voluntad de continuar afecto al sis-
tema de seguridad social de Ecuador, en los
términos señalados en la Ley Nº 18.156.

Se agrega en la presentación, que aquél
presta servicios para una misma entidad
empleadora, una Municipalidad, pero en dos
áreas o departamentos diferentes, igualmen-
te sus contratos de trabajo son individuales y
con características diferentes.

Al respecto y conforme a los anteceden-
tes acompañados, efectivamente se debe te-
ner en cuenta lo siguiente:

El primer contrato que celebró el intere-
sado con la Municipalidad, con fecha 26 de
noviembre de 1999, corresponde a un con-
trato de trabajo regulado por las disposicio-
nes del Código de Trabajo. Es un contrato a
plazo fijo, cuyo período corresponde al com-
prendido entre el 1º al 31 de diciembre de
1999 y la labor que se obliga a desarrollar es
la de médico psicotécnico en el estableci-

miento de dicha Municipalidad. Dicho contra-
to fue aprobado por Decreto Alcaldicio de
1999.

Con fecha 3 de enero de 2000, y como
anexo al contrato anterior, se amplía la vigen-
cia del mismo, a contar del 1º de enero de
2000, hasta el 30 de junio de 2000. Poste-
riormente, con fecha 3 de julio de 2000, y a
través de otro anexo, se amplía nuevamente
la vigencia de dicho contrato desde el 1º de
julio de 2000, hasta el 31 de diciembre de
2000. Por último, con fecha 2 de enero de
2001, la Municipalidad y el trabajador, sus-
criben un anexo al referido contrato de traba-
jo, en el cual se deja expresamente estableci-
do que se amplía el contrato de trabajo, des-
de el 1º de enero de 2001 y en forma indefi-
nida. Además, se anexa como complemento
al contrato original la cláusula octava, en la
cual se deja expresa constancia que es su
voluntad mantener la afiliación al régimen
previsional o seguridad social extranjero, de
acuerdo a las disposiciones de la Ley
Nº 18.156.

Con relación al contrato de trabajo de
fecha 26 de noviembre de 1999 y las modifi-
caciones introducidas a través de los men-



Marzo182 / 2004

137Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones

cionados anexos, todas relativas a la amplia-
ción de la vigencia del mismo, cabe señalar
que es procedente aplicar las disposiciones de
la Ley Nº 18.156, a contar de la fecha en que
el interesado manifiesta su intención de aco-
gerse a dicha ley, esto es, el 2 de enero de
2001, siempre que a su respecto concurran
todos y cada uno de los requisitos exigidos por
la ley para eximirse de cotizar en Chile y de
proceder a la devolución de los fondos
previsionales acumulados en su cuenta de ca-
pitalización individual desde enero de 2001,
hasta la fecha, de encontrarse actualmente
vigente, o hasta la fecha en que terminó dicho
contrato, de ser esa la actual situación, cir-
cunstancias todas, que debe acreditar debida-
mente ante la respectiva Administradora de
Fondos de Pensiones. Cabe insistir en uno de
los requisitos exigidos por la Ley Nº 18.156,
cual es, el que el trabajador se encuentre
afiliado a un régimen de previsión o de seguri-
dad social fuera de Chile, cualquiera sea su
naturaleza jurídica, que le otorgue prestacio-
nes, a lo menos, en casos de enfermedad,
invalidez, vejez y muerte. Conforme a lo seña-
lado en dicha norma, la cobertura del respecti-
vo régimen de seguridad social debe corres-
ponder al período por el cual se ha cotizado en
Chile y respecto del cual se solicita la devolu-
ción de las cotizaciones previsionales, ya que
de lo contrario, no se habría dado el supuesto
de la norma y sólo se trataría de un afiliado a
un sistema de seguridad social, pero en defini-
tiva no cubierto por dicho sistema.

Cabe referirse ahora, al nombramiento en
forma indefinida desde el 5 de noviembre de
2001, de conformidad a la Ley Nº 19.378,
que establece el "Estatuto de Atención Prima-
ria, de Salud Municipal". Sobre el particular, es
necesario hacer presente que las personas que
se encuentran sujetas al referido estatuto, tie-
nen la calidad de funcionarios públicos y en tal
sentido no se aplican a su respecto las disposi-
ciones contenidas en la Ley Nº 18.156, por lo
que corresponde que su empleador descuente
de sus remuneraciones, las cotizaciones
previsionales que exige la ley y las entere en la
institución de previsión que corresponda. Por
otra parte, se debe tener presente que si bien

es cierto, el artículo 13 de la Ley Nº 19.378,
exige ser ciudadano para tener la calidad de
funcionario público y por ende, nacionalidad
chilena, en casos de excepción, determinados
por la Comisión de Concursos establecida en
el artículo 35 de dicha ley, pueden ingresar a
la dotación profesionales extranjeros que po-
sean título legalmente reconocido, como en su
caso ha ocurrido.

Cabe destacar que la diferencia que hace
esta Superintendencia respecto de los contra-
tos que se acompañan, tiene justamente su
razón en el hecho que, en el primero de los
contratos que se han tenido a la vista, la
contratación habría sido efectuada conforme
a las normas del Código del Trabajo, en cuyo
caso la Municipalidad actuó como empresa,
condición que debe tener el empleador para
aplicar la mencionada Ley Nº 18.156. Por el
contrario, el nombramiento como médico ci-
rujano contenido en el Decreto Alcaldicio de
2001, se ha efectuado íntegramente bajo las
normas del Estatuto de Atención Primaria de
Salud, conforme a la Ley Nº 19.378, lo que
implica que el trabajador se rige por dicho
Estatuto, y en todo lo no regulado expresa-
mente por sus disposiciones, y en forma
supletoria, por las normas de la Ley Nº 18.883,
Estatuto de los Funcionarios Municipales, se-
gún lo dispuesto en el artículo 4º del citado
cuerpo legal, lo que le otorga la condición de
funcionario público, razón por la cual no pro-
cede en consecuencia, aplicar a su favor las
normas que se consignan en la Ley Nº 18.156.

Se debe hacer presente en todo caso,
que las fotocopias de los contratos remitidos
a este Organismo Fiscalizador no correspon-
den al parecer, a todos los contratos que ha
suscrito el interesado con la Municipalidad,
dificultándose para esta Superintendencia de-
terminar si el contrato como médico psicotéc-
nico se mantiene vigente o si el nombramien-
to como médico cirujano para cumplir funcio-
nes relacionadas con la Atención Primaria de
Salud, vino a sustituir su labor anterior, o
bien, si ambos contratos se encuentran ple-
namente vigentes, por lo que este Organismo
ha debido emitir su pronunciamiento respecto
de cada uno de dichos contratos.
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FIS-940, 10.03.

Se pronuncia sobre improcedencia de embargar los fondos previsionales
correspondientes a ahorro previsional voluntario.

Se ha solicitado un pronunciamiento de
esta Superintendencia acerca de la proce-
dencia de que un tribunal pueda disponer de
los fondos de ahorro previsional voluntario
que mantiene un afiliado en una A.F.P., para
ser depositados en una cuenta de ahorro de
su alimentaria.

Se informa que por Oficio del Cuarto
Juzgado de Menores de Santiago se ha orde-
nado a la Administradora de Fondos de Pen-
siones, pagar la suma de $ 5.966.296, con
cargo a los fondos de ahorro previsional vo-
luntario que el alimentante registra en ella.

Informando a este Organismo acerca del
procedimiento aplicado con relación al reque-
rimiento formulado por el mencionado tribu-
nal, la Administradora manifestó que puso en

conocimiento del Cuarto Juzgado de Meno-
res de Santiago, que dichos fondos eran
inembargables, en conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 20 D y 34 del D.L.
Nº 3.500 de 1980, solicitándole en todo caso,
al tribunal ratificar la medida de estimarlo
procedente.

Al respecto, cabe manifestar que el inci-
so primero del artículo 20 D del D.L.
Nº 3.500, dispone expresamente que los re-
cursos previsionales mantenidos por los afi-
liados en cualquier plan de ahorro previsional
voluntario son inembargables. El sentido y
finalidad de dicha disposición ha sido el esta-
blecer un mecanismo de ahorro con ciertos
privilegios tributarios que permita a los afilia-
dos mejorar sus pensiones, por lo que efecti-
vamente constituyen recursos inembargables.

FIS-992, 11.03.

Pago de cotizaciones respecto de trabajador que ha hecho uso de licencia
médica. Tope de imponibilidad.

Se ha consultado acerca de la forma de
enterar cotizaciones respecto de las remune-
raciones que percibe un trabajador por sobre
las 60 U.F., cuando éste ha hecho uso de
licencia médica por incapacidad laboral du-
rante 26 días en el mes y además, ha recibido
el pago de un bono.

Asimismo, se solicita se informe cómo
deben efectuarse las cotizaciones previsionales
de un trabajador que tiene dos empleadores y

"con los cuales tiene un ingreso superior a 60
U.F.".

A1 respecto y en relación a la primera
consulta efectuada, cabe señalar el artículo
3º del D.F.L. Nº 44, de 1978, del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social dispone que los
subsidios serán imponibles para previsión y
salud y no se considerarán renta para todos
los efectos legales.
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Por su parte, los incisos tercero y cuarto
del artículo 17 del D.L. Nº 3.500, de 1980,
establecen la obligación de los afiliados de
enterar las cotizaciones para el Fondo de
Pensiones con la respectiva cotización adicio-
nal, como asimismo, la cotización para salud
establecida en los artículos 84 y 92 de dicho
cuerpo legal, durante los períodos de incapa-
cidad laboral.

En tanto, conforme a los incisos quinto y
sexto del artículo 17, las cotizaciones para
pensiones y salud que debe retener y enterar
la entidad pagadora de subsidios por incapa-
cidad laboral, deberán efectuarse sobre la
base de la última remuneración o renta
imponible correspondiente al mes anterior a
aquel en que haya iniciado la licencia o en su
defecto, la estipulada en el contrato de tra-
bajo.

De acuerdo a las disposiciones legales
antes indicadas, se concluye que correspon-
de que la entidad pagadora de subsidio reten-
ga y entere las cotizaciones previsionales del
trabajador por el período que hizo uso de
licencia médica y de acuerdo al monto del
subsidio por incapacidad laboral que haya
percibido, considerando siempre el tope de
60 U.F. El empleador, por su parte, deberá

retener y enterar las cotizaciones por el resto
del período en que el trabajador haya presta-
do servicios en el mes, siempre y cuando no
se exceda con ello, el límite antes aludido.

En cuanto a la segunda consulta plantea-
da, cabe señalar que de acuerdo a lo estable-
cido en el inciso segundo del artículo 16 del
D.L. Nº 3.500 y a lo resuelto por esta
Superintendencia en su Circular Nº 261, en
caso que los trabajadores perciban simultá-
neamente remuneraciones de dos o más
empleadores o además declaren rentas como
trabajadores independientes, deberán sumar
todas éstas para los efectos del pago de sus
cotizaciones, hasta el límite máximo imponible
de 60 U.F. ya indicado.

Si el afiliado es trabajador dependiente
con más de un empleador, se debe cotizar
por la remuneración mayor que perciba, ex-
cluyendo o limitando las restantes, según co-
rresponda.

En caso de haber remuneraciones igua-
les, los contratos de trabajo más antiguos
prevalecerán sobre los nuevos. Todo lo ante-
rior se deberá acreditar a los empleadores
con los respectivos certificados de remunera-
ciones o de pago de cotizaciones.
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SERVICIO
DE IMPUESTOS INTERNOS

Selección de Dictámenes

5.556, 10.11.03.

Tratamiento tributario de la entrega de canastas y regalos de Navidad por
las empresas en favor de sus empleados.

Fuentes: Ley sobre Impuesto a la Renta.
Arts. 21 y 33 Nº 1 LIR (Ord. Nº 5.556, de
10.11.2003).

1.- Se ha recibido en este Servicio su pre-
sentación indicada en el antecedente,
mediante la cual solicita un pronuncia-
miento en relación a la situación que
pasa a exponer: la empresa que repre-
senta XXX, es una compañía cuyo giro
es la administración de los beneficios
que las empresas otorgan a sus trabaja-
dores, con el propósito de facilitar y ha-
cer más eficiente su gestión.

Agrega que una práctica habitual en las
empresas del país, que entre las remune-
raciones y beneficios que se pactan con
los trabajadores, se incluya la entrega de
una canasta de alimentos con motivo de
Fiestas Patrias y Navidad y de regalos de
Navidad para los hijos menores de los
trabajadores, señalando que la entrega
de las canastas y regalos de Navidad
constituyen gastos aceptados para la
empresa, siempre que los montos desti-
nados a ello sean razonables, a juicio del
SII.

Continua, señalando que teniendo en
cuenta que la administración de los be-
neficios de entrega de canastas y regalos
de Navidad significa para las empresas

destinar importantes recursos humanos,
materiales y de tiempo –adquisiciones,
almacenamiento de grandes volúmenes,
empaque y distribución–; varias empre-
sas les han solicitado la administración
de los citados beneficios, mediante la
emisión de vouchers, que representen
una suma de dinero, para su canje en
establecimientos comerciales, tales como
almacenes, supermercados o jugueterías,
determinados. Esta alternativa, permiti-
ría además que sea el propio trabajador
quién pueda adquirir los alimentos de su
preferencia, en el caso de las canastas, o
los juguetes que se adecuen a las necesi-
dades concretas de sus hijos, en el caso
del beneficio del juguete infantil para Na-
vidad.

Por último, hace presente que previo a la
implementación de un sistema alternati-
vo para la administración de los benefi-
cios antes mencionados y con el objeto,
por una parte, de cautelar el interés fis-
cal y por la otra, de asegurar a las empre-
sas que el monto que se destine a estos
fines sea susceptible de ser rebajado
como gasto, en la determinación de sus
impuestos a la renta, vale decir, que no
se sobrepasen los montos que, a juicio
de este Servicio, se califican como “ra-
zonables” para estos efectos, han esti-
mado necesario solicitar al Servicio, que
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fije montos, rangos o se establezcan los
parámetros que permitan establecer los
montos que considerarán razonables, para
cada caso –adquisición de mercaderías y
juguetes– y, de estimarse necesario, las
fechas en que estos vouchers debieran
emitirse, para no desvirtuar el propósito
del beneficio. Ello por cuanto contar con
la certeza jurídica en la materia aludida,
sin duda beneficiaría al SII, a las empre-
sas que otorgan el beneficio, a las que
intermedian el beneficio y también a los
trabajadores.

2.- Sobre el particular cabe hacer presente
que de acuerdo con las normas de la
Ley de la Renta, como norma general,
los beneficios que una empresa otorga a
sus trabajadores en virtud de un contra-
to de trabajo, en principio deben consi-
derarse como gastos necesarios para
producir la renta por tener éstos el ca-
rácter de obligatorios para la empresa
que los paga, y consecuencialmente, ta-
les desembolsos al efectuarse en cum-
plimiento del respectivo contrato de tra-
bajo, no deben formar parte de la base
imponible del impuesto de Primera Ca-
tegoría, siempre y cuando, además, se
dé cumplimiento a los otros requisitos
que exige sobre la materia el artículo 31
de la ley del ramo.

Por el contrario, aquellos beneficios pa-
gados a los trabajadores de una empresa
en forma voluntaria, tendrán la calidad
de “gasto necesario”, siempre y cuando
respeten el concepto de universalidad,
entendiéndose que éste se cumple cuan-
do los beneficios son pagados a todos
los trabajadores de la empresa bajo nor-
mas de carácter general y uniforme. Si
tales beneficios no reúnen las condicio-
nes indicadas constituyen un gasto re-
chazado para quién los paga, sin perjui-
cio de los impuestos que procedan res-
pecto del beneficiario de dichas rentas.
Las referidas sumas, en su carácter de
gastos rechazados deben formar parte
de la base imponible del impuesto de

Primera Categoría de la respectiva em-
presa, y considerarse, además, para los
efectos de la tributación establecida por
el artículo 21 de la ley del ramo.

3.- En consecuencia, y atendido lo expresa-
do en el número precedente, no cabe
sino colegir que las canastas y regalos de
Navidad proporcionadas por una empre-
sa a sus trabajadores, que son entrega-
das en cumplimiento de un contrato de
trabajo, constituirán para ésta un gasto
necesario para producir la renta, siempre
y cuando se cumplan con las otras con-
diciones y requisitos señalados por el
artículo 31 de la Ley de la Renta.

Por su parte, las cantidades que pague la
empresa por dicho concepto constituyen
para el trabajador un beneficio o incre-
mento de patrimonio calificado de una
renta accesoria o complementaria a su
remuneración, toda vez que estos bene-
ficios son una contraprestación que el
trabajador recibe por su trabajo. Dicha
renta, en consecuencia, deberá adicio-
narse a la remuneración del trabajador en
el período en que se entregan los vales o
“vouchers” al trabajador los cuales a su
vez deberían ser entregados en el perío-
do mensual que se remunera por esa vía,
a saber, septiembre y diciembre, toda
vez que si son entregados con posteriori-
dad a dichas fechas deberían considerar-
se remuneraciones pagadas con retraso.

Ahora bien, si el beneficio sólo alcanza a
algunos trabajadores de la empresa y sin
que tal beneficio se encuentre estableci-
do contractualmente, las citadas sumas
no constituyen un gasto necesario para
producir la renta, por no cumplir con el
requisito de la universalidad comentado
en el número anterior, pasando a consti-
tuir un gasto rechazado y afecto a la
tributación de los artículos 33 Nº 1 y 21
de la Ley de la Renta, según sea la natu-
raleza jurídica de la empresa que incurra
en dichos desembolsos.
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4.- Por último, este Servicio no puede califi-
car a priori si determinados gastos cum-
plen con los requisitos antes indicados o
establecer montos para que éstos se ca-
lifiquen como razonables, ya que además
de las condiciones específicas que deben
cumplir cada uno de ellos, es necesario

también verificar otras situaciones espe-
ciales respecto de cada caso en particu-
lar, que necesariamente tienen que ser
apreciadas, a su juicio exclusivo, por la
Unidad fiscalizadora respectiva en la opor-
tunidad que corresponda, y con los ante-
cedentes que disponga en cada ocasión.

6.524, 19.12.03.

Improcedencia de aplicar la rebaja del artículo 42 bis de la Ley de la Renta,
respecto del sueldo empresarial asignado o pagado al empresario individual
y socios de sociedades de personas.

Fuentes: Ley sobre Impuesto a la Renta.
Arts. 31 Nº 6 y 42 Nº 1 Lir (Ord. Nº 6.524, de
19.12.2003).

1. Por presentación indicada en el antece-
dente, expresan que por aplicación de los
beneficios tributarios del A.P.V. a los con-
tribuyentes que perciben sueldos empre-
sarial y teniendo en consideración las ins-
trucciones de este Servicio contenidas en
el Suplemento Tributario correspondiente
a la Operación Renta 2003 en el sentido
que el sistema del A.P.V. no resultaba
aplicable a los contribuyentes empresa-
rios individuales, socios de sociedades de
personas y socios gestores de sociedades
en comandita por acciones que percibían
sueldo empresarial, solicitan dejar sin efec-
to las instrucciones en razón de las si-
guientes consideraciones legales:

a) A su entender el análisis del trata-
miento tributario del sueldo empre-
sarial debe efectuarse teniendo en
consideración, por una parte la si-
tuación de la empresa o sociedad
que paga dichas remuneraciones, y
por la otra, la del contribuyente que
las percibe. La primera, dice relación
con el tratamiento de los gastos ne-

cesarios para producir la renta de la
empresa que paga el sueldo empre-
sarial, materia tratada en el artículo
31 número 6 de la Ley de Impuesto
a la Renta, y la segunda correspon-
de al tratamiento de dicha renta para
quien la percibe, materia tratada en
el artículo 42 número 1 del mismo
texto legal, por expresa remisión del
artículo 31 número 6 ya referido.

b) En efecto, el inciso tercero del nú-
mero 6 del artículo 31, que trata
acerca de los gastos necesarios para
producir la renta para los efectos de
la determinación de la renta bruta
del impuesto de Primera Categoría,
dispone: “No obstante, se aceptará
como gasto la remuneración del so-
cio de sociedades de personas y so-
cios gestor de sociedades en co-
mandita por acciones, y las que se
asigne el empresario individual, que
efectiva y permanentemente traba-
jen en el negocio o empresa, hasta
por el monto que hubiera estado afec-
to a cotizaciones provisionales obli-
gatorias. En todo caso dichas remu-
neraciones se considerarán rentas
del artículo 42 número 1”.
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c) Por otra parte, desde la perspectiva
del contribuyente que percibe el suel-
do empresarial, por propio mandato
del artículo 31 número 6, dichas
remuneraciones se considerarán ren-
tas del artículo 42 número 1 de la
misma Ley de Impuesto a la Renta,
y asimiladas para todos los efectos
legales a las remuneraciones propias
de los trabajadores dependientes,
tales como sueldos, sobre sueldos,
salarios, premios dietas, gratificacio-
nes, participaciones, etc., quedando
éstas afectas al cálculo, retención y
pago del impuesto Unico de Segun-
da Categoría, sin que exista diferen-
cia alguna en esta materia.

d) Siendo así las cosas, en el caso del
sueldo empresarial, por expreso man-
dato legal, desde la perspectiva del
contribuyente que lo percibe, esta-
mos en presencia de una renta del
trabajo gravada con impuesto Unico
de Segunda Categoría de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 42
número 1. Por otra parte, dichas
rentas al tenor de lo dispuesto en el
artículo 42 bis quedan beneficiados
con el sistema de A.P.V. en los tér-
minos y condiciones de los trabaja-
dores dependientes. Es decir, estos
contribuyentes pueden deducir de
su base imponible mensual del im-
puesto Unico de Segunda Categoría
hasta la suma de 50 Unidades de
Fomento, o proceder a efectuar la
reliquidación anual en los mismos
términos y condiciones ya analiza-
dos al referirnos a los trabajadores
dependientes.

Por las razones legales antes expuestas,
solicitan dejar sin efecto las instrucciones
contenidas en el Suplemento Tributario
de la Operación Renta 2003 respecto de
las materias que motiva su presentación,
y en definitiva resolver con vigencia a
contar del Año Tributario 2003, que los
contribuyentes que perciben sueldos em-

presarial, en su calidad de contribuyente
del impuesto Unico de Segunda Categoría
del artículo 42 número 1 de la Ley sobre
Impuesto a la Renta, tienen derecho a los
beneficios tributarios del A.P.V. contem-
plados en el artículo 42 bis de la Ley
sobre Impuesto a la Renta, en los mismos
términos y condiciones que los restantes
contribuyentes del ya referido impuesto
Unico de Segunda Categoría.

2. Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar, que el Nº 1 del inciso primero
del artículo 42 bis de la Ley de la Renta,
establece lo siguiente:

“Artículo 42 bis.- Los contribuyentes del
artículo 42, Nº 1, que efectúen depósi-
tos de ahorro previsional voluntario o
cotizaciones voluntarias de conformidad
a lo establecido en el número 2 del Título
III del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980,
podrán acogerse al régimen que se esta-
blece a continuación:

1. Podrán rebajar, de la base imponible
del impuesto Unico de Segunda Ca-
tegoría, el monto del depósito de
ahorro previsional voluntario y coti-
zación voluntaria efectuado median-
te el descuento de su remuneración
por parte del empleador, hasta por
un monto total mensual equivalente
a 50 Unidades de Fomento, según el
valor de ésta al último día del mes
respectivo”.

Por su parte, el Nº 1 del artículo 42
de la citada ley preceptúa que se
aplicará, calculará y cobrará un im-
puesto conforme a las normas del
artículo 43 de la referida ley, sobre
las siguientes rentas: “1º.- Sueldos,
sobresueldos, salarios, premios, die-
tas, gratificaciones, participaciones
y cualesquiera otras asimilaciones y
asignaciones que aumenten la remu-
neración pagada por servicios per-
sonales, montepíos y pensiones, ex-
ceptuadas las imposiciones obliga-
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torias que se destinen a la forma-
ción de fondos de previsión y retiro,
y las cantidades percibidas por con-
cepto de gastos de representación.”

Finalmente, el inciso tercero del
Nº 6 del artículo 31 de la ley men-
cionada, dispone que también po-
drán deducirse como gasto la remu-
neración del socio de sociedades de
personas y socio gestor de socieda-
des en comandita por acciones, y
las que se asigne el empresario in-
dividual, que efectiva y permanen-
temente trabajen en el negocio o
empresa, hasta por el monto que
hubiera estado afecto a cotizacio-
nes previsionales obligatorias. En
todo caso, dichas remuneraciones
se considerarán rentas del artículo
42, número 1.

3. De acuerdo a lo dispuesto por las normas
legales antes mencionadas, se puede arri-
bar a las siguientes conclusiones:

a) El beneficiario del sueldo empresa-
rial establecido en el inciso tercero
del Nº 6 del artículo 31 de la Ley de
la Renta, es una franquicia a favor
de la empresa o sociedad, en cuanto
a que el legislador con el fin de
reconocer el trabajo efectuado por
los propietarios o socios a sus res-
pectivas empresas, estableció una
ficción laboral entre empresa y pro-
pietarios y socios, con el fin de que
dichas entidades pudieran asignar-
les o pagarles un sueldo a las referi-
das personas y poder rebajarlo como
un gasto tributario en la determina-
ción de la base imponible del im-
puesto de Primera Categoría que les
afecta, en la medida que se cumplan
los requisitos y condiciones que exi-
ge la mencionada norma legal y que
este Servicio explicitó mediante la
Circular Nº 42, de 1990, la que se
encuentra publicada en el sitio que
este organismo tiene habilitado

en Internet, cuya dirección es
www.sii.cl.

La disposición en referencia en nin-
guna de sus partes califica de traba-
jadores dependientes o de contribu-
yentes del artículo 42 Nº 1 de la Ley
de la Renta a los beneficiarios de las
remuneraciones o sueldos empresa-
riales asignados o pagados, sino que
establece que tales remuneraciones
como una condición más para que la
empresa o sociedad pueda deducir-
las como gasto, se considerarán ren-
tas de la disposición legal precitada,
esto es, que como requisito previo
tales sumas deben afectarse con el
impuesto Unico de Segunda Catego-
ría que grava a las rentas del trabajo
dependiente en general.

b) Ahora bien, el artículo 42 bis de la
Ley de la Renta, dispone en el Nº 1
de su inciso primero, que los contri-
buyentes que tienen derecho a la
rebaja por el ahorro previsional vo-
luntario o cotizaciones voluntarias
que establece dicha norma, son los
contribuyentes del artículo 42 Nº 1,
de la ley precitada, dentro de los
cuales no se comprenden los empre-
sarios individuales, socios de socie-
dades de personas y socios gestores
de sociedades en comanditas por
acciones, ya que la disposición legal
que reglamenta el beneficio del suel-
do empresarial no le da tal calidad a
las referidas personas, sino que las
rentas que se les asignen o paguen,
incluso no las clasifica en el Nº 1 del
artículo 42 en referencia, sino que
las considera como rentas de la cita-
da norma, sólo para el cumplimiento
de una condición más, esto es, que
para que tales sumas puedan ser
deducidas como gasto por parte de
las mencionadas empresas o socie-
dades, deben afectarse previamente
con el impuesto Unico de Segunda
Categoría, cuando corresponda, se-
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gún sea el monto de la renta asigna-
da o pagada.

4.- En consecuencia, y basado en las consi-
deraciones antes expuestas, este Servi-
cio instruyó a través del Suplemento Tri-

butario del año 2003, que las personas
que perciban rentas por concepto de suel-
do empresarial, no tienen derecho a aco-
gerse a la franquicia tributaria del ahorro
previsional que establece el artículo 42
bis de la Ley de la Renta.

6.534, 19.12.03.

Cotizaciones obligatorias a considerar para los fines del límite de la rebaja
del ahorro previsional voluntario que establece el artículo 50 de la Ley de la
Renta, en el caso de trabajador independiente.

Fuentes: Ley sobre Impuesto a la Renta.
Arts. 42 Nº 1, 42 bis y 50 (Ord. Nº 6.534, de
19.12.2003).

1. Por oficio indicado en el antecedente, se
remite la presentación efectuada ante esa
Unidad por el contribuyente que indivi-
dualiza, quien solicita un pronunciamien-
to acerca del beneficio del artículo 42 bis
de la Ley de la Renta.

Expresa, que el contribuyente en forma
independiente realizó cotizaciones obli-
gatorias por los meses de octubre, no-
viembre y diciembre 2002, las que fue-
ron declaradas y pagadas dentro del pla-
zo establecido en el artículo 19 del De-
creto Ley Nº 3.500 de 1980. En estos
mismos períodos, agrega, que efectuó
depósitos de ahorro previsional volunta-
rio, los que fueron pagados en el mes,
utilizando la rebaja permitida del artículo
50 de la Ley de la Renta, por los tres
depósitos.

Señala a continuación, que la A.F.P. me-
diante el Formulario 1899, informa que
enteró cotizaciones obligatorias hasta el
mes de noviembre 2002, toda vez que
ella debe informar las efectivamente pa-
gadas dentro del año, por lo que la coti-

zación de diciembre la informará en el
Año Tributario 2004, motivo por el cual
el Servicio objetó la declaración de renta
del año tributario 2003, al exceder la
rebaja por concepto de depósito de aho-
rro previsional voluntario.

Esa Dirección Regional, es de opinión
que la cantidad máxima a rebajar por
concepto de ahorro previsional volunta-
rio está referida a los montos pagados
por cotizaciones obligatorias en el año
respectivo. Por consiguiente, las cotiza-
ciones correspondientes al mes de di-
ciembre del 2002, que fueron pagadas
en enero 2003, no dan derecho a la
rebaja a que se refiere el artículo 42 bis
de la Ley de Impuesto a la Renta.

2. Sobre el particular, procede indicar en
primer término, que el inciso tercero del
artículo 50 de la Ley de la Renta, res-
pecto de la materia en consulta dispone
lo siguiente: “Asimismo, procederá la
deducción de aquellas cantidades seña-
ladas en el artículo 42 bis, que cumpla
con las condiciones que se establecen
en los números 3 y 4 de dicho artículo,
aun cuando el contribuyente se acoja a
lo dispuesto en el inciso siguiente. La
cantidad que se podrá deducir por este
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concepto será la que resulte de multipli-
car el equivalente a 8,33 Unidades de
Fomento según el valor de dicha unidad
al 31 de diciembre, por el número total
de Unidades de Fomento que represente
la cotización obligatoria que efectúe en
el año respectivo de acuerdo a lo dis-
puesto en el primer inciso del artículo
17 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980.
Para estos efectos, se convertirá la can-
tidad pagada por dichas cotizaciones a
Unidades de Fomento, según el valor de
ésta al último día del mes en que se
pagó la cotización respectiva. En ningún
caso esta rebaja podrá exceder al equi-
valente a 600 Unidades de Fomento, de
acuerdo al valor de ésta al 31 de diciem-
bre del año respectivo. La cantidad de-
ducible señalada considerará el ahorro
previsional voluntario que el contribu-
yente hubiere realizado como trabajador
dependiente”.

3. Atendido el tenor literal de la norma legal
transcrita en el número precedente, se
puede apreciar que la cantidad que el
contribuyente del artículo 42 Nº 2 de la
Ley de la Renta puede rebajar de su renta
imponible por concepto de depósitos de
ahorro previsional voluntario o cotizacio-
nes voluntarias a que se refiere el artícu-
lo 42 bis de la ley precitada, está limita-
da en primer lugar a la cantidad que

resulte de multiplicar el equivalente a
8,33 Unidades de Fomento según el va-
lor de dicha unidad al 31 de diciembre,
por el número total de Unidades de Fo-
mento que representen las cotizaciones
obligatorias que haya efectuado el traba-
jador independiente en el año respectivo,
entendiéndose por lo antes indicado,
aquellas cotizaciones efectivamente pa-
gadas o enteradas en las A.F.P. al 31 de
diciembre del período correspondiente,
sin considerar, por lo tanto, aquellas que
no obstante corresponder al año calen-
dario respectivo cuyo pago o entero en
la entidad previsional respectiva, se reali-
zó en una fecha posterior a la data antes
señalada.

4. En consecuencia, para el cálculo del
referido límite el recurrente sólo debió
considerar las cotizaciones obligatorias
efectivamente pagadas en el ejercicio
comercial 2002, y no aquella correspon-
diente al mes de diciembre del 2002 que
fue pagada en enero del año 2003. Por
lo tanto, de acuerdo con los anteceden-
tes que se indican en la presentación de
esa Dirección Regional, la Administrado-
ra de Fondos de Pensiones respectiva
habría procedido correctamente en cuan-
to a la información entregada en la De-
claración Jurada F1899, respecto del con-
tribuyente consultante.
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Fuentes: Ley sobre Impuesto a la Renta.
Arts. 42 Nºs. 1 y 2, 42 bis, 50 inciso 3º (Ord.
Nº 6.626, de 24.12.2003).

1. Por presentación indicada en el antece-
dente, expresa que la sociedad que se
indica (C.C.B.), obtuvo la autorización de
la Superintendencia de Valores y Segu-
ros mediante Circular Nº 1.597 de 15 de
abril de 2002 para operar como institu-
ción autorizada en la oferta pública de
Planes de Ahorro Previsional Voluntario,
establecidos por el Título III del D.L.
Nº 3.500 modificado por la Ley
Nº 19.768 del 7 de noviembre de 2001.

Conforme a lo anterior, agrega, que su
representada obtuvo la autorización co-
rrespondiente de la Superintendencia de
Valores y Seguros para ofrecer a público
el denominado “Ahorro Flexible”, lo cual
se materializó mediante la Resolución
exenta Nº 106 del 25 de abril de 2003.
En dicha resolución se hace referencia a
los documentos que forman parte del
Plan de Ahorro Previsional, esto es:

a) Contrato de Ahorro Previsional Vo-
luntario y Anexo “Aporte y Comisio-
nes” que forma parte integrante del
mismo, y

b) Formulario “Selección de Alternati-
vas de Ahorro Previsional” para el
referido plan de ahorro.

Señala a continuación, que el Plan de
Ahorro Previsional Flexible consiste en
invertir en instrumentos financieros del
mercado de capitales nacional transados
en la Bolsa de Comercio de Santiago,
recursos en dinero efectivo proveniente

de cotizaciones voluntarias, depósitos
convenidos y depósitos de ahorro previ-
sional voluntario. Dichas inversiones se
pueden materializar en acciones, instru-
mentos de renta fija e instrumentos de
intermediación financiera.

Expresa, además que el Cliente puede
enterar sus aportes en dinero a C.C.B. en
cualquiera de las siguientes formas: a)
Directamente concurriendo a ese efecto
a sus oficinas; b) Mediante remesas he-
chas por su empleador, y c) Indirecta-
mente a través de una Administradora de
Fondos de Pensiones o de otra institu-
ción autorizada.

Seguidamente indica, que C.C.B. regis-
trará los aportes en una cuenta corriente
denominada para estos efectos “Cuenta
Dos”, en la que ingresará además de los
recursos provenientes de traspasos reci-
bidos de otras entidades, el producto de
la enajenación y liquidación de inversio-
nes ordenadas por el Cliente, y los inte-
reses y beneficios producidos por las in-
versiones. La contabilización de dichos
instrumentos será de acuerdo a los pre-
cios de mercado según la metodología
de valorización establecida por la Super-
intendencia de Valores y Seguros. Los
instrumentos o activos correspondientes
a la inversión de los recursos de propie-
dad del Cliente, cuyo origen sea el men-
cionado, serán mantenidos por C.C.B.
bajo custodia especial y separada de cual-
quier otra. Como se ha señalado, expre-
sa, que una de las características del
producto autorizado es la flexibilidad, ra-
zón por la cual el Cliente podrá ingresar
órdenes de compra y/o venta de instru-
mentos cuantas veces quiera durante la

6.626, 24.12.03.

Consultas relacionadas con el tratamiento tributario del ahorro previsional
voluntario.
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vigencia de su Plan y modificar a su sola
decisión la distribución de los activos de
su Plan.

Las comisiones por transacción, costos
operacionales, derechos de bolsa y el
U.F., serán de cargo del cliente y C.C.B.
procederá a cargarlos en la “Cuenta Dos”
antes mencionada. Expresamente se es-
tablece que el trabajador no podrá ceder
a terceros los valores y activos que sean
objeto de la inversión de sus cotizacio-
nes voluntarias, depósitos convenidos y
depósitos de ahorro previsional volunta-
rio. En cuanto a la movilidad de los recur-
sos originados, se acuerda que el traba-
jador en cualquier tiempo podrá traspa-
sar desde C.C.B. a alguna A.F.P. o a otra
institución autorizada, una parte o la to-
talidad de sus recursos originados en co-
tizaciones voluntarias, depósitos conve-
nidos y depósitos de ahorro previsional
voluntario. Respecto del retiro para fines
no previsionales, por una parte se explicita
la imposibilidad de efectuar tal procedi-
miento respecto de los recursos prove-
nientes de Depósitos Convenidos y res-
pecto de los restantes se indica que
C.C.B. los pagará previa retención del
15% de su monto en pesos como abono
al impuesto Unico que grava esta clase
de retiros establecido en el artículo 42
bis de la Ley de Impuesto a la Renta.

Como antecedentes de derecho de la
presentación en análisis, señala, que la
creación del Ahorro Previsional Volunta-
rio incorporó normas específicas que lo
regulan las que están contenidas hoy en
día en el número 2 del Título III del
Decreto Ley Nº 3.500.

Respecto de su tratamiento tributario
debe estarse a lo señalado en los artícu-
los 42 bis y 42 ter de la Ley de Impuesto
a la Renta. Además, cabe tener presente
la Circular Nº 31 del 20 de abril de 2002,
emanada de este Servicio que impartió
instrucciones sobre las normas aplica-
bles a esta clase de Ahorro Previsional.

Agrega a continuación, que el Servicio
ha emitido un pronunciamiento que ex-
presamente señala que el tratamiento
tributario a que se refieren las normas
citadas y que fueron objeto de la Circu-
lar Nº 31, es aplicable tanto a los Depó-
sitos de Ahorro Previsional Voluntario
efectuados, ya sea en una A.F.P. o en
alguna “Institución Autorizada” para ta-
les efectos por la Superintendencia del
ramo. (Nº 4 del Oficio Nº 1.536 del 13
de mayo de 2002).

En lo que se refiere al mayor valor que
se obtenga como consecuencia de las
operaciones que realice su representa-
da, siguiendo las instrucciones de los
inversionistas, estima que es posible dis-
tinguir entre el origen de los recursos,
debidamente reajustados, y los réditos
que los mismos produzcan. En efecto, a
la Ley de la Renta, simultáneamente con
las normas del Ahorro Previsional Vo-
luntario, se le introdujo la norma del
artículo 18 ter, en el sentido que: “No
obstante lo dispuesto en los artículos
17, Nº 8, y 18 bis, no se gravará con
los impuestos de esta ley, ni se declara-
rá, el mayor valor obtenido en la enaje-
nación de acciones emitidas por socie-
dades anónimas abiertas con presencia
bursátil, efectuada en una bolsa de va-
lores del país o en otra bolsa autorizada
por la Superintendencia de Valores y
Seguros o en un proceso de oferta pú-
blica de adquisición de acciones regida
por el Título XXV de la Ley Nº 18.045,
siempre que las acciones hayan sido
adquiridas en una bolsa de valores, o en
un proceso de oferta pública de adquisi-
ción de acciones regida por el Título
XXV de la Ley Nº 18.045 o en una
colocación de acciones de primera emi-
sión, con motivo de la constitución de la
sociedad o de aumento de capital poste-
rior, o con ocasión del canje de bonos
convertibles en acciones considerándo-
se en este caso como precio de adquisi-
ción de las acciones el precio asignado
al ejercicio de la opción”.
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De esta forma, expresa, que una sería la
situación tributaria de los aportes inicia-
les, debidamente reajustados, efectuados
por el inversionista originados en el deno-
minado A.P.V. y otra sería la que corres-
ponde aplicar al mayor valor que se ob-
tenga producto de las operaciones. Esti-
ma que tal distinción es jurídicamente pro-
cedente ya que el origen de los recursos
no puede alterar la naturaleza jurídica de
las situaciones, más aun cuando existen
normas expresas para ellas. En otras pala-
bras, si existe una norma expresa relativa
al tratamiento tributario del mayor valor
en la enajenación de acciones debiera apli-
carse no obstante que dicha inversión se
efectúe con fondos A.P.V.

Sobre la base de lo anteriormente ex-
puesto, solicita a este Servicio emitir un
pronunciamiento sobre lo siguiente:

1. Confirmar que al sistema de “Ahorro
Flexible” que ofrecerá Consorcio Co-
rredores de Bolsa y autorizado por la
Superintendencia de Valores, le re-
sulta aplicable el tratamiento tribu-
tario descrito en los artículos 42 bis,
50 de la Ley de la Renta y 1º y 5º
transitorio de la Ley Nº 19.768 del 7
de noviembre de 2001, todo ello
conforme a las instrucciones impar-
tidas mediante la Circular Nº 31 del
26 de abril de 2002;

2. Confirmar que el tratamiento tribu-
tario antes descrito se aplica a los
recursos originalmente invertidos por
el cliente;

3. Que a los resultados de la venta de
instrumentos financieros por parte
de los clientes, entiéndase mayor
valor en la enajenación de acciones,
se le aplica el tratamiento tributario
especial descrito en el artículo 18
ter de la Ley de la Renta;

4. Confirmar que los clientes del siste-
ma de Ahorro Flexible podrán recu-

perar los créditos incluidos en los
dividendos percibidos como conse-
cuencia de las operaciones que se
realicen en cumplimiento de sus ins-
trucciones;

5. Aclarar si los trabajadores depen-
dientes, contribuyentes del artículo
42 Nº 1 de la Ley de la Renta,
pueden rebajar el máximo de 600
U.F. según el valor de ésta al 31 de
diciembre del año respectivo, me-
nos los aportes efectuados confor-
me al Nº 1 del artículo 42 bis, consi-
derando otras rentas de Global Com-
plementario;

6. Confirmar que el trabajador depen-
diente, que simultáneamente perci-
be rentas como profesional indepen-
diente, puede efectuar la rebaja máxi-
ma de 600 U.F. sobre el total de los
ingresos percibidos por sus activida-
des, y no sólo de sus rentas como
trabajador dependiente;

7. Aclarar si el profesional independien-
te, que sólo percibe rentas clasifica-
das en el artículo 42 Nº 2 de la Ley
de la Renta, para hacer uso del be-
neficio establecido en el artículo 50
de la Ley de la Renta, debe estar
afiliado a una Administradora de Fon-
dos de Pensiones y a una Institución
de Salud Previsional y/o FONASA,
dado que la norma citada emplea la
expresión “se haya acogido a un
régimen de previsión”;

8. Aclarar si los socios de sociedades
de personas, socios gestores de so-
ciedades en comandita por acciones
y el empresario individual que perci-
ben el denominado “Sueldo Empre-
sarial”, establecido en el artículo 31
Nº 6, inciso tercero, de la Ley de la
Renta, pueden hacer efectiva la re-
baja que establece el artículo 42 bis
de la Ley de la Renta, habida consi-
deración del hecho que la norma
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citada que lo establece considera
dichas cantidades como rentas del
artículo 42 Nº 1;

9. Aclarar si el impuesto Unico estable-
cido en el artículo 42 bis Nº 3 se
aplica a todos los recursos que sean
retirados aun cuando en su origen el
contribuyente no hubiere aprovecha-
do las rebajas tributarias estableci-
das en los Nºs. 1 y 2 del artículo 42
bis, por no tener derecho o por ex-
cederse de los topes establecidos en
dicha norma;

10. Precisar cuáles serían las obligacio-
nes de la sociedad Consorcio Corre-
dores de Bolsa S.A. frente a las si-
guientes situaciones:

a) Emisión de certificados al accio-
nista por las acciones en custo-
dia;

b) Declaración Jurada al Servicio
de Impuestos Internos por di-
chos instrumentos, y

c) Informe de Facturas emitidas por
la sociedad originadas en la com-
pra y venta de las inversiones
definidas en el Plan.

2.- Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar que el artículo 42 bis de la Ley
de la Renta, establece lo siguiente:

“Artículo 42 bis.- Los contribuyentes del
artículo 42, Nº 1, que efectúen depósi-
tos de ahorro previsional voluntario o
cotizaciones voluntarias de conformidad
a lo establecido en el número 2 del Título
III del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980,
podrán acogerse al régimen que se esta-
blece a continuación:

1. Podrán rebajar, de la base imponible
del impuesto Unico de Segunda Ca-
tegoría, el monto del depósito de
ahorro previsional voluntario y coti-

zación voluntaria efectuado median-
te el descuento de su remuneración
por parte del empleador, hasta por
un monto total mensual equivalente
a 50 Unidades de Fomento, según el
valor de ésta al último día del mes
respectivo.

2. Podrán reliquidar, de conformidad al
procedimiento establecido en el ar-
tículo 47, el impuesto Unico de Se-
gunda Categoría, rebajando de la
base imponible el monto del depósi-
to de ahorro previsional voluntario y
cotización voluntaria que hubieren
efectuado directamente en una ins-
titución autorizada de las definidas
en la letra p) del artículo 98 del
Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, o
en una Administradora de Fondos
de Pensiones, hasta por un monto
total máximo anual equivalente a la
diferencia entre 600 Unidades de
Fomento, según el valor de ésta al
31 de diciembre del año respectivo,
menos el monto total del ahorro vo-
luntario y de las cotizaciones volun-
tarias, acogidos al número 1 ante-
rior.

Para los efectos de impetrar el bene-
ficio, cada inversión efectuada en el
año deberá considerarse según el
valor de la Unidad de Fomento en el
día que ésta se realice.

3. En caso que los recursos originados
en depósitos de ahorro previsional
voluntario o de cotizaciones volun-
tarias a que se refiere el número 2
del Título III del Decreto Ley
Nº 3.500, de 1980, sean retirados y
no se destinen a anticipar o mejorar
las pensiones de jubilación, el monto
retirado, reajustado en la forma dis-
puesta en el inciso penúltimo del
número 3 del artículo 54, quedará
afecto a un impuesto Unico que se
declarará y pagará en la misma for-
ma y oportunidad que el impuesto
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Global Complementario. La tasa de
este impuesto será tres puntos por-
centuales superior a la que resulte
de multiplicar por el factor 1,1, el
producto, expresado como porcen-
taje, que resulte de dividir, por el
monto reajustado del retiro efectua-
do, la diferencia entre el monto del
impuesto Global Complementario
determinado sobre las remuneracio-
nes del ejercicio incluyendo el mon-
to reajustado del retiro y el monto
del mismo impuesto determinado sin
considerar dicho retiro. Si el retiro
es efectuado por una persona pen-
sionada o, que cumple con los requi-
sitos de edad y de monto de pensión
que establecen los artículos 3º y 68
letra b) del Decreto Ley Nº 3.500,
de 1980, o con los requisitos para
pensionarse que establece el Decre-
to Ley Nº 2.448, de 1979, no se
aplicarán los recargos porcentuales
ni el factor antes señalados.

Las Administradoras de Fondos de
Pensiones y las instituciones autori-
zadas que administren los recursos
de ahorro previsional voluntario des-
de las cuales se efectúen los retiros
descritos en el inciso anterior, debe-
rán practicar una retención de im-
puesto, con tasa 15% que se trata-
rá conforme a lo dispuesto en el
artículo 75 de esta ley y servirá de
abono al impuesto unico determina-
do. Con todo, no se considerarán
retiros los traspasos de recursos que
se efectúen entre las entidades ad-
ministradoras, siempre que cumplan
con los requisitos que se señalan en
el numeral siguiente.

4. Al momento de incorporarse al sis-
tema de ahorro a que se refiere este
artículo, la persona deberá manifes-
tar a las Administradoras de Fondos
de Pensiones o a las instituciones
autorizadas, su voluntad de acoger-
se al régimen establecido en este

artículo, debiendo mantener vigente
dicha expresión de voluntad. La en-
tidad administradora deberá dejar
constancia de esta circunstancia en
el documento que dé cuenta de la
inversión efectuada. Asimismo, de-
berá informar anualmente respecto
de los montos de ahorro y de los
retiros efectuados, al contribuyente
y al Servicio de Impuestos Internos,
en la oportunidad y forma que este
último señale.

5. Los montos acogidos a los planes de
ahorro previsional voluntario no po-
drán acogerse simultáneamente a lo
dispuesto en el artículo 57 bis”.

3.- Ahora bien, este Servicio respecto del
mecanismo de ahorro que establece la
norma legal antes transcrita impartió las
instrucciones pertinentes mediante la Cir-
cular Nº 31, del año 2002; instructivo
que se encuentra publicado en el sitio
web que este organismo tiene habilitado
en Internet, cuya dirección es: www.sii.cl.

4.- De acuerdo a lo dispuesto por la norma
legal antes transcrita y lo instruido por
este Servicio a través de la circular men-
cionada, se informa que la franquicia
tributaria que establece el artículo 42 bis
e inciso tercero del artículo 50 de la Ley
de la Renta, consiste en que los contribu-
yentes de los artículo 42 Nºs. 1 y 2 de la
ley precitada por los ahorros previsiona-
les voluntarios que efectúen en las insti-
tuciones encargadas de su recaudación y
administración, hasta los límites máxi-
mos que establecen dichas normas lega-
les, tendrán derecho a una rebaja de la
base imponible de los impuestos perso-
nales que le afecten con el efecto de un
menor pago de impuesto, y cuando tales
ahorros, incluida, desde luego, la rentabi-
lidad que éstos generen producto de las
inversiones realizadas por las institucio-
nes encargadas de su administración,
sean retirados al no ser destinados a
anticipar o mejorar las pensiones de jubi-
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lación, estarán afectos al impuesto Uni-
co que establece el Nº 3 del artículo 42
bis de la ley del ramo.

Cabe hacer presente que la franquicia
tributaria en comento, es un beneficio
integrado y único, es decir, sólo se afec-
ta con los beneficios que establece la
norma en comento y se gravan con el
impuesto que señala dicha disposición
legal en los casos que ella indica, inde-
pendientemente de los tratamientos tri-
butarios que puedan afectar a las inver-
siones que efectúen las entidades encar-
gadas de administrar tales ahorros previ-
sionales voluntarios, como pueden ser
por ejemplo, las normas del artículo 18
ter de la Ley de la Renta, las cuales no
tienen aplicación en el caso en consulta,
ya que el contribuyente que se acoja a
las normas del artículo 42 bis de la ley
del ramo, tanto por el ahorro previsional
voluntario que efectúe, como por la ren-
tabilidad que éstos generen, sólo se afec-
tan con las normas del precepto legal
antes mencionado, por ser éste una nor-
ma especial que prevalece, como ya se
señaló, respecto de las demás disposi-
ciones de la Ley de la Renta.

5.- Expuesto el principio básico en que se
sustenta el beneficio tributarios del ar-
tículo 42 bis de la Ley de la Renta indica-
do anteriormente, a continuación se pa-
san a responder las consultas formula-
das por el recurrente.

a) Respecto de la primera de ellas, se
señala que en la medida que el Plan
de “Ahorro Flexible” que describe
en su escrito, haya sido autorizado
por la Superintendencia del ramo por
cumplir con los requisitos para ello,
y además, con las condiciones re-
queridas por el artículo 42 bis de la
Ley de la Renta, este Servicio no ve
inconveniente que a los recursos des-
tinados a dicha forma de ahorro les
sea aplicable el tratamiento tributa-
rio establecido en el citado artículo

42 bis y artículo 50 de la ley
precitada y artículos 1º y 5º transi-
torio de la Ley Nº 19.768, en los
términos explicados en el Nº 4 pre-
cedente.

b) En cuanto a la segunda consulta, se
indica que el tratamiento tributario a
que se refieren las normas legales
antes señaladas, y en concordancia
con lo expresado en la letra prece-
dente, sólo le es aplicable a los re-
cursos originales que el contribuyente
invierta en cada oportunidad en di-
cho Plan de Ahorro Previsional Vo-
luntario acogido al artículo 42 bis de
la Ley de la Renta, esto es, como
una rebaja de la base imponible del
impuesto que afecta al contribuyen-
te, exceptuándose del citado régi-
men de deducción la rentabilidad que
generen las inversiones efectuadas
con los referidos ahorros, la cual
conjuntamente con los citados aho-
rros en el momento en que sean
retirados al no ser destinados a los
fines que indica la ley, se afectan
con el impuesto Unico que estable-
ce el Nº 3 del artículo 42 bis de la
Ley de la Renta.

c) Referente a la tercera consulta, se
expresa que a las rentas que gene-
ren los planes de ahorro previsional
voluntario a que se refiere el artículo
42 bis de la Ley de la Renta, no se le
aplican las normas del artículo 18
ter de la ley precitada, ya que como
se informó anteriormente tanto el
ahorro previsional voluntario efec-
tuado por los trabajadores como la
rentabilidad que éstos generan, sólo
se afectan con la tributación que
dispone el Nº 3 del artículo 42 bis,
cuando sean retirados antes que el
contribuyente se someta a pensión
o jubilación.

d) En cuanto a la cuarta consulta plan-
teada, se señala que los inversionis-
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tas acogidos al Plan de Ahorro Pre-
visional Voluntario a que se refiere
en su presentación, no pueden recu-
perar los créditos asociados a los
dividendos que se generen con mo-
tivo de las inversiones efectuadas
con fondos enterados en dicho plan
en acciones de sociedades anóni-
mas, atendido a que según lo seña-
lado precedentemente, la rentabili-
dad del ahorro previsional voluntario
se grava exclusivamente de confor-
midad al artículo 42 bis supracitado
y, esta disposición no reconoce nin-
gún crédito en contra del impuesto
que establece.

e) En relación a la quinta consulta, se
expresa que de acuerdo a lo dis-
puesto por el artículo 42 bis de la
Ley de la Renta, los trabajadores
dependientes del artículo 42 Nº 1 de
la ley del ramo, tienen derecho a
rebajar mediante la modalidad que
indica dicha norma, un límite máxi-
mo anual de 600 U.F. vigente al
término del ejercicio, límite que en el
caso que se utilice la modalidad de
ahorro vía empleador no debe exce-
der de 50 U.F. mensuales vigente al
último día del mes respectivo. Ahora
bien, si el trabajador efectúa dicho
ahorro directamente en una institu-
ción recaudadora autorizada para la
administración de dichos planes de
ahorro, la rebaja no puede exceder
de 600 U.F. anuales, vigente a la
misma fecha antes indicada, pudien-
do bajo esta última modalidad exce-
der del límite de 50 U.F. mensuales
el depósito efectuado en un mes
determinado, con la condición de
que tal deducción al término del ejer-
cicio no pueden exceder de 600 U.F.,
menos los ahorros previsionales rea-
lizados vía empleador; todo ello de
acuerdo a lo expresado por este Ser-
vicio mediante el Oficio Nº 1.536,
de fecha 13.05.2002 de conocimien-
to del recurrente.

f) Respecto de la sexta consulta, se
informa que de acuerdo con lo esta-
blecido en el inciso tercero del ar-
tículo 50º de la Ley de la Renta, los
contribuyentes del artículo 42 Nº 2,
que sean personas naturales, tam-
bién tienen derecho a deducir de las
rentas de la Segunda Categoría afec-
tas al impuesto Global Complemen-
tario los depósitos de ahorro previ-
sional voluntario y cotizaciones vo-
luntarias que efectúen, de la forma
y bajo el cumplimiento de las condi-
ciones indicadas en dicha norma,
con un tope de 600 U.F. La canti-
dad máxima a deducir por este con-
cepto debe considerar el ahorro pre-
visional voluntario que el contribu-
yente hubiere realizado como traba-
jador dependiente.

g) En el caso de los trabajadores inde-
pendientes clasificados en el artícu-
lo 42 Nº 2 de la Ley de la Renta,
para poder hacer uso del beneficio
tributario establecido en el inciso ter-
cero del artículo 50 de la ley antes
referida, tales personas naturales
deben encontrarse afiliadas a una
A.F.P., ya que la norma legal citada
en último término exige para que
opere el citado beneficio que el tra-
bajador independiente tenga cotiza-
ciones obligatorias enteradas en una
institución de previsión, conforme a
las normas del D.L. Nº 3.500, de
1980.

h) Respecto de la octava consulta, se
informa que los contribuyentes que
indica en su escrito no tienen dere-
cho a la franquicia tributaria del ar-
tículo 42 bis de la Ley de la Renta,
ya que dicho tipo de personas no se
comprenden en los contribuyentes
que señala la norma legal precitada,
situación que se hizo presente en las
instrucciones de la Línea 16 del For-
mulario Nº 22, del Suplemento Tri-
butario correspondiente al año 2003.
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i) Referente a la novena consulta, se
expresa que el impuesto Unico esta-
blecido en el Nº 3 del artículo 42 bis
de la Ley de la Renta, conforme al
tenor literal de dicha norma, que no
hace ninguna distinción al respecto,
se aplica sobre todo retiro que los
contribuyentes efectúen de los Pla-
nes de Ahorro Voluntario acogidos a
la mencionada disposición legal, in-
dependiente de la situación tributaria
tanto de los ahorros originales efec-
tuados como de la rentabilidad ge-
neradas por éstos.

j) Finalmente, respecto de la última
consulta planteada, se señala que

la empresa que representa el recu-
rrente al ofrecer el Plan de Ahorro
Voluntario a que se refiere en su
escrito, y estar acogido éste a las
normas del artículo 42 bis de la
Ley de la Renta por cumplir con los
requisitos para ello y debidamente
autorizado por la Superintendencia
del ramo, respecto de sus inversio-
nistas o ahorrantes y de este Ser-
vicio, sólo se encuentra obligada a
las exigencias establecidas median-
te la Resolución Ex. Nº 34 de este
organismo, del año 2002, la que
se encuentra publicada en el sitio
web de Internet de esta institu-
ción.

02, 2.01.04.

Consulta sobre el efecto que el aumento del Impuesto al Valor Agregado
provoca en las cotizaciones de salud pactadas entre las ISAPRES y sus
afiliados. Además consulta sobre el período a partir del cual debe aplicarse
la nueva tasa a las cotizaciones afectas al referido impuesto.

Fuentes: Ley de Impuesto a las Ventas y
Servicios. Oficio Nº 2 de 2 enero de 2004.

1.- Se ha recibido en esta Dirección Nacio-
nal su presentación del antecedente, me-
diante la cual consulta sobre el efecto
que el aumento del Impuesto al Valor
Agregado provoca en las cotizaciones de
salud pactadas entre las ISAPRES y sus
afiliados. Además consulta sobre el pe-
ríodo a partir del cual debe aplicarse la
nueva tasa a las cotizaciones afectas al
referido impuesto.

Expone que una ISAPRE le consultó so-
bre la materia, señalando que a su juicio,
en lo que dice relación con las cotizacio-
nes afectas a IVA, basta con comunicar
a los empleadores para que descuenten

de la remuneración del trabajador, la res-
pectiva cotización sujeta a IVA, incremen-
tada en un punto, sin necesidad de modi-
ficar el precio del plan de salud conveni-
do con el cotizante. Fundamenta dicha
postura en que el IVA es un impuesto
indivisible, que debe transferirse al con-
sumidor final y no puede, en consecuen-
cia, esperarse a que se produzca una
modificación contractual para trasladarlo
al cotizante, agregando que el aumento
impositivo ha sido aplicado por una ley
especial que prima sobre la Ley Nº 18.933
que rige a las ISAPRES.

Por otra parte, en lo que respecta al
período a partir del cual debe aplicarse la
nueva tasa a las cotizaciones afectas a
IVA, la ISAPRE estima que en caso que
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el empleador declare y pague las cotiza-
ciones, el impuesto se devenga –con la
tasa que corresponda– en el mes en que
se efectúa el descuento, lo que a su
juicio trae como consecuencia que las
cotizaciones correspondientes al mes de
septiembre que se pagaron durante los
primeros diez días de octubre, están afec-
tas a un 18% por concepto de U.F.,
puesto que la cotización se devengó en
el mes anterior –período en que el traba-
jador percibió la remuneración y puso a
disposición de la ISAPRE la respectiva
cotización– en que aún no regía el au-
mento impositivo.

Al respecto, manifiesta que no concuer-
da con lo señalado por la ISAPRE consul-
tante en cuanto a que como consecuen-
cia del aumento del IVA establecido por
la Ley Nº 19.888, sería suficiente enviar
una carta a los empleadores notificándo-
les cuál es el nuevo monto que deben
descontar de las remuneraciones de sus
trabajadores a causa del alza impositiva,
por cuanto dicha solución no es consis-
tente con la lógica y la normativa que
rige a los contratos de salud previsional.

Ello encuentra su fundamento en que de
acuerdo a la Ley Nº 18.933, para el
otorgamiento de las prestaciones de sa-
lud que norma ese cuerpo legal, los
cotizantes y las instituciones deben sus-
cribir un contrato de salud previsional,
en el que, entre otras materias, se pac-
tan los beneficios que la ISAPRE otorga-
rá –contenidos en el plan de salud– y el
precio que por ellos pagará el afiliado. En
este orden de cosas, cabe resaltar que
de conformidad a la misma ley, el precio
pactado sólo puede sufrir variaciones por
efecto de la incorporación o retiro de
beneficiarios, por aplicación de la tabla
de factores de riesgo por sexo y edad
contemplada en el plan o como conse-
cuencia de la facultad otorgada a las
ISAPRES por el artículo 38, de la Ley del
ramo, en virtud de la cual pueden revisar
anualmente los contratos, para adecuar

unilateralmente los precios y las presta-
ciones y beneficios convenidos.

Por otra parte y en lo que respecta al
período a partir del cual debe aplicarse la
nueva tasa a las cotizaciones afectas al
U.F., señala que se ha limitado a aplicar
la jurisprudencia administrativa emitida
por este Servicio, contenida en oficios
Ord. Nº 3.056, de 1994 y Ord. Nº 488,
de 1995.

2.- El artículo 9º, letra a) del D.L. Nº 825, de
1974, dispone en lo pertinente que el
Impuesto al Valor Agregado se devenga
en la prestación de servicios, en la fecha
de emisión de la factura o boleta, seña-
lando en su parte final que “si no se
hubieren emitido facturas o boletas, se-
gún corresponda, o no correspondiere
emitirlas, el tributo se devengará en la
fecha en que la remuneración se perciba
o se ponga, en cualquier forma, a dispo-
sición del prestador de servicios”.

A su vez, el artículo 14, del mismo de-
creto ley, modificado por el artículo 1º,
de la Ley Nº 19.888 de 13.08.2003,
establece una tasa de impuesto de 19%,
a contar del 1º de octubre de 2003.

Al tenor de la citada normativa legal,
todo Impuesto al Valor Agregado deven-
gado a partir del 1º de octubre de 2003,
debe aplicarse con la tasa de 19%.

3.- Al respecto, cabe señalar que en el caso
en consulta el problema se genera por la
forma establecida para fijar el precio de
los contratos de salud, el cual, según
normas regulatorias propias, no puede
ser alterado salvo expresas excepciones.

No obstante, la forma en que se pacte el
precio de los referidos planes de salud es
materia de derecho privado y, por lo
tanto, ajena a la competencia de este
Servicio, fijada dentro del ámbito del de-
recho público en el texto del Código Tri-
butario, obligando en consecuencia sólo
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a las partes contratantes pero no al Esta-
do en el ejercicio de su potestad tributaria.

Así las cosas, la forma en que se haya
convenido el precio de un contrato, en
relación con el IVA que deba aplicársele,
podrá determinar las responsabilidades
de las partes ante un eventual cambio de
tasa, pero no puede alterar las normas
sobre determinación de los impuestos
fijadas en la ley.

En todo caso, ha de tenerse presente
que según las normas contenidas en el
D.L. Nº 825, de 1974, el contribuyente
o sujeto de derecho del U.F. es el vende-
dor o el prestador de servicios quien, al
emitir la correspondiente factura debe
recargar en forma separada, el monto del
Impuesto al Valor Agregado que corres-
ponda, con la tasa vigente al momento
en que se devenga el referido impuesto.

En cuanto al período a partir del cual
debió aplicarse la nueva tasa de 19%,

cabe manifestar que ella debió aplicarse
a todas aquellas cotizaciones afectas, en
que el Impuesto al Valor Agregado se
devengó a partir del 1º de octubre de
2003.

Para estos efectos y en concordancia
con lo dispuesto en Ord. Nº 3.056, de
30.08.94 se entiende que el Impuesto
al Valor Agregado originado en las co-
tizaciones afectas, se devenga en el
momento en que se perciban o se pon-
gan, en cualquier forma, a disposición
de la ISAPRE, los ingresos provenien-
tes del contrato de prestación de ser-
vicios de salud, es decir, cuando el
empleador efectivamente realice el
pago de dichas cotizaciones a la
ISAPRE.

En el caso en consulta, las cotizaciones
afectas descontadas en el mes de sep-
tiembre pero pagadas a la ISAPRE en el
mes de octubre deben afectarse con la
tasa del 19%.
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En la entrevista del mes, la Sra. Macarena
Carvallo, Subsecretaria de Previsión Social, explica
los alcances del proyecto de ley que reforma la
justicia laboral y previsional, estableciendo la litiga-
ción electrónica por primera vez en Chile.

A continuación, en Doctrina, Estudios y Co-
mentarios, el artículo del abogado José Francisco
Castro, aporta algunas visiones sobre el mercado
del trabajo, los nuevos desafíos para las empresas
y las normas laborales en el marco de la discusión
sobre la institucionalidad laboral con que debe
contar nuestro país.

La cartilla mensual se refiere a las característi-
cas más relevantes del contrato de trabajo de las
trabajadoras de casa particular.

En la sección de Jurisprudencia Judicial desta-
can dos interesantes fallos sobre prácticas antisindi-
cales, sobre la improcedencia de traslado de diri-
gentes sindicales, sin que exista caso fortuito o
fuerza mayor.

De la Jurisprudencia Administrativa emitida
por el Servicio, destacamos el Dictamen Nº 544/
32, que aclara lo que debe entenderse por obliga-
ciones laborales y previsionales para los  efectos
de la responsabilidad subsidiaria del dueño de la
obra, empresa o faena, o del contratista, a que se
refiere el artículo 64 del Código del Trabajo.

Por último, en la sección Normas Legales,
destacamos la publicación de los textos actualiza-
dos, coordinados y sistematizados del Estatuto
Docente y del Decreto Nº 67, de 2003, de Previ-
sión Social, Reglamento para la aplicación de los
artículos 15 y 16 de la Ley Nº 16.744, sobre
Exenciones, Rebajas y Recargos de la Cotización
Adicional Diferenciada preparados por don Juan
Canales Mourgues, colaborador permanente de este
Boletín Oficial.
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